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incorporados al 
Ambrosio Rodríguez. 


Senado: José Bayardi y 


2.- Asuntos entrados 


"PLIEGO N* 58 
PROMULGACION DE LEYES 


El Poder Ejecutivo comunica que, con fecha 
28 de marzo de 2001, ha promulgado las 
siguientes leyes: 


— N* 17.305, por la que se establecen las 
disposiciones para el pago del Impuesto al 
Patrimonio y de la Contribución Inmobilia- 
ria Rural para el ejercicio 2001, en el 
departamento de Artigas. C/986/001 


— N2 17.306, por la que se dispone la 
erección de un monumento en memoria del 
ex legislador señor Wilson Ferreira Aldunate 
en la explanada de la Intendencia Muni- 
cipal de Montevideo. C/714/000 


— Archívense. 


DE LA PRESIDENCIA DE LA ASAMBLEA 
GENERAL 


La Presidencia de la Asamblea General 
destina a la Cámara de Representantes los 
siguientes proyectos de ley, remitidos con su 
correspondiente mensaje por el Poder Ejecutivo: 


— por el que se aprueba el Protocolo de 1988 
relativo al Convenio internacional para la 
Seguridad de la Vida Humana en el Mar, 
1974. C/1047/001 


— por el que se aprueban las Enmiendas al 
Convenio Constitutivo de la Organización 
Marítima Internacional, adoptadas por la 
Asamblea de la mencionada Organización, 
por Resolución A.735 (18) de 4 de 
noviembre de 1993. C/1048/001 


— A la Comisión de Asuntos Internacionales. 
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— por el que se designa "Maestro Virgilio 
Eduardo Scarabelli Alberti" el Liceo N* 49 
del departamento de Montevideo. 

C/1049/001 


— A la Comisión de Educación y Cultura. 


DE LA CAMARA DE SENADORES 


La Cámara de Senadores remite copia del 
texto de la exposición realizada por la señora 
Senadora Mónica Xavier, sobre la crisis que 
atraviesa el sector periodístico. C/7/000 


— A la Comisión de Legislación del Trabajo. 


INFORMES DE COMISIONES 


La Comisión de Asuntos Internacionales se 
expide sobre los siguientes proyectos de ley: 


— por el que se aprueba el Acuerdo de 
Cooperación Turística con el Gobierno de 
la República de Nicaragua, suscrito en 
Montevideo el 14 de agosto de 1998. 

C/505/000 


— por el que se aprueba el Protocolo 
Facultativo de la Convención sobre la 
Eliminación de Todas las Formas de 
Discriminación Contra la Mujer, aprobado 
por la Asamblea General de las Naciones 
Unidas el 6 de octubre de 1999. C/679/000 


— Se repartieron con fecha 29 de marzo. 


La Comisión de Asuntos Internos presenta, 
informado, un proyecto de resolución por el que 
se dispone la integración de la Comisión 
encargada de seleccionar los textos del arqui- 
tecto Juan Pablo Terra para su publicación. 

C/1034/001 


— Se repartirá. 


COMUNICACIONES GENERALES 


La Junta Departamental de Canelones remite 
los siguientes asuntos: 


— copia del texto de la exposición realizada 
por un señor Edil, sobre la trasmisión por 
televisión de los partidos de fútbol disputa- 
dos por la selección uruguaya. C/478/000 


—A la Comisión Especial de deporte y 
juventud. 
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— copia del texto de la exposición realizada 
por una señora Edila, relacionada con la 
creación de una comisaría de la mujer en 
la zona costera del departamento de 


Canelones. C/61/000 
— A la Comisión Especial de género y 
equidad. 


La Junta Departamental de San José remite 
los siguientes asuntos: 


-— copia del texto de la exposición realizada 
por un señor Edil, sobre la necesidad de 
aprobar una ley de defensa del artista 
nacional. C/74/000 


— A la Comisión de Educación y Cultura. 


— nota acerca de la necesidad de mantener 
la obligatoriedad de asegurar contra acci- 
dentes de trabajo a los funcionarios 
públicos o empleados privados. C/7/000 


— A la Comisión de Legislación del Trabajo. 


Las Juntas Departamentales de San José y 
de Treinta y Tres remiten notas relacionadas con 
la necesidad de modificar la legislación vigente 
sobre establecimientos comerciales de grandes 
superficies. C/248/000 


— A la Comisión de 
Minería. 


Industria, Energía y 


La Oficina de Planeamiento y Presupuesto 
contesta el pedido de informes del señor 
Representante Doreen Javier Ibarra, sobre 
proyectos y contratos de obra y servicios 
autorizados por la referida Oficina entre los años 
1995-1999, C/570/000 


— Á sus antecedentes. 


COMUNICACIONES DE LOS MINISTERIOS 


El Ministerio de Trabajo y Seguridad Social 
contesta las siguientes exposiciones escritas del 
señor Representante Ricardo Castromán 
Rodríguez: 


— sobre el incumplimiento de la legislación 
laboral por parte de una empresa de la 
ciudad de Young, en el departamento de 
Río Negro. C/27/000 


— relacionada con la situación de un funcio- 
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Texto de la Citación 


Montevideo, 29 de marzo de 2001. 


LA CAMARA DE REPRESENTANTES se 
reunirá, en sesión ordinaria, el próximo 
martes 3 de abril, a la hora 16, con el fin 


de tomar conocimiento de 


los asuntos 


entrados y considerar el siguiente 


12 — 


62 — 


72.— 


ORDEN DEL DIA 


Comisión Permanente del Poder Le- 
gislativo. (Elección de miembros para 
el Segundo Período de la XLV Legis- 
latura). (Artículo 127 de la Constitu- 
ción). 

Personal de la Armada Nacional fa- 
llecido o desaparecido en acto de 
servicio. (Se otorgan los grados mili- 
tares honorarios que se determinan a 
las víctimas del hundimiento del ROU 
32 "Valiente"). (Carp. 764/000). (Intor- 
mado). Rep. 407 y Anexo 1 


Convenio para la Represión de Actos 
llícitos contra la Seguridad de la 
Navegación Marítima y Protocolo para 
la Represión de Actos llícitos contra 
la Seguridad de las Plataformas Fijas 
Emplazadas en la Plataforma Conti- 
nental. (Aprobación). (Carp. 321/000). 
(Informado). Rep. 188 y Anexo | 


Acuerdo sobre Extradición entre los 
Estados Parte del MERCOSUR. (Apro- 
bación). (Carp. 413/000). (Informado). 

Rep. 240 y Anexo 1l 


Convención sobre la Imprescriptibilidad 
de los Crímenes de Guerra y de los 
Crímenes de Lesa Humanidad. (Apro- 
bación). (Carp. 527/000). (Informado). 

Rep. 302 y Anexo | 


Nuevo Texto revisado de la Conven- 
ción Internacional de Protección Fitosa- 
nitaria. (Aprobación). (Carp. 495/000). 
(Informado). Rep. 277 y Anexo 1 


Acuerdo con el Gobierno de la 
República Federativa del Brasil para 
la construcción de un segundo puente 
sobre el río Yaguarón en las proximi- 
dades de las ciudades de Yaguarón y 
Río Branco, y restauración del actual 
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Texto de la Citación (Continuación) 


puente Barón de Mauá. (Aprobación). 
(Carp. 924/001). (Informado). 
Rep. 485 y Anexo 1 


2£.— Análisis de presuntas irregularidades 
en el SODRE. (Designación de Comi- 
sión Investigadora). (Carp. 788/000). 
(Informado). Rep. 439 


92. — Sesquicentenario del fallecimiento del 
General José Artigas. (Se autoriza al 
Banco Central del Uruguay a acuñar 
una moneda de diez pesos conmemo- 
rativa del mismo y una de cinco pesos 


para completar el denominado "Cono 
Monetario"). (Carp. 739/000). (Infor- 


mado). Rep. 398 y Anexo | 


10.— Acuerdo sobre Extradición entre los 
Estados Parte del MERCOSUR y la 
República de Bolivia y la República de 
Chile. (Aprobación). (Carp. 412/000). 
(Informado). Rep. 239 y Anexo 1 


Horacio D. Catalurda 
Margarita Reyes Galván 
Secretarios. 


nario de esa Secretaría de Estado. 
C/27/000 


El Ministerio de Industria, Energía y Minería 
contesta el pedido de informes del señor 
Representante Roque Arregui, acerca de los 
convenios suscritos por la Administración Nacio- 
nal de Combustibles, Alcohol y Pórtland, con 
instituciones públicas y privadas para el otorga- 
miento de becas o la realización de pasantías. 

C/907/001 


El Ministerio de Defensa Nacional contesta el 
pedido de informes de la señora Representante 
Yeanneth Puñales Brum, referente a la posible 
construcción de un emprendimiento turístico en 
el Parque Nacional de Santa Teresa. C/811/000 


— Á sus antecedentes. 


COMUNICACIONES REALIZADAS 


La Comisión de Educación y Cultura solicita 
se remita al Ministerio correspondiente, a los 
fines previstos en el artículo 202 de la 
Constitución de la República, el texto de los 
siguientes proyectos de ley: 
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— por el que se designa "Pedro Aramendía" 
la Escuela N* 41 del departamento de 
Lavalleja. C/1004/001 


— por el que se designa "Perico" la Escuela 
N* 119 de la ciudad de Minas, departa- 
mento de Lavalleja. C/1005/001 


— por el que se designa "República Checa", 
la Escuela N?2 127 del departamento de 
Canelones. C/1006/001 


— por el que se designa "Doctor Alfredo Vidal 
y Fuentes” la Escuela N? 72 de la ciudad 
de Minas, departamento de Lavalleja. 

C/1011/001 


— Se cursaron con fecha 29 de marzo. 


PEDIDOS DE INFORMES 


El señor Representante Roque Arregui soli- 
cita se curse un pedido de informes al Ministerio 
de Ganaderlía, Agricultura y Pesca, con destino 
al Instituto Nacional de Colonización, sobre la 
adjudicación de una fracción de campo en la 
Colonia "Ingeniero Agrónomo Augusto Eulacio". 

C/1035/001 


El señor Representante Ramón Fonticiella 
solicita se curse un pedido de informes al 
Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial 
y Medio Ambiente, relacionado con la autoriza- 
ción ambiental para la construcción de una 
terminal de pasajeros en la ciudad capital del 
departamento de Salto. C/1036/001 


La señora Representante Margarita Percovich 
solicita se curse un pedido de informes al 
Ministerio de Relaciones Exteriores, acerca de 
la documentación de las reuniones preparatorias 
de la Conferencia de las Naciones Unidas sobre 
Financiación para el Desarrollo, a celebrarse en 
la ciudad de México en el año 2002. 

C/1037/001 


El señor Representante Doreen Javier Ibarra 
solicita se curse un pedido de informes al 
Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca, y 
además por su intermedio al Instituto Nacional 
de Colonización, referente a presuntas irregula- 
ridades ocurridas en el citado Instituto. 

C/1038/001 


— Se cursaron con fecha 29 de marzo. 


El señor Representante Edgar Bellomo soli- 
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cita se cursen 
informes: 


tos siguientes pedidos de 


— a los Ministerios de Ganadería, Agricultura 
y Pesca; de Defensa Nacional y de Trabajo 
y Seguridad Social, referente a los 
contralores realizados por las referidas 
Secretarías de Estado en un buque de 
bandera nacional. C/1046/001 


— al Ministerio de Vivienda, Ordenamiento 
Territorial y Medio Ambiente, con destino 
a la Administración de las Obras Sanitarias 
del Estado, sobre las dificultades de 
abastecimiento de agua potable en la 
ciudad de La Paz, departamento de 
Canelones. C/1060/001 


— Se cursaron con fecha 30 de marzo. 


El señor Representante Ricardo Castromán 
Rodríguez solicita se cursen los siguientes 
pedidos de informes: 


— al Ministerio de Vivienda, Ordenamiento 
Territorial y Medio Ambiente: 


— sobre los planes de construcción de 
viviendas de dicha Secretaría de Estado 
en el departamento de Río Negro. 

C/1040/001 


— y además por su intermedio al Banco 
Hipotecario del Uruguay, acerca de los 
adeudos de los titulares de las vivien- 
das de un complejo habitacional de la 
ciudad de Young, departamento de Río 
Negro. C/1041/001 


— al Ministerio de Educación y Cultura, 
con destino al Consejo Directivo Central 
de la Administración Nacional de Educa- 
ción Pública y al Consejo de Educación 
Técnico-Profesional, referente a las obras 
realizadas en la Escuela Agraria de Fray 
Bentos, departamento de Río Negro. 

C/1042/001 


— al Ministerio de Transporte y Obras Pú- 
blicas, relacionado con la reparación y 
ampliación del puerto de Fray Bentos, 
departamento de Río Negro. C/1050/001 


— a los Ministerios de Educación y Cultura, 
con destino al Consejo Directivo Central 
de la Administración Nacional de Educa- 
ción Pública y ai Consejo de Educación 
Técnico-Profesional, y de Trabajo y Segu- 
ridad Social, con destino al Banco de 
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Previsión Social, acerca de la instrumen- 
tación de cursos para personas de la 
tercera edad. C/1051/001 


El señor Representante Enrique Pérez Morad 
solicita se curse un pedido de informes al 
Ministerio de Economía y Finanzas, y además 
por su intermedio a la Dirección General de 
Casinos, sobre presuntas irregularidades ocurri- 
das en el Casino del Estado de Punta del Este 
y las observaciones realizadas por la auditoría 
delegada del Tribunal de Cuentas en dicha 
repartición. C/1043/001 


El señor Representante Doreen Javier Ibarra 
solicita se curse un pedido de informes a los 
Ministerios de Economía y Finanzas, y además 
por su intermedio a la Dirección General de 
Casinos, a la Dirección Nacional de Aduanas y 
al Banco Central del Uruguay; de Turismo; de 
Defensa Nacional, y además por su intermedio 
a la Dirección General de Infraestructura 
Aeronáutica; del Interior, y además por su 
intermedio a la Dirección Nacional de Migración; 
y a la Intendencia Municipal de Colonia, 
relacionado con la concesión de un casino 
privado que funcionaría en el complejo hotelero 
"Madison Resort 8 Spa" y los controles 
realizados en el aeropuerto Zagarzazú, próximo 
a la ciudad de Carmelo, departamento de 
Colonia. C/1044/001 


El señor Representante José María Mieres 
solicita se cursen los siguientes pedidos de 
informes: 


— al Ministerio de Educación y Cultura, y 
además por su intermedio al Consejo 
Directivo Central de la Administración 
Nacional de Educación Pública, para su 
remisión a los Consejos de Educación 
Primaria, Secundaria y Técnico-Profesio- 
nal, acerca de la enseñanza de la 
matemática en los distintos niveles de la 
educación pública de nuestro país. 

C/1045/001 


— al Ministerio de Ganadería, Agricultura y 
Pesca, sobre la evolución del área forestal 
y las medidas adoptadas para la preven- 
ción de incendios forestales. C/1057/001 


El señor Representante Sabino Queirós 
solicita se curse un pedido de informes al 
Ministerio de Transporte y Obras Públicas, 
referente a las indemnizaciones por expropiacio- 
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nes pendientes de pago a cargo de la referida 
Secretaría de Estado. C/1052/001 


El señor Representante Carlos González 
Alvarez solicita se curse un pedido de informes 
al Ministerio de Industria, Energía y Minería, con 
destino a la Administración Nacional de Com- 
bustibles, Alcohol y Pórtland, sobre la eventual 
asociación de esta Administración con una 
empresa extranjera y los precios de los 
combustibles. C/1053/001 


El señor Representante Roque Arregui soli- 
cita se cursen los siguientes pedidos de 
informes: 


—al Ministerio de Vivienda, Ordenamiento 
Territorial y Medio Ambiente, con destino 
a la Administración de las Obras Sanitarias 
del Estado, relacionado con el alquiler de 
una vivienda en la ciudad de Mercedes, 
departamento de Soriano, para residencia 
permanente de un jerarca de la referida 
Administración. C/1054/001 


— al Ministerio de Educación y Cultura, con 
destino al Consejo Directivo Central de la 
Administración Nacional de Educación 
Pública, acerca de la situación de las 
empresas concesionarias de los servicios 
de transporte y de limpieza en el Centro 
Regional de Formación de Profesores de 
Rivera. C/1055/001 


El señor Representante Leonel Heber Sellanes 
solicita se curse un pedido de informes al 
Ministerio de Transporte y Obras Públicas, 
referente a los convenios celebrados por dicho 
Ministerio con instituciones sociales, deportivas 
y culturales del departamento de San José, 
desde 1985 hasta la fecha. C/1056/001 


-— Se cursaron con fecha 2 de abril. 


El señor 
solicita se curse un pedido de informes al 
Ministerio de Industria, Energía y Minería, sobre 
los contratos de concesión y los planes de 
trazado de la red para la distribución de gas 
natural. C/1061/001 


— Se cursa con fecha de hoy. 


PROYECTOS PRESENTADOS 


Varios señores Representantes presentan, 
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con su correspondiente exposición de motivos, 
un proyecto de ley por el que se exonera del 
pago de la multa a los jubilados y pensionistas 
que no hayan sufragado en las elecciones de 
autoridades del Banco de Previsión Social y se 
exime a aquellos que lo hicieron, de la 
obligación de acreditarlo ante el Banco de 
Previsión Social. C/1039/001 


Los señores Representantes José Homero 
Mello y José Luis Blasina presentan, con su 
correspondiente exposición de motivos, un 
proyecto de ley por el que se exonera a los 
afiliados pasivos del Banco de Previsión Social 
que no hayan emitido el sufragío en las 
elecciones celebradas el día 25 de marzo de 
2001, de la justificación requerida y del pago de 
la sanción pecuniaria. C/1059/001 


El señor Representante Julio Lara presenta, 
con su correspondiente exposición de motivos, 
un proyecto de ley por el que se exonera, por 
esta vez, de la sanción dispuesta por el artículo 
21 literal A) de la Ley N* 16.241, de 9 de enero 
de 1999, a los jubilados o pensionistas que no 
hubieren votado o justificado la omisión del voto, 
en las elecciones de representantes de los 
afiliados pasivos en el Directorio del Banco de 
Previsión Social. C/1058/001 


— A la Comisión de Constitución, Códigos, 
Legislación General y Administración". 


3.- Proyectos presentados 


A) "Elección del representante de los afilia- 
dos pasivos en el Directorio del Banco de 
Previsión Social. (Se exonera del pago de 
multa a los jubilados y pensionistas que 
no hayan sufragado y se exime a los que 
to hicieron de la obligación de acreditar- 
la) 


PROYECTO DE LEY 


Artículo 1%— Exonérase del pago de la 
multa a los jubilados y pensionistas que no 
votaron en la elección de representante ante el 
Directorio del Banco de Previsión Social (BPS), 
el pasado domingo 25 de marzo de 2001. 


Artículo 2*%.— Exímese a los jubilados y 
pensionisas que votaron en dicha ocasión 
acreditar ante las oficinas del Banco de 


Martes 3 de abril de 2001 


CAMARA DE REPRESENTANTES 9 


Previsión Social el haber votado para poder 
cobrar sus haberes. 


Montevideo, 29 de marzo de 2001. 


Luis Alberto Lacalle Pou, 
Representante por Canelo- 
nes; Ambrosio Rodríguez, 
Representante por Maldo- 
nado; Carlos González 
Alvarez, Representante por 
Colonia; Alberto Perdomo, 
Representante por Canelo- 
nes; José María Mieres 
Visillac, Representante por 
Montevideo. 


EXPOSICION DE MOTIVOS 


El domingo 25 de marzo pasado fueron 
convocados a elegir representante ante el Banco 
de Previsión Social los jubilados y pensionistas 
menores de setenta y cinco años. No así los 
titulares de empresas, ni los empleados de las 
mismas. 


La incidencia del tiempo, el estado de tos 
caminos en zonas rurales, la circunstancia de 
tener que trasladarse a otros departamentos o 
localidades por no haber realizado oportunamen- 
te los traslados, los escasos recursos para 
solventar los gastos de locomoción y los 
achaques propios de la edad, impidieron a más 
de cien mil jubilados y pensionistas cumplir con 
su deber cívico. 


La ¡nasistencia a las urnas tiene como 
sanción una multa de 1 unidad reajustable, que 
nada significa para los que perciben haberes 
altos, pero importante para los que perciben 
jubilaciones o pensiones mínimas. 


No obstante, el mayor castigo no es el monto 
de la multa, sino la necesidad de trasladarse a 
las oficinas electorales, hacer cola y pagar los 
gastos de locomoción consiguientes y luego 
acreditar ante el BPS haberla pagado. 


Sería injusto, sin embargo, que los que 
cumplieron con sacrificio su deber cívico, deban 
acreditar ante el BPS haber votado para poder 
cobrar sus haberes. 


La circunstancia de ser sólo los jubilados y 
pensionistas quienes debieron votar y las 
dificultades que tuvieron para ello, justifica que 
se les exonere del pago de la multa, máxime 
que el no hacerlo significa no poder cobrar sus 
haberes. 


Por otra parte, el costo administrativo de 
recibir el pago a más de cien mil jubilados y 
pensionistas, excede en mucho el monto de lo 
que se recaudaría por concepto de multas. 


Montevideo, 29 de marzo de 2001. 


Luis Alberto Lacalle Pou, 
Representante por Canelo- 
nes; Ambrosio Rodríguez, 
Representante por Maldo- 
nado; Carlos González 
Alvarez, Representante por 
Colonia; Alberto Perdomo, 
Representante por Canelo- 
nes; José María Mieres 
Visillac, Representante por 
Montevideo". 


B) "Elección del representante de los afilia- 
dos pasivos en el Directorio del Banco de 
Previsión Social. (Se exime a los que no 
sufragaron de la justificación requerida y 
del pago de la sanción pecuniaria) 


PROYECTO DE LEY 


Artículo 1%— Exímese, por razones de 
equidad, a las personas que no emitieron su 
voto en las elecciones del 25 de marzo próximo 
pasado, a los efectos de elegir al representante 
de los afiliados pasivos en el Directorio del 
Banco de Previsión Social (BPS), de la 
obligación de justificar las causales de su no 
comparecencia o de abonar toda sanción 
pecuniaria. 


Artículo 2%.— Las dependencias del Banco 
de Previsión Social abonarán sus haberes a los 
atiliados pasivos al mismo, sin necesidad de 
presentar constancia alguna de justificación de 
la no emisión del voto en las elecciones antes 
mencionadas, y sin necesidad de comprobante 
de multa expedido por las correspondientes 
Oficinas Electorales. 


Montevideo, 2 de abril de 2001. 


José L. Blasina, Represen- 
tante por Montevideo; José 
Homero Mello, Represen- 
tante por Paysandú. 


EXPOSICION DE MOTIVOS 


Como es de público conocimiento el día 
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domingo 25 de marzo del corriente año se 
llevaron a cabo las elecciones de los pasivos 
para elegir su representante en el Banco de 
Previsión Social. 


Sobre un total de quinientos cuarenta y siete 
mil ciento treinta y nueve habilitados, sufragaron 
ese día trescientos treinta y nueve mil setecien- 
tos sesenta y nueve pasivos en todo el país. 


El porcentaje de votos emitidos alcanzó el 
62.1% no habiendo sufragado el 37.9% de los 
habilitados. 


Ese porcentaje que no votó son los que están 
obligados, siempre que encuadren en la exigen- 
cia de la edad establecida, a pagar una multa 
de 1 unidad reajustable, lo que hace que 
equivalga a una suma del entorno de los $ 200. 


De acuerdo a los datos recogidos tanto en 
los departamentos del interior como en Monte- 
video, el alto porcentaje de ausencias a sufragar 
tuvo múltiples causas, muchas de ellas no 
imputables a los jubilados que son, en definitiva, 
los que tendrán que pagar la multa. 


Entre las causas señalamos: a) eventuales 
errores en los padrones elaborados por el BPS, 
o acaecidos en las mesas receptoras; b) 
localización de los distintos circuitos, que 
obligaron a los pasivos a desplazamientos, 
sobre todo en el área rural, impedidos en 
muchos casos, entre otras cosas, por falta de 
dinero; c) sin pretender entrar en la casuística 
particular, no deben dejar de mencionarse los 
problemas de salud o incapacidad notoria, que 
suelen presentarse en las personas que debie- 
ron concurrir, incluyendo la avanzada edad de 
muchas de ellas, lo cual puede transformarse, 
asimismo, en la necesidad de orquestar meca- 
nismos administrativos para justificar 
inasistencias tan complicados como la propia 
asistencia a votar. 


Sabemos que existe un número de jubilados 
y pensionistas que no concurrieron a votar, cuya 
situación económica es penosa, cobrando jubi- 
laciones de $ 1.000 a $ 2.000, y que se verán 
afectados por la multa, por lo que señalamos la 
gran trascendencia social que adquiere la 
aprobación del presente proyecto de ley. 
Además, en función de que los jubilados y 
pensionisas que superaban los setenta y cinco 
años se encontraban eximidos de sufragar, la 
cantidad de afectados que alcanzaría la presen- 
te exoneración será para un número 
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significativamente menor a la cifra total de los 
que no sufragaron. 


Por fin deben tenerse presente los antece- 
dentes legislativos existentes en la materia, en 
relación al anterior acto eleccionario. 


Montevideo, 2 de abril de 2001. 


José L. Blasina, Represen- 
tante por Montevideo; José 
Homero Mello, Represen- 
tante por Paysandú". 


C) "Elección del representante de los afitia- 
dos pasivos en el Directorio del Banco de 
Previsión Social. (Se exonera de la san- 
ción, dispuesta por el literal A) del artículo 
21 de la Ley N* 16.241 a los que no 
hubieran emitido el voto o justificado su 
emisión) 


PROYECTO DE LEY 


Artículo Unico.— Exonérase por esta vez, de 
la sanción dispuesta por el literal A) del artículo 
21 de la Ley N* 16.241, de 9 de enero de 1992, 
de $ 200 (pesos uruguayos doscientos), a los 
pasivos que no hubieran votado ni justificado en 
forma en las pasadas elecciones, a fin de elegir 
al representante ante el Directorio del Banco de 
Previsión Social (BPS), convocadas para el 25 
de marzo de 2001. 


Montevideo, 2 de abril de 2001. 


Julio Lara 
Representante por Canelones. 


EXPOSICION DE MOTIVOS 


Tomando en cuenta que la Ley N* 16.241, de 
9 de enero de 1992, en su literal A) del artícu- 
lo 21, establece: que los habilitados para votar 
que no lo hicieran, serían pasibles de ser 
sancionados con 1 UR (una unidad reajustable), 
igual que una elección nacional (artículo 8% de 
la Ley N2 16.017, de 20 de enero de 1999). 


Que de un tota! de quinientos cuarenta y siete 
mil ciento treinta y ocho habilitados para votar, 
lo hicieron trescientos treinta y nueve mil 
setecientos sesenta y nueve pasivos, siendo los 
registrados mayores de setenta y cinco años 
ciento ochenta mil, que de acuerdo a la ley 
estarían exonerados de votar. 
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Tendríamos entre treinta mil a cincuenta mil 
pasivos que por distintas razones no pudieron 
sufragar. 


El propio Secretario Letrado de la Corte 
Electoral, Alfonso Cataldi, expresó que el 24% 
de los jubilados que aparecen en los registros 
del Banco de Previsión Social, no coinciden con 
el padrón de la propia Corte, asimismo, expresa 
que un 10.1% de los pasivos que figuran en el 
listado del referido banco, no tienen credencial 
ni domicilio, esto es muy grave teniendo en 
cuenta que la elección se organiza en base a 
las credenciales. 


La intención de este proyecto de ley es dejar 
sin efecto por esta vez, el artículo 21 de la 
citada ley para la elección de marzo próximo 
pasado. 


Montevideo, 2 de abril de 2001. 


Julio Lara 
Representante por Canelones". 


4.-— Exposiciones escritas 
SEÑOR PRESIDENTE (Obispo).— Está abier- 
to el acto. 


(Es la hora 16 y 12) 
— Dese cuenta de las exposiciones escritas. 
(Se lee:) 


"El señor Representante Roque Arregui 
solicita se cursen las siguientes exposiciones 
escritas: 


— al Ministerio de Trabajo y Seguridad 
Social, con destino al Banco de Previsión 
Social, sobre las dificultades que afectan 
a los beneficiarios del sistema de asigna- 
ciones familiares, a consecuencia de la 
aplicación de un nuevo sistema. C/27/000 


— al Ministerio de Educación y Cultura, con 
destino al Consejo Directivo Central de la 
Administración Nacional de Educación 
Pública: 


— y al Consejo de Educación Primaria, 
relacionada con la necesidad de 
implementar, desde el sistema educati- 
vo, políticas tendientes a superar las 
situaciones de marginación y pobreza 
en el departamento de Soriano, median- 
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te escuelas de tiempo completo. 
C/27/000 


— y al Consejo de Educación Técnico- 
Profesional, acerca del pago de una 
compensación a los docentes egre- 
sados de los centros de formación 
docente. C/27/000 


— al Ministerio de Trabajo y Seguridad 
Social, con destino al Instituto Nacional 
de Alimentación, referente a la necesi- 
dad de instalar un comedor en villa 
Soriano, en coordinación con la Inten- 
dencia Municipal del referido departa- 
mento. C/27/000 


El señor Representante Jorge Chápper soli- 
cita se curse una exposición escrita al Ministerio 
de Transporte y Obras Públicas; a la Intendencia 
Municipal y a la Junta Departamental de San 
José; a la Intendencia Municipal y a la Junta 
Departamental de Colonia; y a la prensa oral y 
escrita del departamento de San José, acerca 
del traslado del puesto de peaje ubicado en villa 
Rodríguez, departamento de San José. C/27/000 


Los señores Representantes Orlando Gil 
Solares y Roque Arregui solicitan se curse una 
exposición escrita al Ministerio de Trabajo y 
Seguridad Social, con destino al Instituto 
Naciona! de Alimentación, acerca de la posibi- 
lidad de instalar un comedor en un complejo 
habitacional de MEVIR, cercano a la localidad 
de Florencio Sánchez, departamento de Soriano. 

C/27/000 


El señor Representante Ricardo Castromán 
Rodríguez solicita se cursen las siguientes 
exposiciones escritas: 


— al Ministerio de Educación y Cultura, y 
además por su intermedio al Consejo 
Directivo Central de la Administración 
Nacional de Educación Pública y al Conse- 
jo de Educación Técnico-Profesional; a la 
intendencia Municipal y a la Junta Depar- 
tamental de Río Negro, referente a la 
necesidad de concretar la instalación de 
un laboratorio lactológico en la Escuela 
Agraria de Fray Bentos, en el citado 
departamento. C/27/000 


— al Ministerio de Defensa Nacional, a la 
Intendencia Municipal y a la Junta Depar- 
tamenta!l de Río Negro, sobre la prestación 
de servicios de funcionarios del área 
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denominada Dirección de Paso Frontera, 
en el departamento de Río Negro. 
C/27/000 


El señor Representante Enrique Pérez Morad 
solicita se curse una exposición escrita al 
Tribunal de Cuentas sobre un pedido de 
informes cursado al Ministerio de Economía y 
Finanzas referente a presuntas irregularidades 
ocurridas en el Casino del Estado de Punta del 
Este, dependiente de la Dirección General de 
Casinos del citado Ministerio. C/27/000 


El señor Representante Carlos González 
Alvarez solicita se curse una exposición escrita 
al Ministerio de Economía y Finanzas, relacio- 
nada con la posible venta del Banco La Caja 
Obrera y la conveniencia de fusionar dicha 
institución bancaria con el Banco de Seguros del 
Estado. C/27/000 


El señor Representante Gustavo Guarino 
solicita se cursen las siguientes exposiciones 
escritas: 


— al Ministerio de Transporte y Obras 
Públicas; a la Junta Departamental y a la 
Intendencia Municipal de Cerro Largo, y 
además por su intermedio a la Junta Local 
Autónoma y Electiva de Río Branco, 
acerca de la necesidad de mejorar la 
señalización e iluminación del empalme de 
las Rutas Nacionales N* 18 y N* 26. 

C/27/000 


—a la Presidencia de la República; al 
Ministerio de Industria, Energía y Minería; 
a la Oficina de Planeamiento y Presupues- 
to, a la Junta Departamental y a la 
intendencia Municipal de Cerro Largo, y 
además por su intermedio a la Junta Local 
Autónoma y Electiva de Río Branco, 
referente a la posibilidad de extender la 
distribución de gas natural al citado 
departamento. C/27/000" 


— Se votarán oportunamente. 


5.- Inasistencias anteriores 


Dese cuenta de las inasistencias anteriores. 
(Se lee:) 


"Inasistencias de Representantes a la sesión 
extraordinaria realizada el 28 de marzo de 2001. 


Con aviso: Ricardo Castromán Rodríguez. 
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INASISTENCIAS A LAS COMISIONES 


Representantes que no concurrieron a las 
Comisiones citadas: 


28 de marzo 
Educación y Cultura 


Con aviso: Gabriela Garrido. 


29 de marzo 


Constitución, Códigos, Legislación General y 
Administración 


Con aviso: Jorge Barrera. 


2 de abril 


Especial con el cometido de analizar la 
problemática del deporte y de la juventud 


Con aviso: José Homero Mello y Oscar 
Magurno". 


6.- Exposiciones escritas 


— Habiendo número, está abierta la sesión. 


Se va a votar el trámite de las exposiciones 
escritas de que se dio cuenta. 


(Se vota) 
— Treinta y seis en treinta y siete: Afirmativa. 
(Texto de las exposiciones escritas:) 


A) Exposición del señor Representante Roque 
Arregui al Ministerio de Trabajo y Seguri- 
dad Social, con destino al Banco de 
Previsión Social, sobre las dificultades 
que afectan a los beneficiarios del sistema 
de asignaciones familiares, a consecuen- 
cia de la aplicación de un nuevo sistema. 


"Montevideo, 29 de marzo de 2001. Señor 
Presidente de la Cámara de Representantes, 
Gustavo Penadés. Amparado en las facultades 
que me confiere el artículo 155 del Reglamento 
de la Cámara de Representantes, solicito se 
curse la presente exposición escrita al Ministerio 
de Trabajo y Seguridad Social, con destino al 
Banco de Previsión Social (BPS). A nivel de 
Asignaciones Familiares se ha puesto en 
aplicación un nuevo sistema que ha afectado a 
decenas de miles de beneficiarios: algunos 
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dejaron de percibir el beneficio, otros cobran 
menos y otros pasaron a ser deudores. 
Independientemente de cuáles son las normas 
vigentes, de la necesidad de efectuar cambios 
que permitan que este beneficio llegue a los 
sectores de la sociedad que lo precisan, y 
entendiendo que no se alertó con anticipación 
a los beneficiarios que se instrumentaría un 
nuevo régimen, y que, asimismo, de acuerdo con 
informaciones recibidas, muchas familias han 
sido afectadas por errores cometidos en la 
aplicación de los cambios referidos, solicito se 
apliquen los correctivos necesarios. Saludo al 
señor Presidente muy atentamente. Roque 
Arregui, Representante por Soriano”. 


B) Exposición del señor Representante Roque 
Arregui al Ministerio de Educación y 
Cultura, con destino al Consejo Directivo 
Central de la Administración Nacional de 
Educación Pública y al Consejo de Educa- 
ción Primaria, relacionada con la necesi- 
dad de implementar, desde el sistema 
educativo, políticas tendientes a superar 
las situaciones de marginación y pobreza 
en el departamento de Soriano, mediante 
escuelas de tiempo completo. 


"Montevideo, 29 de marzo de 2001. Señor 
Presidente de la Cámara de Representantes, 
Gustavo Penadés. Amparado en las facultades 
que me confiere el artículo 155 del Reglamento 
de la Cámara de Representantes, solicito se 
curse la presente exposición escrita al Ministerio 
de Educación y Cultura, con destino al Consejo 
Directivo Central de la Administración Nacional 
de Educación Pública (ANEP) y al Consejo de 
Educación Primaria. La situación de pobreza y 
marginación que se registra en el departamento 
de Soriano hace imprescindible que desde el 
sistema educativo se adopten políticas tendien- 
tes a la superación de tan grave problema. 
Concordando con los organismos de la enseñan- 
za que un instrumento fundamental para dicha 
superación es la instalación de escuelas de 
tiempo completo, solicito que, entre otros 
lugares del departamento de Soriano, se 
instalen escuelas de este tipo en pueblo Ega- 
ña y en la ciudad de Mercedes en la calle Colón 
entre las calles Piedras y Diego Lamas y en la 
plaza Paul Harris, para lo cual se cuenta con 
terreno. Saludo al señor Presidente muy aten- 
tamente. Roque Arregui, Representante por 
Soriano". 
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C) Exposición del señor Representante Roque 
Arregui, al Ministerio de Educación y 
Cultura, con destino al Consejo Directivo 
Central de la Administración Nacional de 
Educación Pública y al Consejo de Educa- 
ción Técnico-Profesional, acerca del pago 
de una compensación a los docentes 
egresados de los centros de formación 
docente. 


"Montevideo, 2 de abril de 2001. Señor 
Presidente de la Cámara de Representantes, 
Gustavo Penadés. Amparado en las facultades 
que me confiere el artículo 155 del Reglamento 
de la Cámara de Representantes, solicito se 
curse la presente exposición escrita al Ministerio 
de Educación y Cultura, con destino al Consejo 
Directivo Central de la Administración Nacional 
de Educación Pública (ANEP) y al Consejo de 
Educación Técnico-Profesional, En Sentencia 
N2 1354, el Tribunal de lo Contencioso Adminis- 
trativo, estableció la nulidad de la Resolución 
N2 98 del Acto 61, de 28 de diciembre de 1995, 
la cual establecía que el beneficio fijado del 
7.5% sería otorgado exclusivamente a los 
egresados del Instituto de Profesores 'Artigas' y 
de! instituto Nacional de Enseñanza Técnica. De 
conformidad con lo dispuesto, el Consejo 
Directivo Central de la Administración Nacional 
de Educación Pública (ANEP), resolvió que la 
compensación indicada sería abonada a partir 
del 7 de febrero de 2000. De acuerdo con 
informaciones recibidas, el Consejo de Educa- 
ción Secundaria estaría abonando esta 
retroactividad, pero no el Consejo de Educación 
Técnico-Profesional. De confirmarse tal situa- 
ción, requiero se proceda a aplicar los correctivos 
necesarios para que se cumpla con el pago de 
la retroactividad al 7 de febrero de 2000. Saludo 
al señor Presidente muy atentamente. Roque 
Arregui, Representante por Soriano". 


D) Exposición del señor Representante Roque 
Arregui al Ministerio de Trabajo y Segu- 
ridad Social, con destino al Instituto 
Nacional de Alimentación, referente a la 
necesidad de instalar un comedor en villa 
Soriano, en coordinación con la Intenden- 
cia Municipal del referido departamento. 


"Montevideo, 2 de abril de 2001. Señor 
Presidente de la Cámara de Representantes, 
Gustavo Penadés. Amparados en las facultades 
que nos confiere el artículo 155 del Reglamento 
de la Cámara de Representantes, solicitamos se 
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curse la presente exposición escrita al Ministerio 
de Trabajo y Seguridad Social, con destino al 
Instituto Nacional de Alimentación (INDA). En la 
población de villa Soriano, departamento de 
Soriano, existen serias carencias alimentarias. 
De acuerdo con informaciones que se nos 
proporcionaron, habría por lo menos ciento 
ochenta personas que estarían necesitando la 
instalación de un comedor que remediara sus 
privaciones. La carencia de trabajo en el lugar 
y la multiplicación de problemas sociales hacen 
imprescindible la atención de tan prioritaria 
necesidad. Por lo expuesto, solicitamos la 
instalación de un comedor en esa población, en 
el más breve plazo posible, mediante la 
correspondiente coordinación con la Intendencia 
Municipal de Soriano. Quedamos a disposición 
del señor Director del INDA para profundizar en 
el tema. Saludamos al señor Presidente muy 
atentamente. Roque Arregui, Representante por 
Soriano". 


E) Exposición del señor Representante Jorge 
Chápper al Ministerio de Transporte y 
Obras Públicas; a la Intendencia Municipal 
y a la Junta Departamental de San José; 
a la intendencia Municipal y a la Junta 
Departamental de Colonia; y a la prensa 
oral y escrita del departamento de San 
José, acerca del traslado del puesto de 
peaje ubicado en villa Rodríguez, departa- 
mento de San José. 


“Montevideo, 29 de marzo de 2001. Señor 
Presidente de la Cámara de Representantes, 
Gustavo Penadés. Amparados en las facultades 
que nos confiere el artículo 155 del Reglamento 
de la Cámara de Representantes, solicitamos se 
curse la presente exposición escrita al Ministerio 
de Transporte y Obras Públicas, a las Intenden- 
cias Municipales de San José y de Colonía, a 
las Juntas Departamentales de los mismos 
departamentos y a los medios de comunicación 
orales y escritos del departamento de San José. 
Días atrás nos enteramos, para nuestra alegría, 
a través de medios de prensa maragatos, del 
anuncio realizado por el Ministerio de Transporte 
y Obras Públicas de que, después de tantos 
reclamos, será finalmente cambiada la ubicación 
del puesto de peaje que se encuentra en villa 
Rodríguez, departamento de San José. El propio 
señor Ministro anunció que el mismo será 
trasladado hacia la balanza situada unos metros 
antes del puente sobre el río Santa Lucía. Se 
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informó, además, que una vez que la nueva 
administradora del peaje comience su tarea, se 
procederá a la construcción de una nueva Ruta 
Nacional N?* 11 'José Batlle y Ordóñez', entre 
villa Rodríguez y la ciudad capital del departa- 
mento de Canelones. La obra, reclamada 
durante mucho tiempo, será realizada en dos 
tramos: el primero unirá la ciudad de Canelones 
con la de Santa Lucía, en tanto el segundo unirá 
la de Santa Lucía con villa Rodríguez. Quedaría 
pendiente el tramo comprendido entre villa 
Rodríguez y la capital maragata, de unos veinte 
kilómetros. Al respecto, queremos solicitar que 
la empresa concesionaria se haga cargo también 
del último tramo señalado, que entendemos no 
puede permanecer en las pésimas condiciones 
en que se encuentra. Cabe destacar que los 
usuarios de ese tramo de la Ruta Nacional 
N?2 11 no han percibido ninguna mejora en los 
años que lleva instalado el peaje en las 
proximidades de villa Rodríguez. Pero así como 
recibimos con beneplácito la noticia antedicha, 
debemos decir también que nos ha producido 
honda preocupación otro anuncio del señor 
Ministro de Transporte y Obras Públicas, 
referido a la instalación de un nuevo peaje en 
el departamento de San José. Sería éste el 
tercero en nuestro departamento, por lo que 
pasaría a ser el que cuenta con más puestos 
en el Uruguay. El puesto de peaje se instalaría 
en el arroyo Cufré, sobre la Ruta Nacional 
N2 1 'Brigadier General Manuel Oribe', en el 
límite departamental con Colonia. De realizarse 
lo anunciado, tendríamos peajes en los límites 
con los departamentos de Canelones, de 
Montevideo y de Colonia. Entendemos que de 
esta manera se castiga una vez más a los 
habitantes maragatos. Argumenta el Ministerio 
de Transporte y Obras Públicas que es ésta la 
única manera de culminar las obras de la nueva 
Ruta N* 1, desde Colonia al arroyo Cutré, lo que 
significa que toda la obra a financiar queda 
comprendida dentro del departamento de Colo- 
nia. Por tal motivo, solicitamos a las autoridades 
del Ministerio se estudie la posibilidad de ubicar 
el peaje en otro lugar y dentro mismo del 
departamento de Colonia, como forma de no 
perjudicar una vez más a los maragatos. 
Solicitamos, pues, se haga un pormenorizado 
estudio del lugar exacto a instalar el nuevo 
puesto de peaje a fin de no vernos enfrentados 
una vez más a una situación similar a la que 
nos produjo la ubicación del peaje en villa 
Rodríguez, respecto al cual, después de tanto 
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tiempo, las autoridades se vieron obligadas a 
reconocer haber escogido mal el lugar de su 
instalación. Saludamos al señor Presidente muy 
atentamente. Jorge Chápper, Representante 
por San José", 


F) Exposición de los señores Representantes 
Orlando Gil Solares y Roque Arregui al 
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, 
con destino al Instituto Nacional de 
Alimentación, acerca de la posibilidad de 
instalar un comedor en un complejo 
habitacional de MEVIR, cercano a la 
localidad de Florencio Sánchez, departa- 
mento de Soriano. 


"Montevideo, 2 de abril de 2001. Señor 
Presidente de la Cámara de Representantes, 
Gustavo Penadés. Amparados en las facultades 
que nos confiere el artículo 155 del Reglamento 
de la Cámara de Representantes, solicitamos se 
curse la presente exposición escrita al Ministerio 
de Trabajo y Seguridad Social, con destino al 
instituto Nacional de Alimentación (INDA). En 
grupos habitacionales de la Comisión Honoraria 
Pro Erradicación de la Vivienda Rural Insalubre 
(MEVIR), ubicados junto a la Ruta Nacional 
N? 2 'Grito de Asencio', contiguos a la ciudad 
de Florencio Sánchez, departamento de Colonia, 
habita una importante población que está 
padeciendo serias carencias alimentarias debido 
a que no cuentan con ingresos que les permitan 
afrontar tan elemental necesidad. Consideramos 
prioritaria la instalación en el lugar de un 
comedor a la mayor brevedad posible, por lo que 
solicitamos se proceda a realizar las correspon- 
dientes coordinaciones con la Intendencia Mu- 
nicipal de Colonia o con una Organización No 
Gubernamental. Quedamos a disposición del 
señor Director del INDA para profundizar en el 
tema. Saludamos al señor Presidente muy 
atentamente. Roque Arregui, Representante por 
Soriano; y Orlando Gil Solares, Representante 
por Colonia", 


G) Exposición del señor Representante Ricar- 
do Castromán Rodríguez al Ministerio de 
Educación y Cultura, y además por su 
intermedio al Consejo Directivo Centra! de 
la Administración Nacional de Educación 
Pública y al Consejo de Educación Técni- 
co-Profesional; a la Intendencia Municipal 
y a la Junta Departamental de Río Negro, 
referente a la necesidad de concretar la 
instalación de un laboratorio lactológico 
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en la Escuela Agraria de Fray Bentos, en 
el citado departamento. 


"Montevideo, 30 de marzo de 2001. Señor 
Presidente de la Cámara de Representantes, 
Gustavo Penadés. Amparados en las facultades 
que nos confiere el artículo 155 del Reglamento 
de la Cámara de Representantes, solicitamos se 
curse la presente exposición escrita al Ministerio 
de Educación y Cultura y, además, por su 
intermedio, al Consejo Directivo Central de la 
Administración Nacional de Educación Pública 
(ANEP) y al Consejo de Educación Técnico- 
Profesional, y a la Intendencia Municipal y a la 
Junta Departamental de Río Negro. Hemos 
tomado conocimiento de que en dependencias 
de la UTU existe un 'laboratorio lactológico' 
destinado a la Escuela Agraria de Fray Bentos 
que aún no ha sido instalado. En razón de que 
dicho laboratorio es de fundamental importancia 
desde el punto de vista didáctico y de formación 
para los jóvenes estudiantes que concurren a la 
mencionada casa de estudios, donde son 
instruidos en todos los aspectos que la 
producción lechera implica, en un departamento 
y en una región con un potencial significativo 
en el rubro de ta lechería; y si se considera que, 
una vez culminados sus estudios, quienes 
egresan obtienen el título de Idóneos en 
Tecnología Lechera, apelamos a la solución que 
puedan darle las autoridades al problema 
planteado. Es necesario destacar que la concre- 
ción de lo solicitado implicaría un avance 
fundamental para la Escuela Agraria en el 
control de calidad de la leche, en tiempos en 
que se apela a la excelencia de todo lo que se 
produce, muy especialmente en el sector de los 
alimentos. En tal sentido, nos permitimos 
solicitar al Gobierno Departamental que acom- 
pañe esta iniciativa ante las autoridades com- 
petentes por todo lo que ella significa. Saluda- 
mos al señor Presidente muy atentamente. 
Ricardo Castromán Rodríguez, Representante 
por Río Negro". 


H) Exposición del señor Representante Ricar- 
do Castromán Rodríguez al Ministerio de 
Defensa Nacional, a la Intendencia Munici- 
pal y a la Junta Departamental de Río 
Negro, sobre la prestación de servicios de 
funcionarios del área denominada Direc- 
ción de Paso Frontera, en el departamento 
de Río Negro. 
"Montevideo, 3 de abril 


de 2001. Señor 
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Presidente de la Cámara de Representantes, 
Gustavo Penadés. Amparados en las facultades 
que nos confiere el artículo 155 del Reglamento 
de la Cámara de Representantes, solicitamos se 
curse la presente exposición escrita al Ministerio 
de Defensa Nacional y a la Intendencia 
Municipal y a la Junta Departamental de Río 
Negro. Se nos ha informado de la situación en 
que se encuentran los funcionarios que prestan 
servicios en la Dirección de Paso de Frontera, 
ubicada en la cabecera del Puente Internacional 
'General José de San Martín', sobre el río 
Uruguay. Según nuestra información, son diez 
los funcionarios que están esperando que los 
responsables de estudiar y revisar cada uno de 
los casos en particular, tomando en cuenta la 
antigúedad en el desempeño de las funciones, 
el grado y el escalafón, así lo hagan. Debe 
tenerse en consideración que un alto porcentaje 
de los funcionarios tiene más de veinte años en 
sus puestos. Queremos precisar que surge de 
la observación de algún recibo de sueldo que 
en el rubro antigúedad figura diez años en el 
servicio, cuando en realidad, de acuerdo con 
nuestra información, el tiempo real trabajado es 
de veinte años, por lo menos. Se nos ha dicho, 
además, que algunos de los funcionarios 
figuraban como integrantes de la Dirección de 
Paso de Frontera hasta hace diez años, y de 
ahí en adelante como dependientes de la 
Armada Nacional. Tenemos alguna información 
de que en la cabecera del Puente Internacional 
'General José Artigas', en la ciudad capital del 
departamento de Paysandú, los funcionarios que 
allí prestan funciones tendrían un trato diferente 
al otorgado a los del Puente Internacional 
'General José de San Martín'. Por estas 
razones, creemos sumamente importante que se 
pueda clarificar esta situación, en la que 
procuramos fundamentalmente que los vecinos 
puedan ser atendidos en su problemática. 
Asimismo, y en caso de que asf se entienda 
pertinente, nos parece que todo lo planteado 
podría ser abordado por la Junta Departamental 
de Río Negro. Esperamos que la buena voluntad 
y la suma de los esfuerzos pueda contribuir a 
la solución de lo expuesto. Saludamos al señor 
Presidente muy atentamente. Ricardo 
Castromán Rodríguez, Representante por Río 
Negro". 


1) Exposición del señor Representante Enri- 
que Pérez Morad al Tribunal de Cuentas 
sobre un pedido de informes cursado al 
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Ministerio de Economía y Finanzas referen- 
te a presuntas irregularidades ocurridas en 
el Casino del Estado de Punta del Este, 
dependiente de la Dirección General de 
Casinos del citado Ministerio. 


"Montevideo, 29 de marzo de 2001. Señor 
Presidente de la Cámara de Representantes, 
Gustavo Penadés. Amparado en las facultades 
que me confiere el artículo 155 del Reglamento 
de la Cámara de Representantes, solicito se 
curse la presente exposición escrita al Tribunal 
de Cuentas con la transcripción del pedido de 
informes cursado por Oficio de esa Cámara 
N2 4624, de 2 de abril de 2001 al Ministerio de 
Economía y Finanzas, con destino a la Dirección 
General de Casinos, para lo que estime 
pertinente, que expresa: Vista la observación de 
la Auditoría Delegada del Tribunal de Cuentas, 
que constató una importante cantidad de gastos 
efectuados por el Casino del Estado de Punta 
del Este, departamento de Maldonado, en los 
meses de octubre, noviembre y diciembre de 
1999, de acuerdo con los informes de dicha 
Auditoría de fechas febrero y abril de 2000, que 
indican: 'Que no se respetaron los procedimien- 
tos establecidos en el artículo 33 del TOCAF 
para los topes de contrataciones'; y resultando: 
A) Que, con posterioridad, se recabaron más 
documentos en los que se desprenden compras 
a una empresa en el ramo 'Utiles administrati- 
vos' y trabajos de diversa índole a dos empresas 
referidas al rubro de 'Construcción-Albañilería', 
durante el período enero de 1999-julio de 2000, 
dichas empresas son diferentes pero tienen el 
mismo domicilio en común. B) Que, ante estos 
hechos, la Dirección General de Casinos 
dispone instruir un sumario administrativo a los 
dos Gerentes del Casino del Estado de Punta 
del Este, a un funcionario contable con 
responsabilidad en la Contaduría del Casino del 
Estado de Punta del Este y en la Sub-Central 
Este y a una funcionaria que cumplía el rol de 
Intendente del Casino del Estado de Punta del 
Este. C) Que en el transcurso de la instrucción 
surgen nuevas observaciones efectuadas por el 
Tribunal de Cuentas con referencia a los gastos 
de los meses de febrero, mayo y julio de 2000, 
ameritando un nuevo sumario administrativo al 
Jefe de Contaduría, al Jefe de la Sub-Central 
Este que se encuentra ubicada físicamente en 
la Contaduría del Casino del Estado de Punta 
del Este, al Gerente del Area de Administración 
Financiera y a los tres Encargados de la Sección 
'Relación de Gastos' del Casino del Estado de 
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Punta del Este. En vista de lo que antecede, 
solicitamos se informe: 1) Si existió incumpli- 
miento de la Gerencia del Casino del Estado de 
Punta del Este al no respetar las normas 
establecidas en materia financiero contable, 
administrando incorrectamente los tondos públi- 
cos, no controlando las tareas y responsabilida- 
des de sus subordinados y permitiendo con esa 


orientación la pertinencia posterior de un 
sumario administrativo. 2) Qué rol en las 
anomalías constatadas le cupo a los Sub- 


gerentes, ya que son los responsables del buen 
funcionamiento del Casino como delegados 
directos del Gerente. 3) Si hubo negligencia de 
los funcionarios contables del Casino del Estado 
de Punta del Este con relación al control de la 
formalidad y corrección de las boletas que se 
les presentaran sin que se hayan seguido los 
pasos estipulados en el correcto proceso de 
compra. 4) Si se comprobó también negligencia 
de los funcionarios contables en el proceso de 
compra directa, al no verificar que se hubieran 
utilizado los formularios correspondientes que 
aseguraran que se siguieron los pasos estipu- 
lados en el procedimiento de compra. 5) Si es 
posible que los responsables contables desco- 
nozcan totalmente los montos de la compra 
directa y, a su vez, los límites que tienen los 
Gerentes para los gastos, a pesar de tener 
quince años de antigúedad como funcionarios de 
la Contaduría. 6) Si es correcto que las mismas 
personas que controlan en la Contaduría los 
gastos del Casino del Estado de Punta del Este 
también realizan una especie de autocontrol de 
los mismos gastos en la Sub-Central Este. 7) 
Dado que existen tres niveles de control de 
gastos, si no hubo uno solo de ellos que 
constatara anomalías tanto en la compra directa 
como en los eventuales fraccionamientos que 
dieron lugar a observaciones del Tribunal de 
Cuentas. 8) Si existe una irregularidad que se 
haya constatado en el informe de la Tesorería 
del Casino del Estado de Punta del Este con 
fecha 31 de marzo de 1999. 9) Si se constataron 
facturas cercanas a las doscientas, y más de un 
centenar de formularios de solicitud de órdenes 
de compra por parte de tres empresas relacio- 
nadas con el Casino del Estado de Punta del 
Este. 10) Cuáles son las razones por las que 
siempre se utilizaban los servicios de estas 
empresas y con qué frecuencia se prestaban los 
mismos. 11) Si el Casino del Estado de Punta 
del Este solicitaba cotización de precios a las 
empresas antes referidas. 12) Si se constataron 
boletas de estas empresas con reiteración de 


CAMARA DE REPRESENTANTES 17 


rubros difícilmente explicables y cuyos montos 
abonados podrían considerarse injustificadamente 
elevados. 13) Cuántas cotizaciones de precios 
solicitaba el Casino del Estado de Punta del 
Este cada vez que requería un trabajo o una 
compra. 14) Si se constató que dos de las tres 
empresas antes referidas facturaron en varias 
oportunidades el mismo importe, en la misma 
fecha y por la realización de los mismos 
trabajos. 15) Quién controlgalos trabajos que se 
realizan para el Casino del'Estado de Punta del 
Este. 16) Qué resoluciones adoptará el Minis- 
terio de Economía y Finanzas con los funciona- 
rios involucrados del Casino del Estado de 
Punta del Este, de comprobarse las irregulari- 
dades constatadas por el Tribunal de Cuentas 
y las conclusiones a las que arribe la Dirección 
Nacional de Casinos que se desprendan del 
informe del sumario administrativo dispuesto el 
28 de agosto de 2000'. Saludo al señor 
Presidente muy atentamente. Enrique Pérez 
Morad, Representante por Maldonado”, 


J) Exposición del señor Representante Carlos 
González Alvarez al Ministerio de Econo- 
mía y Finanzas, relacionada con la posible 
venta del Banco La Caja Obrera y la 
conveniencia de fusionar dicha institución 
bancaria con el Banco de Seguros del 
Estado. 


"Montevideo, 2 de abril de 2001. Señor 
Presidente de la Cámara de Representantes, 
Gustavo Penadés. Amparados en las facultades 
que nos confiere el artículo 155 del Reglamento 
de la Cámara de Representantes, solicitamos se 
curse la presente exposición escrita al Ministerio 
de Economía y Finanzas. Desde hace meses, el 
Banco Central del Uruguay (BCU) está anuncian- 
do la próxima venta del Banco La Caja Obrera. 
Primero fue un llamado a interesados; luego, la 
inscripción de oferentes; después, prorrogar 
plazos, y así sucesivamente. En varias oportuni- 
dades, las autoridades del Banco La Caja Obrera 
han expresado que desde hace años la institu- 
ción está produciendo interesantes utilidades. 
Vender el banco significará que el BCU o el 
Ministerio de Economía y Finanzas -es decir, el 
Estado uruguayo- deberá 'pagar' a los compra- 
dores una cantidad superior a los US$ 50.000.000 
(dólares de los Estados Unidos de América 
cincuenta millones) por carteras 'pesadas' o que 
no sean de interés para aquéllos. No compren- 
demos ni aceptaremos una operación de estas 
características en el Uruguay de hoy. En su 
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momento, planteamos la conveniencia de que 
fueran fusionados el Banco de Seguros del 
Estado (BSE) y el Banco La Caja Obrera, pues 
tal asociación produciría una sinergia que 
beneficiaría a ambas instituciones. La fusión de 
los dos bancos sería tal vez una de las primeras 
etapas de un futuro 'holding' de banca estatal. 
Continuar con el trámite de venta es nefasto 
para los intereses del país y, por cierto, del 
banco, ya que anunciar permanentemente que 
está por ser vendido trae desprestigio a la 
institución e inseguridad a clientes y funciona- 
rios. Queremos expresar nuestra opinión total- 
mente contraria a continuar con este proceso de 
venta, por la cual el Estado 'pague' a los futuros 
dueños del Banco La Caja Obrera millones de 
dólares, cuando la operación no es necesaria. 
También planteamos a las autoridades del BCU 
que se analice la fusión del Banco La Caja 
Obrera y del Banco de Seguros del Estado, a 
fin de potenciar a estas dos instituciones que 
funcionan en la órbita estatal. Saludamos al 
señor Presidente muy atentamente. Carlos 
González Alvarez, Representante por Colonia". 


K) Exposición del señor Representante Gus- 
tavo Guarino al Ministerio de Transporte y 
Obras Públicas; a la Junta Departamental 
y a la Intendencia Municipal de Cerro 
Largo, y además por su intermedio a la 
Junta Local Autónoma y Electiva de Río 
Branco, acerca de la necesidad de me- 
jorar la señalización e iluminación del 
empalme de las Rutas Nacionales N? 18 y 
N?2 26. 


“Montevideo, 3 de abril de 2001. Señor 
Presidente de la Cámara de Representantes, 
Gustavo Penadés. Amparados en las facultades 
que nos confiere el artículo 155 del Reglamento 
de la Cámara de Representantes, solicitamos se 
curse la presente exposición escrita al Ministerio 
de Transporte y Obras Públicas, a la Intendencia 
Municipal y a la Junta Departamental de Cerro 
Largo, y a la Junta Local Autónoma y Electiva 
de Río Branco. Recogiendo una inquietud de los 
vecinos de la 3? Sección del departamento de 
Cerro Largo y que fuera llevada al seno de la 
Junta Departamental por parte del señor Edil 
Geener Amaral, nos permitimos darle estado 
parlamentario al siguiente planteo. El empalme 
de la Ruta Nacional N* 26 'Brigadier General 
Leandro Gómez' y la Ruta Nacional N* 18 
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'Ricardo Ferrés', cercano a la ciudad de Río 
Branco, es una zona de altísimo tránsito, 
especialmente en el período de zafra del arroz, 
donde además del habitual acceso a la frontera 
de vehículos de carga y automóviles, se suman 
los camiones que transportan grano hacia los 
molinos y la maquinaria agrícola que se des- 
plaza en la zona. La falta de la debida 
señalización e iluminación, ha provocado varios 
accidentes de tránsito, algunos de ellos con 
pérdida de vidas humanas. Actualmente se está 
reparando el tramo de la Ruta Nacional N* 18 
'Ricardo Ferrés' entre la ciudad capital del 
departamento de Treinta y Tres y la ciudad de 
Río Branco y creemos oportuno sugerir que en 
dicho empalme se construya una rotonda, y se 
realice una buena señalización e iluminación de 
la zona. Esto contribuiría a mejorar la circulación 
y las condiciones generales de uno de los 
principales puntos de acceso al país desde la 
República Federativa del Brasil. Saludamos al 
señor Presidente muy atentamente. Gustavo 
Guarino, Representante por Cerro Largo". 


L) Exposición del señor Representante Gus- 
tavo Guarino a la Presidencia de la 
República; al Ministerio de Industria, Ener- 
gía y Minería; a la Oficina de Planeamiento 
y Presupuesto; a la Junta Departamental y 
la Intendencia Municipal de Cerro Largo, 
y además por su intermedio a la Junta 
Local Autónoma y Electiva de Río Branco, 
referente a la posibilidad de extender la 


distribución de gas natural al citado 
departamento. 
"Montevideo, 3 de abril de 2001. Señor 


Presidente de la Cámara de Representantes, 
Gustavo Penadés. Amparados en las facultades 
que nos confiere el artículo 155 del Reglamento 
de la Cámara de Representantes, solicitamos se 
curse la presente exposición escrita al Poder 
Ejecutivo, al Ministerio de Industria, Energía y 
Minería, a la Oficina de Planeamiento y 
Presupuesto (OPP), a la Intendencia Municipal 
y a la Junta Departamental de Cerro Largo y a 
la Junta Local Autónoma Electiva de Río Branco. 
En Cerro Largo se había generado gran 
expectativa con el anuncio oficial realizado hace 
algunos años de que el gasoducto que introdu- 
cía gas natural al país pasaría por el departa- 
mento, y hasta se conocieron croquis de! posible 
trazado. Ello generó un importante movimiento 
social de trabajadores que se organizaron para 
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realizar cursos de capacitación en el manejo del 
gas y en la construcción de líneas de distribu- 
ción, el propio Intendente Municipal gestionó 
ante la Universidad del Trabajo del Uruguay y 
la Oficina de Planeamiento y Presupuesto la 
implementación a futuro de dichos cursos. Se 
llegó a realizar un relevamiento de las industrias 
existentes que tuvieran intención de utilizar el 
gas natural y, sobre todo, se tomó el hecho 
como un impulso para el desarrollo de un parque 
industrial, que hiciera más atractiva la región, 
para que los inversionistas radicaran industrias 
en el departamento. Recientes declaraciones del 
señor Ministro de Industria, Energía y Minería 
descartaron la posibilidad de que en el mediano 
plazo se construyeran en el departamento de 
Cerro Largo líneas de distribución para gas 
natural. El Intendente Departamental junto a 
otros Intendentes de la región han promovido el 
tema a nivel del Congreso de Intendentes para 
que la exclusión del departamento no se 
produzca. Como es de conocimiento, Cerro 
Largo tiene históricamente los menores niveles 
de inversión pública, eso ha generado que hoy 
figure entre los departamentos que tienen los 
mayores índices de desocupación, mayor núme- 
ro de hogares con necesidades básicas insatis- 
fechas y uno de los más bajos ingresos 'per 
cápita' del Producto Bruto Interno. Que se 
postergue nuevamente a Cerro Largo, ya sea 
con la construcción del gasoducto o con alguna 
de las otras alternativas para abastecer a las 
industrias con energía más económica, no hace 
otra cosa que aumentar la brecha existente con 
los departamentos del sur y del litoral del país, 
situación agravada con la actual realidad de 
frontera. Creemos que ya existen agroindustrias 
importantes como son el Frigorífico PUL (el 
mayor exportador de carnes del país), la usina 
de leche COLEME, los principales molinos 
arroceros del país (SAMAN, CASARONE, 
COOPAR, AGROCEREALES) y decenas de 
secadores de arroz de productores independien- 
tes, que justifican el esfuerzo de llevar energía 
más barata, además existe el potencial de 
abastecer de gas al sur de la República 
Federativa del Brasil, hoy altamente deficitario 
en energía. Esperamos que esta intervención 
sirva para apoyar el esfuerzo del señor 
intendente Municipal, de los señores Ediles y de 
todas las fuerzas vivas del departamento. 
Saludamos al señor Presidente muy atentamen- 
te. Gustavo Guarino, Representante por Cerro 
Largo". 
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MEDIA HORA PREVIA 


7.— Prácticas abusivas de 


las empresas emisoras de 
tarjetas de crédito 


— Se entra a la media hora previa. 
Tiene la palabra el señor Diputado Mahía. 


SEÑOR MAHIA.— Señor Presidente: nos 
vamos a ocupar de un tema de mucha 
importancia para la sociedad uruguaya en 
general y para muchos usuarios de tarjetas de 
crédito. 

Días pasados recibí un sobre que contenía 
una notificación de una tarjeta de crédito por la 
que se me informaba que debía abonar 
determinada cifra. Hice una consulta al teléfono 
de que dispone esta empresa para dar informa- 
ción, a fin de preguntar qué sucedía, porque yo 
no había hecho uso de esa tarjeta de crédito. 
Me contestaron que debía dirigirme a determi- 
nada dirección y, si no lo hacía, automáticamente 
pasaría al "Clearing de Informes", aunque se 
tratara de un servicio que no utilicé. 

Este hecho hizo que consultara a la Cámara, 
porque en la Legislatura anterior nos tocó 
presidir la Comisión de Industria, Energía, 
Minería y Turismo, y en 1999, por fortuna, la 
Cámara de Representantes, con el voto de los 
cuatro lemas con representación parlamentaria, 
aprobó la ley de defensa del consumidor. Hoy 
comprobamos que otras tarjetas de crédito 
incurren en esa misma práctica comercial que, 
sin lugar a dudas, viola los derechos del usuario 
porque hay una ley que -reitero- fue aprobada 
con el acuerdo de todos los lemas representa- 
dos en el Parlamento, sin una sola excepción. 

Concretamente, solicitamos a la Asesoría 
Técnica de la Cámara que elevara un informe, 
que tue redactado por el doctor Alvaro Sánchez, 
en el que establece que "(...) el silencio del 
consumidor se tendrá por aceptación de cual- 
quier modificación, restricción o ampliación de 
lo pactado en el contrato. Indudablemente, la 
cláusula contractual! a que refiere la consulta 
encuadra dentro de la previsión que viene de 
transcribirse resultando -por ende- lesiva de los 
derechos del usuario de una tarjeta de crédito". 

Este informe también nos recuerda que es el 
Ministerio de Economía y Finanzas, a través de 
la Dirección de Defensa del Consumidor, el 
encargado de prevenir a la gran cantidad de 
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personas, de incautos consumidores que hoy 
tienen problemas con su tarjeta de crédito, que 
sufren el abuso de quienes las emiten y que, 
evidentemente, no conocen los derechos que 
tiene desde la entrada en vigencia de esta ley. 
Es más: no pretendemos abordar un tema como 
el de la usura, sobre el que hubo iniciativas 
parlamentarias tanto en nuestro Partido como en 
otros. Este es un asunto que está en el debe 
del Parlamento. 

El hecho que nos tocó vivir en lo personal, 
y que afecta a miles de uruguayos, debe 
ponerse en conocimiento de la Cámara y del 
Ministerio de Economía y Finanzas, para que no 
se permita más que en forma "industrial" se 
envíe a los distintos usuarios del sistema de 
tarjetas de crédito este tipo de notificación, que 
tiende a hacer más onerosa la calidad de vida 
de nuestra gente, cuando existe un marco legal 
-reitero- absolutamente estricto en esta materia, 
que protege a los consumidores. 

Voy a leer la síntesis que vamos a trasladar 
a la Comisión de Industria, Energía y Minería 
cuando nos reciba a fin de plantear el tema. 
Dice así el doctor Alvaro Sánchez: "En síntesis, 
y de acuerdo a lo establecido en la normativa 
referida, una cláusula contenida en un contrato 
de adhesión suscrito por un usuario de una 
tarjeta de crédito que establezca la prórroga 
automática del plazo o la variación de otras 
condiciones contractuales sin requerir el expreso 
consentimiento del consumidor, o dicho de otro 
modo, otorgando a su silencio el valor de 
aceptación tácita, constituye una cláusula abusiva 
con todas las consecuencias que ello implica y 
que viene de describirse, estando a cargo el 
contralor y fiscalización del fiel cumplimiento del 
mandato legal el Ministerio de Economía y 
Finanzas a través de los organismos ya 
mencionados". 

Este no es el único caso de prácticas 
abusivas de comercio. Sabemos que existen en 
otros órdenes de la actividad comercial de 
nuestro país, pero ésta es una de las de mayor 
difusión, por lo que hoy representa la compra 
por medio de tarjetas de crédito y en virtud del 
endeudamiento que en general hay en nuestra 
plaza comercial, por el crédito tan extendido que 
supone su uso. 

Solicito que la versión taquigráfica de mis 
palabras sea enviada al Ministerio de Economía 
y Finanzas, a la Comisión de Industria, Energía 
y Minería de la Cámara y a su homóloga del 
Senado, a la Asociación de Bancos del Uruguay, 
a AEBU, a los organismos de defensa del 
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consumidor nucleados en el Ministerio de 
Economía y Finanzas y, en particular, al Banco 
Comercial y al Citibank. 


SEÑOR PRESIDENTE (Obispo).— Se va a 
votar el trámite solicitado. 


(Se vota) 


— Cuarenta en cuarenta y dos: Afirmativa. 


8.— Problemática ocasionada 


por la creciente sub- 
contratación y terce- 
rización de actividades 
de las empresas 


Tiene la palabra el señor Diputado Bentancor. 


SEÑOR BENTANCOR.— Señor Presidente: 
días pasados, la Comisión de Legislación del 
Trabajo recibió a una delegación de trabajadores 
de la empresa Ediner S.A. que trabajaban "a 
fagon" para una curtiembre mayor, Curtifrance 
S.A. 

Plantearon un caso típico de tercerización, 
una moderna tendencia en la organización de la 
producción que lleva a que una empresa 
descentralice su actividad y derive parte de ella 
a pequeñas o medianas empresas que trabajan 
prácticamente en régimen de exclusividad para 
la empresa principal. En muchos casos no se 
trata de otra cosa que de una simple simulación, 
que encubre una relación de dependencia del 
conjunto de trabajadores de la tercerizada 
respecto de la empresa principal. Por ello, 
además de obedecer a una serie de exigencias 
del mercado, como la realización de una 
producción ajustada a la demanda, sin existen- 
cia de stock, la tercerización también provoca 
que la empresa principal, por lo general 
solvente, se desentienda del cumplimiento de la 
normativa laboral y de seguridad social de la 
empresa tercerizada. Esto provoca una extraor- 
dinaria desprotección de los trabajadores en la 
medida en que estas pequeñas empresas 
compiten en el mercado sobre la base de una 
depresión constante de sus costos laborales, es 
decir, de los salarios y los beneficios sociales 
de sus dependientes. 

Un ejemplo patético de esta modalidad es el 
testimonio de las trabajadoras de Ediner S.A., 
quienes nos informaron que en febrero de 2001 
cobraron lo correspondiente a octubre de 2000 
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y que, debido a la presión de conservar el 
empleo, tuvieron que trabajar hasta veinticuatro 
horas de corrido, en pésimas condiciones de 
higiene, con alta toxicidad y en medio de ratas 
y ratones. Tanto es así que el Ministerio de 
Trabajo y Seguridad Social clausuró el local a 
los pocos minutos de iniciada la inspección. 
También nos manifestaron que en Ediner S.A. 
trabajaron menores y mujeres embarazadas que 
sufrieron las consecuencias de la situación 
expuesta, y nos hablaron de la inexistencia de 
aportes al Banco de Previsión Social a pesar de 
haberse realizado puntualmente los descuentos 
a los trabajadores. 

Pintaron casi una postal del trabajo fabril del 
siglo XIX, generadora de lo que se llamó "la 
cuestión social". Una obrera, madre de familia 
y sostén de un hogar nos interpelaba en la 
Comisión de Legislación del Trabajo, preguntán- 
donos qué solución le podíamos dar a su 
problema. Queremos trasladar esa pregunta a 
este plenario, ámbito al que, sin duda, iba 
destinada. 

El tema de la subcontratación y la tercerización 
merece una consideración urgente de nuestro 
Parlamento. En la reunión que mantuvo la 
Comisión se señaló que la única regulación 
consiste en un solo artículo de la Ley N* 10.449, 
de Consejos de Salarios, que hace responsable 
subsidiariamente a la empresa principal por los 
salarios adeudados por la subcontratista. O sea 
que la regulación es totalmente insuficiente para 
la envergadura que ha tomado el fenómeno de 
la tercerización en nuestro tiempo. 

Hace algunos años, el entonces Senador 
doctor Abreu presentó un proyecto para regular 
los aspectos básicos de las empresas que 
suministran mano de obra temporal bajo una 
modalidad similar a la presente. Nosotros hemos 
hecho un aporte al respecto mediante la 
presentación de un proyecto que regula la 
prestación del trabajo humano a través de las 
empresas suministradoras de mano de obra y de 
la subcontratación. En nuestro caso, no se 
pretende abarcar la totalidad de la problemática 
que surge a partir de la utilización de la 
subcontratación; lo que se intenta es regular 
aspectos básicos del mercado del empleo, sin 
prohibir la subcontratación pero consagrando 
algunos principios y soluciones que eviten su 
uso abusivo. 

En resumen, nuestra propuesta incluye, en 
primer lugar, la introducción de garantías de 
igualdad de trato y no discriminación respecto 
de los empleados permanentes de la empresa 
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principal, tal como figura en buena parte de la 
normativa comparada que regula estas situacio- 
nes. En segundo término, se establece la 
responsabilidad de la empresa principal respecto 
de la subcontratista en cuestiones laborales y 
de seguridad social. En tercer lugar, se acuerda 
un rol dinámico en la negociación colectiva para 
fomentar la participación de los actores sociales 
en la definición de aspectos relacionados con lo 
salarial, la seguridad e higiene y demás 
aspectos que la negociación pueda requerir. 

La protección adecuada en materia de 
derechos fundamentales del trabajo -libertad 
sindical, salarios mínimos, negociación colecti- 
va, seguridad, salud, etcétera- no puede quedar 
al arbitrio de maniobras de las empresas que, 
en general, sólo pretenden competir sobre la 
base de la reducción de sus costos laborales, 
llevando la condición de los trabajadores al 
momento exactamente anterior al inicio de la 
legislación social y protectora de la persona y 
su familia. 

Solicito que la versión taquigráfica de mis 
palabras sea enviada al Ministerio de Trabajo y 
Seguridad Social y al Secretariado y la Sala 
de Abogados del PIT-CNT. 


SEÑOR PRESIDENTE (Obispo).— Se va a 
votar el trámite solicitado. 


(Se vota) 


— Cincuenta y uno por la afirmativa: Afirmativa. 
Unanimidad. 


9.-— Necesidad de que se ins- 


tale una escuela técnica 
y se mantengan servicios 
del hospital de la ciu- 
dad de Chuy, departamen- 
to de Rocha 


Tiene la palabra la señora Diputada Puñales 
Brun. 


SEÑORA PUÑALES BRUN.— Señor Presi- 
dente: en el día de hoy queremos hacer dos 
planteamientos, con mucho énfasis, relaciona- 
dos con la frontera de nuestro departamento y, 
concretamente, con la ciudad de Chuy. 

Uno de ellos refiere a la educación. Creemos 
de imperiosa necesidad instalar una escuela 
técnica de la UTU en Chuy. Desde hace muchos 
años, algunos señores Diputados de distintos 
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sectores políticos han estado trabajando en ello. 
Durante el gobierno anterior se instaló un 
segundo liceo, hermoso y de gran capacidad, 
que sustituyó al otro, que tenía carencias 
edilicias, resolviéndose así el problema de la 
población estudiantil. 

Por otro lado, se hicieron grandes esfuerzos 
por parte del CODICEN para solucionar la 
superpoblación escolar que existía. Estamos 
hablando de niños que estaban cursando sus 
años de primaria en cocinas de diferentes 
lugares y en centros comunales. El Gobierno 
Nacional, los uruguayos, hicieron un gran 
estuerzo para construir la cuarta escuela de 
Chuy. 

Creemos que Chuy merece contar con una 
escuela técnica de nivel, de avanzada, no sólo 
por la población estudiantil existente, sino 
porque hay posibilidad de que el Banco 
Hipotecario del Uruguay done un terreno de su 
propiedad -identificado como padrón N* 2749, de 
la manzana 41... 


(Murmullos.- Campana de orden) 


SEÑOR PRESIDENTE (Obispo).— Solicito a 
los señores Diputados que no dialoguen, a los 
efectos de escuchar a la oradora. 

Puede continuar la señora Diputada. 


SEÑORA PUÑALES BRUN.— Gracias, señor 
Presidente. 

Decía que, identificado el padrón, solicitamos 
al Banco Hipotecario del Uruguay la donación 
de ese terreno, ya que sabemos de los escasos 
recursos con que cuenta la educación en este 
país. Además, esta escuela técnica no sólo 
recibiría a los alumnos de la ciudad de Chuy, 
sino a los uruguayos que viven del otro lado de 
la frontera y a los muchachos de La Coronilla, 
de la Fortaleza de Santa Teresa, de Punta del 
Diablo, de San Luis, de 18 de Julio y de Barra 
del Chuy, con una población estimada de unos 
treinta mil habitantes. 

A nuestro entender, los cursos a impartirse 
deberían adecuarse a estos tiempos, teniendo 
en cuenta las exigencias que el MERCOSUR 
impone y las necesidades de la zona. Estos 
cursos podrían estar dirigidos -siempre que las 
autoridades lo estimen convenientes- a la 
industria arrocera, para contar con mano de obra 
especializada; además, sugerimos que se capa- 
cite a mecánicos agrarios y a clasificadores de 
semillas y que se instruya acerca del manejo de 
agrotóxicos y del análisis de suelo, etcétera. 
Otros cursos podrían versar sobre informática, 
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desarrollo turístico, secretariado comercial y 
administración de empresas comerciales y 
rurales. 

El otro planteamiento concreto que queremos 
hacer, y que nos preocupa, tiene que ver con 
el destino del quirófano instalado en la ciudad 
de Chuy. Antiguamente, el hospital de Chuy era 
prácticamente una policlínica; hoy en día se le 
anexaron algunos servicios, como la cirugía de 
coordinación, la medicina de primer nivel, un 
banco de sangre y una sala de rayos X. Estoy 
haciendo referencia a servicios que son del 
ámbito de Salud Pública; éstos no existen en 
instituciones privadas. Entonces, es muy impor- 
tante que se mantengan estos servicios, porque 
una persona que tenga que operarse de la 
vesícula o de cualquier otro problema tendrá que 
trasladarse ciento treinta kilómetros al centro 
departamental de Rocha. 

También hacemos hincapié en la carencia de 
medicamentos. 

Por otra parte, hemos mantenido una entre- 
vista con el Director de ASSE, doctor Repetto, 
quien esperamos nos visite después de la 
Semana de Turismo. De todas formas, queremos 
hacer hincapié en que no se debería trasladar 
un carro de anestesia de alta tecnología; con 
la suspensión del retén del cirujano -el doctor 
Garat, brillante cirujano de la zona-, que se 
eliminó por disposición ministerial, estamos en 
situación de absoluta indefensión. 

Solicito que la versión taquigráfica de la 
primera parte de mis palabras sea enviada al 
señor Ministro de Educación y Cultura y al 
CODICEN, y la de la segunda parte al señor 
Ministro de Salud Pública. 


SEÑOR PRESIDENTE (Obispo).— Se va a 
votar el trámite solicitado. 


(Se vota) 


— Cuarenta y siete en cuarenta y nueve: 
Afirmativa. 


10.—Décimo aniversario del 
triunfo de la Selección 
Uruguaya de Rugby en el 
Campeonato Mundial Ju- 
venil realizado en 
Toulouse, Francia 


Tiene la palabra el señor Diputado Da Silva. 
SEÑOR DA SILVA.— Señor Presidente: en la 
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tarde de hoy vamos a evocar un hecho que, de 
pronto, no tiene gran significación nacional, pero 
adquiere una relevancia superlativa para todos 
aquellos que, de alguna manera, formamos parte 
de la familia del rugby uruguayo. Se trata de la 
conmemoración, el pasado 31 de marzo, del 
décimo aniversario de la primera ocasión en que 
un seleccionado nacional participara en un 
campeonato mundial de este deporte. 

En 1991, con el doctor Atilio Rienzi al mando 
de la Unión de Rugby del Uruguay, el combinado 
juvenil compite por primera vez con sus pares 
en el torneo de la Federación Internacional de 
Rugby. Este es el inicio de un proceso de 
participación al más alto nivel, lo que de por sí 
sería algo a destacar, pero mucho más lo es por 
los resultados alcanzados. 

En una intensiva gira previa, los juveniles 
uruguayos vencieron a España en Madrid y, 
posteriormente, a los dos mejores equipos de la 
categoría de la Liga Francesa, llegando con 
todas las esperanzas a la disputa mundialista en 
la ciudad de Toulouse. 

Como participante nuevo, Uruguay compite 
en su serie con dos fuertes seleccionados: con 
el de Andorra, al que vence por treinta y dos 
a seis, y con el de Dinamarca, al que le gana 
por cincuenta y cuatro a cuatro, logrando el pase 
para disputar la final con el seleccionado de 
Namibia. 

El equipo de Namibia era, sin duda, la 
"vedette" del mundial dado que, por su reciente 
independencia, representaba el regreso del gran 
rugby sudafricano al circuito mundial, que había 
sido aislado por la comunidad internacional 
debido a sus políticas de "apartheid". Este 
hecho, no sólo motivó la presencia del Presiden- 
te de la FIRA, doctor Ferasse, quien aspiraba 
a entregar a este equipo la copa de campeón, 
sino también su invitación de antemano -tarjeta 
impresa mediante- al desfile de campeones que 
se realizaría al día siguiente. 

El partido había sido milimétricamente pla- 
neado por el equipo técnico que integraban 
"Chichito" Silva, "Quique" Amarillo y Daniel 
Herrera, tres de los grandes pioneros de este 
deporte. Sabíamos que no podíamos competir 
de igual a igual, y que la envergadura física y 
el excelente manejo técnico del seleccionado de 
un país cuyo deporte nacional es el rugby, 
indicaban que sólo un milagro nos haría ganar. 

En el primer tiempo, el equipo namibiano fue 
imparable y todo hacía pensar que los pronós- 
ticos se cumplirían, pero en el segundo tiempo 
la garra charrúa afloró, con un despliegue físico 
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impresionante que culminó con un "try" de Diego 
Lamelas -en aquel momento el "hooker" del 
equipo-, tres minutos pasada la hora reglamen- 
taria, dando el campeonato a los "Teritos", con 
un resultado final de veintitrés a veinte que 
silenció a los diez mil espectadores presentes 
en el estadio de Toulouse. 

El doctor Atilio Rienzi, Presidente de la Unión 
de Rugby del Uruguay en aquel momento, dijo: 
"Hemos pasado a existir en el ámbito rugbístico 
internacional luego de nuestra participación 
deportiva en el Mundial Juvenil recientemente 
disputado en Francia. Hoy tenemos un lugar en 
el concierto rugbístico, otros países de otros 
continentes saben que en Sudamérica existe un 
pequeño país llamado Uruguay, donde pese a 
disponer de poca gente, se está desarrollando 
este deporte con buen nivel técnico competiti- 
vo", 

El proceso iniciado por esta selección, junto 
con la coherente dirección que la Unión de 
Rugby ha seguido desarrollando, ha logrado que 
el nivel de juego de rugby uruguayo se haya 
consolidado, permitiendo una exitosa participa- 
ción en el mundial de mayores, donde jugamos 
de igual a igual con las mejores potencias 
mundiales. No sólo hay jugadores uruguayos 
que compiten con singular trascendencia con los 
mejores equipos europeos, sino que también se 
ha producido una proliferación de equipos a lo 
largo y a lo ancho de la República, lo que nos 
permite ver con mucha alegría a deportistas 
formándose física y mentalmente a través de la 
práctica de este excelente y completo deporte 
en los departamentos de Maldonado, Colonia, 
Canelones, Paysandú, Salto, Río Negro, Soriano 
y, por supuesto, Montevideo. Esto ha creado un 
marco de fiesta inolvidable para nuestra querida 
Unión de Rugby, que en este 2001 festeja sus 
primeros cincuenta años de existencia. 

Hoy, con mayor apoyo económico y con la 
jerarquización de la práctica del deporte a través 
de la creación del Ministerio de Deporte y 
Juventud, desde esta Cámara hacemos votos 
para el desarrollo de todos los deportes mal 
llamados menores y, en especial, para el 
fomento de ta práctica del rugby, donde reina 
el compañerismo, el trabajo en equipo, la 
caballerosidad y el sacrificio, elementos sustan- 
ciales para la formación de los valores de las 
nuevas generaciones. 

En momentos en que una nueva selección 
juvenil de "Teritos" se apresta a participar en un 
nuevo mundial, a realizarse en Santiago de 
Chile, vaya desde este Parlamento el deseo de 
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éxito en este nuevo emprendimiento, que no 
tenemos dudas dejará, una vez más, bien en 
alto los colores celestes. 

Solicito que la versión taquigráfica de mis 
palabras sea remitida a la Unión de Rugby del 
Uruguay, a los clubes de rugby federados, a la 
delegación de ta Selección Sub-19 que se 
encuentra en Santiago de Chile y al señor 
Ministro de Deporte y Juventud. 


SEÑOR PRESIDENTE (Obispo).— Se va a 
votar el trámite solicitado. 


(Se vota) 


— Cincuenta y uno en cincuenta y dos: 
Afirmativa. 


11.-— Clausura de radios comu- 
nitarias 


Tiene la palabra el señor Diputado Ponce de 
León. 


SEÑOR PONCE DE LEON.— Señor Presiden- 
te: hace pocos días, volvió a ser clausurada la 
radio comunitaria llamada "Tapié", que funciona 
en la localidad de San Ramón y opera en la 
frecuencia 106.5 de FM. Aproximadamente tres 
meses atrás ya había sido clausurada. ¡Dos 
clausuras en tres meses! 

En los últimos meses han sido clausuradas 
por lo menos otras dos radios comunitarias, una 
en Rocha, en Barra de Valizas, a la que llaman 
"La Marea" y que está gestionada por poblado- 
res, pescadores y artesanos del lugar, y la otra, 
"Ej Sótano" -clausurada en el pasado mes de 
octubre-, del barrio Colón de Montevideo. 

Esto ha ocurrido en Montevideo, en San 
Ramón y en Rocha; deberíamos preguntarnos si 
detrás de estos hechos no hay algo grave, al 
menos algo importante, de lo que la Cámara 
debería hacerse eco y respecto a lo cual la 
sociedad uruguaya debería encontrar nuevos 
puntos de equilibrio. 

El propio Presidente de la República, doctor 
Jorge Batlle, en su momento llegó a manifes- 
tarse defensor de estas radios comunitarias al 
decir que no molestaban a nadie. 

Pero lo más importante es que sabemos la 
limitación que el éter significa para las radios 
FM de baja potencia -alcanza con unos pocos 
kilómetros de distancia para que esas radios ya 
no puedan ser escuchadas-, diferenciándolas de 
manera radical de otras potencias -tal vez más 
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nítidamente las de AM-, que constituyen un 
cuasi monopolio natural. Todos sabemos que en 
un mismo lugar -Montevideo es la mejor 
demostración- una enorme cantidad de radios de 
FM pueden funcionar simultáneamente sin 
molestarse unas a otras. 

Entonces, estamos ante un asunto que, en el 
fondo, es de libertad de expresión; estamos en 
una zona de derechos elementales cuya regu- 
lación es obligatorio adaptar, porque somos 
conscientes de que cuando la Dirección Nacio- 
nal de Comunicaciones actúa, lo hace invocando 
normas del derecho positivo, pero al costado de 
esas normas hay un fundamento; al costado está 
la propia Constitución y al costado -en última 
instancia- está lo que nos parece es la 
necesidad de encontrar nuevos puntos de 
equilibrio. Esta es una época en la cual, a través 
de un satélite, la televisión llega a cada hogar, 
y no se permite -por algunas disposiciones que 
ya son excesivamente antiguas y hoy carecen 
de sentido- en general a jóvenes y a grupos de 
distinto tenor -por lo menos hay una veintena 
en el país- expresar su opinión por radio. Al fin 
y al cabo, la radio les representa un esfuerzo, 
pero les proporciona la posibilidad de expresar- 
se. Para los vecinos constituye la posibilidad de 
optar ya que, en definitiva, los mismos aparatos 
receptores permiten escuchar la radio. Enton- 
ces, pregunto: ¿qué derecho fundamental se 
está lesionando para que una dependencia del 
Ministerio de Defensa Nacional se moleste en 
ir a incautar los equipos de trasmisión, como en 
definitiva sucede? 

Señor Presidente: estamos ante un tema 
serio, grave, que no debemos minimizar. En este 
sentido, es necesario que el Poder Ejecutivo 
envíe iniciativas, que apoyaremos; de lo contra- 
rio, trataremos de que ellas surjan en la propia 
Cámara. 

Solicito que la versión taquigráfica de mis 
palabras sea cursada al Ministerio de Defensa 
Nacional, a la Junta Local de San Ramón, al 
Centro Comunal Zonal de Colón, a la Junta 
Departamental de Rocha y a la Coordinadora de 
Radios Comunitarias del Uruguay. 


SEÑOR PRESIDENTE (Obispo).— Se va a 
votar el trámite solicitado. 


(Se vota) 


— Cincuenta y uno en cincuenta y dos: 
Afirmativa. 
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12.— Prohibición, por parte 
del Consorcio del Este, 
de que la Vuelta Ciclis- 
ta del Uruguay circule 
por las rutas adminis- 
tradas por la empresa 


Tiene la palabra el señor Diputado Barrios. 


SEÑOR BARRIOS.— Señor Presidente: por 
intermedio de una carta de un ciudadano que 
recibí en el día de hoy, he tenido noticia de una 
medida adoptada por la concesionaria de la 
doble vía a Punta del Este, que afectará a un 
deporte tremendamente popular, que en los 
últimos tiempos ha sido el único que ha dade 
satistacciones a nuestro pueblo a nivel interna- 
cional y que, además, concita la atención de 
todo el interior del país. Concretamente, la zona 
que es servida por esa doble vía a Punta del 
Este no podrá disfrutar de este espectáculo ni 
participar de la emoción popular que siempre 
despierta, porque la empresa concesionaria ha 
prohibido a los organizadores de la Vuelta 
Ciclista del Uruguay que la competencia circule 
por las rutas por ella administradas. 


(Ocupa la Presidencia el señor Represen- 
tante Penadés) 


— Más allá de que no es justo que una zona 
del país esté excluida, es grave el antecedente, 
ya que se está continuando con la política de 
otorgar rutas en concesión, por lo que es posible 
que dentro de un tiempo esta tan tradicional 
competencia sólo pueda realizarse por caminos 
vecinales. 

Voy a tomarme la libertad de leer parte de 
la carta que recibí, en la que se me da noticia 
de este asunto, ya que me parece que es 
muestra de lo que seguramente ha de ser el 
sentimiento popular con respecto a esta actitud. 
El ciudadano dice así: "Y a través de este 
dirigente del pedal, tomamos conocimiento que 
la Empresa Consorcio del Este (...), le 'prohibió' 
a los organizadores de la competencia, transitar 
por las rutas que ellos tienen bajo su control; 
siendo homologada esta prohibición (...) por los 
Ministros vinculados al tema. Con esta medida, 
no solamente se verán obligados los organiza- 
dores a cambiar todo el recorrido previamente 
trazado, sino que impedirán a varias poblaciones 
de los Departamentos de Maldonado y Canelo- 
nes disfrutar de la tradicional competencia de 
esta semana, tan uruguaya como el mate, o el 
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tango y el candombe, o el canto popular a orillas 
del Olimar.- Pero esto era de esperarse". 
Cuando uno vende algo a alguien, sin duda lo 
pierde, dice el remitente de la nota. Y la carta 
continúa diciendo: "(...) y el capital no tiene 
bandera, ni valores nacionales, ni pudor al ir 
contra la tradición de un pueblo; y a los dueños 
de ese capital les interesa sólo y exclusivamente 
hacer crecer una y otra vez su capital a costa 
de cualquier cosa. Y si mañana es negocio 
comprar el predio de la Rural del Prado, y a un 
inversionista en vez de las domas de la Semana 
Criolla se le ocurre instalar una sucursal de Walt 
Disney, entonces pues, en honor a ese Estado 
Moderno (...) los payadores o domadores, 
tendrán que cambiar sus guitarras o espuelas 
y bombachas, por las orejas y los zapatones de 
algún disfraz de Tribilín o el Ratón Mickey, para 
poder 'rebuscarse' algún peso, y así tener la 
'gran oportunidad que le brinda el modernismo' 
de poder hacerle probar a su gurí una Big Mac 
(...) pues seguramente la poderosa cadena (...) 
también habrá decidido 'prohibir que se venda 
el asado con cuero". 

El tono algo humorístico pero, sin duda, ácido 
de estas expresiones que estoy seguro son 
compartidas a nivel popular, no disimula la 
importancia del tema. Me parece que esto 
amerita la intervención, fundamentalmente, del 
Ministerio de Deporte y Juventud, ya que se 
estaría afectando a ese deporte, de arraigo 
popular. 

Solicito que la versión taquigráfica de mis 
palabras sea cursada a los Ministerios de 
Deporte y Juventud y de Transporte y Obras 
Públicas. 


SEÑOR PRESIDENTE (Penadés).— Se va a 
votar el trámite solicitado. 


(Se vota) 
— Cincuenta y ocho en sesenta: Afirmativa. 


Ha finalizado la media hora previa. 


13.-—Licencias 
Integración de la Cámara 


Dese cuenta del informe de la Comisión de 
Asuntos Internos relativo a la integración del 
Cuerpo. 


(Se lee:) 


"La Comisión de Asuntos Internos aconseja 
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a la Cámara aprobar las solicitudes de licencias 
siguientes: 


Del señor Representante Ramón Fonticiella, 
por motivos personales, inciso 3% de la Ley 
N*? 16.465, por el período comprendido entre los 
días 16 y 17 de abril de 2001, convocándose 
al suplente correspondiente siguiente, señor 
Eduardo Muguruza. 


De la señora Representante Nora Castro, por 
motivos personales, inciso 3% de la Ley 
N? 16.465, por el período comprendido entre los 
días 2 y 6 de abril de 2001, convocándose al 
suplente correspondiente siguiente, señor Eduar- 
do Bonomi. 


De la señora Representante Silvana Charlone, 
por motivos personales, inciso 3% de la Ley 
N2 16.465, por el período comprendido entre los 
días 3 y 4 de abril de 2001, convocándose al 
suplente correspondiente siguiente, señor Jorge 
Pandolfo. 


La Comisión de Asuntos Internos aconseja a 
la Cámara aprobar la resolución por la que se 
convoca al señor Edgardo Ortuño, por incorpo- 
ración a la Cámara de Senadores del señor 
Representante José Bayardi, artículo cuarto de 
la Ley N2* 10.618, por el período compren- 
dido entre los días 30 de marzo y 9 de abril 
de 2001. 


Del señor Representante Nahum Bergstein, 
por motivos personales, inciso 3% de la Ley 
N? 16.465, por el período comprendido entre los 
días 16 y 20 de abril de 2001, convocándose 
al suplente correspondiente siguiente, señor 
Migue! Dicancro". 


— En discusión general. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a 
votar. 


(Se vota) 


— Cincuenta y ocho en sesenta y uno: Afirma- 
tiva. 


Quedan convocados los suplentes correspon- 
dientes, quienes se incorporarán a la Cámara en 
las fechas indicadas. 


(Antecedentes:) 
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"Montevideo, 29 de marzo de 2001, 


Señor Presidente de la 
Cámara de Representantes, 
Diputado Gustavo Penadés. 
Presente. 


Por medio de la presente solicito, de acuerdo 
a la Ley N* 16.465, del 14 de enero de 1994, 
se me otorgue licencia por motivos personales, 
los días 16 y 17 de abril, del presente año. 


Sin otro particular, le saluda. 


Ramón Fonticiella 
Representante por Salto". 


"Comisión de Asuntos internos 


VISTO: La solicitud de licencia por motivos 
personales del señor Representante por el 
departamento de Salto, Ramón Fonticiella. 


CONSIDERANDO: Que solicita se le conceda 
licencia por el período comprendido entre los 
días 16 y 17 de abril de 2001. 


ATENTO: A lo dispuesto en el artículo 116 
de la Constitución de la República, y por el 
inciso tercero del artículo único de la Ley 
N* 16.465, de 14 de enero de 1994. 


La Cámara de Representantes 


RESUELVE 


1) Concédese licencia por motivos persona- 
les por el período comprendido entre los días 
16 y 17 de abril de 2001, al señor Representante 
por el departamento de Salto, Ramón Fonticiella, 


2) Convóquese por Secretaría, por el mencio- 
nado lapso, al suplente correspondiente siguien- 
te de la hoja de votación N* 303 del Lema 
Partido Encuentro Progresista-Frente Amplio, 
señor Eduardo Muguruza. 


Sala de la Comisión, 3 de abril de 2001. 


Oscar Magurno, María Nelba 
Iriarte, Luis: M. Leglise”. 


"Montevideo, 30 de marzo de 2001. 


Sr. Presidente de la 
Cámara de Representantes, 
Don Gustavo Penadés. 
Presente. 


Solicito por motivos personales, licencia del 
día 2 al 6 de abril del año en curso. 
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Sin otro particular le saludo muy atentamen- 
te. 


Nora Castro 
Representante por Montevideo". 


"Comisión de Asuntos Internos 


VISTO: La solicitud de licencia por motivos 
personales de la señora Representante por el 
departamento de Montevideo, Nora Castro. 


CONSIDERANDO: Que solicita se le conceda 
licencia por el período comprendido entre los 
días 2 y 6 de abril de 2001. 


ATENTO: A lo dispuesto en el artículo 116 
de la Constitución de la República, y por el 
inciso tercero del artículo único de la Ley 
N?* 16.465, de 14 de enero de 1994, 


La Cámara de Representantes 


RESUELVE 


1) Concédese licencia por motivos persona- 
les por el período comprendido entre los días 
2 y 6 de abril de 2001, a la señora 
Representante por el departamento de Montevi- 
deo, Nora Castro. 


2) Convóquese por Secretaría, por el periodo 
comprendido entre los días 3 y 6 de abril de 
2001, al suplente correspondiente siguiente de 
la hoja de votación N* 609 del Lema Partido 
Encuentro Progresista-Frente Amplio, señor 
Eduardo Bonomi. 


Sala de la Comisión, 3 de abril de 2001. 


Oscar Magurno, María Nelba 
Iriarte, Luis M. Leglise". 


"Montevideo, 3 de abril de 2001. 


Sr. Presidente de la 
Cámara de Representantes, 
Don Gustavo Penadés. 
Presente. 


De mi mayor consideración: 


Me dirijo a Ud. a fin de solicitar al Cuerpo 
que Ud. preside licencia por motivos particula- 
res, de acuerdo a lo dispuesto en el inciso 3% 
de la Ley N* 16.465, entre los días 3 y 4 de 
abril del corriente año. 
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Sin más saludo a Ud. muy alte. 


Silvana Charlone 
Representante por Montevideo”. 


"Montevideo, 3 de abril de 2001. 


Sr. Presidente de la 
Cámara de Representantes, 
Don Gustavo Penadés. 
Presente. 


De mi mayor consideración: 


El que suscribe Sr. Jorge Mazzarovich, 
Cédula de Identidad N* 946.301-3, en mi calidad 
de primer suplente, de la Sra. Representante 
Nacional, Silvana Charlone, quien ha solicitado 
licencia los días 3 y 4 de abril del año 2001. 


Comunico a usted que desisto por esta vez, 
de asumir el cargo de Representante para el 
cual fui convocado por ese Cuerpo. 


Sin otro particular, 
atentamente, 


saludo a usted muy 


Jorge Mazzarovich". 


"Comisión de Asuntos Internos 


VISTO: La solicitud de licencia por motivos 
personales de la señora Representante por el 
departamento de Montevideo, Silvana Charlone, 


CONSIDERANDO: |!) Que solicita se le 
conceda licencia por el período comprendido 
entre los días 3 y 4 de abril de 2001. 


11) Que, por esta vez, no acepta la convoca- 
toria de que fue objeto el suplente siguiente 
señor Jorge Mazzarovich. 


ATENTO: A lo dispuesto en el artículo 116 
de la Constitución de la República, por el 
artículo tercero de la Ley N* 10.618, de 24 de 
mayo de 1945, y por el inciso tercero del artículo 
único de la Ley N* 16.465, de 14 de enero de 
1994. 


La Cámara de Representantes 


RESUELVE 


1) Concédese licencia por motivos persona- 
les por el período comprendido entre los días 
3 y 4 de abril de 2001, a la señora 
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Representante por el departamento de Montevi- 
deo, Silvana Charlone. 


2) Acéptase la negativa que, por esta vez, ha 
presentado el suplente siguiente señor Jorge 
Mazzarovich. 


3) Convóquese por Secretaría, por el mencio- 
nado lapso, al suplente correspondiente siguien- 
te de la hoja de votación N* 90 del Lema Partido 
Encuentro Progresista-Frente Amplio, señor Jorge 
Pandolfo. 


Sala de la Comisión, 3 de abril de 2001. 


Oscar Magurno, María Nelba 
Iriarte, Luis M. Leglise". 


"Montevideo, 2 de abril de 2001. 


Sr. Presidente de la 
Cámara de Diputados, 
Diputado Gustavo Penadés. 


Por la presente comunico a Ud. que a partir 
del día viernes 30 de marzo hasta el 9 del 
corriente inclusive, he sido convocado a integrar 
la Cámara de Senadores por lo que solicito se 
convoque a mi suplente. 


Sin otro particular, saluda atentamente. 


José A. Bayardi Lozano 
Representante por Montevideo". 


"Montevideo, 2 de abril de 2001. 


Sr. Presidente de la 
Cámara de Representantes, 
Diputado Gustavo Penadés. 


Por la presente comunico a Ud. que por esta 
vez no acepto la convocatoria a integrar la 
Cámara que Ud. preside. 


Sin otro particular saluda atentamente. 


Enrique Soto”. 


“Comisión de Asuntos Internos 


VISTO: Que el señor Representante por el 
departamento de Montevideo, José Bayardi, se 
incorporó a la Cámara de Senadores por el 
período comprendido entre los días 30 de marzo 
y 9 de abril de 2001. 


CONSIDERANDO: Que, por esta vez, no 
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acepta la convocatoria de que ha sido objeto el 
suplente correspondiente siguiente, señor Enri- 
que Soto. 


ATENTO: A lo dispuesto en el artículo 116 
de la Constitución de la República, y en los 
artículos tercero y cuarto de la Ley N* 10.618, 
de 24 de mayo de 1945. 


La Cámara de Representantes 


RESUELVE 


1) Acéptase la negativa que, por esta vez, 
presenta el suplente correspondiente siguiente, 
señor Enrique Soto. 


2) Convóquese por Secretaría para integrar 
la referida representación, por el período 
comprendido entre los días 3 y 9 de abril de 
2001, al suplente correspondiente siguiente de 
la hoja de votación N* 77, del Lema Partido 
Encuentro Progresista-Frente Amplio, señor 
Edgardo Ortuño. 


Sala de la Comisión, 3 de abril de 2001. 


Oscar Magurno, María Nelba 
Iriarte, Luis M. Leglise”. 


"Montevideo, 3 de abril de 2001. 


Señor Presidente de la 
Cámara de Representantes, 
Don Gustavo Penadés. 
Presente. 


De mi mayor consideración: 


Al amparo de lo previsto por la Ley N* 16.465, 
solicito al Cuerpo que tan dignamente preside 
se sirva concederme el uso de licencia por 
razones personales desde el 16 de abril y hasta 
el 20 de abril inclusive del presente año. 


Sin otro particular, le saluda muy atentamen- 
te. 


Nahum Bergstein 
Representante por Montevideo". 


"Comisión de Asuntos Internos 


VISTO: La solicitud de licencia por motivos 
personales del señor Representante por el 
departamento de Montevideo, Nahum Bergstein. 


CONSIDERANDO: Que solicita se le conceda 
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licencia por el período comprendido entre los 
días 16 y 20 de abril de 2001. 


ATENTO: A lo dispuesto en el artículo 116 
de la Constitución de la República, y por el 
inciso tercero del artículo único de la Ley 
N* 16.465, de 14 de enero de 1994. 


La Cámara de Representantes 


RESUELVE 


1) Concédese licencia por motivos persona- 
les por el período comprendido entre los días 
16 y 20 de abril de 2001, al señor Representante 
por el departamento de Montevideo, Nahum 
Bergstein. 


2) Convóquese por Secretaría, por el mencio- 
nado lapso, al suplente correspondiente siguien- 
te de la hoja de votación N* 2000 del Lema 
Partido Colorado, señor Miguel Dicancro. 


Sala de la Comisión, 3 de abril de 2001. 


Oscar Magurno, María Nelba 
Iriarte, Luis M. Leglise”. 


14.-— Aplazamiento 


— Se entra al orden del día. 


En mérito a que no han llegado a la Mesa 
listas de candidatos, si no hay objeciones 
corresponde aplazar la consideración del asunto 
que figura en primer término del orden del día, 
relativo a la elección de miembros de la 
Comisión Permanente del Poder Legislativo. 


15.— Cuestión de fueros plan- 
teada por el señor Re- 
presentante López 


SEÑOR LOPEZ.— Pido la palabra para una 
cuestión de orden. 


SEÑOR PRESIDENTE (Penadés).— Tiene la 
palabra el señor Diputado. 


SEÑOR LOPEZ.— Señor Presidente: en los 
últimos días ha tomado estado público, especial- 
mente a través de los medios de prensa 
deportivos, un acta notarial en la que ha 
participado quien habla, en su condición de 
escribano público. En su edición del día sábado, 
el matutino "El País" titula "Conducta delictiva 
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será denunciada" y subtitula "Tal conversación 
no existió; acta es falsa”. En ese artículo el 
señor Héctor Augusto Lara denuncia la presunta 
falsedad de un documento y anuncia que hará 
lo mismo ante la Justicia Penal. A su vez, el 
diario "La República" del día sábado, en un título 
dice: "Demanda penal contra el diputado 
herrerista de Rivera", y en un subtítulo "Lo 
acusan de falsificación de un acta notarial”, 

Si bien dichas publicaciones se refieren a una 
actuación profesional realizada en mi actividad 
privada y antes de ser legislador, cobran 
particular interés desde el momento en que 
revisto la calidad de Representante Nacional. 

Por lo tanto, si el señor Presidente lo estima 
pertinente, de acuerdo con el artículo 50 del 
Reglamento de la Cámara, solicito que se me 
permita realizar un planteo como cuestión de 
fueros. 


SEÑOR PRESIDENTE (Penadés).— Se va a 
votar el carácter preferente de la cuestión de 
fueros planteada por el señor Diputado López. 


(Se vota) 
— Sesenta y uno en sesenta y dos: Afirmativa. 
Tiene la palabra el señor Diputado López. 


SEÑOR LOPEZ.— Señor Presidente: agra- 
dezco al señor Presidente y a la Cámara que 
me permitan usar este tiempo para dar deter- 
minadas explicaciones. 

Debo decir que la información que la prensa 
ha difundido a nivel nacional ya obraba en mi 
conocimiento desde el día viernes pasado, 
cuando un amigo me anunció que en el estudio 
del doctor Nelson Alonso Dellepiane, de la 
ciudad de Rivera, el señor Héctor Augusto Lara, 
alias "Mingo", estaba preparando una denuncia 
penal en mi contra. , 

Antes que nada considero de rigor informar 
a la Cámara sobre quiénes son esas personas 
de mi departamento de Rivera y quienes están 
detrás de esto. 

El señor Héctor Augusto Lara Micol es un 
arquitecto oriundo de Rivera que, habiendo 
fracasado notoriamente en el ejercicio de su 
profesión, desde hace algunos años -tal vez por 
la necesidad de reconvertirse- se ha transforma- 
do en un pretendido empresario de fútbol. En 
tal carácter, promete comprar futbolistas, espe- 
cialmente muy jóvenes; negocia con sus clubes 
y, si éstos no aceptan hacerlo -como ocurre con 
la mayoría de las instituciones serias de mi 
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departamento-, habla directamente con los 
padres o con los propios chicos y, a cambio de 
dinero, se apropia de sus pases y los transfiere 
a algún club de fútbol profesional. Por supuesto, 
con esta operación gana la comisión correspon- 
diente, aunque no tengo certeza de que por 
dicha actividad pague impuestos o que esté 
oficialmente registrado como contratista. Sí me 
consta que su presencia en el medio afecta 
enormemente a las instituciones que tienen 
categorías formativas. Estas hacen un enorme 
esfuerzo económico para formar a un futbolista, 
para que luego este señor se lo lleve sin que 
el club -que ha puesto mucho en ese chico- 
reciba ninguna compensación por el pase. 

A su vez, su abogado patrocinante, el doctor 
Nelson Alonso Dellepiane, es esposo de la 
doctora Flavia Bruschi, que también es abogada 
pero que, paradójicamente y pese a que la 
posición social y económica de su marido es 
muy buena, es abogada asesora de la Fiscalía 
Letrada Departamental. Este es un cargo 
supuestamente secundario, con una retribución 
muy mala para quien asesora en casi todos los 
asuntos que pasan por la Fiscalía de Rivera, 
salvo los de su esposo, por una razón de ética. 

Esta situación se ha mantenido durante 
muchos años y entendemos que es una 
incompatibilidad manifiesta debido a la informa- 
ción reservada que obviamente se maneja y que, 
sin error alguno, es posible sostener que su 
esposo posee. Esto otorga al referido letrado 
una sensación de impunidad, en franco deterioro 
de la equidistancia y el equilibrio que deben 
mantener las autoridades. No sabemos si el 
Fiscal de Corte, doctor Peri Valdez, conoce 
estos hechos, pero buena cosa sería que 
investigara esta situación y, en especial, la 
opinión del foro local; y no me refiero sólo a los 
asociados al Colegio de Abogados local. 

Por supuesto, dicho abogado gana muchos 
de sus juicios y, para su fortuna y la de su 
esposa, mucho dinero, aunque habría que 
averiguar si tributa al fisco por los montos que 
cobra como honorarios. ¿Gana siempre? Por 
supuesto que no, aunque se encarga muy bien 
de publicitar que, dado que su esposa trabaja 
en la Fiscalía, sus asuntos andan más rápido. 
A veces pierde; pero, en realidad, quien lo hace 
es el cliente, porque ese abogado siempre 
cobra. 

Para demostrar que también pierde podemos 
señalar, por ejemplo, que en el mes de mayo 
de 1999 -hago especial hincapié en esa fecha-, 
actuando como abogado del Frontera Rivera 
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Fútbol Club, ante una acción de amparo que se 
interpusiera contra una decisión de su asamblea 
expulsando al asociado doctor Antonio Ariel 
Aguirre Madera, que habría cometido graves 
irregularidades en perjuicio de dicha entidad, 
perdió dicho juicio, obligando a su cliente, el 
club Frontera, a reiterar todo el procedimiento 
para expulsar nuevamente a esa persona. 

Debo decir que, en esa oportunidad, para 
sorpresa mía, el doctor Nelson Alonso Dellepiane 
-hoy abogado patrocinante de la parte deman- 
dante- utilizó como medio de prueba y como 
parte del alegato en defensa de su cliente el 
acta que casi dos años después denuncia como 
fraudulenta. Parece mentira, pero es así. 
Resulta poco creíble, pero es así. No sé si en 
este caso este abogado, que perdió un juicio, 
actuó con la debida lealtad hacia su cliente. No 
lo sé porque no conozco las leyes, pero sé que 
primero aseguró que había hablado con el Juez 
y que ganaba el juicio. No sé lo que pasó; con 
todas las pruebas a su favor, incluida el acta 
que hoy denuncia como fraudulenta, su cliente, 
el club Frontera, no tuvo más remedio que iniciar 
nuevamente el trámite de expulsión, con tos 
consiguientes perjuicios y pérdida de tiempo. 

Sinceramente, me resulta extraño y no sé qué 
puede haber pasado. Tal vez en este caso se 
ha dado el delito de prevaricato; no lo sé porque 
no soy abogado. 

Debo decir también que detrás de este 
repugnante episodio en que me he visto 
involucrado se encuentra el doctor Antonio Ariel 
Aguirre Madera. Este siniestro personaje que en 
la década de los setenta se exilió en Venezuela 
-aparentemente, por pertenecer a algún sector 
de izquierda-, cuando retornó la democracia 
volvió a nuestro país y se enroló en el Partido 
Verde, etoecologista, siendo su candidato en la 
lista de Diputados. Cinco años después se 
enroló en el Partido Colorado y fue candidato 
a la Junta Electoral por la Lista 5 de Rivera. En 
la última elección municipal de mayo fue 
candidato a la Junta Departamental por una lista 
del Partido Nacional, siendo actualmente Edil 
suplente. Como ven, se trata de una coherencia 
ideológica muy apropiada. 

Esta persona también tuvo un oscuro pasaje 
como Director del hospital local de mi departa- 
mento de Rivera, culminando su gestión con una 
denuncia penal por apropiación indebida que le 
realizara su subrogante, el actual Director del 
hospital. 

Podría pasar toda la tarde relatando anécdo- 
tas de este individuo, pero basta con señalar el 
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conocido episodio que tomó relevancia nacional 
cuando insultó a un jugador de fútbol de raza 
negra. En efecto, en un arrebato de los que le 
son propios, agredió verbalmente a dicha 
persona haciendo referencia a que los quinien- 
tos años de esclavitud de su raza se le habían 
ido a los genes. Dicho episodio tomó estado 
público cuando la organización de derechos 
humanos Mundo Afro obligó a este sujeto a pedir 
públicas excusas por su brutal agresión. Este 
hecho tuvo amplia repercusión nacional; el 
doctor Aguirre se retractó públicamente y pidió 
disculpas por aquel inmundo episodio. Sin 
embargo, arrepentido de haberse excusado 
públicamente, denunció luego en forma penal a 
los representantes del Mundo Afro. 

Habiendo ilustrado sobre los personajes que 
están detrás de este episodio, paso a comentar 
los detalles de lo ocurrido. 

El 11 de enero de 1999, el doctor Fernando 
Araújo, Representante Nacional por mi departa- 
mento y cliente mío, concurrió a mi escritorio y 
me expresó que necesitaba mis servicios. Me 
dijo que no solamente él sino su familia estaban 
vinculados al Club Frontera, que su padre había 
dado la vida por el Frontera, que hasta había 
hipotecado su casa -que era lo único que tenía- 
para salvar al club y que no podía aceptar que 
en este momento se estuviera robando a la 
institución. 

El doctor Araújo me expresó que había 
llegado a su conocimiento que el doctor Aguirre, 
en ese momento Presidente de la institución, 
había robado dinero del club, que eso lo 
indignaba y le daba mucha bronca. Me dijo, 
además, que en su calidad de Presidente de la 
Comisión Fiscal estaba dispuesto a ir hasta las 
últimas consecuencias. 

Antes de continuar el relato, quiero expresar 
que nunca fui dirigente, socio y ni siquiera 
simpatizante del Club Frontera. A nivel depar- 
tamental y también nacional es conocida mi 
vinculación con el Club Sarandí Universitario, en 
el que inclusive jugué. Nunca fui ni siquiera 
hincha del Club Frontera. Es más: siempre creí 
-lo sigo creyendo- que lo mejor para el 
departamento era un club representativo de 
todos los riverenses como, por ejemplo, ocurre 
en Tacuarembó o Rocha. También debo decir 
que nunca participé como dirigente de fútbol y 
por lo tanto el tema me resultaba y me resulta 
intrascendente. 

Por lo tanto, convocado para actuar como 
escribano, lo hice. No tenía ni tengo interés en 
el tema; no conocía los hechos ni a las personas 
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involucradas. - Simplemente, como escribano, 
cumplí con la solicitud del doctor Fernando 
Araújo, tomé las declaraciones y dejé constancia 
de lo que me manifestaron las partes, con total 
objetividad e imparcialidad. No tenía interés en 
el tema; no tenía amistad ni resentimiento con 
el señor Lara, con su padre o con el señor Raúl 
Perroni; simplemente fui convocado como escri- 
bano y como tal actué. Esa tue mi actuación ese 
día: constaté hechos, interrogué a personas y 
luego, a solicitud del interesado, el doctor 
Fernando Araújo, le entregué el acta que, según 
me consta, desde hace más de dos años está 
radicada en un Juzgado Penal a la espera de 
la actuación de la Justicia. 

Esos son los hechos. Actué en mi condición 
de notario, en un tema que creí y creo que es 
menor, pero que para mi sorpresa ha tenido 
repercusión a nivel nacional. Esa repercusión se 
hace a costa de mi honor y buen nombre y tiene 
como único propósito dirimir un conflicto entre 
dos entidades: una inexistente, como es la Real 
Sociedad Rivera-Livramento y otra en vías de 
desaparecer, como es el Club Frontera Rivera. 
No se han medido ni los medios ni los 
procedimientos, en una guerra privada, menor, 
intrascendente, con objetivos menores y que 
afecta a personas que nada tenemos que ver 
-ni queremos tener que ver- con esas situacio- 
nes que no dudo en calificar como repugnantes. 

Es mentira, es falso lo que dice el señor Lara 
Micol en cuanto a que la gente de Rivera está 
esperando con gran entusiasmo su proyecto de 
la Real Sociedad, tal como lo sostiene en sus 
declaraciones. A la gente de Rivera el tema no 
le va ni le viene; sí le preocupa que a sus hijos 
les prometan que van a jugar al fútbol como 
profesionales y después los maten de hambre 
o los dejen abandonados como acostumbran a 
hacer esos seudodirigentes o seudocontratistas 
del fútbol. A la gente de bien de este país le 
preocupa que mientras los clubes están fundi- 
dos, estos señores se las dan de personajes, 
hacen o deshacen clubes, fundan otros, los 
funden o "desfunden", pero ellos siguen con sus 
patrimonios cada vez más grandes. 

Señor Presidente: convocado como escriba- 
no, labré el acta con la mayor precisión que 
pude. Lo que en ella se aprecia fue lo que 
ocurrió, y hasta resulta algo contradictorio que 
mientras el señor Héctor Augusto Lara -alias 
"Mingo"- y su padre dicen que no dijeron lo que 
surge de ella, el otro declarante, el señor 
Perroni, ratifique lo allí expresado. Se trata de 
un sucio uso de mi nombre y de mi actuación 
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profesional, en un tema que para mí no revestía 
otra trascendencia que la de cualquier actuación 
común y corriente. Sin duda se trata de un 
asqueroso episodio en el que pasiones menores 
e intereses espurios tratan de ganar una batalia 
en la opinión pública y en la opinión de las 
autoridades de la Asociación Uruguaya de 
Fútbol. 

Naturalmente que una vez terminado este 
episodio iniciaré las acciones que correspondan, 
que desde ya adelanto que no serán penales 
porque éstas terminan con procesamientos sin 
prisión, que son una burla y un insulto a la 
comunidad. Por otra parte, estos delincuentes 
de cuello blanco no tienen miedo de ser 
procesados. Pero no dejaré que mi nombre y mi 
honor sean mancillados, y contra estos merca- 
deres del escándalo y la corrupción seguiré 
hasta las últimas consecuencias. 

Con igual tranquilidad también anuncio que 
con la dureza y la fuerza de haber sido 
infamemente dañado, reclamaré de la Justicia la 
reparación que tal daño me ha infligido. 

Por otra parte, espero que los medios de 
prensa, que con el legítimo derecho de informar 
han dado amplia difusión a la denuncia -me 
refiero a los diarios "El País" y "La República"-, 
den a mis expresiones, por lo menos, el mismo 
espacio que cuando difundieron la infamia con 
que se ha pretendido enlodar mi nombre. 

Quiero decir que buena cosa sería que el 
Parlamento pudiera analizar e investigar el 
negocio del fútbol. No se trata de un tema 
menor, puesto que afecta valores fundamentales 
de nuestra sociedad; involucra grandes intere- 
ses económicos y también tiene que ver con 
valores fundamentales que el Estado debe 
tutelar, como son sus jóvenes y sus deportistas. 
Se trata de valores que refieren a la credibilidad 
del público, a la sana pasión del hincha que día 
a día es traicionado por episodios oscuros de 
los cuales este que me ha tocado vivir es, tal 
vez, una pequeña muestra. 

El Parlamento brasileño, en sus dos Cáma- 
ras, ha establecido sendas Comisiones Investi- 
gadoras. Lo ha hecho para averiguar qué es lo 
que está pasando con este deporte que mueve 
multitudes, que mueve las pasiones de los 
pueblos, pero que por mover miles de millones 
de dólares lamentablemente se ha transtormado 
en un monstruo difícil de dominar, aun para 
Estados tan poderosos como Brasil. 

No hemos podido confirmar la información, 
pero se nos ha comentado que dichas Comisio- 
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nes Investigadoras vinieron a nuestro país para 
analizar lo que han denominado la ramificación 
uruguaya de los hechos investigados por el 
Parlamento. 

Para finalizar, quiero decir que lo que me ha 
llevado a realizar este planteamiento es una 
cuestión de tranquilidad de conciencia. Varios 
sentimientos pueden afectar a un hombre en su 
actuar, puede tener sentimientos de culpa, de 
miedo, de piedad. Pero lo peor que le puede 
pasar a un ser humano es estar indignado por 
un ataque infame que se ha cometido en su 
contra. Por esa tranquilidad de conciencia es 
que no pretendo esconder nada ni rehuir a la 
Justicia, con la que estoy dispuesto a colaborar 
cuando lo requiera, porque los hechos 
transcriptos en el acta son los que realmente 
pasaron. Asimismo, estoy dispuesto a concurrir 
ante la Asociación de Escribanos del Uruguay 
para que, si ésta lo estima conveniente, se 
forme una comisión de disciplina a fin de hacer 
las debidas averiguaciones. 

Muchas gracias. 


16.—Comisión Especial con 
fines de diagnóstico 
sobre las situaciones de 
pobreza. (Prórroga de 
plazo) 


SEÑOR PRESIDENTE (Penadés).— Dese 
cuenta de una moción de orden presentada por 
la señora Diputada Argimón y los señores 
Diputados Conde, Laviña, Scavarelli, Pablo 
Mieres y José María Mieres. 


(Se lee:) 


"Mocionamos para que se prorrogue el plazo 
de que dispone la Comisión Especial con 
fines de diagnóstico sobre las situaciones de 
pobreza hasta el 28 de julio del corriente año, 
a efectos de la elaboración del informe". 


— En discusión. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a 
votar. 


(Se vota) 


— Setenta y siete en setenta y nueve: Afirma- 
tiva. 
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17.-— Sesiones extraordinarias 


Dese cuenta de una moción de orden 
presentada por los señores Diputados Amen 
Vaghetti y Leglise. 


(Se lee:) 


"Mocionamos para que la Cámara de Repre- 
sentantes se reúna en sesión extraordinaria 
el próximo miércoles 18 de abril, a la hora 
15, a los efectos de realizar un homenaje al 
ex Presidente Jorge Pacheco Areco". 


— En discusión, 


Si no se hace uso de la palabra, se va a 
votar. 


(Se vota) 


— Sesenta y cinco en setenta y cinco: Afirma- 
tiva. 


Dese cuenta de una moción de orden 
presentada por los señores Diputados Leglise, 
Rossi, Amen Vaghetti, Chiesa Bordahandy y 
Pablo Mieres. 


(Se lee:) 


"Mocionamos para que la Cámara se reúna 
en sesión extraordinaria el martes 17 de abril, 
a la hora 15, para homenajear al ex Pre- 
sidente del Cuerpo, Héctor Martín Sturla, con 
motivo de cumplirse el décimo aniversario de 
su fallecimiento”. 


— En discusión. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a 
votar. 


(Se vota) 


— Setenta y siete por la afirmativa: Afirmativa. 
Unanimidad. 


18.- Colocación de un retrato 
del ex Presidente del 
Cuerpo, doctor Héctor 
Martín Sturla, en la 
Sala de la Comisión de 


Constitución, Códigos, 
Legislación General y 
Administración 


Dese cuenta de una moción presentada por 
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los señores Diputados Leglise, Rossi, Amen 
Vaghetti, Chiesa Bordahandy y Pablo Mieres. 


(Se lee:) 


"Mocionamos para que se coloque una foto 
del ex Presidente del Cuerpo, Héctor Martín 
Sturla, en la Sala de la Comisión de 
Constitución, Códigos, Legislación General y 
Administración”. 


— En discusión. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a 
votar. 


(Se vota) 


— Ochenta y tres por la afirmativa: Afirmativa. 
Unanimidad. 


19.-— Personal de la Armada 
Nacional fallecido o de- 
saparecido en acto de 
servicio. (Se otorgan 
los grados militares 
honorarios que se deter- 
minan a las víctimas del 
hundimiento del ROU 32 
"Valiente") 


Se pasa a considerar el asunto que figura en 
segundo término del orden del día: "Personal de 
la Armada Nacional fallecido o desaparecido en 
acto de servicio. (Se otorgan los grados militares 
honorarios que se determinan a las víctimas del 
hundimiento del ROU 32 'Valiente')”. 


(Antecedentes:) 
Rep. N* 407 
"PODER EJECUTIVO 


Ministerio de 
Defensa Nacional 


Montevideo, 10 de octubre de 2000. 


Señor Presidente de la 
Asamblea General, 
don Luis Hierro López. 


El Poder Ejecutivo tiene el honor de someter 
a consideración de ese Cuerpo, acorde a lo 
preceptuado por el numeral 13 del artículo 85 
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de la Constitución de la República, el adjunto 
proyecto de ley por el cual se otorgan los grados 
militares honorarios de Guardia Marina, Alférez 
de Fragata y Alférez de Navío, al personal de 
la Armada Nacional que falleció o desapare- 
ció como consecuencia del hundimiento del 
ROU 32 "Valiente", acaecido el día 5 de agosto 
de 2000. 


El mencionado Personal se encontraba en 
cumplimiento de tareas de control de aguas 
jurisdiccionales a bordo del mencionado buque, 
en momentos de producirse una colisión con el 
buque mercante "Skyros", lo cual es de público 
conocimiento. 


El insuceso fue de tal naturaleza que el 
"Valiente" se hundió en ocho minutos, lo que 
determinó que su tripulación debiera abandonar- 
lo, aproximadamente a las 4.35 horas del día 
referido. 


El personal de nuestra Armada se enfrentó 
a sufrimientos de gran envergadura, debido a las 
condiciones climáticas existentes y bajas tempe- 
raturas, permaneciendo en el agua más de tres 
horas, ocasionando que el 46% de la tripulación 
falleciera por hipotermia o desapareciera. 


Por la Resolución del Ministerio de Defensa 
Nacional -dictada en ejercicio de atribuciones 
delegadas- 46.769, de fecha 30 de agosto de 
2000, se declaró que los fallecimientos y 
desapariciones que nos ocupan, se produjeron 
en acto de servicio. 


Por los motivos expuestos, se solicita la 
atención de ese Cuerpo al adjunto proyecto de 
ley, cuya aprobación se encarece. 


El Poder Ejecutivo saluda al señor Presiden- 
te, con la mayor consideración. 


JORGE BATLLE IBAÑEZ, 
Luis Brezzo. 
PROYECTO DE LEY 
Artículo Unico.— Otórganse los grados 


militares honorarios de Guardia Marina, Alférez 
de Fragata y Alférez de Navío, al personal de 
la Armada Nacional que falleció o desapareció 
en acto de servicio como consecuencia del 
hundimiento del ROU 32 "Valiente", acaecido el 
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día 5 de agosto de 2000, acorde a lo siguiente: 
al grado de Alférez de Navío, fallecidos: SOS 
(MAR) Jorge Soria y SOS (MOT) Miguel 
Estopiñán. Al grado de Alférez de Fragata, 
desaparecido: CP (MOT) Juan Santiago, falleci- 
dos: CS (MAR) Alejandro Pimienta y CS (COM) 
Walter Marcia. Al grado de Guardiamarina, fa- 
llecidos: MP (CON) Miguel Ledesma, MP (C/C) 
Winston Morales, MP (MOT) Alfredo Scafiezzo 
y MP (MOT) Julio Caballero, desaparecidos: MP 
(ELE) Williams Campos y MP (MOT) Cristian 
Pérez. 


Montevideo, 10 de octubre de 2000. 


Luis Brezzo. 


CAMARA DE SENADORES 


La Cámara de Senadores en sesión de hoy 
ha aprobado el siguiente y 
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Artículo Unico.— Otórganse los grados 
militares honorarios de Guardia Marina, Alférez 
de Fragata y Alférez de Navío, al personal de 
la Armada Nacional que falleció o desapareció 
en acto de servicio como consecuencia del 
hundimiento del ROU 32 "Valiente", acaecido el 
día 5 de agosto de 2000, acorde a lo siguiente: 
al grado de Alférez de Navío. Fallecidos: SOS 
(MAR) Jorge Soria y SOS (MOT) Miguel Esto- 
piñán. Al grado de Alférez de Fragata. Desapa- 
recido: CP (MOT) Juan Santiago. Fallecidos: CS 
(MAR) Alejandro Pimienta y CS (COM) Walter 
Marcia. Al grado de Guardiamarina. Fallecidos: 
MP (CON) Miguel Ledesma, MP (C/C) Winston 
Morales, MP (MOT) Alfredo Scafiezzo y MP 
(MOT) Julio Caballero. Desaparecidos: MP 
(ELE) Williams Campos y MP (MOT) Cristian 
Pérez. 


Sala de Sesiones de la Cámara de Senado- 
res, en Montevideo, a 12 de noviembre de 2000. 


Luis Hierro López 
Presidente 


Mario Farachio 
Secretario”. 
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Anexo | al 
Rep. N* 407 


"CAMARA DE REPRESENTANTES 


Comisión de 
Defensa Nacional 


INFORME 
Señores Representantes: 


El Poder Ejecutivo ha tenido el acierto de 
cursar al Poder Legislativo un proyecto de ley 
por el cual se formula un reconocimiento "post- 
mortem" al personal del ROU 32 "Valiente" que 
falleciera en oportunidad del accidente con el 
buque *Skyros". 


La propuesta del Ejecutivo concede grados 
militares honorarios únicamente, en función que 
las asignaciones de ascenso por seguridad 
social (sistema de pensiones) ya están previstas 
por ley en el mismo orden. 


Las circunstancias que rodearon el aconteci- 
miento que nos conmovió a todos y el hecho de 
fallecer en acto de servicio, justifican amplia- 
mente la propuesta, por lo que, vuestra asesora 
en materia de defensa nacional, aconseja a la 
Cámara la aprobación del proyecto de ley que 
ya cuenta con media sanción del Senado de la 
República. 


Sala de la Comisión, 
2000. 


12 de diciembre de 


Walter Vener Carboni, Miem- 
bro Informante; José 
Bayardi, Francisco Ortiz”. 


— Léase el proyecto. 
(Se lee) 
— En discusión general. 


No se encuentra en Sala el miembro 
informante, señor Diputado Vener Carboni, por 
estar en uso de licencia. 


Sí no se hace uso de la palabra, se va a votar 
si se pasa a la discusión particular. 


(Se vota) 


-— Ochenta y tres en ochenta y cinco: Afirmati- 
va. 
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SEÑORA MONTANER.— Pido la palabra para 
tundar el voto. 


SEÑOR PRESIDENTE (Penadés).— Tiene la 
palabra la señora Diputada. 


SEÑORA MONTANER.— Señor Presidente: 
hemos votado este proyecto... 


(Murmullos.- Campana de orden) 


SEÑOR PRESIDENTE (Penadés).— Discúl- 
peme, señora legisladora. 

Ruego a los señores Representantes que 
guarden respetuoso silencio ante el uso de la 
palabra de un miembro del Cuerpo. 

Puede continuar la señora Diputada Montaner. 


SEÑORA MONTANER.— Decía, señor Presi- 
dente, que hemos votado este proyecto remitido 
por el Poder Ejecutivo y tiene media sanción, 
considerando que es de justicia el reconocimien- 
to que implica otorgar los grados militares de 
Guardia Marina, Alférez de Fragata y Alferéz de 
Navío al personal de la Armada Nacional que 
falleció el 5 de agosto de 2000 en el 
hundimiento del barreminas "Valiente". 

Creemos que este otorgamiento es un 
respaldo ante el trágico accidente sufrido en 
acto de servicio por este personal de las 
Fuerzas Armadas. Este grado honorario se da 
debido a que este personal era subalterno 
simplemente por no haber podido completar sus 
estudios curriculares y académicos -evidente- 
mente por su temprana edad- y conlleva un acto 
de dignidad y de reconocimiento expreso para 
sus familias y para la gente que las rodea, que 
realiza el Poder Ejecutivo y es ratificado por 
ambas Cámaras. 

Por supuesto, esto no tiene injerencia en el 
procedimiento paralelo que se está llevando a 
cabo para el resarcimiento económico de los 
familiares por distintas líneas de los fallecidos. 
Se está haciendo en el marco de las facultades 
que otorga la resolución N2* 40.769 que ha 
dictado el Poder Ejecutivo a través del Ministerio 
de Defensa Nacional, mediante la cual se 
reconoce que el fallecimiento ha sido un acto 
de servicio. 

En virtud de que no se encuentra en Sala el 
miembro informante, señor Diputado Vener 
Carboni, queríamos dejar constancia de nuestro 
reconocimiento y señalar la votación práctica- 
mente unánime de la Cámara de Diputados. 


SEÑOR AMARO CEDRES.— Pido la palabra 
para fundar el voto. 
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SEÑOR PRESIDENTE (Penadés).— Tiene la 
palabra el señor Diputado. 


SEÑOR AMARO CEDRES.— Señor Presiden- 
te: el 7 de agosto, dos días después de que 
ocurriera esta tragedia, hicimos un planteamien- 
to en el sentido de que debía existir un 
reconocimiento "post mortem", es decir, la 
posibilidad de ascenso. Considerábamos que el 
reconocimiento a estos jóvenes que vieron 
segadas sus vidas por una de las tragedias más 
grandes que ha sufrido la Armada Nacional era 
un acto importante de homenaje, que no sólo 
les debía el Parlamento sino todos los ciudada- 
nos de la República. 

Estamos satistechos de votar este proyecto 
de ley y de que el Poder Ejecutivo atienda las 
necesidades de estas tamilias jóvenes en 
crecimiento, en las que quedan hijos y señoras 
con dificultades para seguir enfrentando la vida. 

Simplemente, queríamos dejar en el plenario 
nuestra palabra de reconocimiento al Poder 
Ejecutivo y de recuerdo a estos once jóvenes 
que sufrieron esta tragedia terrible para la 
Armada Nacional y perdieron la vida en este 
lamentable hecho. 


SEÑOR PRESIDENTE (Penadés).— En dis- 
cusión particular. 


Léase el artículo único. 
(Se lee) 
— En discusión. 
SEÑOR DA SILVA.— Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Penadés).— Tiene la 
palabra el señor Diputado. 


SEÑOR DA SILVA.— Señor Presidente: 
quiero reafirmar que el Partido Nacional acom- 
paña este planteamiento en el entendido de que 
cualquier acción que sirva para paliar la difícil 
situación que está viviendo, no sólo la Armada 
Nacional, sino especialmente los familiares de 
las víctimas de la tragedia del ROU 32 
"Valiente", va a ser un tema principal para 
nuestra colectividad. 

Queríamos dejar constancia y, por lo tanto, 
dar nuestro apoyo a este proyecto de ley. 


SEÑOR CANET.— Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Penadés).— Tiene la 
palabra el señor Diputado. 


SEÑOR CANET.— Señor Presidente: el 
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Encuentro Progresista-Frente Amplio quiere 
manifestar su apoyo a este proyecto. Tal vez las 
palabras estén de más en esta circunstancia, 
pues es claro que estamos interpretando el 
sentimiento y la voluntad de todos los urugua- 
yos. 


SEÑOR PRESIDENTE (Penadés).— Si no se 
hace uso de la palabra, se va a votar el artículo 
único. 


(Se vota) 


— Sesenta y dos por la afirmativa: Afirmativa. 
Unanimidad. 


SEÑOR FALERO.— Pido la palabra para 
fundar el voto. 


SEÑOR PRESIDENTE (Penadés).— Tiene la 
palabra el señor Diputado. 


SEÑOR FALERO.— Señor Presidente: hemos 
acompañado esta iniciativa, que fue aprobada 
por la Comisión de Defensa Nacional del 
Cuerpo, teniendo en cuenta no sólo la situación 
personal de las familias de los marinos 
involucrados en este lamentable hecho, sino las 
medidas muy claras que se han adoptado para 
que eventualmente no se repitan situaciones 
como ésta, que tanto daño ha producido a las 
personas, a las familias y, por supuesto, a la 
institución Armada Nacional. 


SEÑOR PRESIDENTE (Penadés).— Queda 
sancionado el proyecto y se comunicará al 
Poder Ejecutivo. 


SEÑOR BOSCH.— ¡Qué se comunique de 
inmediato! 


SEÑOR PRESIDENTE (Penadés).— Se va a 
votar. 


(Se vota) 


— Cincuenta y ocho en sesenta y uno: Afirma- 
tiva. 


(No se publica el texto del proyecto sancio- 
nado por ser igual al informado, que correspon- 
de al aprobado por el Senado) 
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20.— Convenio para la Repre- 
sión de Actos Ilícitos 
contra la Seguridad de 
la Navegación Marítima y 
Protocolo para la Repre- 
sión de Actos Ilícitos 
contra la Seguridad de 
las Plataformas Fijas 
Emplazadas en la Plata- 
forma Continental. 
(Aprobación) 


— Se pasa a considerar el asunto que figura en 
tercer término del orden del día: "Convenio para 
la Represión de Actos Ilícitos contra la Segu- 
ridad de la Navegación Marítima y Protocolo 
para la Represión de Actos llícitos contra la 
Seguridad de las Plataformas Fijas Emplazadas 
en la Plataforma Continental. (Aprobación). 


(Antecedentes:) 
Rep. N? 188 
"PODER EJECUTIVO 


Ministerio de 
Relaciones Exteriores 
Ministerio de 
Defensa Nacional 


Montevideo, 16 de mayo de 2000. 


Señor Presidente de la 
Asamblea General: 


El Poder Ejecutivo tiene el honor de dirigirse 
a ese Cuerpo, de conformidad con el Artículo 
168, numeral 20 de la Constitución de la 
República, a fin de reiterar el Mensaje de fecha 
8 de diciembre de 1998 que se adjunta, por el 
cual se solicita la aprobación parlamentaria del 
Convenio para la Represión de Actos llícitos 
Contra la Seguridad de la Navegación Marítima 
y el Protocolo para la Represión de Actos llícitos 
Contra la Seguridad de las Plataformas Fijas 
Emplazadas en la Plataforma Continental, sus- 
critos en Roma el 10 de marzo de 1988. 


Al continuar en vigencia para los intereses y 
el prestigio internacional de la República los 
fundamentos que en su oportunidad ameritaron 
su envío, el Poder Ejecutivo se permite solici- 
tar a ese Cuerpo la pronta aprobación del 
mismo. 


El Poder Ejecutivo reitera al señor Presidente 
de la Asamblea General las seguridades de su 
más alta consideración. 


JORGE BATLLE IBAÑEZ, 
Guillermo Valles, Luis 
Brezzo. 


PROYECTO DE LEY 


Artículo Unico.— Apruébase el Convenio 
para la Represión de Actos Ilícitos Contra la 
Seguridad de la Navegación Marítima y el 
Protocolo para la Represión de Actos llícitos 
Contra la Seguridad de las Plataformas Fijas 
Emplazadas en la Plataforma Continental, sus- 
critos en Roma el 10 de marzo de 1988. 


Montevideo, 16 de mayo de 2000. 


Guillermo Valles, Luis Bre- 
ZZO. 


PODER EJECUTIVO 


Ministerio de 
Relaciones Exteriores 
Ministerio de 
Defensa Nacional 


Montevideo, 8 de diciembre de 1998. 


Señor Presidente de la 
Asamblea General: 


El Poder Ejecutivo tiene el honor de dirigirse 
a ese Cuerpo a fin de someter a su conside- 
ración, de conformidad con lo dispuesto por el 
artículo 168 numeral 20 y el artículo 85 numeral 
7 de la Constitución nacional, el adjunto 
proyecto de ley por el cual se aprueban el 
Convenio para la Represión de Actos llícitos 
Contra la Seguridad de la Navegación Marítima 
y el Protocolo para la Represión de Actos llícitos 
Contra la Seguridad de las Plataformas Fijas 
Emplazadas en la Platatorma Continental, sus- 
critos en Roma, el 10 de marzo de 1988. 


Los instrumentos que se adjuntan, se encuen- 
tran enmarcados en la campaña internacional de 
instrumentación de convenios internacionales 
que condenan los actos ilícitos, el terrorismo, y 
en especial en este caso, aquellos cometidos 
contra la seguridad de la navegación marítima. 


A tales efectos, el Convenio define en sus 
primeros artículos cuál será el alcance del 
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mismo, estipulando que por buque se entenderá 
cualquier nave de cualquier tipo, no sujeta de 
manera permanente al fondo marino, aclarando 
que el Convenio no se aplicará a los buques de 
guerra ni a los buques que pertenezcan a un 
Estado o estén al servicio de éste, cuando sean 
destinados a ejercer actividades navales, adua- 
neras O policiales. 


El artículo 3 define los casos en que se 
considerará que una persona comete un acto 
ilícito, cuando se apodere de un buque o ejerza 
el control sobre el mismo a través de la 
violencia, amenaza de violencia, u otra forma de 
intimidación; cometa algún acto de violencia 
contra una persona que se halle a bordo de un 
buque, cuando este acto pueda poner en peligro 
la navegación segura del buque, entre otras. 


El ámbito de aplicación del Convenio se 
encuentra regulado en el artículo 4, establecien- 
do que se aplicará el mismo cuando el buque 
navegue hacia, traspase o proceda de las aguas 
adyacentes al límite exterior del mar territorial 
de un Estado, o bien más allá de los límites 
laterales de su mar territorial con Estados 
vecinos. 


Los artículos siguientes regulan lo relativo al 
establecimiento de la jurisdicción de los Estados 
en lo respectivo a los delitos o actos ilícitos que 
contiene el Convenio, así como también jo 
relativo a las medidas a adoptar en referencia 
al delincuente o a aquella persona que haya 
cometido el acto ilícito. Asimismo, el artículo 13 
establece que los Estados Parte en el Convenio 
cooperarán a fin de evitar los delitos enunciados 
en su artículo 3. 


En cuanto al Protocolo que acompaña el 
Convenio, el mismo aclara en su Preámbulo que 
los motivos que llevaron a la elaboración del 
Convenio para la Represión de los Actos llícitos 
Contra la Seguridad de la Navegación Marítima, 
son también aplicables a las platatormas fijas 
emplazadas en la plataforma continental. 


A tales efectos el artículo 2 establece que 
comete delito toda persona que se apodere de 
una plataforma fija o ejerza control de la misma 
a través de la violencia, amenaza o cualquier 
otra forma de intimidación, o bien realice algún 
acto de violencia contra una persona que se 
encuentre a bordo de una plataforma fija cuando 
esto ponga en peligro la seguridad de aquélla, 
entre otros. Como puede apreciarse la definición 
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de delito o acto ¡lícito es igual para ambos 
instrumentos, variando el lugar donde aquél 
tiene lugar. 


En lo relativo al establecimiento de jurisidicción 
por parte de los Estados, el artículo 3 del 
Protocolo mantiene los mismos lineamientos de 
aquellos regulados por la materia en el 
Convenio. 


Al presentar a ese Cuerpo dos instrumentos 
que, a través de su regulación, condenan los 
actos ilícitos y los delitos internacionales, y al 
reiterar de esta manera la vocación pacifista y 
principista de la República, la cual debe 
manifestarse en la ratificación de instrumentos 
de estas características, es que el Poder 
Ejecutivo manifiesta su interés en la pronta 
aprobación parlamentaria de los tratados que se 
adjuntan. 


El Poder Ejecutivo reitera al señor Presidente 
de la Asamblea General las seguridades de su 
más alta consideración. 


JULIO MARIA SANGUI- 
NETTI, Roberto Rodríguez 
Pioli, Carlos M. Olarreaga. 


PROYECTO DE LEY 


Artículo Unico.— Apruébanse el Convenio 
para la Represión de Actos llícitos Contra la 
Seguridad de la Navegación Marítima y el 
Protocolo para la Represión de Actos llícitos 
Contra la Seguridad de las Plataformas Fijas 
Emplazadas en la Plataforma Continental, sus- 
critos en Roma, el 10 de marzo de 1988. 


Montevideo, 8 de diciembre de 1998. 


Roberto Rodríguez  Pioli, 
Carlos M. Olarreaga. 


TEXTO DEL CONVENIO 
Los Estados Partes en el presente Convenio, 


TENIENDO PRESENTES los propósitos y 
principos de la Carta de las Naciones Unidas 
relativos al mantenimiento de la paz y la 
seguridad internacionales y al fomento de las 
relaciones de amistad y cooperación entre los 
Estados, 


RECONOCIENDO en particular que todo 
individuo tiene derecho a la vida, a la libertad 
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y a la seguridad de su persona, como se 
establece en la Declaración Universal de 
Derechos Humanos y en el Pacto Internacional 
de Derechos Civiles y Políticos, 


PROFUNDAMENTE PREOCUPADOS por la 
escalada mundial de los actos de terrorismo en 
todas sus formas, que ponen en peligro vidas 
humanas ¡inocentes oO causan su pérdida, 
comprometen las libertades fundamentales y 
atentan gravemente contra la dignidad del ser 
humano, 


CONSIDERANDO que los actos ilícitos contra 
la seguridad de la navegación marítima compro- 
meten la seguridad de las personas y de los 
bienes, afectan gravemente a la explotación de 
los servicios marítimos y socavan la confianza 
de los pueblos del mundo en la seguridad de 
la navegación marítima, 


CONSIDERANDO que la realización de tales 
actos preocupa gravemente a toda la comunidad 
internacional, 


CONVENCIDOS de la necesidad urgente de 
fomentar la cooperación internacional entre los 
Estados con miras a elaborar y adoptar medidas 
eficaces y prácticas para la prevención de todos 
los actos ilícitos contra la seguridad de la 
navegación marítima y para el enjuiciamiento y 
castigo de sus perpetradores, 


RECORDANDO la resolución 40/61 de la 
Asamblea General de las Naciones Unidas, del 
9 de diciembre de 1985, en la que, entre otras 
cosas, se "insta a todos los Estados, unila- 
teralmente y en cooperación con otros Estados, 
y con los órganos competentes de las Naciones 
Unidas, a que contribuyan a la eliminación 
gradual de las causas subyacentes del terroris- 
mo ¡internacional y a que presten especial 
atención a todas las situaciones, incluidos el 
colonialismo y el racismo, así como aquellas en 
que haya violaciones masivas y patentes de los 
derechos humanos y las libertades fundamenta- 
les, o las de ocupación extranjera, que puedan 
dar origen al terrorismo internacional y poner en 
peligro la paz y la seguridad internacionales”. 


RECORDANDO ASIMISMO que la resolución 
40/61 "condena inequívocamente y califica de 
criminales todos los actos, métodos y prácticas 
de terrorismo, dondequiera y por quienquiera 
sean cometidos, incluidos los que ponen en 
peligro las relaciones de amistad entre los 
Estados y su seguridad”, 
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RECORDANDO TAMBIEN que mediante la 
resolución 40/61 se invitó a la Organización 
Marítima Internacional a que estudiara "el pro- 
blema del terrorismo a bordo de barcos o contra 
éstos con miras a formular recomendaciones 
sobre la adopción de medidas apropiadas", 


TENIENDO EN CUENTA la resolución A.584 
(14) de 20 de noviembre de 1985, de la 
Asamblea de la Organización Marítima Interna- 
cional, que insta a que se elaboren medidas 
para prevenir los actos ilícitos que amenazan la 
seguridad del buque y la salvaguarda de su 
pasaje y tripulación, 


OBSERVANDO que los actos de la tripula- 
ción, que están sujetos a la disciplina normal de 
a bordo, quedan fuera del ámbito del presente 
Convenio, 


AFIRMANDO la conveniencia de someter a 
revisión constante las reglas y normas relativas 
a la prevención y sanción de los actos ilícitos 
contra los buques y las personas a bordo de és- 
tos, de manera que tales reglas y normas pue- 
dan actualizarse cuando sea necesario y, en tal 
sentido, tomando nota con satisfacción de las 
medidas para prevenir los actos ilícitos contra 
los pasajeros y tripulantes a bordo de los 
buques, recomendadas por el Comité de Segu- 
ridad Marítima de la Organización Marítima 
internacional. 


AFIRMANDO ADEMAS que las materias no 
reguladas por el presente Convenio seguirán 
rigiéndose por las normas y principios de 
derecho internacional general, 


RECONOCIENDO la necesidad de que todos 
los Estados, al combatir los actos ilícitos contra 
la seguridad de la navegación marítima, se 
ajusten estrictamente a las normas y principios 
de derecho internacional general, 


CONVIENEN: 


ARTICULO 1 


A los efectos del presente Convenio, por 
buque se entenderá toda nave del tipo que sea, 
no sujeta de manera permanente al fondo 
marino, incluidos vehículos de sustentación 
dinámica, sumergibles o cualquier otro artefacto 
flotante. 
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ARTICULO 2 
1. El presente Convenio no se aplica: 


a) a los buques de guerra; ni 


b) a los buques propiedad de un Estado, 
o utilizados por éste, cuando estén 
destinados a servir como unidades 
navales auxiliares o a fines de índole 
aduanera o policial; ni 


c) a los buques que hayan sido retirados 
de la navegación o desarmados. 


2. Nada de lo dispuesto en el presente 
Convenio afecta a las inmunidades de los 
buques de guerra y otros buques de Estado 
destinados a fines no comerciales. 


ARTICULO 3 


1. Comete delito toda persona que ilícita e 
intencionalmente: 


a) se apodere de un buque o ejerza el 
control del mismo mediante violencia, 
amenaza de violencia o cualquier otra 
forma de intimidación; o 


b 


Y 


realice algún acto de violencia contra 
una persona que se halle a bordo de 
un buque, si dicho acto puede poner en 
peligro la navegación segura de ese 
buque; o 


e 


pd 


destruya un buque o cause daños a un 
buque o a su carga que puedan poner 
en peligro la navegación segura de ese 
buque; O 


d 


o” 


coloque o haga colocar en un buque, 
por cualquier medio, un artefacto o una 
sustancia que pueda destruir el buque, 
o causar daños al buque o a su carga 
que pongan o puedan poner en peligro 
la navegación segura del buque; o 


e) destruya o cause daños importantes en 
las instalaciones y servicios de navega- 
ción marítima o entorpezca gravemente 
su funcionamiento, si cualquiera de 
tales actos puede poner en peligro la 
navegación segura de un buque; o 


f) difunda información a sabiendas de que 
es falsa, poniendo así en peligro la 
navegación segura de un buque; o 
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g) lesione o mate a cualquier persona, en 
relación con la comisión o la tentativa 
de comisión de cualquiera de los delitos 
enunciados en los apartados a) a f). 


2. También comete delito toda persona que: 


a) intente cometer cualquiera de los deli- 
tos enunciados en el párrafo 1; o 


b) induzca a cometer cualquiera de los 
delitos enunciados en el párrafo 1, 
perpetrados por cualquier persona, o 
sea de otro modo cómplice de la 
persona que comete tal delito; o 


Cc) amenace con cometer, formulando o no 
una condición, de conformidad con lo 
dispuesto en la legislación interna, con 
ánimo de obligar a una persona física 
o jurídica a ejecutar un acto o a 
abstenerse de ejecutarlo, cualquiera de 
los delitos enunciados en los apartados 
b), c) y e) del párrafo 1, si la amenaza 
puede poner en peligro la navegación 
segura del buque de que se trate. 


ARTICULO 4 


1. El presente Convenio se aplicará si el 
buque está navegando, o su plan de navegación 
prevé navegar, hacia aguas situadas más allá 
del límite exterior del mar territorial de un solo 
Estado; o más allá de los límites laterales de 
su mar territorial con Estados adyacentes, a 
través de ellas o procedente de las mismas. 


2. En los casos en que, el Convenio no sea 
aplicable de conformidad con el artículo 1 (*), 
lo será no obstante si el delincuente o el 
presunto delincuente es hallado en el territorio 
de un Estado Parte distinto del Estado a que 
se hace referencia en el párrafo 1. 


ARTICULO 5 


Cada Estado se obliga a establecer para los 
delitos enunciados en el artículo 3 penas 
adecuadas en las que se tenga en cuenta la 
naturaleza grave de dichos delitos. 


ARTICULO 6 


1. Cada Estado Parte tomará las medidas 


* Nota de la Secretaría: en lugar de "artículo 1” léase "párrafo 1". 
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necesarias para establecer su jurisdicción res- 
pecto de los delitos enunciados en el artícu- 
lo 3 cuando el delito sea cometido: 


a) contra un buque o a bordo de un buque 
que en el momento en que se cometa 
el delito enarbole el pabellón de ese 
Estado; o 


b) en el territorio de ese Estado, incluido 
su mar territorial; o 


c) por un nacional de dicho Estado. 


2. Un Estado Parte podrá también establecer 
su jurisdicción respecto de cualquiera de tales 
delitos cuando: 


a) sea cometido por una persona apátrida 
cuya residencia habitual se halle en ese 
Estado; o 


b) un nacional de ese Estado resulte 
aprehendido, amenazado, lesionado o 
muerto durante la comisión del delito; 
o 


c) sea cometido en un intento de obligar 
a ese Estado a hacer o no hacer alguna 
cosa. 


3. Todo Estado Parte que haya establecido 
la jurisdicción indicada en el párrato 2 lo 
notificará al Secretario General de la Organiza- 
ción Marítima Internacional (en adelante llamado 
el Secretario General). Si ese Estado Parte 
deroga con posterioridad tal jurisdicción lo 
notificará al Secretario General. 


4. Cada Estado Parte tomará las medidas 
necesarias para establecer su jurisdicción res- 
pecto de los delitos enunciados en el artículo 
3, en los casos en que el presunto delincuente 
se halle en su territorio y dicho Estado no 
conceda la extradición a ninguno de los Estados 
Partes que haya establecido jurisdicción de 
conformidad con los párrafos 1 y 2 del presente 
artículo. 


5. El presente Convenio no excluye ninguna 
jurisdicción penal ejercida de conformidad con 
la legislación interna. 


ARTICULO 7 


1. Todo Estado Parte en cuyo territorio se 
encuentre el delincuente o el presunto delin- 
cuente, si estima que las circunstancias lo 
justifican, procederá, de conformidad con su 
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legislación, a la detención de éste o tomará 
otras medidas para asegurar su presencia 
durante el tiempo que sea necesario a fin de 
permitir la tramitación de un procedimiento penal 
o de extradición. 


2. Tal Estado procederá inmediatamente a 
una investigación preliminar de los hechos, con 
arreglo a su propia legislación. 


3. Toda persona respecto de la cual se 
adopten las medidas mencionadas en el párrafo 
1 tendrá derecho a: 


a) ponerse sin demora en comunicación 
con el representante competente más 
próximo del Estado de que sea nacional 
o al que competa por otras razones 
establecer dicha comunicación o, si se 
trata de una persona apátrida, del 
Estado en cuyo territorio tenga su 
residencia habitual; 


b) ser visitada por un representante de 
dicho Estado. 


4. Los derechos a que se hace referencia en 
el párrafo 3 se ejercerán de conformidad con las 
leyes y reglamentos del Estado en cuyo territorio 
se halle el delincuente o presunto delincuente, 
a condición, no obstante, de que las leyes y 
reglamentos mencionados permitan que se 
cumpla plenamente el propósito de los derechos 
enunciados en el párrafo 3. 


5. Cuando un Estado Parte, en virtud del 
presente artículo, detenga a una persona, 
notificará inmediatamente tal detención y las 
circunstancias que la justifican a los Estados 
que hayan establecido jurisdicción de conformi- 
dad con el párrafo 1 del artículo 6 y, si lo 
considera conveniente, a todos los demás 
Estados interesados. El Estado que proceda a 
la investigación preliminar prevista en el párra- 
fo 2 del presente artículo comunicará sin 
dilación los resultados de ésta a los Estados 
antes mencionados e indicará si se propone 
ejercer su jurisdicción. 


ARTICULO 8 


1. El capitán de un buque de un Estado Parte 
(el Estado del pabellón) podrá entregar a las 
autoridades de cualquier otro Estado Parte (el 
Estado receptor) a cualquier persona respecto 
de la que tenga razones fundadas para creer 
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que ha cometido alguno de los delitos enuncia- 
dos en el artículo 3. 


2. El Estado del pabellón se asegurará de 
que el capitán de un buque de su pabellón 
tenga, siempre que sea factible y a ser posible 
antes de entrar en el mar territorial del Estado 
receptor llevando a bordo a cualquier persona 
a la que el capitán se disponga a entregar de 
conformidad con lo dispuesto en el párrafo 1, 
la obligación de comunicar a las autoridades del 
Estado receptor su propósito de entregar a esa 
persona y las razones para ello. 


3. El Estado receptor aceptará la entrega, 
salvo cuando tenga razones para estimar que el 
Convenio no es aplicable a los hechos que 
motivan la entrega, y procederá de conformidad 
con lo dispuesto en el artículo 7. Toda negativa 
de aceptar una entrega deberá ir acompañada 
de una exposición de las razones de tal 
negativa. 


4, El Estado del pabellón se asegurará de 
que el capitán de un buque de su pabellón tenga 
la obligación de suministrar a las autoridades del 
Estado receptor las pruebas relacionadas con el 
presunto delito que obren en poder del capitán. 


5. El Estado receptor que haya aceptado la 
entrega de una persona de conformidad con lo 
dispuesto en el párrafo 3, podrá a su vez pedir 
al Estado del pabellón que acepte la entrega de 
esa persona. El Estado del pabellón examinará 
cualquier petición de esa índole y si la acepta 
procederá de conformidad con lo dispuesto en 
el artículo 7. Si el Estado del pabellón rechaza 
la petición, entregará al Estado receptor una 
exposición de sus razones para tal rechazo. 


ARTICULO 9 


Nada de lo dispuesto en el presente Convenio 
afectará a las reglas de derecho internacional 
relativas a la competencia que tienen los 
Estados para investigar o ejercer su jurisdicción 
a bordo de buques que no enarbolen su 
pabellón, 


ARTICULO 10 


1. El Estado Parte en cuyo territorio sea 
hallado el delincuente o presunto delincuente, 
en los casos a los que es aplicable el artículo 
6, si no procede a la extradición del mismo, 
someterá sin dilación el caso a sus autoridades 
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competentes a efectos de enjuiciamiento, me- 
diante el procedimiento judicial acorde con la 
legislación de dicho Estado, sin excepción 
alguna y con independencia de que el delito 
haya sido o no cometido en su territorio. Dichas 
autoridades tomarán su decisión en las mismas 
condiciones que las aplicables a cualquier otro 
delito de naturaleza grave, de acuerdo con la 
legislación de dicho Estado. 


2. Toda persona encausada en relación con 
cualquiera de los delitos enunciados en el 
artículo 3 recibirá garantías de un trato justo en 
todas las fases del procedimiento, incluido el 
disfrute de todos los derechos y garantías 
estipulados para dicho procedimiento en la 
legislación del Estado del territorio en que se 
halla. 


ARTICULO 11 


1. Los delitos enunciados en el artículo 3 se 
considerarán incluidos entre los delitos que dan 
lugar a extradición en todo tratado de extradi- 
ción celebrado entre Estados Partes. Los 
Estados Partes se comprometen a incluir tales 
delitos como casos de extradición en todo 
tratado de extradición que celebren entre sí. 


2. Si un Estado Parte que subordine la 
extradición a la existencia de un tratado recibe 
de otro Estado Parte, con el que no tiene 
tratado, una solicitud de extradición, el Estado 
Parte requerido podrá, a su elección, considerar 
el presente Convenio como la base jurídica para 
la extradición referente a los delitos enunciados 
en el artículo 3. La extradición estará sujeta a 
las demás condiciones exigidas por la legisla- 
ción del Estado Parte requerido. 


3. Los Estados Partes que no subordinen la 
extradición a la existencia de un tratado 
reconocerán los delitos enunciados en el artículo 
3 como casos de extradición entre ellos, con 
sujeción a las condiciones exigidas por la 
legislación del Estado requerido. 


4. En caso necesario, los delitos enunciados 
en el artículo 3, a fines de extradición entre los 
Estados Partes, se considerarán como si se 
hubiesen cometido no sólo en el lugar en que 
fueron perpetrados sino también en un lugar 
dentro de la jurisdicción del Estado Parte que 
requiere la extradición. 


5. Un Estado Parte que reciba más de una 
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solicitud de extradición de parte de Estados que 
hayan establecido su jurisdicción de conformi- 
dad con el artículo 7 (*) y que resuelva no 
enjuiciar, tendrá debidamente en cuenta, al 
seleccionar el Estado al cual concede la 
extradición del delincuente o del presunto 
delincuente, los intereses y responsabilidades 
del Estado Parte cuyo pabellón enarbolaba el 
buque en el momento de la comisión del delito. 


6. Al estudiar una solicitud de extradición de 
un presunto delincuente de conformidad con el 
presente Convenio, el Estado requerido tendrá 
debidamente en cuenta si los derechos de esa 
persona, tal como se enuncian en el párrafo 3 
del artículo 7, pueden ser ejercidos en el Estado 
requirente. 


7. Respecto de los delitos definidos en el 
presente Convenio, las disposiciones de todos 
los tratados y arreglos de extradición aplicables 
entre Estados Partes quedan modificadas entre 
los Estados Partes en la medida en que sean 
incompatibles con el presente Convenio. 


ARTICULO 12 


1. Los Estados Partes se prestarán todo el 
auxilio posible en lo que respecta a cualquier 
procedimiento penal relativo a los delitos 
enunciados en el artículo 3, incluyendo el auxilio 
para la obtención de pruebas necesarias para 
el proceso que obren en su poder. 


2. Los Estados Partes cumplirán las obliga- 
ciones que les incumban en virtud del párra- 
fo 1 de conformidad con los tratados de auxilio 
judicial recíproco que existan entre ellos. En 
ausencia de dichos tratados, los Estados Partes 
se prestarán dicho auxilio de conformidad con 
su legislación interna. 


ARTICULO 13 


1. Los Estados Partes cooperarán en la 
prevención de los delitos enunciados en el 
artículo 3, en particular: 


a) adoptando todas las medidas factibles 
a fin de impedir que se prepare en sus 
respectivos territorios la comisión de 
dichos delitos, tanto dentro como fuera 
de ellos; 


* 
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b) intercambiando información, de confor- 
midad con su legislación interna, y 
coordinando medidas administrativas y 
de otra índole adoptadas, según proce- 
da, para impedir que se cometan los 
delitos enunciados en el artículo 3. 


2. Cuando, con motivo de haberse cometido 
un delito enunciado en el artículo 3, se produzca 
retraso O interrupción en la travesía de un 
buque, todo Estado Parte en cuyo territorio se 
encuentren el buque, los pasajeros o la 
tripulación, estará obligado a hacer todo lo 
posible para evitar que el buque, sus pasajeros, 
sus tripulantes o su carga sean objeto de 
inmovilización o demora indebidas. 


ARTICULO 14 


Todo Estado Parte que tenga razones para 
creer que se va a cometer uno de los delitos 
enunciados en el artículo 3, suministrará lo 
antes posible, de acuerdo con su legislación 
interna, toda la información pertinente de que 
disponga a los Estados que, a su juicio, puedan 
establecer jurisdicción de conformidad con el 
artículo 7 (*). 


ARTICULO 15 


1. Cada Estado Parte comunicará lo antes 
posible al Secretario General, actuando de 
conformidad con su legislación interna, cualquier 
información pertinente que tenga en su poder 
referente a: 


a) las circunstancias del delito; 


b) las medidas tomadas conforme al párra- 
fo 2 del artículo 13; 


c) las medidas tomadas en relación con el 
delincuente o el presunto delincuente y, 
especialmente, el resultado de todo 
procedimiento de extradición u otro 
procedimiento judicial. 


2. El Estado Parte en que se entable una 
acción penal contra el presunto delincuente 
comunicará, de conformidad con su legislación 
interna, el resultado final de esa acción al 
Secretario General. 


3. El Secretario General trasladará la infor- 


Nota de la Secretaría: el número que corresponde es en realidad el 6. 
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mación transmitida de conformidad con los 
párrafos 1 y 2 a todos los Estados Partes, a 
todos los Miembros de la Organización Marítima 
Internacional (en adelante llamada la Organiza- 
ción), a los demás Estados interesados y a las 
organizaciones intergubernamentales de carác- 
ter internacional pertinentes. 


ARTICULO 16 


1. Toda controversia que surja entre dos o 
más Estados Partes con respecto a la interpre- 
tación o aplicación del presente Convenio que 
no pueda ser resuelta mediante negociaciones 
dentro de un plazo razonable se someterá a 
arbitraje a petición de uno de ellos. Si en el 
plazo de seis meses contados a partir de la 
fecha de presentación de la solicitud de arbitraje 
las Partes no consiguen ponerse de acuerdo 
sobre la forma de arbitraje, cualquiera de las 
Partes podrá someter la controversia a la Corte 
Internacional de Justicia, mediante una solicitud 
presentada de conformidad con el Estatuto de 
la Corte. 


2. Cada Estado podrá, en el momento de la 
firma o ratificación, aceptación o aprobación del 
presente Convenio, o de su adhesión a él, 
declarar que no se considera obligado por una 
cualquiera o por ninguna de las disposiciones 
del párrafo 1. Los demás Estados Partes no 
quedarán obligados por tales disposiciones ante 
un Estado Parte que haya formulado tal re- 
serva. 


3. Todo Estado Parte que haya formulado 
una reserva de conformidad con el párrafo 2 
podrá retirarla en cualquier momento mediante 
notificación dirigida al Secretario General. 


ARTICULO 17 


1. El presente Convenio estará abierto el 10 
de marzo de 1988, en Roma, a la firma de los 
Estados participantes en la Conferencia interna- 
cional sobre la represión de actos ilícitos contra 
la seguridad de la navegación marítima, y desde 
el 14 de marzo de 1988 hasta el 9 de marzo 
de 1989, en la sede de la Organización, a la 
firma de todos los Estados. Después de ese 
plazo, seguirá abierto a la adhesión. 


2. Los Estados podrán manifestar su consen- 
timiento en obligarse por el presente Convenio 
mediante: 
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a) firma sin reserva en cuanto a ratifica- 
ción, aceptación o aprobación; o 


b) firma a reserva de ratificación, acepta- 
ción o aprobación, seguida de ratifica- 
ción, aceptación o aprobación; o 


c) adhesión 


3. La ratificación, aceptación, aprobación o 
adhesión se efectuarán depositando ante el 
Secretario General el instrumento que proceda. 


ARTICULO 18 


1. El presente Convenio entrará en vigor 
noventa días después de la fecha en que quince 
Estados lo hayan firmado sin reserva en cuanto 
a ratificación, aceptación o aprobación o hayan 
depositado el oportuno instrumento de ratifica- 
ción, aceptación, aprobación o adhesión. 


2. Para un Estado que deposite un instru- 
mento de ratificación, aceptación, aprobación o 
adhesión respecto del presente Convenio una 
vez satisfechas las condiciones para la entrada 
en vigor de éste, ta ratificación, aceptación, 
aprobación o adhesión surtirá efecto noventa 
días después de la fecha en que se haya 
efectuado tal depósito. 


ARTICULO 19 


1. El presente Convenio podrá ser denuncia- 
do por un Estado Parte en cualquier momento 
posterior a la expiración de un plazo de un año 
a contar de la fecha en que el presente 
Convenio haya entrado en vigor para dicho 
Estado. 


2. La denuncia se efectuará depositando un 
instrumento de denuncia ante el Secretario 
General. 


3. La denuncia surtirá efecto transcurrido un 
año a partir de la recepción, por parte del 
Secretario General, del instrumento de denun- 
cia, o cualquier otro plazo más largo que pueda 
ser fijado en dicho instrumento. 


ARTICULO 20 


1. La organización podrá convocar una con- 
ferencia con objeto de revisar o enmendar el 
presente Convenio. 

2. El 


Secretario General convocará una 


Martes 3 de abril de 2001 


conferencia de los Estados Partes en el 
presente Convenio con objeto de revisarlo o 
enmendarlo, a petición de un tercio de los 
Estados Partes o de diez Estados Partes, si esta 
cifra es mayor. 


3. Todo instrumento de ratificación, acepta- 
ción, aprobación o adhesión depositado con 
posterioridad a la entrada en vigor de una 
enmienda al presente Convenio se entenderá 
que es aplicable al Convenio, en su forma 
enmendada. 


ARTICULO 21 


1. El presente Convenio será depositado ante 
el Secretario General. 


2. El Secretario General: 


a) informará a todos los Estados que 
hayan firmado el Convenio o que se 
hayan adherido al mismo, y a todos los 
Miembros de la Organización, de: 


¡i) cada nueva firma y cada nuevo 
depósito de instrumento de ratifica- 
ción, aceptación, aprobación o adhe- 
sión, y de la fecha en que se 
produzca; 


li) la fecha de entrada en vigor del 
presente Convenio; 


iii) todo depósito de un instrumento de 
denuncia del presente Convenio y de 
la fecha en que se recibió dicho 
instrumento, así como de la techa en 
que la denuncia surta efecto; 


iv) la recepción de toda declaración o 
notificación formulada en virtud del 
presente Convenio; 


b) remitirá ejemplares auténticos certifica- 
dos del presente Convenio a todos los 
Estados que lo hayan firmado o se 
hayan adherido al mismo. 


3. Tan pronto como el presente Convenio 
entre en vigor, el depositario remitirá un 
ejemplar auténtico certificado del mismo al 
Secretario General de las Naciones Unidas a 
fines de registro y publicación, de conformidad 
con el Artículo 102 de la Carta de las Naciones 
Unidas. 


CAMARA DE REPRESENTANTES 45 


ARTICULO 22 


El presente Convenio está redactado en un 
solo ejemplar en los idiomas árabe, chino, 
español, francés, inglés y ruso, y cada uno de 
estos textos tendrá la misma autenticidad. 


EN FE DE LO CUAL los  infrascritos, 
debidamente autorizados al efecto por sus 
respectivos gobiernos, firman el presente Con- 
venio. 


HECHO EN ROMA el día diez de marzo de 
mil novecientos ochenta y ocho. 


TEXTO DEL PROTOCOLO 
Los Estados Partes en el presente Protocolo, 


SIENDO PARTES en el Convenio para la 
represión de actos ilícitos contra la seguridad de 
la navegación marítima. 


RECONOCIENDO que los motivos por los 
cuales se elaboró el Convenio son también 
aplicables a las plataformas fijas emplazadas en 
la plataforma continental, 


TENIENDO EN CUENTA las disposiciones de 
ese Convenio, 


AFIRMANDO que las materias no reguladas 
por el presente Protocolo seguirán rigiéndose 
por tas normas y principios de derecho interna- 
cional general, 


CONVIENEN: 


ARTICULO 1 


1. Las disposiciones de los artículos 5 y 7 y 
de los artículos 10 a 16 del Convenio para la 
represión de actos ilícitos contra la seguridad de 
la navegación marítima (en adelante llamado el 
Convenio) se aplicarán también "“mutatis 
mutandis" a los delitos enunciados en el artículo 
2 del presente Protocolo cuando tales delitos se 
cometen a bordo de plataformas fijas emplaza- 
das en la plataforma continental o en contra de 
éstas. 


2. En los casos en que el presente Protocolo 
no sea aplicable de conformidad con el párrafo 
1, lo será no obstante cuando el delincuente o 
presunto delincuente sea hallado en el territorio 
de un Estado Parte distinto del Estado en cuyas 
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aguas interiores o en cuyo mar territorial se 
encuentra emplazada la platatorma fija. 


3. A los efectos del presente Protocolo, 
plataforma fija es una isla artificial, instalación 
o estructura sujeta de manera permanente al 
fondo marino con fines de exploración o 
explotación de los recursos u otros fines de 
índole económica. 


ARTICULO 2 


1. Comete delito toda persona que ilícita e 
intencionalmente: 


a) se apodere de una plataforma tija o 
ejerza el control de la misma mediante 
violencia, amenaza de violencia oO 
cualquier otra forma de intimidación; o 


b 


pa 


realice algún acto de violencia contra 
una persona que se halle a bordo de 
una plataforma tija, si dicho acto puede 
poner en peligro la seguridad de ésta; 
o 


Cc 


== 


destruya una plataforma fija o cause 
daños a la misma que puedan poner en 
peligro su seguridad; o 


d 


rr 


coloque o haga colocar en una plata- 
forma fija, por cualquier medio, un 
artefacto o una sustancia que pueda 
destruir esa plataforma fija o pueda 
poner en peligro su seguridad; o 


e) lesione o mate a cualquier persona, en 
relación con la comisión o la tentativa 
de comisión de cualquiera de los delitos 
enunciados en los apartados a) a d). 


2. También comete delito toda persona que: 


a) intente cometer cualquiera de los deli- 
tos enunciados en el párrafo 1; o 


b) induzca a cometer cualquiera de esos 
delitos, perpetrados por cualquier per- 
sona, o sea de otro modo cómplice de 
la persona que comete tal delito; o 


c) amenace con cometer, formulando o no 
una condición, de conformidad con la 
legislación interna, con ánimo de obligar 
a una persona física o jurídica a 
ejecutar un acto o a abstenerse de 
ejecutarlo, cualquiera de los delitos 
enunciados en los apartados b) y c) del 
párrato 1, si la amenaza puede poner 
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en peligro la seguridad de la platatorma 
fija de que se trate. 


ARTICULO 3 


1. Cada Estado Parte tomará las medidas 
necesarias para establecer su jurisdicción res- 
pecto de los delitos enunciados en el artículo 
2 cuando el delito sea cometido: 


a) contra una plataforma fija o a bordo de 
ésta, mientras se encuentre emplazada 
en la plataforma continental de ese 
Estado; o 


b) por un nacional de ese Estado. 


2. Un Estado Parte podrá también establecer 
su jurisdicción respecto de cualquiera de tales 
delitos cuando: 


a) sea cometido por una persona apátrida 
cuya residencia habitual se halle en ese 
Estado; 


b) un nacional de ese Estado resulte 
aprehendido, amenazado, lesionado o 
muerto durante la comisión del delito; 
o 


c) sea cometido en un intento de obligar 
a ese Estado a hacer o no hacer alguna 
cosa. 


3. Todo Estado Parte que haya establecido 
la jurisdicción indicada en el párrato 2 lo 
notificará al Secretario General de la Organiza- 
ción Marítima Internacional (en adelante llamado 
el Secretario General). Si ese Estado Parte 
deroga con posterioridad tal jurisdicción lo 
notificará al Secretario General. 


4. Cada Estado Parte tomará las medidas 
necesarias para establecer su jurisdicción res- 
pecto de los delitos enunciados en el artículo 
2, en los casos en que el presunto delincuente 
se halle en su territorio y dicho Estado no 
conceda la extradición a ninguno de los Estados 
Partes que hayan establecido jurisdicción de 
conformidad con los párrafos 1 y 2 del presente 
artículo. 


5. El presente Protocolo no excluye ninguna 
jurisdicción penal ejercida de conformidad con 
la legislación interna. 


ARTICULO 4 


Nada de lo dispuesto en el presente 
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Protocolo afectará a las reglas de derecho 
internacional relativas a las plataformas fijas 
emplazadas en la plataforma continental. 


ARTICULO 5 


1. El presente Protocolo estará abierto a la 
firma de cualquier Estado que haya firmado el 
Convenio, el 10 de marzo de 1988 en Roma y 
desde el 14 de marzo de 1988 hasta el 9 de 
marzo de 1989 en la sede de la Organización. 
Después de ese plazo, seguirá abierto a la 
adhesión. 


2. Los Estados podrán manifestar su consen- 
timiento en obligarse por el presente Protocolo 
mediante: 


a) firma sin reserva en cuanto a ratifica- 
ción, aceptación o aprobación; o 


b) firma a reserva de ratificación, acepta- 
ción o aprobación, seguida de ratifica- 
ción, aceptación o aprobación; o 


c) adhesión. 


3, La ratificación, aceptación, aprobación o 
adhesión se efectuarán depositando ante el 
Secretario General el instrumento que pro- 
ceda. 


4. Sólo un Estado que haya firmado el 
Convenio sin reserva en cuanto a ratificación, 
aceptación o aprobación o que haya ratificado, 
aceptado o aprobado el Convenio, o se haya 
adherido al mismo, podrá constituirse en Parte 
en el presente Protocolo. 


ARTICULO 6 


%. El presente Protocolo entrará en vigor 
noventa días después de la fecha en que tres 
Estados lo hayan firmado sin reserva en cuanto 
a ratificación, aceptación o aprobación o hayan 
depositado un instrumento de ratificación, acep- 
tación, aprobación o adhesión en relación con 
éste. No obstante, el presente Protocolo no 
entrará en vigor antes de la entrada en vigor 
del Convenio. 


2. Para un Estado que deposite un instru- 
mento de ratificación, aceptación, aprobación o 
adhesión respecto del presente Protocolo una 
vez satisfechas las condiciones para la entrada 
en vigor de éste, la ratificación, aceptación, 
aprobación o adhesión surtirá efecto noventa 
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días después de la fecha en que se haya 
efectuado tal depósito. 


ARTICULO 7 


1. El presente Protocolo podrá ser denuncia- 
do por un Estado Parte en cualquier momento 
posterior a la expiración de un plazo de un año 
a contar de la fecha en que el presente 
Protocolo haya entrado en vigor para dicho 
Estado. 


2. La denuncia se efectuará depositando un 
instrumento de denuncia ante el Secretario 
General. 


3. La denuncia surtirá efecto transcurrido un 
año a partir de la recepción, por parte del 
Secretario General, del instrumento de denun- 
cia, o cualquier otro plazo más largo que pueda 
ser fijado en dicho instrumento. 


4. Una denuncia del Convenio por un Estado 
Parte se entenderá que constituye una denuncia 
del presente Protocolo por esa Parte. 


ARTICULO 8 


1. La Organización podrá convocar una 
conferencia con objeto de revisar o enmendar 
el presente Protocolo. 


2. El Secretario General convocará una 
conferencia de los Estados Partes en el 
presente Protocolo con objeto de revisarlo O 
enmendarlo, a petición de un tercio de los 
Estados Partes o de cinco Estados Partes, si 
esta cifra es mayor. 


3. Todo instrumento de ratificación, acepta- 
ción, aprobación o adhesión depositado con 
posterioridad a la entrada en vigor de una 
enmienda al presente Protocolo se entenderá 
que es aplicable al Protocolo, en su forma 
enmendada. 


ARTICULO 9 


1. El presente Protocolo será depositado ante 
el Secretario General. 


2. El Secretario General: 


a) informará a todos los Estados que 
hayan firmado el presente Protocolo o 
se hayan adherido al mismo, y a todos 
los Miembros de la Organización, de: 
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i) cada nueva firma y cada nuevo 
depósito de un instrumento de rati- 
ficación, aceptación, aprobación o 
adhesión, y de la fecha en que se 
produzca; 


li) la fecha de entrada en vigor del 
presente Protocolo; 


li) todo depósito de un instrumento de 
denuncia del presente Protocolo y de 
la fecha en que se recibió dicho 
instrumento, así como de la fecha en 
que la denuncia surta efecto; 


iv) la recepción de toda declaración o 
notificación formulada en virtud del 
presente Protocolo o del Convenio, 
en relación con el presente Protoco- 
lo; 


b) remitirá ejemplares auténticos certifica- 
dos del presente Protocolo a todos los 
Estados que lo hayan firmado o se 
hayan adherido al mismo. 


3. Tan pronto como el presente Protocolo 
entre en vigor, el depositario remitirá un 
ejemplar auténtico certificado del mismo al 
Secretario General de las Naciones Unidas a 
fines de registro y publicación, de conformidad 
con el Artículo 102 de la Carta de las Naciones 
Unidas. 


ARTICULO 10 


El presente Protocolo está redactado en un 
solo ejemplar en los idiomas árabe, chino, 
español, francés, inglés y ruso, y cada uno de 
estos textos tendrá la misma autenticidad. 


EN FE DE LO CUAL los  infrascritos, 
debidamente autorizados al efecto por sus 
respectivos gobiernos, firman el presente Proto- 
colo. 


HECHO EN ROMA el día diez de marzo de 
mil novecientos ochenta y ocho". 


Anexo | al 
Rep. N? 188 
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Comisión de Asuntos 
Internacionales 


INFORME 


Señores Representantes: 


Vuestra Comisión de Asuntos Internacionales 


Martes 3 de abril de 2001 


ha analizado el Convenio para la Represión de 
Actos llíctos contra la Seguridad de la Navega- 
ción Marítima y el Protocolo para la Represión 
de Actos llícitos contra la Seguridad de las 
Plataformas Fijas Emplazadas en la Plataforma 
Continental, suscrito en Roma, el 10 de marzo 
de 1988. 


El Convenio se encuentra enmarcado en la 
campaña internacional de instrumentación de 
convenios internacionales que condenan el 
terrorismo, y en este caso aquellos cometidos 
contra la seguridad de la navegación marítima. 
Es una respuesta de la comunidad internacional 
ante la preocupación por la escalada mundial de 
los actos de terrorismo en todas sus formas, 
teniendo en cuenta que los actos ilícitos contra 
la seguridad de las personas y de los bienes 
afectan gravemente a la explotación de los 
servicios marítimos y atentan contra la confianza 
en la seguridad de la navegación marítima. 


El texto del mismo define qué se entiende por 
delito, el ámbito de aplicación del mismo, las 
medidas necesarias que debe adoptar cada 
Estado Parte para establecer su jurisdicción 
respecto de los delitos enunciados cuando 
ocurran en ámbitos señalados de su competen- 
cia. Se considera que una persona comete un 
acto ¡lícito e intencional cuando se apodere de 
un buque o ejerza el control sobre el mismo a 
través de la violencia, amenaza de violencia u 
otra forma de intimidación; cometa algún acto 
de violencia contra una persona que se halle a 
bordo de un buque, cuando este acto pueda 
poner en peligro la navegación segura del 
buque, entre otros. 


Estos delitos se considerarán incluidos entre 
los delitos que dan lugar a la extradición, en 
todo tratado de extradición celebrado entre los 
Estados Partes. Además de comprometerse a 
incluir tales delitos como casos de extradición 
en tratados futuros sobre el tema. Se prevé la 
cooperación internacional en cualquier procedi- 
miento penal. 


El Convenio es acompañado por un Protoco- 
lo, que tipifica el mismo delito y realiza las 
mismas consideraciones, pero en este caso 
aplicables a las plataformas fijas emplazadas en 
la plataforma continental, entendiendo por tal 
una isla fija artificial, instalación o estructura 
sujeta de manera permanente al fondo marino, 
con fines de exploración o explotación de los 
recursos y otros fines de índole económica. 
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De acuerdo a lo expuesto anteriormente, 
vuestra Comisión de Asuntos Internacionales 
aconseja al Cuerpo la sanción del adjunto 
proyecto de ley por medio del cual se aprueba 
el Convenio citado, a efectos de que Uruguay 
pueda llegar a ser parte del mismo. 


Sala de la Comisión, 26 de diciembre de 
2000. 


Sebastián Da Silva, Miem- 


bro Informante; Arturo 
Heber Fúllgraff, Félix 
Laviña, Julio Luis 
Sanguinetti". 


-— Léase el proyecto. 
(Se lee) 
— En discusión general 


Tiene la palabra el miembro informante, señor 
Diputado Da Silva. 


SEÑOR DA SILVA.— Señor Presidente: voy 
a ser muy breve porque en la Comisión tenemos 
un acuerdo para agilizar la tarea de la Cámara, 
remitiéndonos a nuestros informes. 

Entonces, es bueno informar a la Cámara que 
este Convenio se encuentra enmarcado en la 
campaña internacional de instrumentación de 
convenios internacionales que condenan el 
terrorismo y, en este caso, aquellos actos 
cometidos contra la seguridad de la navegación 
marítima. Es una respuesta de la comunidad 
internacional ante la preocupación por la 
escalada mundial de los actos de terrorismo en 
todas sus formas, teniendo en cuenta que los 
actos ilícitos contra la seguridad de las personas 
y de los bienes afectan gravemente la explota- 
ción de los servicios marítimos y atentan contra 
la confianza en la seguridad de la navegación 
marítima. 

Se trata de un convenio que ha reunido la 
unanimidad de las opiniones en el seno de la 
Comisión de Asuntos Internacionales de esta 
Cámara. Por to tanto, aconsejamos su rápida 
aprobación. 


SEÑOR PITA.— Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Penadés).— Tiene la 
palabra el señor Diputado. 


SEÑOR PITA.— Señor Presidente: quiero 
dejar constancia de nuestro acuerdo con el 
proyecto que acaba de informar el señor 
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Diputado Da Silva. Esta constancia se hace 
necesaria porque, por razones formales, no 
figuran las firmas de los Diputados del Frente 
Amplio, aunque -reitero- compartimos plenamen- 
te este proyecto. 


SEÑOR PRESIDENTE (Penadés).— Si no se 
hace uso de la palabra, se va a votar si se pasa 
a la discusión particular. 


(Se vota) 
— Sesenta y dos en sesenta y tres: Afirmativa. 
En discusión particular. 
Léase el artículo único. 
(Se lee) 
— En discusión. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a 
votar. 


(Se vota) 


— Sesenta por la afirmativa: Afirmativa. Una- 
nimidad. 


Queda aprobado el proyecto y se comunicará 
al Senado. 


SEÑOR ARGENZIO.— ¡Qué se comunique de 
inmediato! 


SEÑOR PRESIDENTE (Penadés).— Se va a 
votar. 


(Se vota) 
— Cincuenta y siete en sesenta: Afirmativa. 


(No se publica el texto del proyecto aprobado 
por ser igual al informado, que corresponde al 
remitido por el Poder Ejecutivo) 


21.-— Preferencias 


— Dese cuenta de una moción de orden 
presentada por los señores Diputados Da Silva, 
Falero, Laviña y Pita. 


(Se lee:) 


"Mocionamos para que los puntos que figuran 
en cuarto y décimo término del orden del día 
sean considerados en la sesión ordinaria del 
próximo miércoles 18 de abril". 
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— Esta moción ha sido considerada por la 
coordinación de bancadas. 


En discusión. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a 
votar. 


(Se vota) 


— Cincuenta y ocho en sesenta: Afirmativa. 


22.-Convención sobre la 
Imprescriptibilidad de 
los Crímenes de Guerra y 
de los Crímenes de Lesa 
Humanidad. (Aprobación) 


Se pasa a considerar el asunto que figura en 
quinto término del orden del día: "Convención 
sobre la Imprescriptibilidad de los Crímenes de 
Guerra y de tos Crímenes de Lesa Humanidad. 
(Aprobación)". 


(Antecedentes:) 
Rep. N* 302 
"PODER EJECUTIVO 
Montevideo, 11 de julio de 2000. 


Señor Presidente de la 
Asamblea General: 


El Poder Ejecutivo tiene el honor de dirigirse 
a ese Cuerpo, de conformidad con el Artículo 
168, numeral 20 de la Constitución de la 
República, a tin de reiterar el Mensaje de fecha 
15 de julio de 1999 que se. adjunta, por el cual 
se solicita la aprobación parlamentaria de la 
Convención sobre la Imprescriptibilidad de los 
Crímenes de Guerra y de los Crímenes de Lesa 
Humanidad, adoptada en la Asamblea General 
de las Naciones Unidas, el 26 de noviembre de 
1968. 


Al continuar en vigencia para los intereses y 
el prestigio internacional de la República los 
fundamentos que en su oportunidad ameritaron 
su envío, el Poder Ejecutivo se permite solicitar 
a ese Cuerpo la pronta aprobación de la misma. 


El Poder Ejecutivo reitera al señor Presidente 
de la Asamblea General las seguridades de su 
más alta consideración. 


JORGE BATLLE IBAÑEZ, 
Didier Opertti, Guillermo 
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Stirling, Alberto Bensión, 
Luis Brezzo, Antonio 
Mercader, Lucio Cáceres, 
Sergio Abreu, Alvaro 
Alonso, Luis Fraschini, 
Gonzalo González, Alfon- 
so Varela, Carlos Cat. 


PROYECTO DE LEY 


Artículo Unico.— Apruébase la Convención 
sobre la Imprescriptibilidad de los Crímenes de 
Guerra y de los Crímenes de Lesa Humanidad, 
adoptada en la Asamblea General de las 
Naciones Unidas, el 26 de noviembre de 1968. 


Montevideo, 11 de julio de 2000. 


Didier Opertti, Guillermo 
Stirling, Alberto Bensión, 
Luis Brezzo, Antonio 
Mercader, Lucio Cáceres, 
Sergio Abreu, Alvaro 
Alonso, Luis Fraschini, 
Gonzalo González, Alfon- 
so Varela, Carlos Cat. 


PODER EJECUTIVO 


Montevideo, 13 de julio de 1999. 


Señor Presidente de la 
Asamblea General: 


El Poder Ejecutivo tiene el honor de dirigirse 
a ese Cuerpo a fin de someter a su conside- 
ración, de conformidad con lo dispuesto por el 
numeral 20 del artículo 168 y numeral 7 del 
artículo 85 de la Constitución de la República, 
el adjunto proyecto de ley por el cual se aprueba 
la Convención sobre la Imprescriptibilidad de los 
Crímenes de Guerra y de los Crímenes de Lesa 
Humanidad, adoptada en la Asamblea General 
de las Naciones Unidas, el día 26 de noviembre 
de 1968. 


La Convención comienza en sus primeras 
líneas recordando que los crímenes de guerra 
y los crímenes de lesa humanidad figuran entre 
los delitos de derecho internacional más graves, 
y que la aplicación de normas de derecho 
interno relativas a la prescripción de los delitos 
ordinarios a los mencionados crímenes impide 
el justo enjuiciamiento y castigo a las personas 
responsables de esos crímenes. 
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Recuerda, asimismo, que la represión efec- 
tiva de esos crímenes y su prevención son de 
los elementos más importantes para asegurar la 
protección de los derechos humanos y las 
libertades fundamentales del individuo. 


Asimismo, reconoce que es necesario asegu- 
rar en el marco del derecho internacional -el 
principio de la imprescriptibilidad de los críme- 
nes de guerra y de los crímenes de lesa 
humanidad, así como afirmar las resoluciones de 
la Asamblea General y del Consejo Económico 
y Social de las Naciones Unidas sobre la 
materia. 


A tales efectos, según el artículo | de la 
Convención, son crímenes imprescriptibles los 
crímenes de guerra, según la definición dada en 
el Estatuto del Tribunal Militar Internacional de 
Nuremberg y Jos crímenes de lesa humanidad 
cometidos tanto en tiempo de guerra como en 
tiempo de paz. 


Brevemente, el Estatuto antes mencionado 
considera como crimen de guerra las violaciones 
al derecho o costumbres de la guerra, tales 
como el asesinato de prisioneros o la destruc- 
ción de ciudades o propiedades públicas o 
privadas sin justificación de necesidad militar, 
mientras que los crímenes de lesa humanidad 
son, a modo de ejemplo, el asesinato, exterminio 
o cualquier otro acto inhumano cometido contra 
la población civil, antes o durante la guerra. 


La Convención establece a quiénes serán 
aplicables sus disposiciones: los autores de los 
crímenes, así como a aquellos que inciten 
directamente o sean cómplices de tales críme- 
nes, no excluyendo tampoco a las autoridades 
del Estado que toleren tal perpetración. 


Es importante destacar que si bien la 
Convención fue adoptada hace treinta años, 
cuando el mundo conoció los crímenes y 
barbaries cometidos durante la Il Guerra Mun- 
dial, lamentablemente esta experiencia no fue la 
última y, en consecuencia, esta Convención no 
ha perdido vigencia y es plenamente aplicable 
en la actualidad. Firmada apenas por diez 
Estados pero ratificada por cuarenta y tres, esta 
Convención entró en vigor el 11 de noviembre 
de 1970, según lo estipulado por su artículo VIII. 


Es por las razones antes expuestas, y dado 
que nuestro país ha condenado de hecho este 
tipo de crímenes, que el Poder Ejecutivo 
considera necesaria la aprobación de la presen- 
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te Convención, para lo cual remite a conside- 
ración de la Asamblea General el presente 
proyecto de ley. 


El Poder Ejecutivo reitera al señor Presidente 
de la Asamblea General las seguridades de su 
más alta consideración. 


JULIO MARIA SANGUINE- 
TTI, Didier  Opertti, 
Guillermo Stirling, Luis 
A. Mosca, Juan Luis 
Storace, Yamandú Fau, 
Lucio Cáceres, Julio 
Herrera, Ana Lía Piñey- 
rúa, Raúl Bustos, Ignacio 
Zorrilla de San Martín, 
Benito Stern, Juan 
Chiruchi. 


PROYECTO DE LEY 


Artículo Unico.— Apruébase la Convención 
sobre la Imprescriptibilidad de los Crímenes de 
Guerra y de los Crímenes de Lesa Humanidad, 
adoptada por la Asamblea General de las 
Naciones Unidas, el 26 de noviembre de 1968. 


Montevideo, 13 de julio de 1999. 


Didier Opertti, Guillermo 
Stirling, Luis A. Mosca, 
Juan Luis  Storace, 
Yamandú Fau, Lucio 
Cáceres, Julio Herrera, 
Ana Lía Piñeyrúa, Raúl 
Bustos, Ignacio Zorrilla 
de San Martín, Benito 
Stern, Juan Chiruchi. 


TEXTO DE LA CONVENCION 


Preámbulo 


Los Estados Partes en la Presente Conven- 
ción, 


Recordando las resoluciones de la Asamblea 
General de las Naciones Unidas 3 (l) de 13 de 
febrero de 1946 y 170 (II) de 31 de octubre de 
1947, sobre la extradición y el castigo de los 
criminales de guerra, la resolución 95 (1) de 11 
de diciembre de 1946, que confirma los 
principios de derecho internacional reconocidos 
por el Estatuto del Tribunal Militar Internacional 
de Nuremberg y por el tallo de este Tribunal, 


52 CAMARA DE REPRESENTANTES 


y las resoluciones 2184 (XXI) de 12 de 
diciembre de 1966 y 2202 (XXI) de 16 de 
diciembre de 1966, que han condenado expre- 
samente como crímenes contra la humanidad la 
violación de los derechos económicos y políticos 
de la población autóctona, por una parte, y la 
política de apartheid, por otra, 


Recordando las resoluciones del Consejo 
Económico y Social de las Naciones Unidas 
1074 D (XXXIX) de 28 de julio de 1965 y 1158 
(XLI) de 5 de agosto de 1966, relativas al 
castigo de los criminales de guerra y de las 
personas que hayan cometido crímenes de lesa 
humanidad. 


Observando que en ninguna de las declara- 
ciones solemnes, instrumentos o convenciones 
para el enjuiciamiento y castigo de los crímenes 
de guerra y de los crímenes de lesa humanidad 
se ha previsto limitación en el tiempo. 


Considerando que los crímenes de guerra y 
los crimenes de lesa humanidad figuran entre 
los delitos de derecho internacional más graves, 


Convencidos de que la represión efectiva de 
los crímenes de guerra y de los crímenes de 
lesa humanidad es un elemento importante para 
prevenir esos crímenes y proteger los derechos 
humanos y libertades fundamentales, y puede 
fomentar la confianza, estimular la cooperación 
entre los pueblos y contribuir a la paz y la 
seguridad internacionales. 


Advirtiendo que la aplicación a los crímenes 
de guerra y a los crímenes de lesa humanidad 
de las normas de derecho interno relativas a la 
prescripción de los delitos ordinarios suscita 
grave preocupación en la opinión pública 
mundial, pues impide el enjuiciamiento y castigo 
de las personas responsables de esos crímenes, 


Reconociendo que es necesario y oportuno 
afirmar en derecho internacional, por medio de 
la presente Convención, el principio de la 
imprescriptibilidad de los crímenes de guerra y 
de los crímenes de lesa humanidad y asegurar 
su aplicación universal, 


Convienen en lo siguiente: 


Artículo 1 


Los crímenes siguientes son imprescriptibles, 
cualquiera que sea la fecha en que se hayan 
cometido: 
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a) Los crímenes de guerra según la definición 
dada en el Estatuto del Tribunal Militar Interna- 
cional de Nuremberg, de 8 de agosto de 1945, 
y confirmada por las resoluciones de la 
Asamblea General de las Naciones Unidas 3 (1) 
de 13 de febrero de 1946 y 95 (l) de 11 de 
diciembre de 1946, sobre todo las "infracciones 
graves" enumeradas en Jos Convenios de 
Ginebra de 12 de agosto de 1949 para la 
protección de las víctimas de la guerra; 


b) Los crímenes de lesa humanidad cometi- 
dos tanto en tiempo de guerra como en tiempo 
de paz, según la definición dada en el Estatuto 
del Tribunal Militar Internacional de Nuremberg, 
de 8 de agosto de 1945 y confirmada por las 
resoluciones de la Asamblea General de las 
Naciones Unidas 3 (I) de 13 de febrero de 1946 
y 95 (Il) de 11 de diciembre de 1946, así como 
la expulsión por ataque armado u ocupación y 
los actos inhumanos debidos a la política de 
apartheid y el delito de genocidio definido en la 
Convención de 1948 para la prevención y la 
sanción del delito de genocidio aun si esos actos 
no constituyen una violación del derecho interno 
del país donde fueron cometidos. 


Artículo Il 


Si se cometiere alguno de los crímenes 
mencionados en el artículo Il, las disposiciones 
de la presente Convención se aplicarán a los 
representantes de la autoridad del Estado y a 
los particulares que participen como autores o 
cómplices o que inciten directamente a la 
perpetración de alguno de esos crímenes, o que 
conspiren para cometerlos, cualquiera que sea 
su grado de desarrollo, así como a los 
representantes de la autoridad del Estado que 
toleren su perpetración. 


Artículo il 


Los Estados Partes en la presente Conven- 
ción se obligan a adoptar todas las medidas 
internas que sean necesarias, legislativas o de 
cualquier otro orden, con el fin de hacer posible 
la extradición, de conformidad con el derecho 
internacional, de las personas a que se refiere 
el artículo | de la presente Convención. 


Artículo IV 


Los Estados Partes en la presente Conven- 
ción se comprometen a adoptar, con arreglo a 
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sus respectivos procedimientos constitucionales, 
las medidas legislativas o de otra índole que 
fueran necesarias para que la prescripción de 
la acción penal o de la pena, establecida por 
ley o de otro modo, no se aplique a los crímenes 
mencionados en los artículos | y | de la 
presente Convención y, en caso de que exista, 
sea abolida. 


Artículo V 


La presente Convención estará abierta hasta 
el 31 de diciembre de 1969 a la firma de todos 
los Estados Miembros de las Naciones Unidas 
o miembros de algún organismo especializado 
o del Organismo Internacional de Energía 
Atómica, así como de todo Estado Parte en el 
Estatuto de la Corte Internacional de Justicia y 
de cualquier otro Estado invitado por la 
Asamblea General de las Naciones Unidas a ser 
parte en la presente Convención. 


Artículo VI 


La presente Convención está sujeta a 
ratificación y los instrumentos de ratificación se 
depositarán en poder del Secretario General de 
las Naciones Unidas. 


Artículo VII 


La presente Convención quedará abierta a la 
adhesión de cualquiera de los Estados mencio- 
nados en el artículo V. Los instrumentos de 
adhesión se depositarán en poder del Secretario 
General de las Naciones Unidas. 


Artículo VIII 


1. La presente Convención entrará en vigor 
el nonagésimo día siguiente a la fecha en que 
haya sido depositado en poder del Secretario 
General de las Naciones Unidas el décimo 
instrumento de ratificación o de adhesión. 


2. Para cada Estado que ratifique la presente 
Convención o se adhiera a ella después de 
haber sido depositado el décimo instrumento de 
ratificación o de adhesión, la Convención entrará 
en vigor el nonagésimo día siguiente a la fecha 
en que tal Estado haya depositado su instrumen- 
to de ratificación o de adhesión. 


Artículo IX 


1. Una vez transcurrido un período de diez 
años contado a partir de la fecha en que entre 


en vigor la presente Convención, todo Estado 
Parte podrá solicitar en cualquier momento la 
revisión de la presente Convención mediante 
notificación por escrito dirigida al Secretario 
General de las Naciones Unidas. 


2. La Asamblea General de las Naciones 
Unidas decidirá sobre las medidas que deban 
tomarse, en su caso, respecto a tal solicitud. 


Artículo X 


1. La presente Convención será depositada 
en poder del Secretario General de las Naciones 
Unidas. 


2. El Secretario General de las Naciones 
Unidas hará llegar copias certificadas de la 
presente Convención a todos los Estados 
mencionados en el artículo V. 


3. El Secretario General de las Naciones 
Unidas comunicará a todos los Estados mencio- 
nados en el artículo V: 


a) Las firmas puestas en la presente Conven- 
ción y los instrumentos de ratificación y 
adhesión depositados conforme a las disposicio- 
nes de los artículos V, VI y VII; 


b) La fecha en que la presente Convención 
entre en vigor conforme a lo dispuesto en el 
artículo VIII; 


c) Las comunicaciones recibidas conforme a 
lo dispuesto en el artículo IX. 
Artículo Xi 


La presente Convención, cuyos textos en 
chino, español, francés, inglés y ruso son 
igualmente auténticos, llevará la fecha 26 de 
noviembre de 1968. 


EN FE DE LO CUAL, los suscritos, debida- 
mente autorizados al efecto, han firmado la 
presente Convención". 


Anexo | al 
Rep. N? 302 


"CAMARA DE REPRESENTANTES 


Comisión de Asuntos 
Internacionales 


INFORME 
Señores Representantes: 


Vuestra Comisión de Asuntos Internacionales 
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ha analizado el proyecto de ley por el que se 
aprueba la Convención sobre la  Impres- 
criptibilidad de los Crímenes de Guerra y de los 
Crímenes de Lesa Humanidad, adoptada en la 
Asamblea General de las Naciones Unidas, el 
26 de noviembre de 1968. 


Antecedentes 


El convenio en estudio, en su Artículo |, hace 
referencia a los crímenes de guerra y crímenes 
de lesa humanidad, definidos en el Estatuto del 
Tribunal Militar Internacional de Nuremberg, de 
8 de agosto de 1945, confirmados por resolu- 
ciones de la Asamblea General de las Naciones 
Unidas de 13 de febrero de 1945 y de 11 de 
diciembre de 1946, que incluye las "infracciones 
graves" enumeradas en los Convenios de 
Ginebra de 12 de agosto de 1949. 


Al término de la Segunda Guerra Mundial, los 
gobiernos de las potencias vencedoras (Estados 
Unidos, Francia, Gran Bretaña y URSS), reuni- 
dos en Londres, el 8 de agosto de 1945, a fin 
de encarar el enjuiciamiento a los responsables 
de lo que, en forma genérica, se denominaron 
crímenes de guerra, sancionaron un Estatuto 
que incorporaba una Carta del Tribunal Militar 
Internacional que juzgaría estos delitos: 1) Crí- 
menes contra la paz. 2) Crímenes de guerra. 3) 
Crímenes contra la humanidad, y 4) Conspira- 
ción y complot. 


En lo que interesa al tema en consideración, 
se definían a los crímenes de guerra en sentido 
estricto a los asesinatos, malos tratos 0 
deportación, para trabajos forzados u otros 
fines, de las poblaciones civiles en los territorios 
ocupados, asesinato o malos tratos a los 
prisioneros de guerra, ejecución de rehenes, 
saqueo de bienes públicos o privados, destruc- 
ción de ciudades o pueblos sin motivo y 
devastaciones no justificadas por exigencias 
militares. 


A su vez se consideraban crímenes contra la 
humanidad al asesinato, exterminio, reducción a 
la esclavitud, deportación o cualquier otro acto 
inhumano cometido contra poblaciones civiles, 
antes o durante la guerra, persecuciones por 
motivos políticos, religiosos o raciales. 


En el mismo apartado b) del Artículo | de esta 
Convención que estamos analizando, de 26 de 
noviembre de 1968, se agregan la expulsión por 
ataque armado u ocupación y los actos 
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inhumanos debidos a la política de apartheid y 
el delito de genocidio, definido en la Convención 
de 1948 "para la prevención y la sanción del 
delito de genocidio, aun si esos actos no 
constituyen una violación del derecho interno del 
país donde fueron cometidos". 


El genocidio, previsto en la Convención para 
la prevención y la sanción de ese delito, 
aprobada por la Asamblea General de las 
Naciones Unidas, el 9 de diciembre de 1948, en 
sí constituye una grave expresión de crimen 
contra la humanidad. 


Se entiende allí, por genocidio, cualquiera de 
los actos mencionados con el propósito de 
destrucción, total o parcial, de un grupo 
nacional, étnico, racial o religioso, tales como: 
a) matanza de miembros del grupo; b) produc- 
ción de graves daños corporales o mentales a 
los miembros del grupo; c) sumisión deliberada 
del grupo a condiciones de vida calculadas para 
producir su destrucción física total o parcial; d) 
imposición de medidas encaminadas a evitar los 
nacimientos dentro del grupo; e) transferencia 
forzada de niños de un grupo a otro. 


Conviene agregar que aquella vieja Conven- 
ción de 1948 sobre genocidio, en lo que tiene 
que ver con la incriminación internacional, 
vagamente habla de una posible "Corte Penal 
Internacional" que sea competente respecto de 
aquellas de las Partes Contratantes que hayan 
reconocido su jurisdicción, quedando en conse- 
cuencia, y en realidad, sólo bajo la órbita de las 
jurisdicciones nacionales. 


La evolución hacia la justicia penal inter- 
nacional 


Para suplir esas deficiencias del Derecho 
Internacional, muchas instituciones sociales, 
humanitarias y de enseñanza de la disciplina 
jurídica penal, vienen promoviendo en el mundo 
la creación de una Corte Penal Internacional 
Permanente que deje atrás los imperfectos 
tribunales ad hoc instalados por decisión 
minoritaria (no universal) de las naciones 
vencedoras en las guerras o por decisión del 
Consejo de Seguridad. 


Se ha cuestionado esta práctica porque 
implica la aplicación ex post facto de normas de 
Derecho Internacional afectadas de invalidez 
porque no estaban establecidas las responsabi- 
lidades individuales en el momento que se 
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realizaron los actos impetrados, violándose el 
principio de "nullum crimen sine lege". 


De allí que el Instituto Internacional de 
Derechos Humanos de la Facultad de Derecho 
de la Universidad de De Paul (IIDH), el Instituto 
Internacional de Estudios Superiores de Cien- 
cias Criminal (INESCC) y la Asociación Interna- 
cional de Derecho Penal (AIDP) han brindado su 
apoyo para la creación de una Corte Penal 
Internacional Permanente. 


Estimamos que con ello se pretende, legíti- 
mamente, la consagración esperada de una 
Corte Penal Internacional, efectiva, independien- 
te, justa e imparcial. 


Se trata de instituir un mecanismo que evite 
la impunidad, que hiere a la conciencia de los 
pueblos -y lo más importante-, si miramos el 
futuro, sería seguramente, un factor de disuasión 
para los eventuales criminales. 


Consideramos que la justicia criminal interna- 
cional contribuirá para asegurar la paz de la 
misma manera que la justicia criminal nacional 
es necesaria para asegurar el orden social de 
cada país. 


La interpretación inteligente del Derecho -en 
este tema- conduce a la armonización del orden 
interno (justicia criminal nacional), con el orden 
internacional (justicia criminal internacional) y 
ello nos habilita a sostener que ambos órdenes 
son complementarios. 


Análisis del articulado de la Convención 
sobre Imprescriptibilidad 


El Artículo | de esta Convención establece 
que los crímenes de guerra y de lesa humanidad 
son imprescriptibles. 


El Artículo ll dispone que las disposiciones 
de esta Convención sobre imprescriptibilidad de 
los Crímenes de Guerra y Crímenes de Lesa 
Humanidad, del 26 de noviembre de 1968, se 
aplicarán a los representantes de la autoridad 
del Estado y a los particulares que participen 
como autores o cómplices o que: inciten 
directamente a la perpetración de algunos de 
esos crímenes o que conspiren para cometerlos, 
así como a los representantes de la autoridad 
del Estado que toleren su perpetración. 


El Artículo lll establece a su vez que los 
Estados Partes en esta Convención se obligan 


a adoptar todas las medidas internas que sean 
necesarias, legislativas o de cualquier otro 
orden, con el fin de hacer posible la extradición 
de las personas involucradas en los crímenes 
referidos en la Convención. De la misma 
manera, las legislaciones nacionales procurarán 
legislar en el sentido de la no prescripción de 
los delitos comprendidos en esta Convención. 


Alcance del concepto de imprescriptibilidad 


La imprescriptibilidad de los crímenes referi- 
dos en la Convención es un principio de ética 
jurídica que marca el repudio de la humanidad 
respecto de ciertos crímenes que nunca se 
considerarán prescriptos, pero, al no estar 
tipificados internacionalmente, ni tener un pro- 
cedimiento, ni un tribunal competente para 
juzgar, no tendrá efectividad concreta, pero sí 
la fuerza moral, para sancionar a los infractores 
en crímenes de guerra y lesa humanidad. 


El juzgamiento y la aplicación internacional 
de la pena, ante un tribunal internacional 
permanente, sólo ocurrirá cuando entre en 
vigencia el Estatuto de Roma que creará la 
Corte Penal Internacional, pero, como el Esta- 
tuto no es retroactivo, se aplicará únicamente 
contra las personas que cometan los delitos 
especificados en el mismo, con posterioridad a 
su vigencia. 


La razón de la imprescriptibilidad 


¿Cuál es la razón por la que, ante el Derecho 
Internacional, estos delitos no prescriben? 


Es sabido que la prescripción es un criterio 
que sigue el Derecho Penal Interno, respecto de 
los delitos tipificados en ese ámbito normativo. 


Pero en el Derecho Internacional, a partir de 
1945, y como consecuencia de los horrores de 
la Segunda Guerra Mundial, se desarrolló, 
respecto de ciertos delitos, el criterio contrario. 


Ciertos delitos gravísimos, en efecto, que 
hieren la conciencia jurídica y moral de la 
humanidad entera, no pueden ni deben prescri- 
bir. 


Su justiciabilidad y su punición deben perma- 
necer como posibles siempre, para contribuir a 
evitar su repetición y para permitir su castigo 
ejemplarizante y la vigencia de los grandes 
principios sin los cuales no es posible ni la paz 
ni la convivencia civilizada. 


56 CAMARA DE REPRESENTANTES 


Imprescriptibilidad e irretroactividad 


Afirmar la imprescriptibilidad de ciertos mons- 
truosos crímenes internacionales no significa 
violar el principio de irretroactividad. 


El criterio de la no prescripción en tales 
casos existe, afirmado por la jurisprudencia, la 
doctrina y la práctica internacional desde 1945. 
Desde la Convención, cuya aprobación vuestra 
Comisión recomienda, posee también tundamen- 
to en el Derecho Internacional positivo. 


Uruguay, al adherir a la Convención aplicará, 
con respecto a ella, el criterio de la 
imprescriptibilidad con referencia a los delitos 
que se cometan luego de su entrada en vigencia 
en relación al Uruguay. Para los anteriores, la 
cuestión queda en el ámbito doctrinario y 
jurisprudencial. 


Relación entre la Convención y el Estatuto 
de Roma 


Es sumamente útil y necesario que esta 
Convención sea aprobada por Uruguay antes de 
la aprobación del Estatuto de Roma. La 
Convención sobre imprescriptibilidad es absolu- 
tamente conciliable con el Estatuto de Roma. 


Es más, la enumeración de crímenes que 
adopta el Estatuto de Roma (Artículo V) se 
funda en los mismos criterios de la Convención 
sobre imprescriptibilidad ya que ambos se basan 
en los criterios del Estatuto de Londres que 
sentó las bases de la competencia del Tribunal 
de Nuremberg. 


Lo que hace el Estatuto de Roma es 
desarrollar y tipificar con figuras delictivas 
(artículos 6, 7, 8 y 9) la determinación genérica 
de los crímenes de guerra, de lesa humanidad, 
genocidio y contra la paz, que están en el 
artículo 5 del Estatuto y en esta Convención 
sobre imprescriptibilidad. 


Alcance de la aprobación parlamentaria 


La resolución de esta Cámara de aprobación 
y adhesión debe señalar que no habiendo 
firmado el Uruguay esta Convención sobre 
imprescriptibilidad de los crímenes de guerra y 
lesa humanidad, en el plazo previsto en el 
Artículo V, el procedimiento que corresponde es 
el de la adhesión, posterior a la aprobación 
parlamentaria. 


En mérito a lo que antecede, esta Comisión 
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aconseja al Cuerpo sancionar el adjunto proyec- 
to de ley por medio del cual se aprueba la 
Convención, a efectos de que Uruguay pueda 
llegar a ser parte de la misma. Esto constituirá 
un progreso jurídico y político, alineará a 
Uruguay con el criterio prácticamente unánime 
de la comunidad internacional y será un 
antecedente importante en el proceso hacia la 
deseable firma del Estatuto de la Corte Penal 
Internacional. 


Sala de la Comisión, 26 de diciembre de 
2000. 


Félix Laviña, Miembro Infor- 
mante; Sebastián Da Sil- 
va, Arturo Heber Fúllgraft, 
Julio Luis Sanguinetti". 


— léase el proyecto. 
(Se lee) 
— En discusión general. 


Tiene la palabra el miembro informante, señor 
Diputado Laviña. 


SEÑOR LAVIÑA.— Señor Presidente: por su 
trascendencia histórica y presente y por estar 
íntimamente ligado a la futura creación de una 
corte penal internacional permanente, voy a 
explicar los conceptos fundamentales desarrolla- 
dos en esta convención. 

En el concierto internacional no basta con 
sólo sancionar leyes internacionales, sino que 
ellas deben ser acompañadas por tribunales que 
hagan posible el enjuiciamiento de aquellas 
personas, sus cómplices o incitadores, que 
cometen crímenes de guerra o de lesa huma- 
nidad. 

El artículo | de la convención en estudio hace 
referencia a los crímenes de guerra y crímenes 
de lesa humanidad definidos en el Estatuto del 
Tribunal Militar Internacional de Nuremberg, de 
8 de agosto de 1945, confirmado por resolucio- 
nes de la Asamblea General de las Naciones 
Unidas de 13 de febrero de 1945 y de 11 de 
diciembre de 1946, que incluye las infracciones 
graves enumeradas en los Convenios de 
Ginebra de 12 de agosto de 1949. 

Al término de la Segunda Guerra Mundial, los 
Gobiernos de las potencias vencedoras -Estados 
Unidos, Francia, Gran Bretaña y la URSS-, 
reunidos en Londres, el 8 de agosto de 1945, 
a fin de encarar el enjuiciamiento a los 
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responsables de lo que, en forma genérica, se 
denominaron crímenes de guerra, sancionaron 
un estatuto que incorporaba una Carta del 
Tribunal Militar Internacional que juzgaría estos 
delitos: 1) crímenes contra la paz; 2) crímenes 
de guerra; 3) crímenes contra la humanidad y 
4) conspiración y complot. 

En lo que interesa del tema en consideración, 
se definía como crímenes de guerra en sentido 
estricto a los asesinatos, malos tratos o depor- 
tación, para trabajos forzados u otros fines, de 
las poblaciones civiles en los territorios ocupa- 
dos, asesinato o malos tratos a los prisioneros 
de guerra, ejecución de rehenes, saqueo de 
bienes públicos o privados, destrucción de 
ciudades o pueblos sin motivo y devastaciones 
no justificadas por exigencias militares. 

A su vez, se consideraban crímenes contra 
la humanidad el asesinato, exterminio, reducción 
a la esclavitud, deportación o cualquier otro acto 
inhumano cometido contra poblaciones civiles, 
antes o durante la guerra, y persecuciones por 
motivos políticos, religiosos o raciales. 

En el mismo apartado b) del artículo | de la 
Convención que estamos analizando, de 26 de 
noviembre de 1968, se agregan la expulsión por 
ataque armado u ocupación y los actos 
inhumanos debidos a la política de "apartheid" 
y el delito de genocidio, definido en la 
convención de 1948 "para la prevención y la 
sanción del delito de genocidio, aun si esos 
actos no constituyen una violación del derecho 
interno del país donde fueron cometidos". 

El genocidio, previsto en la convención para 
la prevención y la sanción de ese delito, 
aprobada por la Asamblea General de las 
Naciones Unidas el 9 de diciembre de 1948, en 
sí constituye una grave expresión de crimen 
contra la humanidad. 

Se entiende allí por genocidio cualquiera de 
los actos mencionados con el propósito de 
destrucción, total o parcial, de un grupo 
nacional, étnico, racial o religioso, tales como: 
a) matanza de miembros del grupo; b) produc- 
ción de graves daños corporales o mentales a 
los miembros del grupo; c) sumisión deliberada 
del grupo a condiciones de vida calculadas para 
producir su destrucción física total o parcial; d) 
imposición de medidas encaminadas a evitar los 
nacimientos dentro del grupo; e) transferencia 
forzada de niños de un grupo a otro. 

Conviene agregar que aquella vieja conven- 
ción de 1948 sobre genocidio, en lo que tiene 
que ver con ta incriminación internacional, 
vagamente habla de una posible corte penal 
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internacional que sea competente respecto de 
aquellas de las partes contratantes que hayan 
reconocido su jurisdicción, quedando en conse- 
cuencia, y en realidad, sólo bajo la Órbita de las 
jurisdicciones nacionales. 

Se hace necesario explicar la evolución hacia 
la justicia penal internacional. 

Para suplir esas deficiencias del derecho 
internacional, muchas instituciones sociales, 
humanitarias y de enseñanza de la disciplina 
jurídica penal vienen promoviendo en el mundo 
la creación de una corte penal internacional 


permanente que deje atrás los impertectos 
tribunales ad hoc instalados por decisión 
minoritaria -no universal- de las naciones 


vencedoras en las guerras o por decisión del 
Consejo de Seguridad. 

Se ha cuestionado esta práctica porque 
implica la aplicación "ex post facto" de normas 
de derecho internacional afectadas de invalidez 
porque no estaban establecidas las responsabi- 
lidades individuales en el momento en que se 
realizaron los actos impetrados, violándose el 
principio de "nullum crimen sine lege". 

De allí que el Instituto Internacional de 
Derechos Humanos de la Facultad de Derecho 
de la Universidad de De Paul, el Instituto 
Internacional de Estudios Superiores de Ciencia 
Criminal y la Asociación Internacional de 
Derecho Penal han brindado su apoyo para la 
creación de una corte penal internacional 
permanente. 

Estimamos que con ello se pretende, legíti- 
mamente, la consagración esperada de una 
corte penal internacional efectiva, independien- 
te, justa e imparcial. 

Se trata de instituir un mecanismo que evite 
la impunidad, que hiere la conciencia de los 
pueblos y que -lo más importante-, si miramos 
al futuro, sería seguramente un factor de 
disuasión para los eventuales criminales. 

Consideramos que la justicia criminal interna- 
cional contribuirá a asegurar la paz, de la misma 
manera que la justicia criminal nacional es 
necesaria para asegurar el orden social de cada 
país. 

La interpretación inteligente del derecho, en 
este tema, conduce a la armonización del orden 
interno -justicia criminal nacional- con el orden 
internacional! -justicia criminal internacional- y 
ello nos habilita a sostener que ambos órdenes 
son complementarios. 

Analicemos, entonces, el articulado de esta 
convención, que ya tiene treinta y tres años y 
que Uruguay omitió firmar. 
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El artículo | de esta convención establece que 
los crímenes de guerra y de lesa humanidad son 
imprescriptibles. 

El artículo Il consagra que las disposiciones 
de esta Convención sobre Imprescriptibilidad de 
los Crímenes de Guerra y Crímenes de Lesa 
Humanidad, del 26 de noviembre de 1968, se 
aplicarán a los representantes de la autoridad 
del Estado y a los particulares que participen 
como autores o cómplices o que inciten 
directamente a la perpetración de algunos de 
esos crímenes, o que conspiren para cometer- 
los, así como a los representantes de la 
autoridad del Estado que toleren su perpetra- 
ción. 

Es interesante el planteo que hace esta vieja 
convención, por cuanto no solamente pone en 
la silla de los acusados a los jefes de Estado 
o a los responsables políticos de crímenes de 
guerra, sino también a aquellos que los 
incitaron, que colaboraron o fueron cómplices. 
Se trata de un concepto amplio y justo, aceptado 
por esta convención y en general por la 
conciencia de la humanidad. 

El artículo Il establece, a su vez, que los 
Estados Partes en esta convención se obligan 
a adoptar todas las medidas internas que sean 
necesarias, legislativas o de cualquier otro 
orden, con el fin de hacer posible la extradición 
de las personas involucradas en los crímenes 
referidos en la convención. Este es otro punto 
interesante, porque apunta a la efectividad de 
la justicia y del derecho.No basta con la sanción 
de una norma internacional; los Estados que 
suscriben estas convenciones están obligados a 
sancionar leyes que regulen la extradición y el 
castigo de los involucrados en este tipo de 
contravenciones a la ley nacional y a la ley 
internacional. De la misma manera, las legista- 
ciones nacionales deben procurar legislar en el 
sentido de que no prescriban los delitos 
comprendidos en esta convención. 

A esta altura, se hace necesario aclarar el 
alcance del concepto de imprescriptibilidad. 

La imprescriptibilidad de los crímenes referi- 
dos en la convención es un principio de ética 
jurídica que establece el repudio de la huma- 
nidad respecto de ciertos crímenes que nunca 
se considerarán prescritos y que, al no estar 
tipificados internacionalmente ni tener un proce- 
dimiento ni un tribunal competente para juzgar- 
tos, no tendrá efectividad concreta pero sí la 
fuerza moral para sancionar a los infractores en 
materia de crímenes de guerra y de lesa 
humanidad. 
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El juzgamiento y la aplicación internacional 
de la pena a través de un tribunal internacional 
permanente sólo ocurrirá cuando entre en 
vigencia el Estatuto de Roma, que crea la Corte 
Penal Internacional; pero como el estatuto no es 
retroactivo, se aplicará únicamente contra las 
personas que cometan los delitos especificados 
en él con posterioridad a su vigencia. 

Nos preguntamos cuál es la razón de la 
imprescriptibilidad. 


SEÑOR MICHELINI!.— 
interrupción? 


¿Me permite una 


SEÑOR LAVIÑA.— Sí, señor Diputado. 


SEÑOR PRESIDENTE (Penadés).— Puede 
interrumpir el señor Diputado. 


SEÑOR MICHELIN!.— Señor Presidente: he 
seguido con mucha atención la exposición del 
señor Diputado Laviña, quien nos tiene acostum- 
brados a hacer una detallada fundamentación de 
este tipo de convenios que tienen una trascen- 
dencia indudable. El estaba mencionando el 
Tratado de Roma -o la creación de la Corte 
Penal Internacional-, que felizmente nuestro 
país firmó, casi al vencimiento del plazo; creo 
-si no me falla la información- que en América 
Latina firmamos casi en el último lugar, luego 
de Perú. Considero que la Cámara se debe un 
debate en profundidad con respecto a ese 
tribunal penal internacional previsto en el 
Estatuto de Roma. Me consta que el señor 
Diputado que estaba haciendo uso de la palabra 
lo ha estado planteando. Es precisamente en 
este tipo de temas que nuestro país debe tener 
una actitud propositiva, activa, en el sentido de 
que para los países pequeños como el nuestro 
es el derecho, fundamentalmente, el que los 
protege. 

Sin duda, cuando las resoluciones del 
Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas 
establecen tribunales ad hoc, a veces a 
posteriori de hechos como el uso de la fuerza 
por parte de los Estados Unidos, nuestro país 
se siente afectado, porque eso no debería ser 
lo óptimo. Pero lo cierto es que, en el momento 
del desarrollo y búsqueda de normas internacio- 
nales como ese Estatuto de Roma -en el que 
me consta que el señor Diputado Laviña ha 
insistido-, yo veo que a veces nuestro país está 
buscando algún tipo de objeción que me parece 
que olvida lo trascendente: que deberíamos 
estar a la avanzada en estos temas. 

Dejo planteado este aspecto sin perjuicio de 
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reservarme el uso de la palabra que por 
Reglamento me corresponde. 


SEÑOR PRESIDENTE (Penadés).— Puede 
continuar el señor miembro informante. 


SEÑOR LAVIÑA.— Contestando las expresio- 
nes vertidas por el señor Diputado Michelini digo 
que, efectivamente, en nuestro país se demoró 
en algo la suscripción del Tratado de Roma, 
pero lo concretó últimamente: el Embajador ante 
Naciones Unidas, doctor Felipe Paolillo, ha 
depositado la firma de nuestro país y, por lo 
tanto, Uruguay ya ha suscrito el Estatuto de la 
Corte Penal Internacional. También es cierto 
-como aclara el señor Diputado- que para que 
Uruguay sea parte de un tratado, no sólo tiene 
que firmarlo en Naciones Unidas, sino que 
también el Poder Ejecutivo debe remitir un 
Mensaje con el proyecto de ley a los efectos de 
la aprobación parlamentaria. Después de apro- 
bado por el Parlamento, el Poder Ejecutivo 
promulga la ley y, entonces sí, comunica la 
aprobación legislativa y pasamos a ser parte de 
ese estatuto. 

El Estatuto de la Corte Penal Internacional en 
este momento lleva nada más que veintidós 
ratificaciones y se necesitan sesenta para que 
entre en vigencia. Evidentemente, es una 
omisión grande -de muchos países- y a ese 
tema están abocados muchos movimientos 
sociales y políticos, instituciones jurídicas y 
centros de investigación, tratando de que se 
tome conciencia de que no solamente es 
necesaria la creación del derecho, la sanción de 
leyes de carácter internacional que hagan 
posible ta punición de estos delitos, sino que, 
del mismo modo que en el orden nacional se 
necesita una Justicia que haga efectivo el 
derecho, también en el orden internacional se 
hace menester crear organismos jurisdiccionales 
que hagan posible la aplicación del derecho. 

Digo expresamente que días pasados hablé 
con el señor Presidente de la República por este 
tema y me dijo que estaba de acuerdo en la 
ratificación y, en consecuencia, esperamos que 
el Ministerio de Relaciones Exteriores remita el 
Mensaje correspondiente para poner dicho 
estatuto a consideración de la Cámara. 


SEÑOR SCAVARELL!I.— ¿Me permite una 
interrupción? 


SEÑOR LAVIÑA.— Sí, señor Diputado. 


SEÑOR PRESIDENTE (Penadés).— Puede 
interrumpir el señor Diputado. 
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SEÑOR SCAVARELLI.— Señor Presidente: 
estoy siguiendo con atención la exposición 
ilustrada del señor Diputado Laviña y, simple- 
mente, quiero hacer un comentario complemen- 
tario de lo que se ha venido diciendo. 

Cuando se negocia a nivel de convenciones 
y luego, cuando cada Estado debe decidir si 
ratifica la creación de un tribunal internacional 
-con la que todos estamos filosóficamente de 
acuerdo a priori-, se requiere del Estado una 
enorme prudencia y que la información sea 
suficiente, para ver cómo se va a implementar 
el funcionamiento de ese tribunal. Esos tribuna- 
les tienen que estar rodeados del objeto 
esencial que todos compartimos como materia 
de trabajo del tribunal, pero también importa 
saber su integración y cuáles son las garantías 
del debido proceso. Normalmente eso forma 
parte de la discusión de estas convenciones y 
los Estados, antes de ratificarlas, exploran esas 
cuestiones. 

Por lo tanto, quiero dejar constancia de que 
si bien en este tema los sucesivos Poderes 
Ejecutivos han estado fundamentalmente de 
acuerdo con el texto, han tenido la necesidad 
de explorar su alcance. Tanto es así que de más 
de ciento ochenta países de Naciones Unidas 
con derecho a participar en esta convención, se 
nos informa que sólo hubo veintidós ratificacio- 
nes, lo cual es indicativo de la prudencia con 
que en el escenario internacional se manejan 
estos temas de supranacionalidad, que no son 
menores. 

Es decir: a la importancia del derecho 
sustantivo, que todos compartimos, para perse- 
guir delitos tan execrables como éstos, debe 
agregarse al mismo tiempo la garantía de que 
detrás de estos organismos y funcionamientos 
no se escondan otros factores que luego alteren 
la naturaleza original del documento. 

Por lo tanto, quería referirme a lo que a mi 
juicio -a título exclusivamente personal- explica 
la demora en el procedimiento, no sólo a nivel 
nacional, sino de los ciento sesenta y tantos 
países que todavía falta que procedan a la 
misma ratificación. 


SEÑOR PRESIDENTE (Penadés).— Puede 
continuar el señor miembro informante. 


SEÑOR LAVIÑA.— Sin perjuicio de que es 
muy difícil debatir con el señor Diputado 
Scavarelli, quien tiene una gran ilustración en 
estos temas internacionales, adelanto que en mi 
concepto resulta muy discutible la posición que 
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ha asumido hoy. Esperamos tener una amplia 
y profunda discusión del tema cuando la Mesa 
de esta Cámara ponga a consideración la nota 
que he presentado, a los etectos de incluir el 
Estatuto de la Corte Penal Internacional en el 
orden del día de alguna sesión ordinaria o 
convocar a una sesión extraordinaria para 
tratarlo. Yo intenté impulsarlo el año pasado, 
pero no tuve suerte, ya que no obtuve respuesta 
de la Mesa. De todos modos, estoy seguro de 
que en esta oportunidad el nuevo Presidente de 
la Cámara nos va a brindar el disfrute de una 
discusión a fondo sobre este tema. 


SEÑOR MICHELINI.— 
interrupción? 


¿Me permite una 


SEÑOR LAVIÑA.— Sí, señor Diputado. 


SEÑOR PRESIDENTE (Penadés).— Puede 
interrumpir el señor Diputado. 


SEÑOR MICHELINI.— Señor Presidente: en 
primer lugar, quiero expresar, no ya a nombre 
propio sino del Nuevo Espacio, que nosotros 
estamos de acuerdo con que la Cámara discuta 
en profundidad sobre el Estatuto de Roma, tal 
como el señor Diputado Laviña lo está plantean- 
do. Estoy convencido de que todas las bancadas 
van a apoyarlo y de que es una cuestión 
simplemente de procedimiento, dados los diver- 
sos temas que este Cuerpo tiene a estudio. 

Más allá de eso, el señor Diputado Scavarelli 
de alguna manera hacía una defensa del Poder 
Ejecutivo, al cual yo no estaba atacando, ni a 
éste ni al anterior. Lo que yo decía es que si 
bien hay que manejarse con toda la prudencia 
del caso, este tipo de estatuto es una de las 
oportunidades que tiene Uruguay, en el ámbito 
internacional -bien lo sabe el señor Diputado 
Scavarelli, que es tan activo en esa área-, en 
materia de multilateralidad. Para decirlo en 
términos deportivos: ésa es una cancha que 
abre una oportunidad para que se cumpla el 
derecho. 

Como éste es un tema que genera tanta 
sensibilidad -por sus aspectos externos y 
también internos, que no se me escapan-, el 
señor Diputado Laviña ha tenido la buena idea 
de que, sin esperar a que el Poder Ejecutivo 
envíe la propuesta de ratificación -bienvenido 
sería si así lo hiciese-, esta Cámara discuta 
todos los alcances de este estatuto que para mí 
es central, especialmente si uno repasa lo que 
fue, respecto de Bosnia, el tribunal de la ex 
Yugoslavia, pero también el tribunal de Ruanda 
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y otros casos que hacen en definitiva a un tema 
tan ¡importante como los delitos de lesa 
humanidad. 


SEÑOR PRESIDENTE (Penadés).— Puede 
continuar el señor miembro informante. 


SEÑOR LAVIÑA.— Preguntaba cuál es la 
razón por la que, ante el derecho internacional, 
estos delitos no prescriben. 

Es sabido que la prescripción es un criterio 
que sigue el derecho penal interno, pero 
respecto de los delitos tipificados en ese ámbito 
normativo. Sin embargo, en el derecho interna- 
cional, a partir de 1945 y como consecuencia 
de los horrores de la Segunda Guerra Mundial, 
se desarrolló respecto de ciertos delitos el 
criterio contrario. Ciertos delitos gravísimos, en 
efecto, que hieren la conciencia jurídica y moral 
de la humanidad entera, no pueden ni deben 
prescribir. Su justiciabilidad y su punición deben 
permanecer como posibles siempre, para con- 
tribuir a evitar su repetición y para permitir su 
castigo ejemplarizante y la vigencia de los 
grandes principios sin los cuales no es posible 
la paz ni la convivencia civilizada. 

Un asunto que puede plantear dudas -y 
justamente un señor Diputado recién me anun- 
ciaba que ¡iba a hablar sobre él- es la relación 
entre imprescriptibilidad e irretroactividad. Voy a 
aclararlo. Afirmar la imprescriptibilidad de cier- 
tos monstruosos crímenes internacionales no 
significa violar el principio de irretroactividad. El 
criterio de la no prescripción en tales casos 
existe, afirmado por la jurisprudencia, la doctrina 
y la práctica internacional desde 1945. La 
convención cuya aprobación la Comisión reco- 
mienda posee también fundamento en el dere- 
cho internacional positivo. 

Uruguay, al adherir a la convención aplicará, 
con respecto a ella, el criterio de la 
imprescriptibilidad con referencia a los delitos 
que se cometan luego de su entrada en vigencia 
en relación con el Uruguay. Para los anteriores, 
la cuestión queda en el ámbito doctrinario y 
jurisprudencial. Sobre el punto discutiremos 
después con otro señor Diputado que me 
anunció que hablaría sobre este particular. 

¿Cuál es la relación entre la convención y el 
Estatuto de Roma, sobre lo cual ya adelantamos 
algunas apreciaciones, así como también distin- 
tos señores Diputados? Consideré sumamente 
útil y necesario que esta convención fuera 
aprobada por Uruguay antes de que lo fuera el 
Estatuto de Roma, y por suerte lo estamos 
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haciendo en la sesión de hoy. La convención 
sobre imprescriptibilidad es absolutamente 
conciliable con el Estatuto de Roma. Es más, 
la enumeración de crímenes que adopta el 
Estatuto de Roma -artículo V- se funda en los 
mismos criterios de la convención sobre 
imprescriptibilidad, ya que ambos se basan en 
los criterios del Estatuto de Londres que sentó 
las bases de la competencia del Tribunal de 
Nuremberg. Lo que hace el Estatuto de Roma 
-Sin entrar, por supuesto, a hablar en profundi- 
dad pues lo haremos, como ya se anunció, en 
una sesión especial- es desarrollar y tipificar con 
figuras delictivas -artículos VI, VII, Vi y IX- la 
determinación genérica de los crímenes de 
guerra, de lesa humanidad, de genocidio y 
contra la paz, que están en el artículo V del 
estatuto y en esta convención sobre 
imprescriptibilidad. 

¿Cuál es el alcance de esta aprobación 
parlamentaria que, al parecer, lograría los votos 
necesarios? Una vez que esta convención sea 
aprobada por el Parlamento, al no haberla 
firmado Uruguay en su momento, el procedi- 
miento que deberá seguir el Poder Ejecutivo 
será la adhesión, ya que -como dije- no se firmó 
en tiempo, concretamente en el plazo previsto 
en su artículo V. Entonces, reitero que el 
procedimiento que corresponde es el de la 
adhesión posterior a la aprobación parlamenta- 
ría. 

En mérito a estos fundamentos, la Comisión 
de Asuntos Internacionales aconseja al Cuerpo 
sancionar el proyecto de ley por medio del cual 
se aprueba la convención, a efectos de que 
Uruguay pueda llegar a ser parte de ella. 
Estimamos que esto constituirá un progreso 
jurídico y político, alineará a Uruguay con el 
criterio prácticamente unánime de la comunidad 
internacional y será un antecedente importante 
en el proceso hacia la deseable ratificación del 
Estatuto de la Corte Penal Internacional. 

He terminado, señor Presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE (Penadés).— Antes de 
otorgar el uso de la palabra al señor Represen- 
tante Bergstein, corresponde a la Mesa informar 
al señor Representante Laviña, que ha solicitado 
hacer uso de la palabra en una sesión especial 
sobre un tema en particular, que hasta ahora no 
se ha podido fijar día y hora para esa sesión 
porque no es el único señor Representante que 
ha hecho solicitudes de ese tipo. Entonces, 
estamos intentando ordenar las solicitudes de 
una forma armónica, para que todos los señores 
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Representantes tengan derecho a utilizar el 
mismo mecanismo que solicita el señor Dipuado 
Laviña. Con mucho gusto la Mesa va a 
concretarlo luego de que los coordinadores y 
quien habla hayamos terminado el trabajo que 
nos hemos encomendado. 


SEÑOR PITA.— Pido la palabra para una 
aclaración. 


SEÑOR PRESIDENTE (Penadés).— Antes de 
conceder la palabra al señor Diputado Bergstein, 
tiene la palabra el señor Diputado Pita. 


SEÑOR PITA.— Señor Presidente: le agra- 
dezco mucho y pido disculpas al señor Diputado 
Bergstein, pero va a entender por qué solicité 
la palabra para hacer una aclaración antes de 
que él hablara. 

Dada la naturaleza y el contenido del 
proyecto, que tiene gran jerarquía, queremos 
aclarar a los señores miembros de la Cámara 
que los señores Diputados Fonticiella, Pintado 
y quien habla compartimos plenamente el 
proyecto y que, por razones formales ajenas a 
nuestra voluntad, no figuramos como firmantes. 


SEÑOR PRESIDENTE (Penadés).— Tiene la 
palabra el señor Diputado Bergstein. 


SEÑOR BERGSTEIN.— En las últimas vein- 
ticuatro horas, el señor Diputado Pita me está 
ganando de mano. 

Quiero improvisar muy brevemente algunas 
reflexiones sobre algún aspecto para el cual no 
hemos venido preparados. 

El señor miembro informante ha realizado una 
pormenorizada fundamentación del proyecto que 
tenemos a consideración. Creo que la de hoy 
es una de esas sesiones en las que, quizá bajo 
la apariencia de la rutina, tal vez no seamos 
conscientes de que estamos por aprobar un 
documento que en lo sustancial estableció un 
punto de inflexión en la historia del derecho. Así 
como a lo largo de siglos una larga evolución 
jurídica consagró el instituto de la prescripción, 
luego de la Segunda Guerra Mundial -como muy 
bien nos explicaba el señor Diputado Laviña- 
empezó en forma muy gradual, con muchas 
resistencias en su momento, a abrirse paso el 
concepto de la imprescriptibilidad para determi- 
nado tipo de crímenes que costaba encasillar en 
el catálogo delictivo vigente hasta ese momento. 

Es así que hace ya muchos años surgió esta 
convención que hoy estamos tratando, y al 
aprobarla estamos dando una señal a la 
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sociedad uruguaya sobre la verdadera función 
del derecho como el supremo árbitro ético que 
hace posible la convivencia humana. Y no es el 
afán de parecer grandilocuente con nuestras 
expresiones, pero debemos expresar que real- 
mente estamos ante un documento jurídico de 
singular trascendencia. Sin perjuicio de ello, 
quisiera pedir al señor miembro informante que 
reiterara alguna expresión en cuanto a los 
crímenes anteriores o posteriores a la techa de 
entrada en vigencia de la convención, por 
cuanto el artículo | establece que son 
imprescriptibles cualquiera sea la fecha en que 
se hayan cometido, tal como se abrió paso en 
la doctrina internacional, cuando la singularidad 
de estos delitos determinaba romper con 
tradiciones jurídicas sumamente arraigadas. 

Debo decir -y vale tanto para ésta como para 
otras convenciones que generalmente aproba- 
mos por unanimidad- que debemos tener 
presente que las convenciones contienen obli- 
gaciones de sancionar disposiciones como 
consecuencia de su aprobación. Sé que uno de 
los artículos obliga a los Estados a adaptarse 
a esta convención en lo que refiere a las 
disposiciones en materia de prescripción, e 
inclusive a que, en algunas circunstancias, se 
adapten las normas constitucionales para que 
estos delitos sean arbitrados por la Corte Penal 
Internacional aprobada en el Estatuto de Roma. 

En definitiva, estamos totalmente a favor de 
este proyecto; lo vamos a votar sin vacilaciones. 
En otras oportunidades habíamos reclamado la 
aprobación de esta convención, pero nunca es 
tarde cuando la dicha es buena. Más allá de 
eso, pedimos al señor miembro informante que 
nos explique cómo deberíamos interpretar el 
artículo |. 

La deliberación se ha desviado hacia la Corte 
Penal Internacional, que es trascendente -¡vaya 
si lo es!, quizás como pocas- y que obliga a un 
pormenorizado estudio de compatibilización con 
algunas normas de la Constitución de la 
República. Nos sentimos gratificados por lo que 
nos acaba de trasmitir el señor Diputado Laviña 
en cuanto a la postura del señor Presidente de 
la República. Por la importancia del tema, por 
sus implicancias y por los resultados concretos 
que queremos obtener, nos parece que ya que 
va a venir un Mensaje del Poder Ejecutivo -como 
nos acaba de anunciar el señor Diputado Laviña- 
, sería preferible que tratáramos la aprobación 
de la creación de la Corte Penal Internacional 
en esa oportunidad, tal como es usual. De otra 
manera, habrá un amplio debate en el seno de 
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esta Cámara, que siempre es bienvenido, pero 
cuyo resultado no tenemos claro, más allá de 
la nada desdeñable expresión de concientización 
del Parlamento con relación a este asunto, que 
tiene una serie de ribetes técnicos sobre los que 
no debemos improvisar y que creemos que 
tendrán que ser estudiados detenidamente en la 
Comisión respectiva y también aquí en el seno 
de! plenario. 

De cualquier manera, adelanto que luego de 
las vacilaciones constitucionales que hemos 
tenido, estamos a favor de ese tratado de 
derecho penal internacional, pero esto no debe 
hacernos obviar los problemas que implica y que 
de alguna manera tendremos que resolver a 
nivel de derecho interno. Creo que tendríamos 
que ser muy cautelosos en cuanto a generar una 
discusión cuando seguramente está en camino 
el Mensaje del Poder Ejecutivo para la aproba- 
ción del tratado por el Parlamento. 

Eso es cuanto quería decir, señor Presidente. 


23.- Integración de Comisión 


SEÑOR PRESIDENTE (Penadés).— Dese 
cuenta de la integración de Comisiones. 


(Se lee:) 


"Los señores Representantes Julio Luis 
Sanguinetti, Gabriel Pais, Sebastián Da Silva, 
Alberto Perdomo, Artigas Barrios, Ruben Obispo 
e Iván Posada integrarán la Comisión Especial 


para el estudio de soluciones legislativas 
referentes a la libertad de comercio en el 
Uruguay". 


— Los señores Diputados mencionados deberán 
coordinar día y hora de sesión de la Comisión 
creada, que tiene noventa días para expedirse 
a partir de su constitución. 


24.-— Convención sobre la 
Imprescriptibilidad de 
los Crímenes de Guerra y 
de los Crímenes de Lesa 
Humanidad. (Aprobación) 


Continúa 
debate. 


la consideración del asunto en 


Tiene la palabra la señora Diputada Percovich. 
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SEÑORA PERCOVICH.— Señor Presidente: 
queríamos congratularnos por la ratificación de 
esta convención internacional aprobada por la 
Asamblea General de las Naciones Unidas en 
1968. 

También queríamos dejar sentado que enten- 
demos que en esta Legislatura se ha sido muy 
diligente en ratificar, suscribir o firmar alguno de 
estos instrumentos internacionales que estaban 
bastante detenidos. Cabe destacar que la 
Comisión de Asuntos internacionales los ha 
aprobado con celeridad. 

Asimismo, quería recordar que el artículo IV 
es el que -como bien decía el señor Diputado 
Bergstein- remite a los Estados Partes el 
compromiso de adaptar la legislación nacional 
respectiva, no solamente con relación a la 
imprescriptibilidad sino también en cuanto a la 
definición de delitos de lesa humanidad. En ese 
sentido, en la órbita de la Cámara, concretamen- 
te en la Comisión de Derechos Humanos, hay 
un proyecto sobre el que acordamos que, en la 
medida en que esta convención fuera aprobada 
por el Cuerpo, sería importante que también lo 
fuese. 

Es cuanto quería decir. 


SEÑOR PRESIDENTE (Penadés).— Tiene la 
palabra el señor Diputado Michelini. 


SEÑOR MICHELINI.— Señor Presidente: in- 
tentaré ser breve porque creo que el señor 
miembro informante ha sido muy claro en su 
exposición con relación a este tratado que hoy 
la Cámara -si tiene suficiente número de 
Diputados en Sala- aprobará y, por ende, le dará 
media sanción. 

Descontábamos que los señores Diputados 
Fonticiella, Pintado y Pita acompañaban este 
proyecto, no sólo en virtud del tema que aborda, 
sino porque nos consta que en la Comisión de 
Asuntos Internacionales -en la que soy delegado 
de sector- se trabaja en base a un consenso y 
a una metodología consistente en elevar a la 
Cámara aquellos proyectos sobre los que hay 
un acuerdo claro e inequívoco. 

En cuanto a la sesión propuesta por el señor 
Diputado Laviña para tratar el Estatuto de Roma 
o la Corte Penal Internacional, quiero decir que 
lo cierto es que por algo Uruguay demoró tanto 
en firmarlo; somos muy prudentes en cuanto a 
las decisiones y a la mecánica de la política 
exterior de nuestro país. Pero el hecho de que 
no hayamos hecho pública -y me consta que 
otros legisladores también lo  hicieron- la 
intención de incitar al Poder Ejecutivo a que 
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firmara este tratado, no nos impide hoy decir 
que sabemos que hubo problemas para su firma 
y que no se trató simplemente de una cuestión 
burocrática. Es por ello que la iniciativa del 
señor Diputado Laviña de que el tema se discuta 
en Cámara aun sin que el Poder Ejecutivo envíe 
la propuesta de ratificación, nos parece que es 
una forma de poder debatir sin prejuicios y, 
eventualmente, si estuviésemos de acuerdo, se 
podría enviar una minuta de comunicación al 
Poder Ejecutivo para que remita el tratado. Y 
si el Poder Ejecutivo lo envía para su 
ratificación, tendrá razón el señor Diputado 
Bergstein cuando plantea para qué llevar 
adelante dos debates si perfectamente se puede 
hacer uno solo. 

Concretamente, este tratado sobre la 
imprescriptibilidad de los crímenes de guerra y 
de los de lesa humanidad se inscribe en lo que 
fueron las consecuencias de la Segunda Guerra 
Mundial, que si algo positivo tuvo fue el 
desarrollo del derecho internacional y de los 
derechos humanos, pasando por la Declaración 
Universal de los Derechos Humanos y por los 
pactos internacionales de derechos civiles, 
políticos, económicos, sociales y culturales. El 
tratado no olvida la convención para la repre- 
sión, sanción y erradicación del genocidio. 

El debate de la imprescriptibilidad versus 
retroactividad en relación con nuestro pasado 
reciente no me preocupa. Sinceramente, no veo 
ningún problema. Entiendo que debería ser 
mucho más preocupante, para aquellos que 
sostienen que la Ley de Caducidad de la 
Pretensión Punitiva del Estado N* 15.848 es de 
acuerdo a derecho, la reciente sentencia de la 
Corte Interamericana de Derechos Humanos del 
14 de marzo de 2001 del caso Chumbipuma 
Aguirre y otros versus Perú, que específicamente 
tiene claras referencias a las leyes de amnistía 
e impunidad. Por lo tanto, desde nuestro punto 
de vista, ese debate en sus aspectos éticos y 
jurídicos está saldado. Esta convención no le 
hace ni le quita nada a ese tema del pasado 
reciente uruguayo. Lo que sí creo que agrega 
-entiendo que es bueno- es que de acuerdo con 
el artículo 32 de la Convención de Viena sobre 
los tratados, al ratificar esta convención, 
Uruguay asume el principio de buena fe, que es 
no hacer nada en contra del tratado. Entonces, 
es desde esa perspectiva que deben leerse los 
artículos lil y 1V. 

Me parece que el Poder Ejecutivo ha hecho 
bien al enviar esta convención para que fuera 
ratificada por el Poder Legislativo. Desde 
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nuestro punto de vista, este último aspecto de 
lo que es el derecho de los tratados es mucho 
más importante que ese otro debate que algunos 
pueden presumir que existe entre la imprescrip- 
tibilidad y la retroactividad. 

En ese sentido, quería señalar la importancia 
de esta convención y lamentar que Uruguay tuvo 
treinta años para ratificarla, pero se demoró ese 
lapso. Tenemos que asumir que nos hubiera 
hecho falta, pero que tal vez cuando se firmó 
en noviembre de 1968 no se tuvo presente lo 
que vendría. De cualquier forma, quiero felicitar 
al señor miembro informante por el detallado 
informe que ha presentado y por centrar los 
principales temas que, sin duda, son delicados, 
y asimismo rescatar el apoyo de mi bancada a 
este proyecto. Esperamos el debate sobre el 
Estatuto de Roma, que a todos nos exigirá - 
fundamentalmente a aquellos preocupados por 
el derecho internacional- un esfuerzo para venir 
bien pertrechados a ese debate que creo todos 
nos debemos. 


SEÑOR PRESIDENTE (Penadés).— Habién- 
dose agotado la lista de oradores, se va a votar 
si se pasa a la discusión particular. 

(Se vota) 


— Cincuenta y siete por la afirmativa: Afirma- 
tiva. Unanimidad. 


En discusión particular. 
Léase el artículo único. 
(Se lee) 

— En discusión. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a 
votar. 


(Se vota) 


— Cincuenta y siete por la afirmativa: Afirma- 
tiva. Unanimidad. 


SEÑOR DA SILVA.— Pido la palabra para 
fundar el voto. 


SEÑOR PRESIDENTE (Penadés).— Tiene la 
palabra el señor Diputado. 


SEÑOR DA SILVA.— Señor Presidente: el 
Partido Nacional acompaña la aprobación de 
esta convención. Además, estoy en condiciones 
de afirmar que mi Partido, a posteriori de un 
importante estudio que va a realizar a nivel de 
bancada con relación al estatuto de un tribunal 
penal internacional, va a participar en un debate 
muy relevante, porque todos sabemos que el 
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Partido Nacional tradicionalmente ha levantado 
bien alta la bandera de los temas relativos a la 
defensa de la soberanía. Sin rozar ninguno de 
estos aspectos, creemos que el Partido Nacional 
puede traer a la Cámara una posición bien firme 
en este sentido y quizá, haciendo algún tipo de 
consideraciones, podrá acompañar el proyecto 
de ratificación del tribunal penal internacional. 


SEÑOR SCAVARELLI.— Pido la palabra para 
fundar el voto. 


SEÑOR PRESIDENTE (Penadés).— Tiene la 
palabra el señor Diputado. 


SEÑOR SCAVARELLI.— Señor Presidente: 
hemos votado con satisfacción la ratificación de 
esta convención porque creemos que se cumple 
el objetivo de que quienes participan en delitos 
de este tipo, es decir, de la gravedad de los 
crímenes de guerra y de lesa humanidad, no 
encuentren lugar donde refugiarse, ni siquiera 
con el transcurso del tiempo. Por eso creemos 
que hemos dado un paso importante en el orden 
jurídico uruguayo al asumir este tema, que 
además servirá como un elemento de disuasión 
para quienes tienen la tentación de violar 
derechos fundamentales como los que están 
regulados por la tipificación de esta convención. 


SEÑOR PRESIDENTE (Penadés).— Queda 
aprobado el proyecto y se comunicará al 
Senado. 


SEÑOR DA SILVA.— ¡Qué se comunique de 
inmediato! 


SEÑOR PRESIDENTE (Penadés).— Se va a 
votar. 


(Se vota) 


— Sesenta por la afirmativa: Afirmativa. Una- 
nimidad. 


(No se publica el texto del proyecto aprobado 
por ser igual al informado, que corresponde al 
remitido por el Poder Ejecutivo) 


25.- Nuevo Texto revisado de 
la Convención Interna- 
cional de Protección 
Fitosanitaria. (Aproba- 
ción) 


— Se pasa a considerar el asunto que figura en 
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sexto término del orden del día: "Nuevo Texto 
revisado de la Convención Internacional de 
Protección Fitosanitaria. (Aprobación)". 


(Antecedentes:) 
Rep. N? 277 
"PODER EJECUTIVO 


Ministerio de 
Relaciones Exteriores 
Ministerio de Ganadería, 
Agricultura y Pesca 


Montevideo, 9 de mayo de 2000. 


Señor Presidente de la 
Asamblea General: 


El Poder Ejecutivo tiene el honor de dirigirse 
a ese Cuerpo, de conformidad con el Artículo 
168, numeral 20 de la Constitución de la 
República, a fin de reiterar el Mensaje de fecha 
14 de julio de 1998 que se adjunta, por el cual 
se solicita la aprobación parlamentaria del 
Nuevo Texto Revisado de la Convención Inter- 
nacional de Protección Fitosanitaria, aprobado 
por la Conferencia de FAO en su 29* Período 
de Sesiones, llevada a cabo en Roma durante 
el mes de noviembre de 1997. 


Al continuar en vigencia para los intereses y 
el prestigio internacional de la República los 
fundamentos que en su oportunidad ameritaron 
su envío, el Poder Ejecutivo se permite solicitar 
a ese Cuerpo la pronta aprobación del mismo. 


El Poder Ejecutivo reitera al señor Presidente 
de la Asamblea General las seguridades de su 
más alta consideración. 


JORGE BATLLE 
Didier Opertti, 
González. 


IBAÑEZ, 
Gonzalo 


PROYECTO DE LEY 


Artículo Unico.— Apruébase el Nuevo Texto 
Revisado de la Convención Internacional de 
Protección Fitosanitaria, aprobado por la Confe- 
rencia de FAO en su 29? Período de Sesiones, 
llevado a cabo en Roma durante el mes de 
noviembre de 1997. 


Montevideo, 9 de mayo de 2000. 


Didier Opertti, 
González. 


Gonzalo 


PODER EJECUTIVO 


Ministerio de 
Relaciones Exteriores 
Ministerio de Ganadería, 
Agricultura y Pesca 


Montevideo, 14 de julio de 1998. 


Señor Presidente de la 
Asamblea General: 


El Poder Ejecutivo tiene el honor de dirigirse 
a ese Cuerpo, a fin de someter a su 
consideración, de conformidad con lo dispuesto 
en el Artículo 168, numeral 20 y el Artículo 85, 
numeral 7 de la Constitución de la República, 
el adjunto proyecto de ley por el cual se aprueba 
el Nuevo Texto Revisado de la Convención 
Internacional de Protección Fitosanitaria, apro- 
bado por la Conferencia de la FAO, en su 29* 
Período de Sesiones, llevado a cabo en Roma, 
durante el mes de noviembre de 1997, 


La Convención Internacional de Protección 
Fitosanitaria fue suscrita el 6 de diciembre de 
1951, y ratificada por la República por Ley 
N2 13.805, de 12 de diciembre de 1969. 
Posteriormente, por Resolución del Poder Eje- 
cutivo N2 2603, de 7 de julio de 1981, fueron 
aprobadas las enmiendas adoptadas en la 20% 
Conferencia de la FAO en el mes de noviembre 
de 1979. 


Sin embargo, la Convención debió ser 
nuevamente revisada para alinearla a los 
principios y disciplinas de la Organización 
Mundial del Comercio. El resultado de dicha 
revisión es el citado Nuevo Texto adoptado por 
la FAO en noviembre del pasado año. 


El contenido del Nuevo Texto Revisado de la 
mencionada Convención, tal como resalta el 
Preámbulo, tiene como objetivo combatir, a 
través de la cooperación internacional, las 
plagas de plantas y productos vegetales y, en 
consecuencia, prevenir su diseminación interna- 
cional. 


A los efectos antes mencionados, el nuevo 
Artículo 1V, establece las disposiciones relativas 
a las organizaciones nacionales de protección 
fitosanitaria, destacándose un listado de las 
responsabilidades de las mismas. 


Asimismo, el Artículo Vil reglamenta los 
requisitos relativos a la importación de plantas 
y productos vegetales, mientras que el Artículo 
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XVI faculta a las Partes Contratantes a concertar 
acuerdos suplementarios con el fin de solucionar 
problemas de protección fitosanitaria que pre- 
senten especial atención, los cuales podrán ser 
aplicables a regiones concretas, plagas determi- 
nadas o ciertas plantas y productos vegetales. 


Finalmente, la vigencia legal del Nuevo Texto 
Revisado, permitirá disponer de un marco que 
facilitará la modernización de nuestra legislación 
y reglamentación fitosanitaria, adecuándose a 
los nuevos principios y disciplinas que rigen 
internacionalmente, en virtud del Acuerdo sobre 
la Aplicación de Medidas Sanitarias y 
Fitosanitarias de la OMC. 


Es por las razones antes expuestas que el 
Poder Ejecutivo manifiesta su interés en la 
pronta entrada en vigor del mencionado Texto, 
para lo cual se solicita la correspondiente 
aprobación parlamentaria. 


El Poder Ejecutivo reitera al señor Presidente 
de la Asamblea General las seguridades de su 
más alta consideración. 


Didier Opertti, 
Chiesa. 


Sergio 


PROYECTO DE LEY 


Artículo Unico.— Apruébase el Nuevo Texto 
Revisado de la Convención Internacional de 
Protección Fitosanitaria, aprobado por la Conte- 
rencia de FAO, en su 29* Período de Sesiones, 
llevado a cabo en Roma, durante el mes de 
noviembre de 1997. 


Montevideo, 14 de julio de 1998. 


Didier Opertti, 
Chiesa. 


Sergio 


PREAMBULO 
Las partes contratantes, 


reconociendo la necesidad de la cooperación 
internacional para combatir las plagas de las 
plantas y productos vegetales y para prevenir su 
diseminación internacional, y especialmente su 
introducción en áreas en peligro; 


reconociendo que las medidas fitosanitarias 
deben estar técnicamente justificadas, ser trans- 
parentes y no se deben aplicar de manera que 
constituyan un medio de discriminación arbitraria 
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o injustificada o una restricción encubierta, en 
particular del comercio internacional, 


deseando asegurar la estrecha coordinación 
de las medidas tomadas a este efecto; 


deseando proporcionar un marco para la 
formulación y aplicación de medidas fitosanitarias 
armonizadas y la elaboración de normas inter- 
nacionales con este fin; 


teniendo en cuenta los principios aprobados 
internacionalmente que rigen la protección de 
las plantas, de la salud humana y de los 
animales y del medio ambiente; y 


tomando nota de los acuerdos concertados 
como consecuencia de la Ronda Uruguay de 
Negociaciones Comerciales Multilaterales, en 
particular el Acuerdo sobre la Aplicación de 
Medidas Sanitarias y Fitosanitarias; 


han convenido lo siguiente: 


ARTICULO | 
Propósitos y responsabilidades 


1. Con el propósito de actuar eficaz y 
conjuntamente para prevenir la diseminación e 
introducción de plagas de plantas y productos 
vegetales y de promover medidas apropiadas 
para combatirlas, las partes contratantes se 
comprometen a adoptar las medidas legislativas, 
técnicas y administrativas que se especifican en 
esta Convención, y en otros acuerdos suplemen- 
tarios en cumplimiento del Artículo XVI. 


2. Cada parte contratante asumirá la respon- 
sabilidad, sin menoscabo de las obligaciones 
adquiridas en virtud de otros acuerdos interna- 
cionales, de hacer cumplir todos los requisitos 
de esta Convención dentro de su territorio. 


3. La división de responsabilidades para el 
cumplimiento de los requisitos de esta Conven- 
ción entre las Organizaciones Miembros de la 
FAO y sus Estados Miembros que sean partes 
contratantes deberán corresponder a sus res- 
pectivas competencias. 


4. Cuando las partes contratantes lo conside- 
ren apropiado, las disposiciones de esta Con- 
vención pueden aplicarse, además de a las 
plantas y a los productos vegetales, a los 
lugares de almacenamiento, de empacado, los 
medios de transporte, contenedores, suelo y 
todo otro organismo, objeto o material capaz de 
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albergar o diseminar plagas de plantas, en 
particular cuando medie el transporte internacio- 
nal. 


ARTICULO ll 
Términos utilizados 


1. A los efectos de esta Convención, los 
siguientes términos tendrán el significado que se 
les asigna a continuación: 


“Análisis del riesgo de plagas" - proceso de 
evaluación de los testimonios biológicos, cien- 
tíficos y económicos para determinar sí una 
plaga debería ser reglamentada y la intensidad 
de cualesquiera medidas fitosanitarias que han 
de adoptarse para combatirla; 


"Area de escasa prevalencia de plagas" - 
área designada por las autoridades competen- 
tes, que pueden abarcar la totalidad de un país, 
parte de un país o la totalidad o partes de varios 
países, en la que una determinada plaga se 
encuentra en escaso grado y que está sujeta a 
medidas efectivas de vigilancia, control o 
erradicación de la misma; 


"Area en peligro" - área en donde los factores 
ecológicos tavorecen el establecimiento de una 
plaga cuya presencia dentro del área dará como 
resultado importantes pérdidas económicas; 


"Artículo reglamentado" - cualquier planta, 
producto vegetal, lugar de almacenamiento, de 
empacado, medio de transporte, contenedor, 
suelo y cualquier otro organismo, objeto o 
material capaz de albergar o diseminar plagas, 
que se considere que debe estar sujeto a 
medidas fitosanitarias, especialmente cuando se 
involucra el transporte internacional; 


"Comisión" - la Comisión de Medidas 
Fitosanitarias, establecida en virtud de lo 
dispuesto en el Artículo XI; 


"Establecimiento" - perpetuación, para el 
futuro previsible, de una plaga dentro de un área 
después de su entrada; 


"Introducción" - entrada de una plaga que 
resulta en su establecimiento; 


"Medida fitosanitaria" - cualquier legislación, 
reglamento o procedimiento oficial que tenga el 
propósito de prevenir la introducción y/o la 
diseminación de plagas; 


"Medidas fitosanitarias armonizadas" - medi- 
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das fitosanitarias, establecidas por las partes 
contratantes sobre la base de normas interna- 
cionales; 


“Normas internacionales” - normas internacio- 
nales establecidas de conformidad con lo 
dispuesto en el Artículo X, párrafos 1 y 2; 


"Normas regionales" - normas establecidas 
por una organización regional de protección 
fitosanitaria para servir de guía a los miembros 
de la misma; 


"Plaga" - cualquier especie, raza o biotipo 
vegetal o animal o agente patógeno dañino para 
las plantas o productos vegetales; 


"Plaga cuarentenaria" - plaga de importancia 
económica potencial para el área en peligro 
cuando aún la plaga no existe o, si existe, no 
está extendida y se encuentra bajo control 
oficial; j 

"Plaga Cuarentenaria reglamentada" - plaga 
no cuarentenaria cuya presencia en las plantas 
para plantación influye en el uso propuesto para 
esas plantas con repercusiones económicamen- 
te ¡inaceptables y que, por lo tanto, está 
reglamentada en el territorio de la parte 
contratante importadora; 


“Plaga reglamentada" - plaga cuarentenaria o 
plaga no cuarentenaria reglamentada; 


"Plantas" - plantas vivas y partes de ellas, 
incluyendo las semillas y el germoplasma; 


"Productos vegetales" - materiales no manu- 
facturados de origen vegetal (comprendidos los 
granos) y aquellos productos manufacturados 
que, por su naturaleza o por su elaboración, 
puedan crear un riesgo de introducción y 
diseminación de plagas; 


"Secretario" - Secretario de la Comisión 
nombrado en aplicación del Artículo XII; 


"Técnicamente justificado" - justificado sobre 
la base de conclusiones alcanzadas mediante un 
apropiado análisis del riesgo de plagas o, 
cuando proceda otro examen y evaluación 
comparable de la información científica disponi- 
ble. 


2. Se considerará que las definiciones que 
figuran en este Artículo, dada su limitación a la 
aplicación de la presente Convención, no 
afectan a las definiciones contenidas en las 
leyes nacionales o reglamentaciones de las 
partes contratantes. 
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ARTICULO ll! 
Relación con otros acuerdos internacionales 


Nada de lo dispuesto en la presente 
Convención afectará a los derechos y obligacio- 
nes de las partes contratantes en virtud de 
acuerdos internacionales pertinentes. 


ARTICULO IV 


Disposiciones generales relativas a los acuerdos 
institucionales de protección fitosanitaria nacio- 
nal 


1. Cada parte contratante tomará las dispo- 
siciones necesarias para establecer en la mejor 
forma que pueda una organización nacional 
oficial de protección fitosanitaria, con las 
responsabilidades principales establecidas en 
este Artículo. 


2. Las responsabilidades de una organización 
nacional oficial de protección fitosanitaria incluí- 
rán las siguientes: 


a) La emisión de certificados referentes a 
la reglamentación fitosanitaria del país 
importador para los envíos de plantas, 
productos vegetales y otros artículos 
reglamentados; 


b 


o” 


la vigilancia de plantas en cultivo, tanto 
de las tierras cultivadas (por ejemplo 
campos, plantaciones, viveros, jardines, 
invernaderos y laboratorios) y la flora 
silvestre, de las plantas y productos 
vegetales en almacenamiento o en 
transporte, particularmente con el fin de 
informar de la presencia, el brote y la 
diseminación de plagas, y de combatir- 
las, incluida la presentación de informes 
a que se hace referencia en el párrafo 
1 a) del Artículo VIII; 


C 


er 


la inspección de los envíos de plantas 
y productos vegetales que circulen en 
el tráfico internacional y, cuando sea 
apropiado, la inspección de otros 
artículos reglamentados, particularmen- 
te con el fin de prevenir la introducción 
y/o diseminación de plagas; 


d 


ar 


la desinfestación o desinfección de los 
envíos de plantas, productos vegetales 
y otros artículos reglamentados que 
circulen en el tráfico internacional, para 
cumplir los requisitos fitosanitarios; 
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e) la protección de áreas en peligro y la 
designación, mantenimiento y vigilancia 
de áreas libres de plagas y áreas de 
escasa prevalencia de plagas; 


f) la realización de análisis del riesgo de 
plagas; 


9) para asegurar mediante procedimientos 
apropiados que la seguridad fitosanitaria 
de los envíos después de la certifica- 
ción fitosanitaria respecto de la compo- 
sición, sustitución y reinfestación se 
mantiene antes de la exportación; y 


h) la capacitación y formación de personal. 


3. Cada parte contratante tomará tas medidas 
necesarias, en la mejor forma que pueda, para: 


a) la distribución, dentro del territorio de la 
parte contratante, de información sobre 
plagas reglamentadas y sobre los me- 
dios de prevenirlas y controlarlas; 


b) investigaciones en el campo de la pro- 
tección fitosanitaria; 


c) la promulgación de reglamentación fito- 
sanitaria; y 


d) el desempeño de cualquier otra función 
que pueda ser necesaria para la 
aplicación de esta Convención. 


4. Cada una de las partes contratantes 
presentará al Secretario una descripción de su 
organización nacional encargada oficialmente de 
la protección fitosanitaria y de las modificacio- 
nes que en la misma se introduzcan. Una parte 
contratante proporcionará a otra parte contratan- 
te que le solicite una descripción de sus 
acuerdos institucionales en materia de protec- 
ción fitosanitaria. 


ARTICULO V 
Certificación fitosanitaria 


1. Cada parte contratante adoptará disposi- 
ciones para la certificación fitosanitaria, con el 
objetivo de garantizar que las plantas, productos 
vegetales y otros artículos reglamentados expor- 
tados y sus envíos estén conformes con la 
declaración de certificación que ha de hacerse 
en cumplimiento del párrafo 2 b) de este 
Artículo. 


2, Cada parte contratante adoptará disposi- 
ciones para la emisión de certificados 
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fitosanitarios en conformidad con las estipulacio- 
nes siguientes: 


a) La inspección y otras actividades rela- 
cionadas con ella que conduzcan a la 
emisión de certificados fitosanitarios 
serán efectuadas solamente por la 
organización oficial nacional de protec- 
ción fitosanitaria o bajo su autoridad. La 
emisión de certificados fitosanitarios 
estará a cargo de funcionarios públicos, 
técnicamente calificados y debidamente 
autorizados por la organización nacio- 
nal oficial de protección fitosanitaria 
para que actúen en su nombre y bajo 
su control, en posesión de conocimien- 
tos e información de tal naturaleza que 
las autoridades de las partes contratan- 
tes importadoras puedan aceptar los 
certificados fitosanitarios con la con- 
fianza de que son documentos feha- 
cientes. 


b) Los certificados fitosanitarios o sus 
equivalentes electrónicos, cuando la 
parte contratante importadora en cues- 
tión los acepte, deberán redactarse en 
la forma que se indica en los modelos 
que se adjuntan en el Anexo a esta 
Convención. Estos certificados se com- 
pletarán y emitirán tomando en cuenta 
las normas internacionales pertinentes. 


C 


a 


Las correcciones o supresiones no 
certificadas invalidarán el certificado. 


3. Cada parte contratante se compromete a 
no exigir que los envíos de plantas y productos 
vegetales u otros artículos reglamentados que 
se importan a sus territorios vayan acompaña- 
dos de certificados fitosanitarios que no se 
ajusten a los modelos que aparecen en el Anexo 
a esta Convención. Todo requisito de declara- 
ciones adicionales deberá limitarse a lo que esté 
técnicamente justiticado. 


ARTICULO VI 


Plagas reglamentadas 


1. Las partes contratantes podrán exigir 
medidas fitosanitarias para las plagas 
cuarentenarias y las plagas no cuarentenarias 
reglamentadas, siempre que tales medidas sean: 


a) no más restrictivas que las medidas 
aplicadas a las mismas plagas, si están 
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presentes en el territorio de la parte 
contratante importadora; y 


b) limitadas a lo que es necesario para 
proteger la sanidad vegetal y/o salva- 
guardar el uso propuesto y está técni- 
camente justificado por la parte contra- 
tante interesada. 


2. Las partes contratantes no exigirán medi- 
das fitosanitarias para las plagas no reglamen- 
tadas. 


ARTICULO VI 
Requisitos relativos a la importación 


Con el fin de prevenir la introducción y/o la 
diseminación de plagas reglamentadas en sus 
respectivos territorios, las partes contratantes 
tendrán autoridad soberana para reglamentar, 
de conformidad con los acuerdos internacionales 
aplicables, la entrada de plantas, productos 
vegetales y otros artículos reglamentados y, a 
este efecto, pueden: 


a) imponer y adoptar medidas fitosanitarias 
con respecto a la importación de 
plantas, productos vegetales y otros 
artículos reglamentados, incluyendo por 
ejemplo, inspección, prohibición de la 
importación y tratamiento; 


b) prohibir la entrada o detener, o exigir 
el tratamiento, la destrucción o la 
retirada, del territorio de la parte 
contratante, de plantas, productos ve- 
getales y otros artículos reglamentados 
o de sus envíos que no cumplan con 
las medidas fitosanitarias estipuladas o 
adoptadas en virtud de lo dispuesto en 
el apartado (a); 


c) prohibir o restringir el traslado de 
plagas reglamentadas en sus territorios; 


d 


me 


prohibir o restringir, en sus territorios, 
el desplazamiento de agentes de con- 
trol biológico y otros organismos de 
interés fitosanitario que se considere 
que son beneficiosos. 


2. Con el fin de minimizar la interferencia en 
el comercio internacional, las partes contratan- 
tes, en el ejercicio de su autoridad con arreglo 
a lo dispuesto en el párrato 1 de este Artículo, 
se comprometen a proceder de acuerdo con las 
siguientes condiciones: 
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a) Las partes contratantes, al aplicar su 


[a 
rr 


c) 


d) 


e) 


legislación fitosanitaria, no tomarán 
ninguna de las medidas especificadas 
en el párrafo 1 de este Artículo, a 
menos que resulten necesarias debido 
a consideraciones fitosanitarias y estén 
técnicamente justificadas. 


Las partes contratantes deberán publi- 
car y transmitir los requisitos, restriccio- 
nes y prohibiciones fitosanitarios inme- 
diatamente después de su adopción a 
cualesquiera partes contratantes que 
consideren que podrían verse directa- 
mente afectadas por tales medidas. 


Las partes contratantes deberán, sí 
alguna de ellas lo solicita, poner a su 
disposición los fundamentos de los 
requisitos, restricciones y prohibiciones 
fitosanitarios. 


Si una parte contratante exige que los 
envíos de ciertas plantas o productos 
vegetales se importen solamente a 
través de determinados puntos de 
entrada, dichos puntos deberán ser 
seleccionados de manera que no se 
entorpezca sin necesidad el comercio 
internacional. La respectiva parte con- 
tratante publicará una lista de dichos 
puntos de entrada y la comunicará al 
Secretario, a cualquier organización 
regional de protección fitosanitaria a la 
que pertenezca, a todas las partes 
contratantes que la parte contratante 
considere que podrían verse directa- 
mente afectadas, y a otras partes 
contratantes que lo soliciten. Estas 
restricciones respecto a los puntos de 
entrada no se establecerán, a menos 
que las plantas, productos vegetales u 
otros artículos reglamentados en cues- 
tión necesiten ir amparados por certifi- 
cados fitosanitarios o ser sometidos a 
inspección o tratamiento. 


Cualquier inspección u otro procedi- 
miento fitosanitario exigido por la orga- 
nización de protección fitosanitaria de 
una parte contratante para un envío de 
plantas, productos vegetales u otros 
artículos reglamentados que se ofrecen, 
para la importación deberá efectuarse 
lo más pronto posible, teniendo debida- 
mente en cuenta su perecibílidad. 


t) 
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Las partes contratantes importadoras 
deberán informar, lo antes posible, de 
los casos importantes de incumplimien- 
to de la certificación fitosanitaria a la 
parte contratante exportadora interesa- 
da o, cuando proceda, a la parte 
contratante exportadora interesada. La 
parte contratante exportadora o, cuando 
proceda, la parte contratante reexpor- 
tadora en cuestión investigará y comu- 
nicará a la parte contratante importadora 
en cuestión, si así lo solicita, las 
conclusiones de su investigación. 


g) Las partes contratantes deberán esta- 


blecer solamente medidas fitosanitarias 
que estén técnicamente justificadas, 
consistentes con el riesgo de plagas de 
que se trate y constituyan las medidas 
menos restrictivas disponibles y den 
lugar a un impedimento mínimo de los 
desplazamientos internacionales de 
personas, productos básicos y medios 
de transporte. 


h) Las partes contratantes deberán asegu- 


rar, cuando cambien las condiciones y 
se disponga de nuevos datos, la 
modificación pronta o la supresión de 
las medidas fitosanitarias si se conside- 
ra que son innecesarias. 


Las partes contratantes deberán esta- 
blecer y actualizar, lo mejor que 
puedan, listas de plagas reglamenta- 
das, con sus nombres científicos, y 
poner dichas listas periódicamente a 
disposición del Secretario, las organiza- 
ciones regionales de protección 
fitosanitaria a las que pertenezcan y a 
otras partes contratantes, si así lo 
solicitan. 


Las partes contratantes deberán llevar 
a cabo, lo mejor que puedan, una 
vigilancia de plagas y desarrollar y 
mantener información adecuada sobre 
la situación de las plagas para facilitar 
su clasificación, así como para elaborar 
medidas fitosanitarias apropiadas. Es- 
ta información se pondrá a disposición 
de las partes contratantes que la 
soliciten. 


3. Una parte contratante podrá aplicar las 
medidas especificadas en este Artículo a plagas 
que pueden no tener la capacidad de estable- 
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cerse en sus territorios pero que, si lograran 
entrar, causarían daños económicos. Las medi- 
das que se adopten para controlar estas plagas 
deben estar técnicamente justificadas. 


4. Las partes contratantes podrán aplicar las 
medidas especificadas en este Artículo a los 
envíos en tránsito a través de sus territorios sólo 
cuando dichas medidas estén técnicamente 
justificadas y sean necesarias para prevenir la 
introducción y/o diseminación de plagas. 


5. Nada de lo dispuesto en este Artículo 
impedirá a las partes contratantes importadoras 
dictar disposiciones especiales, estableciendo 
las salvaguardas adecuadas, para la importa- 
ción, con fines de investigación cientítica o de 
enseñanza de plantas y productos vegetales, 
otros artículos reglamentados, y de plagas de 
plantas. 


6. Nada de lo dispuesto en este Artículo 
impedirá a cualquier parte contratante adoptar 
medidas apropiadas de emergencia ante la 
detección de una plaga que represente una 
posible amenaza para sus territorios o la 
notificación de tal detección. Cualquier medida 
de esta índole se deberá evaluar lo antes 
posible para asegurar que está justificado su 
mantenimiento. La medida tomada se notificará 
inmediatamente a las partes contratantes inte- 
resadas, al Secretario y a cualquier organización 
regional de protección fitosanitaria a la que 
pertenezca la parte contratante. 


ARTICULO VIII 
Cooperación internacional 


1. Las partes contratantes cooperarán entre 
sí en la mayor medida posible para el 
cumplimiento de los fines de la presente 
Convención, y deberán en particular: 


a) cooperar en el intercambio de informa- 
ción sobre plagas de plantas, en 
particular comunicando la presencia, el 
brote o la diseminación de plagas que 
puedan constituir un peligro inmediato 
o potencial, de conformidad con los 
procedimientos que pueda establecer la 
Comisión; 


b) participar, en la medida de lo posible, 
en cualesquiera campañas especiales 
para combatir las plagas que puedan 
amenazar seriamente la producción de 
cultivos y requieran medidas internacio- 


nales para hacer frente a las emergen- 
cias; y 

c) cooperar, en la medida en que sea 
factible, en el suministro de información 
técnica y biológica necesaria para el 
análisis del riesgo de plagas. 


2. Cada parte contratante designará un punto 
de contacto para el intercambio de información 
relacionada con la aplicación de la presente 
Convención. 


ARTICULO IX 


Organizaciones regionales de protección fitosa- 
nitaria 


1. Las partes contratantes se comprometen a 
cooperar entre sí para establecer organizaciones 
regionales de protección fitosanitaria en las 
áreas apropiadas. 


2. Las organizaciones regionales de protec- 
ción fitosanitaria funcionarán como organismos 
de coordinación en las áreas de su jurisdicción, 
participarán en las distintas actividades encami- 
nadas a alcanzar los objetivos de esta Conven- 
ción y, cuando así convenga, reunirán y 
divulgarán información. 


3. Las organizaciones regionales de protec- 
ción fitosanitaria cooperarán con el Secretario 
en la consecución de los objetivos de la 
Convención y, cuando proceda, cooperarán con 
el Secretario y la Comisión en la elaboración de 
normas internacionales. 


4. El Secretario convocará Consultas Técni- 
cas periódicas de representantes de las orga- 
nizaciones regionales de protección fitosanitaria 
para: 


a) promover la elaboración y utilización de 
normas internacionales pertinentes para 
medidas fitosanitarias; y 


b) estimular la cooperación interregional 
para promover medidas fitosanitarias 
armonizadas destinadas a controlar 
plagas e impedir su diseminación y/o 
introducción. 


ARTICULO X 


Normas 


1. Las partes contratantes acuerdan cooperar 
en la elaboración de normas internacionales de 
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conformidad con los procedimientos adoptados 
por la Comisión. 


2. La aprobación de las normas internaciona- 
les estará a cargo de la Comisión. 


3. Las normas regionales deben ser consis- 
tentes con los principios de esta Convención; 
tales normas podrán depositarse en la Comisión 
para su consideración como posibles normas 
internacionales sobre medidas fitosanitarias si 
se aplican más ampliamente. 


4. Cuando emprendan actividades relaciona- 
das con esta Convención, las partes contratan- 
tes deberán tener en cuenta, según proceda, las 
normas internacionales. 


ARTICULO XI 
Comisión de Medidas Fitosanitarias 


1. Las partes contratantes acuerdan el esta- 
blecimiento de la Comisión de Medidas 
Fitosanitarias en el ámbito de la Organización 
de las Naciones Unidas para la Agricultura y la 
Alimentación (FAO). 


2. Las funciones de la Comisión serán 
promover la plena consecución de los objetivos 
de la Convención, y en particular: 


a) examinar el estado de la protección 
fitosanitaria en el mundo y la necesidad 
de medidas para controlar la disemina- 
ción ¡internacional de plagas y su 
introducción en áreas en peligro; 


b 


mm” 


establecer y mantener bajo revisión los 
mecanismos y procedimientos institucio- 
nales necesarios para la elaboración y 
aprobación de normas internacionales, 
y aprobar éstas; 


Cc 


o 


establecer reglas y procedimientos para 
la solución de controversias de con- 
formidad con lo dispuesto en el Artícu- 
to XIIl; 


establecer los órganos auxiliares de la 
Comisión que puedan ser necesarios 
para el desempeño apropiado de sus 
funciones; 


d 


uo 


e 


mo 


aprobar directrices relativas al recono- 
cimiento de las organizaciones regiona- 
les de protección fitosanitaria; 


f) establecer la cooperación con otras 
organizaciones internacionales pertinen- 
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tes sobre asuntos comprendidos en el 
ámbito de la presente Convención; 


9) aprobar las recomendaciones que sean 
necesarias para la aplicación de la 
Convención; y 


h) desempeñar otras funciones que pue- 
dan ser necesarias para el logro de jos 
objetivos de esta Convención. 


3. Podrán pertenecer a la Comisión todas las 
partes contratantes. 


4. Cada parte contratante podrá estar repre- 
sentada en las reuniones de la Comisión por un 
solo delegado, que puede estar acompañado por 
un suplente y por expertos y asesores. Los 
suplentes, expertos y asesores podrán tomar 
parte de los debates de la Comisión, pero no 
votar, excepto en el caso de un suplente 
debidamente autorizado para sustituir al delega- 
do. 


5. Las partes contratantes harán todo lo 
posible para alcanzar un acuerdo sobre todos 
los asuntos por consenso. En el caso de que 
se hayan agotado todos los esfuerzos para 
alcanzar el consenso y no se haya llegado a un 
acuerdo, la decisión se adoptará en última 
instancia por mayoría de dos tercios de las 
partes contratantes presentes y votantes. 


6. Una Organización Miembro de la FAO que 
sea parte contratante y los Estados Miembros 
de dicha Organización Miembro que sean partes 
contratantes ejercerán los derechos y cumplirán 
las obligaciones que les corresponden como 
miembros de conformidad, mutatis mutandis, con 
las disposiciones de la Constitución y el 
Reglamento General de la FAO. 


7. La Comisión podrá aprobar y enmendar, 
en caso necesario, su propio reglamento, que 
no deberá ser incompatible con la presente 
Convención o con la Constitución de la FAO. 


8. El Presidente de la Comisión convocará 
una reunión ordinaria anual de ésta. 


9. Las reuniones extraordinarias de la Comi- 
sión serán convocadas por el Presidente de la 
Comisión a petición de por lo menos un tercio 
de sus miembros. 


10. La Comisión elegirá su Presidente y no 
más de dos Vicepresidentes, cada uno de los 
cuales ocupará el cargo por un período de dos 
años. : 
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ARTICULO XII 
Secretaría 


1. El Secretario de la Comisión será nombra- 
do por el Director General de la FAO. 


2. El Secretario contará con la ayuda del 
personal de secretaría que sea necesario. 


3. El Secretario se encargará de llevar a 
cabo las políticas y actividades de la Comisión 
y desempeñar cualesquiera otras funciones que 
se le asignen en la presente Convención, e 
informará al respecto a la Comisión. 


4. El Secretario divulgará: 


a) normas internacionales, en un plazo de 
sesenta días a partir de su aprobación, 
a todas las partes contratantes; 


b 


or 


listas de puntos de entrada comunica- 
das por las partes contratantes, tal 
como se estipula en el párrato 2 d) del 
Artículo VIl, a todas las partes contra- 
tantes; 


C 


mor 


listas de plagas reglamentadas cuya 
introducción está prohibida o a la que 
se hace referencia en el párrafo 2 ¡) del 
Artículo VII, a todas las partes contra- 
tantes y a las organizaciones regionales 
de protección fitosanitaria; 


d 


rr 


información recibida de las partes con- 
tratantes sobre requisitos, restricciones, 
y prohibiciones, a las que se hace 
referencia en el párrafo 2 b) del Artícu- 
lo Vil, y descripciones de las organiza- 
ciones nacionales de protección 
fitosanitaria, a las que se hace referen- 
cia en el párrafo 4 del Artículo 1V. 


5. El Secretario proporcionará traducciones a 
los idiomas oficiales de la FAO de la documen- 
tación para las reuniones de la Comisión y de 
las normas internacionales. 


6. El Secretario cooperará con las organiza- 
ciones regionales de protección fitosanitaria 
para lograr los fines de la Convención. 


ARTICULO XI! 


Solución de controversias 


1. Si surge alguna controversia respecto a la 
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interpretación o aplicación de esta Convención 
o si una de las partes contratantes considera 
que la actitud de otra parte contratante está en 
conflicto con las obligaciones que imponen a 
ésta los Artículos V y VII de esta Convención 
y, especialmente, en lo que se refiere a las 
razones que tenga para prohibir o restringir las 
importaciones de plantas, productos vegeta- 
les u otros artículos reglamentados proce- 
dentes de sus territorios, las partes contratantes 
interesadas deberán consultar entre sí lo antes 
posible con objeto de solucionar la contro- 
versia. 


2. Si la controversia no se puede solucionar 
por los medios indicados en el párrafo 1, la parte 
o partes contratantes interesadas podrán pedir 
al Director General de la FAO que nombre un 
comité de expertos para examinar la cuestión 
controvertida, de conformidad con los reglamen- 
tos y procedimientos que puedan ser adoptados 
por la Comisión. 


3. Este Comité deberá incluir representantes 
designados por cada parte contratante interesa- 
da. El Comité examinará la cuestión en disputa, 
teniendo en cuenta todos los documentos y 
demás medios de prueba presentados por las 
partes contratantes interesadas. El Comité debe- 
rá preparar un informe sobre los aspectos técni- 
cos de la controversia con miras a la búsqueda 
de una solución. La preparación del informe y 
su aprobación deberán ajustarse a los reglamen- 
tos y procedimientos establecidos por la Comi- 
sión, y el informe será transmitido por el Director 
General a las partes contratantes interesadas. 
El informe podrá ser presentado también, 
cuando así se solicite, al órgano competente de 
la organización internacional encargada de 
solucionar las controversias comerciales. 


4. Las partes contratantes convienen en que 
las recomendaciones de dicho Comitié, aunque 
no tienen carácter obligatorio, constituirán la 
base para que las partes contratantes interesa- 
das examinen de nuevo las cuestiones que 
dieron lugar al desacuerdo. 


5. Las partes contratantes interesadas com- 
partirán los gastos de los expertos. 


6. Las disposiciones del presente Artículo 
serán complementarias y no derogatorias de los 
procedimientos de solución de controversias 
estipulados en otros acuerdos internacionales 
relativos a asuntos comerciales. 
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ARTICULO XIV 
Sustitución de acuerdos anteriores 


Esta Convención dará fin y sustituirá, entre 
las partes contratantes, a la Convención inter- 
nacional relativa a las medidas que deben 
tomarse contra la Phylloxera vastatrix, suscrita 
el 3 de noviembre de 1881, a la Convención 
adicional firmada en Berna el 15 de abril de 
1889, y a la Convención Internacional de 
Protección Fitosanitaria firmada en Roma, el 16 
de abril de 1929. 


ARTICULO XV 
Aplicación territorial 


1. Toda parte contratante puede, en el 
momento de la ratificación o de la adhesión o 
posteriormente, enviar al Director General de la 
FAO la declaración de que esta Convención se 
extenderá a todos o a algunos de los territorios 
de cuyas relaciones internacionales sea respon- 
sable, y esta Convención se aplicará a todos los 
territorios especificados en dicha declaración a 
partir del trigésimo día de su recepción por el 
Director General. 


2. Toda parte contratante que haya enviado 
al Director General de la FAO una declaración 
de acuerdo con el párrafo 1 de este Artículo 
podrá, en cualquier momento, enviar una nueva 
declaración que modifique el alcance de cual- 
quier declaración anterior o que haga cesar la 
aplicación de las disposiciones de la presente 
Convención a cualquier territorio. Dicha modifi- 
cación o cancelación surtirá efecto 30 días 
después de la fecha en que la declaración haya 
sido recibida por el Director General. 


3. El Director General de la FAO informará 
a todas las partes contratantes de cualquier 
declaración recibida con arreglo al presente 
Artículo. 


ARTICULO XVI 
Acuerdos suplementarios 


1. Las partes contratantes podrán, con el fin 
de resolver problemas especiales de protección 
fitosanitaria que necesiten particular atención o 
cuidado, concertar acuerdos suplementarios. 
Tales acuerdos podrán ser aplicables a regiones 
concretas, a determinadas plagas, a ciertas 
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plantas y productos vegetales, a determinados 
métodos de transporte internacional de plantas 
y productos vegetales o complementar de 
cualquier otro modo las disposiciones de esta 
Convención. 


2. Todo acuerdo suplementario de este tipo 
entrará en vigor para cada parte contratante 
interesada después de su aceptación de contor- 
midad con los acuerdos suplementarios perti- 
nentes. 


3. Los acuerdos suplementarios promoverán 
el logro de los objetivos de esta Convención y 
se ajustarán a los principios y disposiciones de 
la misma, así como a los principios de 
transparencia y no discriminación y de evitar 
restricciones encubiertas, especialmente en el 
comercio internacional. 


ARTICULO XVII 
Ratificación y adhesión 


1. Esta Convención quedará abierta a la 
firma de todos los Estados hasta el 12 de mayo 
de 1952 y deberá ser ratificada a la mayor 
brevedad posible. Los instrumentos de ratifica- 
ción serán depositados en la Oficina del Director 
General de la FAO, quien comunicará a todos 
los Estados signatarios la fecha en que se haya 
verificado el depósito. 


2. Tan pronto como haya entrado en vigor 
esta Convención, conforme a lo dispuesto en el 
Artículo XXIl, quedará abierta a la adhesión de 
los Estados no signatarios y Organizaciones 
Miembros de la FAO. La adhesión se efectuará 
mediante la entrega del instrumento de adhesión 
ante el Director General de la FAO, quien 
comunicará el particular a todas las partes 
contratantes. 


3. Cuando una Organización Miembro de la 
FAO se hace parte contratante en esta Conven- 
ción, dicha Organización Miembro deberá, de 
conformidad con lo dispuesto en el párrafo 7 del 
Artículo ll de la Constitución de la FAO, según 
proceda, notificar en el momento de su adhesión 
tas modificaciones o aclaraciones a su declara- 
ción de competencias sometida en virtud del 
párrafo 5 del Artículo ll de la Constitución de 
la FAO, según sea necesario teniendo en cuenta 
su aceptación de esta Convención. Cualquier 
parte contratante en esta Convención podrá, en 
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cualquier momento, pedir a una Organización 
Miembro de la FAO que sea parte contratante 
en esta Convención que facilite información 
sobre quién, entre la Organización Miembro y 
sus Estados Miembros, es responsable de la 
aplicación de cualquier asunto concreto regulado 
por esta Convención. La Organización Miembro 
deberá facilitar esa información en un plazo de 
tiempo razonable. 


ARTICULO XVIII 
Partes no contratantes 


Las partes contratantes alentarán a cualquier 
Estado u Organización Miembro de la FAO y no 
sea parte de la presente Convención a aceptar- 
la, y alentarán a cualquier parte no contratante 
a que aplique medidas fitosanitarias acordes con 
las disposiciones de esta Convención y cual- 
quier norma internacional aprobada con arreglo 
a ella. 


ARTICULO XIX 


Idiomas 


1. Serán textos auténticos de la Convención 
los redactados en todos los idiomas oficiales de 
la FAO. 


2. Nada de lo dispuesto en la presente 
Convención se interpretará como una exigencia 
a las partes contratantes de proporcionar y 
publicar documentos o proporcionar copias de 
ellos en idiomas distintos de los de la parte 
contratante, con las excepciones que se indican 
en el párrafo 3 infra. 


Los siguientes documentos estarán en al 
menos uno de los idiomas oficiales de la FAO: 


a) información proporcionada de acuerdo 
con lo dispuesto en el párrafo 4 del 
Artículo IV; 


b) notas de envío con datos bibliográficos 
transmitidas de acuerdo con lo dispues- 
to en el párrafo 2 b) del Artículo VII; 


c) información proporcionada con arreglo 
a to dispuesto en los párrafos 2 b), d), 
) y j) del Artículo VII; 


d) notas con datos bibliográficos y un 
breve resumen sobre documentos de 
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interés relativos a la información pro- 
porcionada de acuerdo con lo dispuesto 
en el párrafo 1 a) del Artículo VI!!; 


e 


rr 


solicitudes de información a los puntos 
de contacto, así como las respuestas a 
tales solicitudes, pero excluidos los 
documentos que se adjunten; 


f) todo documento puesto a disposición 
por las partes contratantes para las 
reuniones de la Comisión. 


ARTICULO XX 
Asistencia técnica 


Las partes contratantes acuerdan fomentar la 
prestación de asistencia técnica a las partes 
contratantes, especialmente las que sean países 
en desarrollo, de manera bilateral o por medio 
de las organizaciones internacionales apropia- 
das, con objeto de facilitar la aplicación de esta 
Convención. 


ARTICULO XXI 
Enmiendas 


1. Cualquier propuesta que haga una parte 
contratante para enmendar esta Convención 
deberá comunicarse al Director General de la 
FAO. 


2. Cualquier propuesta de enmienda a esta 
Convención que reciba el Director General de 
la FAO de una parte contratante deberá ser 
presentada en un período ordinario o extraordi- 
nario de sesiones de la Comisión para su 
aprobación y, si la enmienda implica cambios 
técnicos de importancia o impone obligaciones 
adicionales a las partes contratantes, deberá ser 
estudiada por un comité consultivo de especia- 
listas que convoque la FAO antes de la reunión 
de la Comisión. 


3. El Director General de la FAO notificará a 
las partes contratantes cualquier propuesta de 
enmienda de la presente Convención, que no 
sea una enmienda al Anexo, a más tardar en 
la fecha en que se envíe el programa del 
período de sesiones de la Comisión en el cual 
haya de considerarse dicha enmienda. 


4. Cualquiera de las enmiendas a esta 
Convención así propuesta requerirá la aproba- 
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ción de la Comisión y entrará en vigor a los 30 
días de haber sido aceptada por las dos terceras 
partes de las partes contratantes. A efectos del 
presente Artículo, un instrumento depositado por 
una Organización Miembro de la FAO no se 
considerará adicional a los depositados por los 
Estados Miembros de dicha organización. 


5. Sin embargo, las enmiendas que impliquen 
nuevas obligaciones para las partes contratantes 
entrarán en vigor, para cada una de dichas 
partes, solamente después de que las hayan 
aceptado y de que hayan transcurrido 30 días 
desde dicha aceptación. Los instrumentos de 
aceptación de las enmiendas que impliquen 
nuevas obligaciones deberán depositarse en el 
despacho del Director General de la FAO, quien 
a su vez deberá informar a todas las partes 
contratantes del recibo de las aceptaciones y la 
entrada en vigor de las enmiendas. 


6. Las propuestas de enmiendas a los 
modelos de certificado fitosanitario que figura en 
el Anexo a esta Convención se enviarán al 
Secretario y serán examinadas por la Comisión 
para su aprobación. Las enmiendas al Anexo 
que apruebe la Comisión entrarán en vigor a los 
noventa días de su notificación a las partes 
contratantes por el Secretario. 


7. Tras hacerse efectiva una enmienda a los 
modelos de certificado fitosanitario que se 
establece en el Anexo a esta Convención, las 
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versiones precedentes de los certificados 
fitosanitarios tendrán también validez legal para 
los efectos de esta Convención durante un 
período no superior a doce meses. 


ARTICULO XXI! 


Vigencia 


Tan pronto como esta Convención haya sido 
ratificada por tres Estados signatarios, entrará 
en vigor entre ellos. Para cada Estado u 
Organización Miembro de la FAO que la ratifique 
o que se adhiera en lo sucesivo, entrará en vigor 
a partir de la techa de depósito de su 
instrumento de ratificación o adhesión. 


ARTICULO XXI! 


Denuncia 


1. Toda parte contratante podrá en cualquier 
momento denunciar esta Convención mediante 
notificación dirigida al Director General de la 
FAO. El Director General intormará inmediata- 
mente a todas las partes contratantes. 


2. La denuncia surtirá efecto un año después 
de la fecha en que el Director General de la FAO 
haya recibido la notificación. 
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Anexo 
Modelo de Certificado Fitosanitario 


Organización de Protección Fitosanitaria 


A: Organización (es) de Protección Fitosanitaria de 


1, Descripción del Envío 
Nombre y dirección del exportador: 


Nombre y dirección declarados del destinatario: 


Número y descripción de los bultos: 


Marcas distintivas: 


Lugar de origen: 


Medios de transporte declarados: 


Punto de entrada declarado: 


Cantidad declarada y nombre del producto: 


Nombre botánico de las plantas: 


Por la presente se certifica que las plantas, productos vegetales u otros artículos reglamentados 
descritos aquí se han inspeccionado y/o sometido a ensayo de acuerdo con los procedimientos 
oficiales adecuados y se considera que están libres de las plagas cuarentenarias especificadas 
por la parte contratante importadora y que cumplen los requisitos fitosanitarios vigentes de la parte 
contratante importadora, incluidos los relativos a las plagas no cuarentenarias reglamentadas. 


Se considera que están sustancialmente libres de otras plagas. * 
il, Declaración Adicional 
lll. Tratamiento de Desinfestación o Desinfección 

Fecha _______ Tratamiento ______ Producto químico (ingrediente activo) 
Duración y temperatura Concentración 
Información adicional 

Lugar de expedición 
(Sello de la Organización) Nombre del funcionario autorizado 

Fecha 


(Firma) 


Esta Organización ___________________ (nombre de la Organización de Protección Fitosanitaria) 
y sus funcionarios y representantes declinan toda responsabilidad financiera 
resultante de este certificado. * 


* 


Cláusula facultativa 
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Modelo de Certificado Fitosanitario para la Reexportación 


N2 
Organización de Protección Fitosanitaria de (parte contratante de  reexpor- 
tación) 
A: Organización (es) de Protección Fitosanitaria de (parte (s) contratante (s) de 
importación) 


1. Descripción del Envío 
Nombre y dirección del exportador: 
Nombre y dirección declarados del destinatario: 
Número y descripción de los bultos: 
Marcas distintivas: 
Lugar de origen: 
Medios de transporte declarados: ss 
Punto de entrada declarado: > 
Cantidad declarada y nombre' del producto: 
Nombre botánico de las plantas: 


Por la presente se certifica que las plantas, productos vegetales u otros artículos 


reglamentados descritos más arriba se importaron en __________ (parte contratante 
de reexportación) desde (parte contratante de origen) amparados 
por el Certificado Fitosanitario N*________ original* [7] copia fiel certificada [7] 
del cual se adjunta al presente certificado; que están empacados* [] reempaca- 
dos [J en recipientes originales" [] nuevos [7], que tomando como base el 


Certificado Fitosanitario original" [] y la inspección adicional ff], se considera que se 
ajustan a los requisitos fitosanitarios vigentes de en la parte contratante importadora, 
y que durante el almacenamiento en ___________ (parte contratante de  reexportación) el 
envío no estuvo expuesto a riesgos de infestación o infección. 


* Marcar la casilla [] correspondiente. 
Il. Declaración Adicional 
111. Tratamiento de Desinfestación o Desintección 

Fecha ________ Tratamiento _______ Producto químico (ingrediente activo) 
Duración y temperatura ____________Concentración 
información adicional 

Lugar de expedición 
(Sello de la Organización) Nombre del funcionario autorizado 

Fecha 


(Firma) 


Esta Organización _______________, (nombre de la Organización de Protección Fitosanitaria) y 
sus funcionarios y representantes declinan toda responsabilidad financiera resultante de este 
certificado.** 


** Cláusula facultativa. 


Mantes 3 de abril de 2001 


CAMARA DE SENADORES 


La Cámara de Senadores en sesión de hoy 
ha aprobado el siguiente 


PROYECTO DE LEY 


Artículo Unico.— Apruébase el Nuevo Texto 
Revisado de la Convención Internacional de 
Protección Fitosanitaria, aprobado por la Confe- 
rencia de FAO en su 29% Período de Sesiones, 
llevado a cabo en Roma durante el mes de 
noviembre de 1997. 


Sala de Sesiones de la Cámara de Senado- 
res, en Montevideo, a 9 de agosto de 2000. 


Luis Hierro López 


Presidente 
Mario Farachio 
Secretario”. 
Anexo l al 
Rep. N* 277 


"CAMARA DE REPRESENTANTES 


Comisión de Asuntos 
Internacionales 


INFORME 


Señores Representantes: 


Vuestra Comisión de Asuntos Internacionales 
ha analizado en detalle el Nuevo Texto Revisado 
de la Convención Internacional de Protección 
Fitosanitaria, aprobado por la Conferencia de la 
FAO en su 29% Período de Sesiones, llevado a 
cabo en Roma, durante el mes de noviembre de 
1997. 


Aquella Convención fue suscrita el 6 de 
diciembre de 1969 y ratificada por la República 
por la Ley N* 13.805, de 1% de diciembre de 
1969, así como también se aprobaron las 
enmiendas adoptadas en la 20% Conferencia de 
la FAO en noviembre de 1979. 


El nuevo texto es producto de la nueva 
revisión efectuada a efectos de alinear la 
Convención con los principios y disciplinas de 
la Organización Mundial del Comercio. En tal 
sentido, podemos apuntar algunos de los 
cambios efectuados, algunas veces ampliando el 
sentido de las disposiciones, otras ajustándolo 
a las reglas de comercio, y en general puliendo 
la redacción de modo de asegurar la plena 
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eficacia de la Convención en el terreno prác- 
tico. 


En el Preámbulo, se reconoce la necesidad 
de la cooperación internacional para combatir 
las plagas de las plantas y productos vegetales 
y para prevenir su diseminación internacional y, 
especialmente, su introducción en áreas en 
peligro. Se reconoce la necesidad de que las 
medidas fitosanitarias deban ser técnicamente 
justificables, transparentes y que no constituyan 
un medio de discriminación arbitraria o injusti- 
ficada o una restricción encubierta, en particular 
del comercio internacional, 


Se manifiesta como intención el deseo de 
proporcionar un marco para la formulación y 
aplicación de medidas fitosanitarias armoniza- 
das y la elaboración de normas internacionales 
a ese fin. 


En el Artículo Il, se introduce una detallada 
lista de términos con su definición, entre los que 
se incluye el concepto de análisis del riesgo de 
plagas, áreas de escasa prevalencia de plagas, 
áreas en peligro, cuál es el artículo reglamen- 
tado (o sea cualquier planta, producto vegetal, 
lugar de almacenamiento, empacado, medios de 
transporte, contenedor, suelo o cualquier otro 
organismo, objeto o material capaz de albergar 
o diseminar plagas). 


En el Artículo IV se detallan las disposiciones 
generales relativas a los acuerdos institucionales 
de protección fitosanitaria nacional, establecien- 
do que cada Parte Contratante tomará las 
disposiciones necesarias para establecer, en la 
mejor forma que pueda, una organización 
nacional oficial de protección fitosanitaria, dis- 
poniendo de un listado de responsabilidades de 
dicha organización. Entre ellas luce la emisión 
de certificados referentes a la reglamentación 
fitosanitaria del país importador para los envíos 
de plantas, productos vegetales y otros artículos 
reglamentados; tareas de vigilancia de plantas 
en cultivo, inspecciones de envíos de plantas y 
productos vegetales, desinfección de los mis- 
mos, protección de áreas en peligro, realización 
de análisis de riesgo de plagas y otros. 


En el Artículo V se reglamenta la certificación 
fitosanitaria, la cual tiene como objetivo garan- 
tizar que las plantas, productos vegetales y 
otros artículos estén conformes a la declaración 
del certificado emitido. La modificación que se 
introduce al respecto está contenida en el 
Apartado 3, por el cual cada Parte se 
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compromete a no exigir que los envíos de 
plantas y productos vegetales u otros artículos 
reglamentados que se importan a sus territorios 
vayan acompañados de certificados fitosanitarios 
que no se ajusten a los modelos que aparecen 
en el Anexo de la Convención, debiéndose 
limitar a lo técnicamente justificable todo 
requisito de declaraciones adicionales. 


El Artículo VII contiene los requisitos relativos 
a la importación, que a fin de prevenir la 
introducción o diseminación de plagas reglamen- 
tadas, en sus respectivos territorios, podrán 
reglamentar las Partes en forma soberana, y 
conforme a los acuerdos internacionales, pu- 
diendo adoptar medidas, incluyendo la inspec- 
ción y la prohibición de la importación, o exigir 
el tratamiento o la destrucción de las plantas, 
productos vegetales y demás artículos cuando 
sus envíos no cumplan con las medidas 
estipuladas. 


Pero también, las Partes se comprometen a 
minimizar la interferencia en el comercio inter- 
nacional, procediendo de forma tal que al aplicar 
su legislación fitosanitaria, sólo se tomarán 
medidas técnicamente justificadas, debiendo 
existir publicidad de los requisitos, restricciones 
y prohibiciones una vez adoptados los mismos. 


En el numeral 4, también se contempla la 
posibilidad de aplicar medidas a los envíos en 
tránsito a través de territorios, sólo cuando las 
mismas tengan sustento técnico y sean necesa- 
rias para prevenir la introducción y diseminación 
de plagas. 


El Artículo VIll introduce novedades en 
cuanto a la cooperación internacional, fijando 
particularmente los deberes de las Partes, 
incluyendo la cooperación en el intercambio de 
información sobre plagas, el brote y disemina- 
ción de las mismas, incentivar la campaña de 
combate a las plagas que puedan amenazar 
seriamente la producción de cultivos y otros. 
Igualmente, las Partes se comprometen a 
cooperar y establecer organizaciones regionales 
de protección fitosanitaria, que coordinarán en 
su jurisdicción, a efectos de alcanzar los 
objetivos de esta Convención. 


El Artículo X introduce el tratamiento del tema 
de las normas internacionales, cuya aprobación 
estará a cargo de la Comisión de Medidas 
Fitosanitarias, que crea el Artículo Xl en el 
ámbito de la FAO, cuyos cometidos y funciones 
están enumerados en el numeral 2 de dicho 
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artículo. Habrá un Secretario de la Comisión 
nombrado por el Director General de la FAO, 
quien se encargará de llevar a cabo las políticas 
y actividades de la misma. 


En cuanto a la solución de controversias, se 
mantiene el mismo sistema de la Convención 
original, lo mismo que en la aplicación territorial. 


El Artículo XVI contempla la posibilidad de 
realizar acuerdos suplementarios a fin de 
resolver problemas especiales de protección 
fitosanitaria. 


En cuanto a la ratificación y adhesión, se 
actualizan las disposiciones originales a la 
realidad diversa del concierto internacional. 


Por el Artículo XX las Partes acuerdan 
fomentar la prestación de asistencia técnica a 
las Partes Contratantes, en especial a los países 
en desarrollo, con objeto de facilitar la aplica- 
ción de la Convención. 


En atención a la importancia sustancial del 
contenido de la Convención sometida a análisis, 
ya que su contenido se ajusta a las actuales 
condiciones de la comunidad internacional, esta 
Comisión aconseja al Cuerpo la aprobación del 
proyecto de ley adjunto, el que ya mereciera la 
sanción de la Cámara de Senadores. 


Sala de la Comisión, 7 de marzo de 2001. 


Arturo Heber Fúllgratf, 
Miembro informante; Félix 
Laviña, Eduardo Mugu- 
ruza, Enrique Pintado, 
Carlos Pita, Julio Luis 
Sanguinetti, Julio C. 
Silveira". 


— Léase el proyecto. 
(Se lee) 
— En discusión general. 


Tiene la palabra el miembro informante, señor 
Diputado Heber Fúllgratt. 


SEÑOR HEBER FÚLLGRAFF.— Señor Presi- 
dente: el nuevo texto revisado de la Convención 
Internacional de Protección Fitosanitaria, que 
fue aprobado por la Conferencia de la FAO en 
su 29% Período de Sesiones ha sido analizado 
en el seno de la Comisión y también hemos 
recibido la inquietud del Ministerio de Ganade- 
ría, Agricultura y Pesca por una rápida sanción 
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de este proyecto de ley de ratificación, dado que 
dicha Secretaría de Estado, o sea, el Gobierno 
Nacional, lo considera de suma importancia y de 
suma urgencia en función del difícil momento 
que se está viviendo en la región, con todo tipo 
de contratiempos. 

El nuevo texto es producto de la revisión 
efectuada a los efectos de alinear la convención 
con los principios y las disciplinas de la 
Organización Mundial del Comercio. 

En líneas generales, este convenio reconoce 
la necesidad de la cooperación internacional 
para combatir las plagas de las plantas y de los 
productos vegetales, para prevenir su disemina- 
ción internacional y, especialmente, su introduc- 
ción en áreas de peligro. 

Este convenio es bastante extenso. Simple- 
mente haremos referencia a los principales 
artículos de esta iniciativa que merecen ser 
resaltados en el informe que estamos efectuan- 
do. 

El artículo IV, "Disposiciones generales 
relativas a los acuerdos institucionales de 
protección fitosanitaria nacional", determina que 
cada parte contratante tomará las disposiciones 
necesarias para establecer en la mejor forma 
que pueda una organización nacional oficial de 
protección fitosanitaria, disponiendo de un 
listado de responsabilidades de dicha organiza- 
ción. 

En el artículo V se reglamenta la certificación 
fitosanitaria, y su objetivo es garantizar que las 
plantas, los productos vegetales y otros artículos 
estén conformes con la declaración del certifi- 
cado emitido. 

El artículo VII contiene los requisitos relativos 
a la importación, Aquí es necesario hacer dos 
puntualizaciones importantes. Este artículo, a 
pesar de ser bastante puntilloso en cuanto a los 
requisitos relativos a la importación, establece 
que las partes también se comprometen a 
minimizar la interferencia en el comercio inter- 
naciona!. Es decir que se procede de tal forma 
que al aplicar la legislación sólo se deben tomar 
medidas técnicamente justificables, debiendo 
existir una publicidad conveniente y profusa con 
anterioridad para no interferir en el comercio 
internacional. En el numeral 4 también se 
contempla la posibilidad de aplicar medidas a 
los envíos en tránsito a través de territorios, sólo 
cuando dichas medidas tengan sustento técnico 
y sean necesarias para prevenir la introducción 
y diseminación de plagas. 

Es decir que si bien hay requisitos, también 
existe un compromiso de no interferir en el 


comercio para que esta convención no consti- 
tuya un elemento que trabe el comercio 
internacional, 

Finalmente, se introducen novedades en 
cuanto a la cooperación internacional, estable- 
ciendo de manera particular los deberes de las 
partes, incluyendo la cooperación en el inter- 
cambio de la información sobre las plagas, el 
brote y su diseminación. También hay una 
disposición que lleva a intercambiar datos, lo 
que en este caso es sumamente importante 
porque cuando se produce este tipo de 
acontecimientos no deseados, muchas veces 
existen informaciones que no coinciden OU 
conductas diferentes sobre los mismos proble- 
mas. 

Hemos hecho un resumen de lo más 
importante de este nuevo texto revisado de una 
convención que se había aprobado con anterio- 
ridad y que nuestro país había ratificado 
oportunamente. 

Atendiendo a la importancia del contenido de 
esta convención, que se ajusta a las actuales 
condiciones de la comunidad internacional, y al 
expreso pedido del Ministerio de Ganadería, 
Agricultura y Pesca, que la considera de 
fundamental importancia para nuestro país, 
entendemos que el plenario debe sancionar este 
proyecto de ley, que ya cuenta con media 
sanción de la Cámara de Senadores. 


SEÑOR PRESIDENTE (Penadés).— Si no se 
hace uso de la palabra, se va a votar si se pasa 
a la discusión particular. 


(Se vota) 


— Cincuenta y tres por la afirmativa: Afirmativa. 
Unanimidad. 


En discusión particular. 
Léase el artículo único. 
(Se lee) 

— En discusión. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a 
votar. 


(Se vota) 


— Cincuenta y seis por la afirmativa: Afirmati- 
va. Unanimidad. 


Queda sancionado el proyecto y se comuni- 
cará al Poder Ejecutivo. 


SEÑOR HEBER FÚLLGRAFF.— 
comunique de inmediato! 


¡Qué se 
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SEÑOR PRESIDENTE (Penadés).— Se va a 
votar. 


(Se vota) 


— Cincuenta y cinco en cincuenta y seis: 
Afirmativa. 


(No se publica el texto del proyecto sancio- 
nado por ser igual al informado, que correspon- 
de al aprobado por el Senado) 


26.-— Acuerdo con el Gobierno 
de la República 
Federativa del Brasil 
para la construcción de 
un segundo puente sobre 
el río Yaguarón en las 
proximidades de las ciu- 
dades de Yaguarón y Río 
Branco, y restauración 
del actual puente Barón 
de Mauá. (Aprobación) 


— Se pasa a considerar el asunto que figura en 
séptimo término del orden del día: "Acuerdo con 
el Gobierno de la República Federativa del 
Brasil para la construcción de un segundo 
puente sobre el río Yaguarón en las proximida- 
des de las ciudades de Yaguarón y Río Branco, 
y restauración del actual puente Barón de Mauá. 
(Aprobación)". 


(Antecedentes:) 
Rep. N* 485 
"PODER EJECUTIVO 


Ministerio de 
Relaciones Exteriores 
Ministerio de Transporte 
y Obras Públicas 


Montevideo, 15 de diciembre de 2000. 


Señor Presidente de la 
Asamblea General: 


El Poder Ejecutivo tiene el honor de dirigirse 
a ese Cuerpo de conformidad con lo dispuesto 
por el artículo 85 numeral 7 y el artículo 168 
numeral 20 de la Constitución de la República 
a fin de someter a su consideración, para la 
correspondiente sanción parlamentaria, el adjun- 
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to proyecto de ley por el cual se aprueba el 
"Acuerdo entre el Gobierno de la República 
Oriental del Uruguay y el Gobierno de la 
República Federativa del Brasil para la Cons- 
trucción de un Segundo Puente sobre el Río 
Yaguarón en las Proximidades de las Ciudades 
de Yaguarón y Río Branco y Restauración del 
Actual Puente Barón de Mauá”, suscrito en el 
límite Uruguay-Brasi!l, Puente Barón de Mauá, el 
21 de noviembre del año 2000. 


De los estudios efectuados oportunamente en 
el ámbito de la Comisión Mixta Brasileño- 
Uruguaya para el Desarrollo de la Cuenca de 
la Laguna Merín, surgió la necesidad “de 
construir un nuevo puente carretero sobre el Río 
Yaguarón, en la frontera entre Uruguay y Brasil, 
en las proximidades de las ciudades de 
Yaguarón y Río Branco destinado al tráfico 
internacional de pasajeros y de cargas, cuyo 
fundamento jurídico lo constituye el Tercer 
Memorándum de Entendimiento Relativo al 
Tratado de Cooperación para el Aprovechamien- 
to de los Recursos Naturales y el Desarrollo de 
la Cuenca de la Laguna Merín y al Protocolo 
para el Aprovechamiento de los Recursos 
Hídricos del Tramo Limíitrote del Río Yaguarón, 
firmado entre los dos países el 16 de setiembre 
de 1991. 


Teniendo en cuenta lo señalado precedente- 
mente, las Partes, en el Artículo 1, se compro- 
meten a iniciar las acciones tendientes a la 
construcción y explotación, en régimen de 
concesión de obra pública del nuevo puente, 
incluyendo la infraestructura complementaria 
necesaria y sus accesos. 


A dichos fines, las Partes establecen una 
Comisión Mixta Brasileño-Uruguaya de Licitación 
(Artículo 1) cuyo principal cometido es la 
elaboración de los Términos de Referencia 
relativos a los aspectos físicos, ambientales, 
económicos, financieros y legales del 
emprendimiento, teniendo en cuenta que la 
construcción y explotación. de la obra sean 
efectuadas sin aval de los gobiernos y sin 
garantía de tránsito mínimo, con su atribución 
a un consorcio privado en el que participen 
empresas uruguayas y brasileñas en proporción 
significativa (Artículo IV numeral 1 literal a). 


Las inversiones relativas a la construcción del 
nuevo puente, sus accesos y obras complemen- 
tarias, así como la recuperación del Puente 
Barón de Mauá serán distribuidas de la siguiente 
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manera: un máximo de 50% (cincuenta por 
ciento) a cargo de las Partes, en cantidades 
iguales, y el resto a cargo del consorcio ganador 
de la licitación (Artículo V numeral 1). Los 
costos de los estudios y proyectos correspon- 
dientes serán responsabilidad del consorcio 
ganador de la licitación para la concesión 
(Artículo Y numeral 4). 


Asimismo, las Partes se comprometen a 
examinar las cuestiones pertinentes al Puente 
Barón de Mauá, en funcionamiento desde 1930, 
cuya recuperación estará vinculada a la conce- 
sión de obra pública relativa al segundo puente 
(Artículo | numeral 2); de esta manera se 
reconoce la urgencia de adecuar mejor esa 
importante obra a la función de elemento 
esencial de comunicación de las ciudades de 
Río Branco y Yaguarón y la necesidad de 
preservarla por representar ella un valioso 
patrimonio histórico-arquitectónico, común al 
Uruguay y al Brasil. 


En el Artículo | numeral 3 las Partes se 
comprometen igualmente a examinar la posibi- 
lidad de establecer un sistema integrado de 
paso de frontera, reservándose el Puente Barón 
de Mauá al tránsito de vehículos livianos. 


La Comisión Mixta Brasileño-Uruguaya de 
Licitación deberá tener en cuenta en sus 
trabajos las disposiciones del Tratado de 
Cooperación para el Aprovechamiento de los 
Recursos Naturales y el Desarrollo de la Cuenca 
de la Laguna Merín, firmado entre las Partes el 
7 de julio de 1977, así como las decisiones y 
acuerdos relativos al transporte internacional 
terrestre firmados por ambas Partes (Artículo 
Im. 


La entrada en vigor del Acuerdo está prevista 
a partir de la fecha de recepción de la segunda 
de las notificaciones por tas cuales las Partes 
se notificarán el cumplimiento de las respectivas 
formalidades legales internas necesarias para su 
vigencia (Artículo VI numeral 1). 


La suscripción de este Acuerdo en lucida y 
participativa ceremonia realizada en el límite 
Uruguay-Brasil, Puente Barón de Mauá, repre- 
senta un acontecimiento histórico para las 
relaciones uruguayo-brasileñas, especialmente 
en el ámbito de la integración física, económica 
y socio-cultural de ambos pafses; y se traduce 
además en un eslabón fundamental para el 
fortalecimiento de los vínculos que en el 
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transcurso de la historia han unido a los pueblos 
de ambas naciones de manera indisoluble, 
seguros de compartir un futuro en común. 


Por todo lo expuesto, y en atención al 
impacto socio-económico altamente positivo que 
este Acuerdo bilateral tendrá en las comunida- 
des fronterizas con la hermana República 
Federativa del Brasil, es que el Poder Ejecutivo 
solicita a ese Cuerpo su pronta aprobación. 


El Poder Ejecutivo reitera al señor Presidente 
de la Asamblea General las seguridades de su 
más alta consideración. 


JORGE BATLLE IBAÑEZ, 
Guillermo Valles, Lucio 
Cáceres. 
PROYECTO DE LEY 
Artículo Unico.— Apruébase el Acuerdo 


entre el Gobierno de la República Oriental del 
Uruguay y el Gobierno de la República Federativa 
del Brasil para la Construcción de un Segundo 
Puente sobre el Río Yaguarón en las Proximi- 
dades de las Ciudades de Yaguarón y Río 
Branco y Restauración del Actual Puente Barón 
de Mauá, suscrito en el límite Uruguay-Brasil, 
Puente Barón de Mauá, el 21 de noviembre del 
año 2000. 


Montevideo, 15 de diciembre de 2000. 


Guillermo Valles, Lucio 


Cáceres. 


TEXTO DEL ACUERDO 


El Gobierno de la República Oriental del 
Uruguay y el Gobierno de la República Federativa 
del Brasil (en adelante denominados "Partes"); 


De acuerdo con lo dispuesto en el Tercer 
Memorándum de Entendimiento Relativo al 
Tratado de Cooperación para el Aprovechamien- 
to de los Recursos Naturales y el Desarrollo de 
la Cuenca de la Laguna Merín y al Protocolo 
para el Aprovechamiento de los Recursos 
Hídricos del Tramo Limítrofe del Río Yaguarón, 
firmado entre los dos países el 16 de setiembre 
de 1991; 


Reconociendo, en razón de los estudios 
realizados en el ámbito de la Comisión Mixta 
Brasileño-Uruguaya para el Desarrollo de la 
Cuenca de la Laguna Merín (CLM), la necesidad 
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de construcción de un nuevo puente carretero 
sobre el Río Yaguarón, en la frontera entre los 
dos países, en las proximidades de las ciudades 
de Yaguarón y Río Branco, para el tráfico 
internacional de pasajeros y de cargas; 


Reconociendo, además, la urgencia de rea- 
lizar trabajos de recuperación del Puente Barón 
de Mauá, en funcionamiento desde 1930, para 
de esta manera adecuarlo mejor a la función de 
elemento esencial de comunicación de las áreas 
urbanas de estas dos ciudades fronterizas, 
teniendo en cuenta asimismo la necesidad de 
preservar esta importante obra, objeto del 
Acuerdo firmado entre los dos países el 19 de 
febrero de 1927, la cual representa un valioso 
patrimonio histórico-arquitectónico, común al 
Brasil y al Uruguay; y 


Teniendo presente la voluntad expresada por 
los Ministros de Transporte de ambos países en 
los encuentros de trabajo que mantuvieran en 
Punta del Este, el 23 de junio de 1999 y en 
Montevideo, el 23 de marzo de 2000. 


Acuerdan: 


ARTICULO 1 


1. Las Partes se comprometen a iniciar, por 
intermedio de sus respectivas Autoridades 
competentes y a la brevedad requerida, las 
acciones referentes a la construcción y 
explotación, en régimen de concesión de 
obra pública, de un segundo puente sobre 
el Río Yaguarón, incluyendo la infraestruc- 
tura complementaria necesaria y sus 
accesos, situado en las proximidades de 
las ciudades de Yaguarón, en Brasil y de 
Río Branco, en Uruguay. 


2. Simultáneamente, las Partes se compro- 
meten a examinar las cuestiones pertinen- 
tes al Puente Barón de Mauá, actual 
conexión vial entre las dos citadas ciuda- 
des fronterizas, cuya recuperación estará 
vinculada a la concesión de obra pública 
relativa al segundo puente mencionado ut 
supra. 


3. Igualmente, se comprometen a examinar ta 
posibilidad de establecer un sistema inte- 
grado de paso de frontera, reservándose 
el Puente Barón de Mauá al tránsito de 
vehículos livianos. 
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ARTICULO Il 


Para los tines mencionados en el Artículo | 
del presente Acuerdo, las Partes establecen una 
Comisión Mixta Brasileño-Uruguaya de Licita- 
ción, en adelante denominada Comisión Mixta, 
integrada por cinco (5) miembros en cada 
Delegación, con representantes de los Ministe- 
rios de Transporte (2) y de Relaciones Exterio- 
res (1) de ambos países, de los Gobiernos 
locales (1) y de la CLM (1), cuya designación 
cada Parte comunicará a la otra en el plazo de 
sesenta (60) días corridos, a contar de la fecha 
de entrada en vigor de este Acuerdo. 


ARTICULO lll 


La Comisión Mixta deberá tener en cuenta en 
sus trabajos las disposiciones del Tratado de 
Cooperación para el Aprovechamiento de los 
Recursos Naturales y el Desarrollo de la Cuenca 
de la Laguna Merín (Tratado de la Cuenca de 
la Laguna Merín) firmado entre las Partes, el 7 
de julio de 1977, asf como las decisiones y 
acuerdos relativos al transporte internacional 
terrestre firmados por ambas Partes. 


ARTICULO IV 


1. La Comisión Mixta tendrá las siguientes 
atribuciones: 4 


a) reunir los antecedentes necesarios con 
el fin de elaborar los Términos de 
Referencia relativos a los aspectos 
físicos, ambientales, económicos, finan- 
cieros y legales del emprendimiento, 
teniendo en cuenta la decisión de 
ambos países de que la construcción y 
explotación del nuevo puente sean 
efectuadas bajo el régimen de conce- 
sión de obra pública, sin aval de los 
Gobiernos y sin garantía de tránsito 
mínimo con su atribución a un consorcio 
privado en el que participen empresas 
brasileñas y uruguayas en proporción 
significativa; 


b) preparar la documentación necesaria y 
levar a cabo la licitación pública y la 
posterior adjudicación para la construc- 
ción y explotación del segundo puente, 
la realización de sus obras complemen- 
tarias y accesos, así como las obras 
simultáneas de recuperación del Puente 
Barón de Mauá, debiendo la adjudica- 
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ción contar con la previa aprobación de 
las Partes; 


e 


rr 


supervisar la ejecución y ejercer ta 
fiscalización de los estudios, servicios 
y trabajos contratados, durante la etapa 
de realización de los mismos, teniendo 
en cuenta el plazo determinado en 
literal e) de este artículo; 


d 


pa 


establecer las condiciones a ser cum- 
plidas por el concesionario para la 
realización de las obras y la explotación 
de la concesión; 


e 


mr 


monitorear y supervisar el mantenimien- 
to, la operación y la explotación del 
nuevo puente durante el primer año del 
período de vigencia de la explotación 
de la concesión. 


2. La Comisión Mixta tendrá plenos poderes 
para solicitar la asistencia técnica y toda 
información que se consideren necesarias para 
el cumplimiento de sus funciones. 


ARTICULO V 


1. Las inversiones relativas a la construcción 
del segundo puente sobre el Río Yaguarón, 
sus accesos y obras complementarias, así 
como la recuperación del Puente Barón de 
Mauá serán distribuidas de la siguiente 
manera: un máximo de 50% (cincuenta por 
ciento) a cargo de las Partes, en cantida- 
des iguales, y el resto a cargo del 
consorcio ganador de la licitación. 


2. Los costos referentes a las expropiaciones 
necesarias para la implantación de las 
obras en cada territorio nacional serán de 
responsabilidad exclusiva de la Parte 
respectiva, según las condiciones que 
sean acordadas internamente con sus 
gobiernos locales. 


3. Cada Parte será responsable de los gastos 
derivados de su representación en la 
Comisión Mixta. 


4. Los costos de los estudios y proyectos 
relativos a la construcción del nuevo 
puente, sus obras complementarias y 
accesos, así como los relativos a la 
recuperación del Puente Barón de Mauá, 
estarán a cargo del consorcio ganador de 
la licitación para la concesión. 
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ARTICULO VI 


1. Las Partes se notificarán el cumplimiento 
de las respectivas formalidades legales 
internas necesarias para la vigencia del 
presente Acuerdo, el cual entrará en vigor 
a partir de la fecha de recepción de la 
segunda de las notificaciones. 


2. Las Partes, sea la que fuere, podrán en 
cualquier momento, denunciar el presente 
Acuerdo, por vía diplomática y con una 
antelación de un año. 


Hecho en el límite Uruguay-Brasil, Puente 
Barón de Mauá, a los 21 días del mes de 
noviembre de 2000, en dos ejemplares origina- 
les, en los idiomas español y portugués, siendo 
ambos textos igualmente auténticos”. 


Anexo l al 
Rep. N* 485 


"CAMARA DE REPRESENTANTES 


Comisión de Asuntos 
Internacionales 


INFORME 


Señores Representantes: 


Vuestra Comisión de Asuntos Internacionales 
ha analizado el proyecto de ley por el que se 
aprueba el Acuerdo entre el Gobierno de la 
República Oriental del Uruguay y el Gobierno de 
la República Federativa del Brasil para la 
construcción de un segundo puente sobre el río 
Yaguarón en las proximidades de las ciudades 
de Yaguarón y Río Branco y restauración del 
actual puente Barón de Mauá, que fuera suscrito 
el 21 de noviembre del año 2000. 


Este Acuerdo tiene como antecedente los 
estudios llevados a cabo en el ámbito de la 
Comisión Mixta Brasileño-Uruguaya para el 
Desarrollo de la Cuenca de la Laguna Merín, y 
está basado en lo dispuesto en el Tercer 
Memorándum de Entendimiento Relativo al 
Tratado de Cooperación para el Aprovechamien- 
to de los Recursos Naturales y el desarrollo de 
aquella cuenca, y también agrega como funda- 
mento legal el Protocolo para el Aprovechamien- 
to de los Recursos Hídricos del Tramo Limitrofe 
del río Yaguarón, que suscribieron ambos países 
el 16 de setiembre de 1991. 
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Los estudios de referencia llevaron a la 
conclusión de que era necesaria la construcción 
de un nuevo puente carretero sobre el río 
Yaguarón, en la frontera entre los dos países, 
en las proximidades de las ciudades de 
Yaguarón y de Río Branco, para el tráfico 
internacional de pasajeros y de carga. 


Asimismo, se reconoció la urgencia de 
realizar trabajos de recuperación del puente 
Barón de Mauá, en funcionamiento desde 1930, 
con el fin de adecuarlo mejor a la función de 
elemento esencial de comunicación de las áreas 
urbanas de estas dos ciudades fronterizas. Se 
tuvo en cuenta la necesidad de preservar esa 
obra resultante históricamente de un Acuerdo 
suscrito entre ambos países el 19 de febrero de 
1927, considerándose a la vez patrimonio 
histórico arquitectónico común a los mismos. 


A su vez, los Ministros de Transporte y Obras 
Públicas de Brasil y de Uruguay realizaron 
encuentros de trabajo en Punta del Este el 23 
de junio de 1997, y en Montevideo, el 23 de 
marzo de 2000. 


En el contexto antes mencionado, se firmó 
este Acuerdo por el que ambas Repúblicas 
asumen el compromiso de iniciar, por intermedio 
de sus respectivas autoridades competentes, y 
a la brevedad requerida, las acciones referentes 
a la construcción y explotación, en régimen de 
concesión de obra pública, de este segundo 
puente sobre el río Yaguarón, incluyendo la 
infraestructura complementaria necesaria y sus 
accesos, situado en las proximidades de las 
ciudades de Yaguarón en Brasil y de Río Branco 
en Uruguay. Simultáneamente, las Partes se 
comprometen a examinar las cuestiones perti- 
nentes al puente Barón de Mauá, actual 
conexión vial entre las dos citadas ciudades 
fronterizas, cuya recuperación estará vinculada 
a la concesión de obra pública relativa al 
segundo puente anteriormente mencionado. Igual- 
mente, se comprometen a examinar la posibili- 
dad de establecer un sistema integrado de paso 
de frontera, reservándose el puente Barón de 
Mauá al tránsito de vehículos livianos. 


Para llevar a cabo aquellas obras, las Partes 
crean una Comisión Mixta Brasileño-Uruguaya 
de Licitación, integrada por cinco miembros en 
cada delegación con representación de los 
Ministerios de Transporte y de Relaciones 
Exteriores de ambas Partes, de los Gobiernos 
Locales y de la Cuenca de la Laguna Merín. 
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Dicha Comisión tendrá como marco regulatorio 
legal las normas del Tratado de Cooperación 
para el Aprovechamiento de los Recursos 
Naturales y el Desarrollo de la Cuenca de la 
Laguna Merín, que rige desde el 7 de julio de 
1977. 


La Comisión Mixta creada por este Acuerdo, 
cuidará de los aspectos ambientales, económi- 
cos, financieros y legales de este 
emprendimiento, teniendo en cuenta que la 
construcción y explotación del nuevo puente 
serán efectuadas bajo el régimen de concesión 
de obra pública, sin aval de los gobiernos y sin 
garantía de tránsito mínimo, con su atribución 
a un consorcio privado en el que participen 
empresas brasileñas y uruguayas en proporción 
significativa. 


La Comisión Mixta deberá preparar la docu- 
mentación necesaria y llevar a cabo la licitación 
pública y la posterior adjudicación para cons- 
trucción y explotación del segundo puente, la 
realización de obras complementarias y acce- 
sos, así como las obras simultáneas de 
recuperación del puente Barón de Mauá, 
debiendo la adjudicación contar con la previa 
aprobación de las Partes. 


Esta Comisión también supervisará la ejecu- 
ción y ejercerá la fiscalización de los estudios, 
servicios y trabajos contratados durante la 
realización de los mismos. 


No escapa a esta Comisión el establecimiento 
de condiciones a ser cumplidas por el conce- 
sionario tanto para la realización de las obras 
como para la explotación de la concesión, el 
monitoreo y supervisión del mantenimiento, la 
operación y la explotación del nuevo puente 
durante el primer año del período de vigencia 
de la explotación de la concesión. La Comisión 
conservará plenos poderes para solicitar la 
asistencia técnica y toda la información que se 
considere necesaria para el cumplimiento de sus 
funciones. 


Por último, las inversiones relativas a la 
construcción del segundo puente sobre el río 
Yaguarón, sus accesos y obras complementa- 
rias, así como la recuperación del puente Barón 
de Mauá, serán distribuidas en un máximo de 
50% a cargo de las Partes, en cantidades 
iguales, y el resto a cargo del consorcio ganador 
de la licitación. 


Los costos referentes a las expropiaciones 
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serán de responsabilidad exclusiva de la Parte 
respectiva, así como los gastos derivados de su 
representación en la Comisión Mixta. 


Los costos de los estudios y proyectos de la 
construcción de! puente, sus obras complemen- 
tarias y accesos, así como lo relativo a la 
recuperación del puente Barón de Mauá estarán 
a Cargo del consorcio ganador de la licitación 
para la concesión. 


En mérito a la proyección social y económica 
de este Acuerdo, vuestra Comisión de Asuntos 
Internacionales aconseja al Cuerpo la aproba- 
ción del adjunto proyecto de ley. 


Sala de la Comisión, 14 de marzo de 2001. 


Félix Laviña, Miembro Infor- 
mante; Arturo Heber 
Fúllgratff, Eduardo Mugu- 


ruza, Enrique Pintado, 
Carlos Pita, Julio Luis 
Sanguinetti, Julio C. 
Silveira". 


— Léase el proyecto. 
(Se lee) 
— En discusión general. 


Tiene la palabra el miembro informante, señor 
Diputado Laviña. 


SEÑOR LAVIÑA.— Señor Presidente: en 
medio de tantas convulsiones y problemas en 
los procesos de integración regional, este 
acuerdo entre Brasil y Uruguay es un soplo de 
aire fresco para lograr esa integración. 

Este acuerdo tiene que ver con la integración 
física entre Brasil y Uruguay en un aspecto. El 
proyecto, que fue estudiado por la Comisión de 


Asuntos Internacionales, hace referencia al 
acuerdo entre el Gobierno de la República 
Oriental del Uruguay y el de la República 


Federativa del Brasil para la construcción de un 
segundo puente sobre el río Yaguarón, en las 
proximidades de las ciudades de Yaguarón y Río 
Branco, y la restauración del actual puente 
Barón de Mauá, que fue suscrito el 21 de 
noviembre del año 2000. 

El acuerdo tiene como antecedentes los 
estudios llevados a cabo en el ámbito de la 
Comisión Mixta Brasileño-Uruguaya para el 
Desarrollo de la Cuenca de la Laguna Merín y 
está basado en lo dispuesto en el Tercer 
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Memorándum de Entendimiento Relativo al 
Tratado de Cooperación para el Aprovechamien- 
to de los Recursos Naturales y el desarrollo de 
aquella cuenca; también agrega como funda- 
mento legal el Protocolo para el Aprovechamien- 
to de los Recursos Hídricos del Tramo Limítrofe 
del Río Yaguarón, que suscribieron ambos 
países el 16 de setiembre de 1991. Estos son 
los antecedentes. 

Los estudios de referencia llevaron a la 
conclusión de que era necesaria la construcción 
de un nuevo puente carretero sobre el río 
Yaguarón, en la frontera entre los dos países, 
en las proximidades de las ciudades de 
Yaguarón y Río Branco, para el tráfico interna- 
cional de pasajeros y de carga. 

Asimismo, se reconoció la urgencia de 
realizar trabajos de recuperación en el puente 
Barón de Mauá, en funcionamiento desde 1930, 
con el fin de adecuarlo mejor a su función, como 
elemento esencial de comunicación de las áreas 
urbanas de estas dos ciudades fronterizas. Se 
tuvo en cuenta la necesidad de preservar esa 
obra, resultante históricamente de un acuerdo 
suscrito entre ambos países el 19 de febrero de 
1927, considerándose a la vez patrimonio 
histórico arquitectónico común a ellos. 

A su vez, los señores Ministros de Transporte 
y Obras Públicas de Brasil y Uruguay realizaron 
encuentros de trabajo en Punta del Este el 23 
de junio de 1997 y, más recientemente, en 
Montevideo el 23 de marzo de 2000. 

En el contexto antes mencionado, se firmó 
este acuerdo por el que ambas Repúblicas 
asumen el compromiso de iniciar, por intermedio 
de sus respectivas autoridades competentes y 
a la brevedad requerida, las acciones referentes 
a la construcción y explotación, en régimen de 
concesión de obra pública, de este segundo 
puente sobre el río Yaguarón, incluyendo la 
infraestructura complementaria necesaria y sus 
accesos, situados en las proximidades de la 
ciudad de Yaguarón en Brasil y de la de Río 
Branco en Uruguay. Simultáneamente, las Par- 
tes se comprometen a examinar las cuestiones 
pertinentes al puente Barón de Mauá, actual 
conexión vial entre las dos citadas ciudades 
fronterizas, cuya recuperación estará vinculada 
a la concesión de obra pública relativa al 
segundo puente anteriormente mencionado. lIgual- 
mente, se comprometen a examinar la posibili- 
dad de establecer un sistema integrado de paso 
de frontera, reservándose el puente Barón de 
Mavá al tránsito de vehículos livianos. 

Para llevar a cabo estas obras, las Partes 
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crean una Comisión Mixta Brasileño-Uruguaya 
de Licitación, integrada por cinco miembros de 
cada delegación con representación de los 
Ministerios de Transporte y de Relaciones 
Exteriores de ambas Partes, de los gobiernos 
locales y de la Comisión Mixta de la Cuenca de 
la Laguna Merín. 

Dicha Comisión tendrá como marco regulatorio 
legal las normas del Tratado de Cooperación 
para el Aprovechamiento de los Recursos 
Naturales y el Desarrollo de la Cuenca de la 
Laguna Merín, que rige para ambas Partes 
desde el 7 de julio de 1977. 

La Comisión Mixta creada por este acuerdo 
cuidará de los aspectos ambientales, económi- 
cos, financieros y legales de este 
emprendimiento, teniendo en cuenta que la 
construcción y la explotación del nuevo puente 
serán efectuadas bajo el régimen de concesión 
de obra pública, sin aval de los gobiernos y sin 
garantía de tránsito mínimo, con su atribución 
a un consorcio privado en el que participen 
empresas brasileñas y uruguayas en proporción 
significativa. 

La Comisión Mixta deberá preparar la docu- 
mentación necesaria y llevar a cabo la licitación 
pública y la posterior adjudicación para la 
construcción y la explotación del segundo 
puente, la realización de obras complementarias 
y accesos, así como las obras simultáneas de 
recuperación del puente Barón de Mauá, 
debiendo contar la adjudicación con la previa 
aprobación de las Partes. 

Esta Comisión también supervisará la ejecu- 
ción y ejercerá la tiscalización de los estudios, 
servicios y trabajos contratados durante la 
realización de los mismos. 

No ha escapado a la Comisión de Asuntos 
internacionales el establecimiento de condicio- 
nes a ser cumplidas por el concesionario, tanto 
para la realización de las obras como para la 
explotación de la concesión, el monitoreo y la 
supervisión del mantenimiento, la operación y la 
explotación del nuevo puente durante el primer 
año del período de vigencia de la explotación 
de la concesión. La Comisión conservará plenos 
poderes para solicitar la asistencia técnica y 
toda la información que se considere necesaria 
para el cumplimiento de sus funciones. 

Por último, las inversiones relativas a la 
construcción del segundo puente sobre el río 
Yaguarón, sus accesos y obras complementa- 
rias, así como la recuperación del puente Barón 
de Mauá, estarán en un máximo de un 50% a 
cargo de las Partes, en cantidades iguales, y el 
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resto a cargo del consorcio ganador de la 
licitación. 

Los costos referentes a las expropiaciones, 
así como los gastos derivados de su represen- 
tación en la Comisión Mixta, serán de respon- 
sabilidad exclusiva de la Parte respectiva. 

Los costos de los estudios y proyectos de la 
construcción del puente, sus obras complemen- 
tarias y accesos, así como lo relativo a la 
recuperación del puente Barón de Mauá, estarán 
a cargo del consorcio ganador de la licitación 
para la concesión. 

Señor Presidente: estimamos que aprobando 
este proyecto -como decía al comienzo de la 
disertación- daremos una nueva inspiración al 
proceso de integración, por lo menos regional 
entre Brasil y Uruguay. Esta iniciativa, por la 
inversión que implica, tendrá una proyección 
social y económica, especialmente en el depar- 
tamento de Cerro Largo -tan necesitado de la 
creación de puestos de trabajo-, y facilitará la 
comunicación entre ambos países, lo que 
redundará en beneficio tanto del transporte 
como del tránsito de turistas de un país hacia 
otro. 

Por estas razones, consideramos que será de 
gran provecho y de gran utilidad para el país 
que la Cámara de Representantes apruebe este 
proyecto. 


SEÑOR PRESIDENTE (Penadés).— La Mesa 
informa que están anotados para hacer uso de 
la palabra sobre el asunto el señor Diputado 
Gustavo Silveira, la señora Diputada Rivero 
Saralegui y los señores Diputados Guarino y Gil 
Solares. 

Tiene la palabra el señor Diputado Gustavo 
Silveira. 


SEÑOR SILVEIRA (don Gustavo).— Señor 
Presidente: estoy plenamente convencido de 
que la vocación existente de integración 
-fundamentalmente entre los habitantes de Río 
Grande do Sul y los de los departamentos 
uruguayos que tienen frontera con Brasil- es 
ineludible para estos pueblos. Esta vocación 
surge de haber cooperado, colaborado y luchado 
por las mismas cosas a lo largo del tiempo; 
surge de haberse unido para luchar contra los 
poderes centrales en sus respectivos países, del 
hecho de que gente de ambos lados ha peleado 
por las mismas cosas. 

A pesar de eso, estoy absolutamente conven- 
cido de que no hay camino de integración 
posible sin libertad económica, sin apertura de 
nuestras economías y sin un balance ético del 
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manejo de los tipos de cambio por parte de los 
diferentes países, circunstancias sobre las que 
hoy continuamos trabajando y cuyas consecuen- 
cias seguimos sufriendo quienes nos ha tocado 
padecer por estos días un desbalance del tipo 
de cambio muy importante, trabas arancelarias 
y, más que nada, paraarancelarias en el 
comercio de nuestros dos países. Fundamental- 
mente Uruguay, con su vocación de construcción 
positiva, en estos tiempos ha hecho un esfuerzo 
muy grande para tratar de alcanzar con nuestros 
hermanos brasileños un mejor futuro. 

Aunque lográsemos alcanzar esas tan ansia- 
das metas, por las que luchamos, por las que 
trabajamos y de las que no abdicaremos nunca, 
sin vías de comunicación acordes que afiancen 
el comercio, que brinden la infraestructura 
básica y necesaria para su realización, el 
desarrollo de nuestros departamentos todavía 
estaría lejano. 

Por eso saludo fervientemente la aprobación 
propuesta por la Comisión de Asuntos Interna- 
cionales de la Cámara de este convenio 
internacional que el Poder Ejecutivo suscribió el 
año pasado con Brasil, no sólo en cumplimiento 
de la promesa que el doctor Batlle realizara en 
oportunidad de la visita a nuestro departamento 
antes de ser electo Presidente de la República, 
sino porque habilita la concreción de la 
aspiración de todas las opiniones políticas del 
departamento. No sería honesto decir que aquí 
no estamos todos de acuerdo con esto. Estoy 
convencido de que tanto la señora Diputada 
Rivero Saralegui como el señor Diputado 
Guarino, ambos Representantes por mi depar- 
tamento, coinciden con nosotros en el sentido 
de ver con buenos ojos esta posibilidad, que 
viene a poner un punto fijo en el otro extremo 
del puente Colonia-Buenos Aires, esa tan 
ansiada ruta del MERCOSUR que atravesará 
nuestro departamento y que también inyectará 
desarrollo, trabajo e inversión en el hermano 
departamento de Treinta y Tres. Esto es una 
aspiración de todos. 

Por lo expuesto, saludo el informe presentado 
por la Comisión y trasmito un especial agrade- 
cimiento al señor Diputado Laviña, quien en una 
semana se ha puesto al hombro el 
diligenciamiento de esa carpeta en Comisión, ha 
promovido su informe y lo ha presentado. 
También agradezco a la Comisión, que con tanta 
celeridad lo ha aprobado, así como también a 
la Secretaría y a la Presidencia de esta Cámara, 
ya que han incluido en el orden del día de la 
primera sesión inmediata a la aprobación del 
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proyecto en Comisión, este convenio internacio- 
nal, que espero que nos traiga, junto con la 
libertad económica, con la apertura de nuestras 
economías y con un manejo equilibrado de los 
tipos de cambio, el desarrollo tan ansiado y 
buscado. 


SEÑOR PRESIDENTE (Penadés).— Tiene la 
palabra la señora Diputada Rivero Saralegui. 


SEÑORA RIVERO SARALEGUI.— Señor Pre- 
sidente: coincido con el criterio de la exposición 
del señor Diputado Gustavo Silveira. Es cierto 
que todos los habitantes de Cerro Largo 
estamos muy contentos por la iniciativa que 
estoy segura que la Cámara aprobará hoy: la 
construcción de un nuevo puente sobre el río 
Yaguarón. 

Muchos conocen la historia del viejo y 
querido puente Barón de Mauá, que ha sido 
representada por tantos artistas, que ha reco- 
rrido todos los rincones de nuestro país y que, 
sin duda, es un referente histórico de la cultura 
de Cerro Largo. Pero, a medida que los tiempos 
avanzan, el viejo y querido puente Mauá 
necesita una refacción y un relativo descanso. 
Es por eso que desde hace muchos años se 
viene trabajando en la iniciativa tendiente a la 
construcción de un nuevo puente que pueda 
cumplir con todas las exigencias que la vida 
actual nos impone, para vincularnos todavía más 
con nuestros hermanos de Brasil, principalmente 
con los de Río Grande del Sur, y abrir nuestras 
economías. 

La construcción de este nuevo puente sin 
duda impulsará la economía de la región del 
noreste. El señor Diputado Gustavo Silveira 
hablaba de la proyección de esta obra en el 
departamento de Treinta y Tres, pero yo diría 
que abarca mucho más. El comercio con Brasil 
se verá afectado por la construcción de este 
nuevo puente, que también implicará la creación 
de fuentes de trabajo y un intercambio cultural 
y turístico mucho más importante y fluido. 

Siempre hemos hablado de lo que es la 
laguna Merín. Todos los habitantes de Cerro 
Largo estamos orgullosos de contar con una de 
las reservas de agua dulce más grandes del 
mundo, que protegemos y queremos tanto. 
Sabemos que de esta manera tanto el Gobierno 
de Uruguay como el de Brasil tendrán una 
conciencia mucho más agudizada del importante 
desarrollo turístico de la laguna Merín y de la 
importancia de preservar lo que significa una 
reserva de agua dulce que hoy enfrenta un 
pequeño peligro de contaminación. Pero sé que 
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la concreción de esta gran obra va a sensibilizar 
y a alertar a los gobiernos uruguayo y brasileño 
en el sentido de que, como dice el tratado, 
también se cuiden los aspectos relacionados con 
el ambiente. 

Por todo lo expuesto, voy a votar con 
muchísimo orgullo este proyecto y sé que todo 
el departamento de Cerro Largo, principalmente 
la 3% Sección, estará muy contorme con la 
construcción de este nuevo puente. 


SEÑOR PRESIDENTE (Penadés).— Tiene la 
palabra el señor Diputado Guarino. ' 


SEÑOR GUARINO.— Señor Presidente: por 
supuesto, vamos a votar este convenio, que 
vemos como algo positivo. Pero es bueno 
señalar que, a veces, estos convenios no son 
más que una expresión de voluntad y que no 
queda suficientemente claro el plazo para la 
construcción, en este caso, del nuevo puente 
sobre el río Yaguarón, cuya necesidad nadie 
discute. 

Como ya se ha dicho en Sala, Río Branco 
se ha transformado en uno de los puntos de 
mayor tránsito carretero con Brasil; es una de 
las fronteras secas con mayor movimiento, ya 
que por altí sale casi toda la producción arrocera 
del país y entra gran parte de las importaciones. 
Esto ha provocado -como bien decía la señora 
Diputada Rivero- que el viejo puente Mauá, con 
toda su carga afectiva e histórica, no dé abasto 
e, inclusive, se esté deteriorando. 

Como decíamos, este convenio deja pendien- 
tes muchas cosas que hubiéramos preferido que 
fueran aclaradas por parte del Ministerio, como, 
por ejemplo, los alcances reales de muchas de 
sus cláusulas. Cuando se crean estas Comisio- 
nes corremos el riesgo de perder su control, 
porque una vez que salen al ámbito internacio- 
nal no podemos pedir cuentas, como ya ha 
sucedido en otros casos. 

Muchas veces pueden faltarnos respuestas 
para la gente que desea ese puente, que lo 
siente y que lo está buscando. Es bueno decir 
que si bien es positivo aprobar este convenio, 
también lo será que construyan efectivamente el 
puente, porque hace más de treinta años que 
se habla de ello, que la Comisión de la Cuenca 
de la Laguna Merín definió su necesidad. Hace 
más de treinta años que las campañas electo- 
rales en el departamento de Cerro Largo, 
particularmente en la 3% Sección, se hacen en 
base a la promesa de que el mes próximo se 
comenzará la construcción del puente. Esto que 
expresamos en todos los ámbitos del departa- 
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mento es bueno decirlo en el Parlamento. Por 
lo menos en las dos últimas elecciones era un 
hecho que dentro de unos días se haría el 
puente; inclusive, llegaron a anotar gente para 
trabajar en su construcción. Esto sucedió en 
1990, en 1995 y acaba de pasar en las 
elecciones recientes. Pero el puente no contri- 
buyó sólo a las campañas electorales urugua- 
yas, sino a las de los Prefectos de Yaguarón, 
quienes también utilizaron el famoso puente 
sobre el río Yaguarón. Esto es una realidad; 
existen documentos y audiciones al respecto. 

¡Por fin parece que ahora sí, por primera vez, 
existe un protocolo para que se cree la Comisión 
y podamos estudiar la viabilidad del puente en 
forma binacional! 

Decían que el puente se construiría a treinta 
días de la elección de noviembre; primero se 
dijo en octubre y después que sería pasado 
noviembre, pero la realidad está demostrando 
que recién hoy estamos aprobando un protocolo 
para crear una Comisión que no sabemos si es 
o no honoraria, si será una más de las tantas 
que se crean y si durará uno, cinco o diez años; 
no lo sabemos. Lo que sí sabemos es que el 
puente es necesario, que la frontera necesita 
trabajo y que buena cosa sería que le dieran 
prioridad en los planes de obras públicas 
porque, de esta forma, además de solucionar el 
problema del puente, resolveríamos el de la 
necesidad de trabajo inmediato para la gente de 
Cerro Largo y de la 3% Sección. 

Vemos que en el Presupuesto Nacional se 
destinan para la construcción del puente sobre 
el río Yaguarón apenas US$ 50.000 en el año 
2003 -esto es lo que presupuestó el señor 
Ministro de Transporte y Obras Públicas-; o bien 
no lo tenían presente, o creen que con esa cifra 
será suficiente, o tal vez el protocolo surgió 
después de que los técnicos elaboraron el 
Presupuesto. Reitero que ésa es la realidad; lo 
que allí figura es lo que podemos constatar, lo 
que hemos dicho a la gente del departamento. 

Ojalá este convenio que hoy votamos - se 
transforme en una realidad, en obras concre- 
tas. 


SEÑOR PRESIDENTE (Penadés).— Tiene la 
palabra el señor Diputado Gil Solares. 


SEÑOR GIL SOLARES.— Señor Presidente: 
estamos totalmente de acuerdo con la posibili- 
dad de que algún día -no muy lejano- se cons- 
truya ese puente sobre el río Yaguarón. Sin em- 
bargo, quiero hacer algunas consideraciones 
acerca de lo que está pasando en la ciudad de 
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Carmelo, en el oeste del 
Colonia. 

Sabemos que los pueblos intensifican y 
perteccionan su vida cotidiana en base a las 
comunicaciones, ya sean éstas auditivas, visua- 
les o escritas, ferroviarias, marítimas, terrestres 
o aéreas. Las vías de comunicación terrestres 
engendran los puentes. La ciudad de Carmelo, 
segunda en importancia en Colonia pero primera 
en el oeste de nuestro departamento, no tiene 
comunicaciones por vía férrea, lo que hasta 
ahora aparentemente no ha sido motivo de 
atraso. Pero la comunicación por tierra depende 
fundamentalmente del puente giratorio manual 
sobre el arroyo de las Vacas, puente que ya 
cumplió ochenta y ocho años y ha comenzado 
a dar señales de deterioro. Ha soportado serias 
correntadas en las inundaciones de los años 
1948, 1958 y 1964 y es lógico que los 
colonienses, y en particular los carmelitanos, 
estén cada vez más preocupados acerca de la 
viabilidad, ya que las cargas de los camiones 
modernos van aumentando progresivamente de 
peso. Entonces, es imperiosa la construcción de 
un segundo puente sobre el arroyo de las Vacas. 
El Presupuesto quinquenal sólo sanciona su 
estudio; al menos para la construcción del 
puente sobre el río Yaguarón se destinan 
US$ 50.000. 

Hacemos votos para que el Poder Ejecutivo 
revea esta situación y dé seguridad a las 
comunicaciones terrestres de Carmelo, Nueva 
Palmira y todo su entorno a través de la Ruta 
Nacional N2 21. Ello significará proteger las 
posibilidades de lograr cultura, salud, comercio 
y sociabilidad en toda una región que hoy suma 
más de cuarenta mil personas. 


SEÑOR PRESIDENTE (Penadés).— Dado 
que no hay quórum suficiente para la aprobación 
de esta iniciativa, se va a llamar a Sala. 


departamento de 


(Así se procede) 


SEÑOR SILVEIRA (don Gustavo).— Pido la 
palabra para una aclaración. 


SEÑOR PRESIDENTE (Penadés).— Tiene la 
palabra el señor Diputado. 


SEÑOR SILVEIRA (don Gustavo).— Señor 
Presidente: después de escuchar las palabras 
del señor Diputado Guarino, quiero aclarar a los 
miembros de esta Cámara que muchas de las 
cosas que dijo son absolutamente ciertas, pero 
también me consta -no vengo a defender a nadie 
porque acabo de ingresar a la actividad política- 
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que las anteriores Administraciones han hecho 
un esfuerzo tremendamente importante por 
concretar la construcción de este puente. Basta 
señalar los antecedentes del año 1991 y el 
tratado firmado con Brasil sobre la utilización de 
los recursos del río Yaguarón, que da pie a esta 
concreción. 

Quiero señalar también que un puente 
internacional se hace de la misma manera en 
que se hacen las obras internacionales, salvo 
que alguien proponga que el Uruguay solo haga 
el puente, se incruste del otro lado, en Brasil, 
y lo maneje como quiera. 

Entonces, quiero manifestar el más profundo 
reconocimiento al manejo que Uruguay ha hecho 
de las construcciones binacionales -que han 
sido un ejemplo en la región- y de las 
Comisiones respectivas. 

Además, quiero decir que es cierto que en 
el departamento, concretamente en la 3% 
Sección, se ha hecho un manejo bastante 
irregular de las expectativas de fuentes de 
trabajo a generarse -lo cual junto con el señor 
Diputado Guarino y la señora Diputada Rivero 
Saralegui hemos denigrado- y que, inclusive, 
algunas personas han hecho llamados a inscrip- 
ciones. Sin embargo, creo que ése no debe ser 
el tema que nos ocupe. Creo que, desde el 
Parlamento, al menos los tres Representantes 
por el departamento estamos demostrando que 
no tuvimos participación en ese tipo de actividad 
y que la denigramos, aunque igualmente sufri- 
mos esa deslealtad en la campaña política. 
Asimismo, se está dando la señal de que, al 
menos la coalición de gobierno, cuando prome- 
te, cumple. 


SEÑOR PRESIDENTE (Penadés).— La Mesa 
quiere aclarar que de ahora en más no va a 
permitir que por la vía de la aclaración se 
expresen fundamentos que el Reglamento habi- 
lita a formular a través de la respuesta a 
alusiones de carácter personal o político. 

Como el señor Diputado Gustavo Silveira está 
estrenando su banca en la Legislatura, le hemos 
permitido esta intervención, 


SEÑOR LAVIÑA.— Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Penadés).— Por ser 
el miembro informante, voy a otorgar la palabra 
por segunda vez al señor Diputado. 

Tiene la palabra el señor miembro informante. 


SEÑOR LAVIÑA.— Señor Presidente: repen- 
sando el tema y después de las expresiones del 
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señor Diputado Guarino, quiero decir que una 
obra binacional es el resultado de la voluntad 
de dos países. Como se hizo referencia a la 
conducta política de los partidos políticos -su- 
pongo que se referirá a los partidos de la 
coalición-, tengo que aclarar que éste es un 
tratado entre dos países, un convenio, y no un 
protocolo. Por lo tanto, por más que Uruguay 
tuviera voluntad, si no obtiene el consentimiento 
del otro país y no negocia el tratado, no se 
puede culminar. Con esto quiero decir que este 
tratado es la base para poder realizar el puente. 
Sin este tratado, unilateralmente, Uruguay no 
puede hacer el puente. 

Con respecto a la urgencia, en la introducción 
del tratado se la reconoce porque dice: 
"Reconociendo, además, la urgencia de realizar 
trabajos de recuperación del Puente Barón de 
Mauá (...)". En el artículo Il se establece un 
plazo de sesenta días contados a la fecha de 
entrada en vigencia de este acuerdo para que 
comience a trabajar la Comisión Mixta encarga- 
da de realizar la licitación. Quiere decir que hay 
conciencia de la urgencia de realizar esta obra 
y hay plazos para iniciar las medidas prepara- 
torias para culminar la realización del puente. 

Por último, considero que si esto no se 
cumple, tenemos todos los mecanismos legisla- 
tivos de contralor a través de los Ministerios 
respectivos, en este caso el Ministerio de 
Transporte y Obras Públicas, para incentivar y 
controlar la realización de este puente. 

No tengo ninguna duda de que el señor 
Diputado, quien puso tanta pasión política en el 
asunto, lo hizo con absoluta buena fe, como 
acostumbra a hacerlo en todas sus exposicio- 
nes. 

Muchas gracias. 


SEÑOR GUARINO.— Pido la palabra para 
contestar una alusión. 


SEÑOR PRESIDENTE (Penadés).— Tiene la 
palabra el señor Diputado. 


SEÑOR GUARINO.— Señor Presidente: sin 
ánimo de continuar con este tema, porque lo 
importante es que votemos el acuerdo, creo que 
las palabras del señor Diputado Laviña confir- 
man lo que decíamos, en el sentido de que 
mientras no se diera este paso en el marco de 
una obra binacional, es decir, la firma de los 
acuerdos correspondientes, era imposible atfir- 
mar lo que se afirmó durante muchísimos años, 
esto es, que el puente era un hecho y que 
bastaba la voluntad del gobierno uruguayo para 
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que se construyera; mucho menos se debió 
anotar gente para trabajar en él. 

Ojalá que el plazo de sesenta días para 
iniciar el trabajo de la Comisión se transformen 
en sesenta días para que ésta se expida. 


SEÑOR PRESIDENTE (Penadés).— Si no se 
hace uso de la palabra, se va a votar si se pasa 
a la discusión particular. 


(Se vota) 
— Sesenta en sesenta y uno: Afirmativa. 
En discusión particular. 
Léase el artículo único. 
(Se lee) 
— En discusión. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a 
votar. 


(Se vota) 
— Cincuenta y ocho en sesenta: Afirmativa. 


SEÑOR BERGSTEIN.— Pido la palabra para 
fundar el voto. 


SEÑOR PRESIDENTE (Penadés).— Tiene la 
palabra el señor Diputado. 


SEÑOR BERGSTEIN.— Señor Presidente: 
creo que hemos aprobado un proyecto de 
trascendental importancia que, junto con la ley 
que ratifica el Tratado del puente Buenos Aires- 
Colonía, tiene que ver con el destino nacional. 
Puede parecer exagerada nuestra expresión, 
pero si en el año 1827 fuimos concebidos como 
un Estado paragolpes, en el mundo de la 
integración estos proyectos nos dan un perfil de 
Estado bisagra. 

Acabamos de votar una iniciativa de trascen- 
dental importancia; ésta es una de las satistac- 
ciones que nos da la tarea legislativa. Ojalá que 
el Tratado del puente Buenos Aires-Colonia 
hubiera tenido durante la anterior Legislatura 
este tratamiento acelerado en el seno del 
Parlamento, porque estamos seguros de que en 
tal caso hoy habría miles de uruguayos 
trabajando en él. 

Muchas gracias. 


SEÑOR BARAIBAR.— Pido la palabra para 
fundar el voto. 


SEÑOR PRESIDENTE (Penadés).— Tiene la 
palabra el señor Diputado. 
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SEÑOR BARAIBAR.— Señor Presidente: 
hemos votado favorablemente esa iniciativa. Si 
bien no somos oriundos del lejano departamento 
de Cerro Largo, de todas maneras, cuando en 
la Legislatura pasada el Encuentro Progresista- 
Frente Amplio no tenía Representante por ese 
departamento -felizmente, hoy lo tiene en la 
persona del señor Diputado Guarino-, concurri- 
mos muy asiduamente allí para establecer un 
nexo entre ese departamento y el Parlamento. 
He estado muchas veces en la ciudad de Río 
Branco y, efectivamente, he constatado que el 
puente Barón de Mauá tiene un deterioro 
importante; es muy angosto y antiguo. Por lo 
tanto, es necesario un puente que habilite una 
circulación más amplia; se trata de una obra de 
ingeniería requerida para el desarrollo de la 
zona. 

Quiero manifestar que he quedado muy 
sorprendido con la referencia al Tratado del 
puente Colonia-Buenos Aires que se aprobó al 
final de la Legislatura pasada. Nosotros nos 
opusimos y creímos que no había apuro, tal 
como dijimos en la discusión; esa iniciativa 
todavía duerme en las carpetas del Congreso 
argentino. Deseamos a este tratado mejor suerte 
que la que tuvo el relativo al puente Colonia- 
Buenos Aires, que podríamos haber estudiado 
mejor y con mayor profundidad si hubiéramos 
tenido más tiempo. Sin embargo, urgencias que 
no estaban exentas del clima preelectoral 
apuraron la aprobación de un tratado que 
todavía está muy lejos de ser ratificado en la 
Argentina y convertirse en ley de ese país, lo 
cual permitiría avanzar hacia la realización de 
la obra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Penadés).— Queda 
aprobado el proyecto y se comunicará al 
Senado. 


SEÑOR SILVEIRA (don Gustavo).— ¡Qué se 
comunique de inmediato! 


SEÑOR PRESIDENTE (Penadés).— Se va a 
votar. 


(Se vota) 


— Sesenta por la afirmativa: Afirmativa. Una- 
nimidad. 


(No se publica el texto del proyecto aprobado 
por ser igual al informado, que corresponde al 
remitido por el Poder Ejecutivo) 
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27.— Análisis de presuntas 
irregularidades en el 
SODRE. (Designación de 
una Comisión Investiga- 
dora) 


— Se pasa a considerar el asunto que figura en 
octavo término del orden del día: "Análisis de 
presuntas irregularidades en el SODRE. (Desig- 
nación de una Comisión Investigadora)”. 


(Antecedentes:) 


Rep. N? 439 


"MOCION 
Montevideo, 14 de noviembre de 2000. 


Señor Presidente de la 
Cámara de Representantes, 
Washington Abdala. 
Presente. 


En ejercicio de las facultades que me confiere 
el artículo 118 del Reglamento de la Cámara de 
Representantes solicito se integre una Comisión 
Preinvestigadora a los efectos de analizar 
presuntas irregularidades en el Servicio Oficial 
de Difusión, Radiotelevisión y Espectáculos 
(SODRE). 


José Carlos Mahía 
Representante por Canelones. 


Comisión Preinvestigadora a los efectos de 
analizar presuntas irregularidades en el 
SODRE 


ACTA N? 1 


En la ciudad de Montevideo, a los quince días 
del mes de noviembre del año dos mil y siendo 
la hora catorce y veinticinco minutos, se reúne 
la Comisión Preinvestigadora a los efectos de 
analizar presuntas irregularidades en el SODRE, 
designada por la Cámara de Representantes con 
fecha 14 de noviembre, ante solicitud formulada 
por el señor Representante José Carlos Manía, 
en función de lo dispuesto en el parágrafo 
primero del artículo ciento dieciocho del Regla- 
mento de la Cámara de Representantes. 
Concurren sus miembros señores Representan- 
tes Roque E. Arregui, Guido Machado y José 
María Mieres. —oorororerecorrrcnr rr 
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Actúa en la Secretaría el Secretario de Comisión 
designado Juan Perdomo Bejérez. =--===--==---=- 
En primer término se procede a designar a uno 
de sus miembros, como moderador, a efectos 
del ordenamiento de las deliberaciones, reca- 
yendo por moción del señor Representante 
Roque E. Arregui, en el señor Representante 
José María Mieres. 
ASUNTOS ENTRADOS: Por Secretaría se da 
ingreso a la Carpeta número setecientos ochen- 
ta y ocho conteniendo la moción firmada por el 
señor Representante José Carlos Mahía. 
Acto seguido se invita a pasar al señor 
Representante denunciante José Carlos Mahía, 
para que efectúe la articulación de sus denun- 
cias, según lo dispone el citado ut-supra artículo 
del Reglamento. 
El señor Representante referido efectúa una 
exposición presentando documentación para ser 
fotocopiada y entregada a cada uno de los 
miembros. 
Siendo la hora diecisiete y treinta y cinco se 
retira el señor Representante José Carlos 
Mahía, pasando la Comisión a deliberar. 
Siendo la hora diecisiete y cuarenta minutos, el 
señor Representante Guido Machado, solicita un 
cuarto intermedio, a efectos de recibir una 
documentación complementaria que manifiesta 
ha solicitado. Vueltos a Sala a la hora dieciocho 
y cincuenta el referido señor Representante 
manifiesta no haberla recibida aún. En conse- 
cuencia la Comisión acuerda reunirse en el día 
de mañana a partir de las diez horas y treinta 
minutos, a efectos de adoptar resolución sobre 
el tema motivo de la designación. 
De lo actuado se efectúa registro taquigráfico 
cuya traducción dactilográfica foliada del uno al 
diecisiete inclusive, se agrega a la presente 
acta, pasando a formar parte de la misma a 
todos sus efectos. 
Siendo la hora diecinueve se procede a levantar 
la reunión, labrándose la presente que firman 
para constancia los señores integrantes de la 
Comisión Preinvestigadora conjuntamente con el 
señor Representante denunciante. 


rr 


nono 
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Roque E. Arregui, Guido 
Machado, José María 
Mieres, José Carlos 
Mahía. 


SEÑOR SECRETARIO (Perdomo).— Habien- 
do número, está abierta la reunión. 


(Es la hora 14) 
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— Corresponde que los miembros de la Comi- 
sión designen un moderador. 


SEÑOR ARREGUI.— 
Diputado Mieres. 


(Aprobado) 


SEÑOR SECRETARIO.— Me parece oportuno 
aclarar que en la esfera administrativa debemos 
mantener reserva en las actuaciones. 


SEÑOR MODERADOR (Mieres).— Solicito 
que se llame al miembro denunciante, señor 
Diputado Manía. 


Propongo al señor 


(Así se procede) 


— La Comisión da la bienvenida al 
Diputado Mahía. Tiene la palabra. 


señor 


SEÑOR MAHIA.— En primer lugar, agradezco 
la celeridad que, obviamente está enmarcada 
dentro de los plazos reglamentarios, pero para 
nosotros era importante poner en conocimiento 
de esta Comisión Preinvestigadora una serie de 
elementos. 


En segundo término, queremos destacar que 
para nosotros tiene particular sensibilidad todo 
lo que se refiere al SODRE, lo que significa para 
la sociedad uruguaya, el rol que debe cumplir 
la difusión de la cultura en general. Por lo tanto, 
entendemos que es un servicio clave para el 
desarrollo cultural de nuestro país. Además, por 
su naturaleza, por su diversidad, es una 
institución sumamente compleja, con un amplí- 
simo campo de actividades: la radiodifusión, la 
televisión, la danza, el coro, la orquesta y lo 
relativo a los aspectos administrativos. Funda- 
mentalmente, hay que tener en cuenta que es 
un organismo con un potencial, a nuestro 
entender, hasta ahora no desarrollado con la 
profundidad que debió haber sido hecho a nivel 
nacional. Uno a veces no tiene conciencia de 
lo que significa el SODRE, especialmente para 
el interior del país por el alcance nacional, por 
la infraestructura potencial que tiene en reali- 
dad. 


Vamos a presentar una serie de elementos 
por los cuales entendemos, tal cual establece 
el Reglamento de la Cámara, que es necesario, 
pertinente y oportuno que el Parlamento nacio- 
nal designe una Comisión Investigadora para 
estudiar y analizar eventuales irregularidades en 
el SODRE. 


Para comenzar, vamos a analizar todo lo que 
tiene que ver con el estado de bienes del 
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instituto. En julio y agosto de este año se inició 
un proceso de relevamiento de bienes del 
instituto por el cual se comprobó, de acuerdo 
con diversos informes presentados por la 
Sección Inventarios así como por la División 
Financiero Contable y que de ser necesario 
pondremos a disposición de esta Comisión o de 
la Investigadora -si se decide que se instale-, 
la existencia de una serie de irregularidades que 
a nuestro entender actúan en contra de la 
institución y, además, constituyen una clara 
muestra de desorden administrativo y falta de 
control de los bienes públicos. A partir de ese 
relevamiento y según los informes mencionados, 
se constataron entre otras las siguientes 
situaciones. 


En primera instancia, la Sección Inventarios 
da una larga lista de faltantes de bienes 
mobiliarios de toda índole, tanto en la Dirección 
Nacional del SODRE como en el depósito de la 
calle República, en las fechas 21 y 27 de julio 
y 3 de agosto de 2000. Cito algunos ejemplos 
textuales: "Tomando conocimiento de la Reso- 
lución N2 95446 del 05 de julio de 2000 en el 
día de la fecha se procedió al Relevamiento de 
Bienes en desuso existentes en el Depósito de 
la calle República s/n.- Constatándose” -dice 
este informe de fecha 27 de julio de 2000- "una 
gran cantidad de faltantes materiales que fueron 
trasladados a ese lugar desde Canal 5, Depósito 
de Inventarios en Sarandí 450 y de la División 
Edilicia, tal como consta en fojas 6 a fojas 50”. 
Así tenemos el detalle de todo el material que 
-para que tengan idea los señores Diputados- 
va desde heladeras hasta restos de monitores, 
tubos de monitores, carcazas de televisores de 
veinticuatro pulgadas; en fin, una enorme 
variedad de elementos en esta lista que fue 
elevada a las autoridades del SODRE. 


En segundo lugar, el hallazgo de una gran 
cantidad de bienes en distintos lugares del 
Instituto que no habían sido inventariados 
nunca, como es de procedimiento, por parte de 
la Sección Inventarios, en fecha 7 de agosto de 
2000. Como se trata de un organismo público 
-no es mi casa particular ni la de ninguno de 
los señores legisladores-, son bienes de todos, 
necesariamente deben ser administrados e 
inventariados para conocer su existencia. Sin 
embargo, aparecen informes -en este caso, del 
7 de agosto de 2000- hechos por la División 
Financiero Contable a la contadora Eloísa 
Mérola que dicen: "En el día de la fecha en el 
hall de recepción de Dirección del Servicio 


Naciona! de Televisión se constata la existencia 
de cinco módulos tapizados en color beige con 
sus respectivos almohadones (tres de ellos 
forman un sofá de tres cuerpos y dos forman 
un sofá de dos cuerpos), al indagar su 
procedencia en el Departamento Contable la 
señora Dafne Borrazas expresa que los mismos 
son procedentes de un canje con la firma J. B. 
Equipamientos, no contando con factura oO 
expediente de notificación hasta el momento”, 


Hay una serie muy importante de estos 
ejemplos. Otro más del 22 de setiembre de 2000 
elevado a la División Financiero Contable, hecho 
por la Sección Inventarios, por la Jefa Esther 
Mariño, establece: "Se informa a la superioridad 
que en el día de la fecha en el Servicio Nacional 
de Televisión en el área de Isla 3 se constató 
la existencia de un REMOTO TITULADOR 
MAGNI y en Taller Técnico un REMOTO SONY 
MOD. UVA-60P N?* 400554 PARA BETACAM, 
(NUEVOS), los mismos fueron codificados con 
los números 11085 y 11092 e ingresados al 
Sistema, desconociéndose hasta este momento 
su procedencia y valor". Es decir, son cosas que 
aparecen en el SODRE (que no se conocía de 
dónde venían, dónde estaban ni cuándo fueron 
ingresadas. Estos informes tueron elevados a 
las autoridades correspondientes. 


En tercer término, la firma de alta de 
materiales sin que éstos hubieran sido entrega- 
dos al Instituto. Acá tenemos un informe del 
señor Fernando Quartara, Director Técnico de 
Televisión Nacional, que en el ítem 1 dice: 
"Efectivamente con techa 23/6/99 firmé el alta 
por un total de cinco equipos de Video Tape 
Betacam que se compraban a la firma SONY a 
través de su representante en Uruguay Auvipro 
S.A.- Lo hice a pedido de funcionarios de la 
Sección Compras y aunque les indiqué que aún 
no se habían recibido, insistieron en que lo 
hiciera a fin de cerrar el expediente. Supongo 
que el personal de Compras al ¡igual que yo, 
jamás pensamos que la demora en la entrega 
del equipamiento iba a ser de más de un año, 
al punto que aún hoy están en la Aduana.- Todo 
esto se hizo de buena fe e insisto, en algo que 
es fácil de comprobar, los equipos aún hoy están 
en la Aduana. Adjunto fotocopia del pedido 
inicial de esta Dirección Técnica que hoy tiene 
más de dos años". Esto que fue posteriormente 
cuestionado por la propia Dirección del SODRE 
de 20 de setiembre de 2000 por haber firmado 
el alta de material que no había sido entregado, 
forma parte de las irregularidades, del desorden 
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administrativo de algo que tiende a ser esencial. 
En un Estado uruguayo en el cual obviamente 
estamos viviendo situaciones difíciles y teniendo 
en cuenta que el SODRE nunca se ha 
caracterizado por ser un servicio descentraliza- 
do rico en existencias, en propiedades, en 
bienes, hoy tenemos una serie de inventarios 
que detectan faltantes que más tarde aparecen 
de no se sabe de dónde y altas de ingresos que 
efectivamente no se hacen y que el propio 
Consejo lo establece. 


Cuarto punto: la existencia de equipos 
técnicos de la empresa TVC del canal satelital 
en el Local de Transmisión del Servicio Nacional 
de Televisión situado en la Intendencia Munici- 
pal de Montevidoeo; es la antena del SODRE. 
El acta del 5 de octubre de 2000 dice: “En 
Montevideo a los cinco días del mes de octubre 
de 2000, en la Intendencia Municipal de 
Montevideo en el Local de Transmisión del 
Servicio Nacional de Televisión con motivo del 
Relevamiento de Bienes existentes del Instituto 
en presencia del señor Alejandro Haladjian, 
señor Alvaro Soulier, por la Dirección Técnica 
y por el Sector Inventarios señor Mauricio 
Jimémez y Sra. Esther Mariño se deja constan- 
cla de la existencia de Equipos Técnicos 
pertenecientes a TVC en calidad de préstamos 
y ellos son los siguientes", Aparecen dentro de 
lo que debería ser la administración del SODRE 
equipos ajenos a la propia institución y se 
supone que debe haber -y existen- tórmulas 
administrativas que regulen el relacionamiento 
en cuanto a la existencia de equipos en general. 


Quinto punto: la entrega por parte de 
funcionarios de bienes que jamás habían sido 
inventariados en los días 5 y 6 de octubre. El 
acta dice: "En Montevideo a los cinco días del 
mes de octubre de 2000 en la Dirección del 
Servicio Nacional de Televisión en el local de 
Taller de Iluminación el señor Roberto Barrios 
hace entrega de dos FOTOMETROS 
POLIFUNCIONALES los cuales jamás habían 
sido inventariados tal como consta a continua- 
ción". La pregunta es: ¿por qué se los entrega 
si nunca fueron inventariados? ¿Es una dona- 
ción? Es bueno que el SODRE los reciba pero, 
¿dónde estaban antes? ¿Quién los utilizó? ¿En 
qué circunstancias? Son una serie de preguntas 
que nos formulamos. Después hay otro caso 
similar de un FOTOMETRO POLIFUNCIONAL 
SEKONIC ML 508 que desborda mi ciencia 
saber qué es exactamente, pero son todos 
equipamientos técnicos. 
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Sexto punto: hay otro hecho llamativo. 
Posteriormente al inventario que se inicia el 21 
de junio, se hacen otros de fechas 4, 5 y 6 de 
octubre en los que comienzan a aparecer bienes 
de uso técnico que en un principio figuraban 
como faltantes. Mientras no aparecían, ¿quiénes 
los utilizaban? ¿Dónde estaban? ¿Qué uso se 
les daba? ¿Por qué se llega a esta situación? 
Repito que el SODRE no se caracteriza por ser 
una institución del Estado que tenga mucho 
dinero y posibilidades de adquirir cosas y, sin 
embargo, hay una enorme cantidad de elemen- 
tos que no aparecían y luego, como de la nada, 
empiezan a surgir. 


Séptimo punto: la constatación de la supre- 
sión de códigos numéricos de inventario y 
borrado de los números de serie y cambio de 
lugar de equipos. Eso lo establece el informe 
de la Jefa de Inventarios, Esther Mariño, y del 
Director Técnico, Fernando Quartara, de 9 de 
octubre. Dice así: “Se informa a la superioridad 
que debido al seguimiento del Sector Inventario 
en el control de cambio de lugar de equipos 
técnicos se tenía la sospecha que los códigos 
de inventario eran adulterados. En el día de la 
fecha en que se hizo un chequeo general de los 
equipos pertenecientes al área Técnica en 
compañía del Director Técnico señor Fernando 
Quartara constatándose la real irregularidad" 
-no lo decimos nosotros sino un informe técnico 
elevado a las autoridades del SODRE- "de la 
supresión de códigos numéricos de inventario y 
borrado de los números de serie y cambio de 
lugar de equipos". 


Octavo punto: el informe de la Sección 
Inventarios del 10 de octubre finaliza diciendo: 
"Los materiales que fueron apareciendo entre el 
día cuarto y seis del corriente constan en tolios 
44 de este informe". También se señala que se 
corroboró que se habían borrado los códigos de 
inventario, “el cambio de carcazas de un equipo 
a otro con afán de confundir, como así también 
el cambio de lugares indiscriminadamente, e 
incluso se constata" -esto me ha llamado 
muchísimo la atención- “equipos de más que ni 
siquiera figuraban como faltantes”. 


Quiero dejar constancia de que no voy a leer 
en su totalidad este abundante material del que 
disponemos, que habla en detalle de todos los 
equipamientos; sólo voy a ilustrar a los señores 
Diputados para que tengan una idea general. 


Cuando se inicia este proceso, aparecen 
faltantes que no se sabía dónde estaban y cosas 
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que nunca habían figurado. Reitero el último 
párrafo del informe: "Es necesario informar que 
el día nueve en un chequeo general de todas 
las áreas técnicas en compañía del Director 
Técnico y otros funcionarios se corroboró que 
habían borrado los códigos de inventario como 
consta en folios 45 de este informe a fin de que 
se investigue el acto en cuestión. El cambio de 
carcazas de un equipo a otro con afán de 
confundir, como así también el cambio de 
lugares indiscriminadamente, e incluso se cons- 
tata equipos de más que ni siquiera figuraban 
como faltantes. Es notoria la intención de 
interferir en la labor específica de este Sector". 


Otro aspecto es el hallazgo en el Patronato 
Nacional de Excarcelados y Liberados de bienes 
declarados como faltantes en el relevamiento de 
bienes existentes realizado el 1% de junio de 
2000 e informado los días 21 de julio y 3 de 
agosto. Uno puede llegar a entender que, en 
ciertas circunstancias, debido a traslados de 
funcionamiento entre locales del SODRE, podría 
no encontrarse un determinado material. Pero 
deberíamos preguntarnos por qué en el Patro- 
nato Nacional de Excarcelados y Liberados, que 
depende del Ministerio del Interior, deben 
aparecer bienes declarados como faltantes. 
¿Por qué se da esa situación? Consideramos 
que esta interrogante amerita a que el Parla- 
mento tome conocimiento de ella y la investigue. 
El informe sobre la visita realizada al depósito 
del Patronato Nacional de bExcarcelados y 
Liberados es del 4 de octubre de 2000. 


Dejo constancia de que hay un convenio 
entre el SODRE y esa organización según el 
cual, a cambio de trabajo, como contraparte, se 
les da algún tipo de material en carácter de 
donación; en este caso, aparecen como faltantes 
cosas que, aparentemente, fueron donadas. Se 
habla, por ejemplo, de una pantalla gigante de 
barco, fotocopiadoras, VTR Sony, videocasetes, 
adaptadores de carga Sony, monitores Sony y 
una serie de cosas más que ocupan varias 
páginas. 


Con respecto al relevamiento de los bienes 
del Instituto, es mi deber poner en conocimiento 
de esta Comisión Preinvestigadora que una 
funcionaria, la Jefa de Sección, ha recibido 
amenazas de muerte, según lo dice el propio 
SODRE -que expresa solidaridad con ella- como 
consecuencia del cumplimiento de su deber. 
Entonces, uno se pregunta qué tipo de cosas 
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provocan que una funcionaria esté pasando por 
este tipo de situaciones. 


Además, analizando los hechos tal cual se 
suceden, estamos constatando que primero hay 
faltantes, después aparecen bienes de lugares 
indeterminados, y finalmente, cosas que nunca 
habían estado en el SODRE. 


En ese marco se da este tipo de situación 
que, inclusive, adelantaría la investigación 
administrativa en el SODRE porque también se 
intervino la computadora donde trabaja la 
funcionaria. Sería bueno que si los señores 
Diputados determinan la necesidad de instalar 
una Comisión Investigadora a fin de aclarar 
estos temas, el Parlamento tenga la posibilidad 
de convocar a estos funcionarios para que, de 
primera mano, informen acerca de la situación. 


Estoy tratando de ser lo más claro y concreto 
posible a los efectos de que ustedes cuenten 
con todos los elementos a la hora de tomar una 
decisión, que tiene que ver con lo que creemos 
debe ser evaluado en esta Comisión. Me refiero 
a la política de administración y gestión 
vinculada con tres aspectos: las coproducciones 
de la radio del Instituto, el cambio de publicidad 
por bienes materiales y el canje de deudas por 
bienes materiales. 


A este respecto debemos aclarar que la 
doctora Adela Reta, Presidenta del SODRE, tuvo 
la gentileza de hacernos llegar, previamente a 
que la recibiéramos por la vía oficial, la 
respuesta a un pedido de informes muy similar 
al que había hecho el señor Diputado Pablo 
Mieres y del que tomamos conocimiento hace 
cuarenta y ocho horas. Al mismo tiempo, debo 
informar a los señores Diputados Mieres y 
Machado -no así al señor Diputado Arregui, 
porque integra la Comisión de Educación y 
Cultura- que sobre el tema de las radios en 
general -no en cuanto a los inventarios, sobre 
los cuales no fuimos informados en Comisión 
cuando concurrió el SODRE- se suscitó un 
diálogo muy fecundo con dos de los Consejeros 
del organismo, el economista Rama y la doctora 
Reta. 


En particular, queremos destacar lo siguiente. 
El estado de las finanzas públicas, en particular 
las del SODRE, invita a reflexionar sobre la 
forma en que se administra el organismo la cual, 
a nuestro entender, lo ha llevado a perder miles 
de dólares a partir de distintas situaciones. 
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El Consejo Directivo del SODRE ha destinado 
más del 60% del tiempo desde 1995 hasta 2000 
a otorgar períodos de gracia a las distintas 
coproductoras radiales. Vamos a citar un 
ejemplo que ha adquirido notoriedad: en cuaren- 
ta y seis meses de gracia otorgados al productor 
de FM señor Daniel Millán y de acuerdo con lo 
planteado por el economista Rama en la 
Comisión de esta Cámara, el SODRE perdió de 
recaudar aproximadamente $ 485.000. La pre- 
gunta es: ¿cuánto perdió de recaudar el SODRE 
si tomamos en cuenta el conjunto de las 
diecisiete coproductoras radiales que hoy emiten 
la programación? Creo que esta pregunta 
debería hacerla el Parlamento para que la 
respondan las autoridades. 


Por lo que sé, el período de gracia es una 
institución que utilizan frecuentemente las auto- 
ridades -este tema ha sido parte del pedido de 
informes que hemos realizado- y que, a nuestro 
entender, se ha empleado en forma indiscrimi- 
nada, ocasionando un perjuicio económico al 
SODRE, al Estado en general y, además, a los 
funcionarios en particular, porque, como saben 
los señores Diputados, buena parte de sus 
ingresos son los proventos, y cuando se emplea 
esta modalidad de período de gracia el SODRE 
pierde de recaudar, lo que afecta directamente 
los legítimos intereses de los funcionarios del 
organismo. Esta situación se da en la radio en 
general y con los distintos coproductores. Si los 
señores Diputados lo entienden conveniente, 
podemos brindar el detalle de esta información. 


Hay otros elementos que quisiéramos brindar 
como complemento vinculados con la televisión, 
donde cerca de un 70% de la explotación se 
realiza a través de la coproducción. Voy a dar 
un ejemplo; aspiro a que sea la excepción 
dentro de la televisión nacional del SODRE y 
que el resto sea diferente. 


Me refiero a la empresa TELENOTICIAS 
CINCO S.R.L. El Consejo del SODRE, en 
sendas resoluciones oficiales, decidió cancelar 
más del 90% de la deuda de esa empresa con 
el organismo, a pesar de que llegó a más de 
US$ 132.000, por aparatos de aire acondiciona- 
do. Desde los inicios de su relación comercial 
con el Canal 5 dicha empresa mantuvo un saldo 
negativo permanente en su cuenta corriente, 
acumulándose mes a mes esa deuda que llegó 
a los US$ 132.000. 


Más allá de la conveniencia o no de cambiar 
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cerca de US$ 110.000 por equipos de aire 
acondicionado y de si eso debería ser una 
prioridad para el SODRE, la pregunta es qué 
tipo de administración tenemos los uruguayos en 
un servicio descentralizado que no le permite 
constatar deudas que se van generando hasta 
ese monto y cómo se llega a esa especie de 
bola de nieve de US$ 132.000. ¿Por qué no se 
toman medidas preventivas? ¿Existe una oficina 
comercial que se encargue de efectivizar el 
cobro de las deudas? ¿Esta situación también 
se produce con otros contratantes? Inclusive, 
tengo entendido que en el pasado se han 
producido situaciones similares. ¿El SODRE ha 
logrado cobrar la deuda? ¿Se tomaron, en su 
momento, los recaudos y las garantías necesa- 
rias? ¿Cuáles fueron las garantías presentadas 
por las firmas a la hora de firmar el contrato? 
Entendemos que esta serie de interrogantes 
deben ser parte de una investigación. 


Podríamos agregar otros elementos que 
están vinculados a una forma de gestión. Por 
ejemplo, cuando el Presidente viajó a Chile este 
año, esta empresa solicitó que el SODRE 
cubriera los gastos que generó el hecho de 
hacerse cargo de informar al país a través del 
SODRE, a pesar de que, evidentemente, es el 
coproductor quien debe asumir los costos de 
traer la información. Precisamente, tenemos 
entendido que el propio organismo asumió el 
costo que debería estar a cargo de la empresa. 
Tengo la resolución de 20 de julio de 2000, que 
reconsideró una anterior, autorizando la nota de 
crédito por los gastos incurridos en dicho viaje. 


Con respecto a las radios, a nuestro entender 
existió una serie de elementos incorrectos o 
equivocados que se nos brindaron en Comisión 
cuando concurrieron el economista Rama y la 
doctora Reta. En la página 3 se nos dice que 
no había más de dos mil discos compactos en 
existencia, y puede comprobarse que ya en 
1993 la FM trabajaba con mil veintiséis 
compactos y quinientos noventa casetes. En la 
misma página, donde habla de la Sección de 
Programaciones de FM, dice el economista 
Rama que muchos funcionarios del SODRE que 
trabajan en la FM se acogieron a la jubilación 
o a las excedencias previstas en la Ley de 
Presupuesto, que algunos fallecieron y otros 
renunciaron. 


Puede probarse que en 1995 el equipo de 
programaciones de FM constaba de tres de los 
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cuatro tuncionarios asignados: Armando Diez, 
que se jubiló en 1998, Gonzalo Comesaña, que 
pasó a desempeñarse en CX 38 y que 
actualmente se encuentra en discoteca, y Juan 
Latorre, que actualmente se desempeña en CX 
6. El único funcionario fallecido fue Edison 
Barrios en 1995. 


En la página tres también se habla del costo 
de CX 6. Dice que los costos y el personal 
involucrado en toda la programación y funcio- 
namiento de CX 6 representan un gasto de 
$ 180.000 anuales. Puede probarse que este es 
el costo de la totalidad de las radios del SODRE, 
las cuatro emisoras y repetidoras, y no de CX 
6. Es importante destacar que el SODRE corre 
con los gastos de los operadores de locución 
y las tres repetidoras de FM. 


Podríamos seguir detallando algunos elemen- 
tos más, pero no queremos saturar a la 
Comisión. 


SEÑOR MODERADOR.— En virtud de que no 
tenemos autorización para sesionar junto con la 
sesión extraordinaria de la Cámara, que comien- 
za a la hora 15, propongo pasar a intermedio 
hasta que en la sesión ordinaria se nos autorice 
a proseguir. 


Se pasa a intermedio. 
(Es la hora 15) 
— Continúa la reunión. 
(Es la hora 16 y 35) 
— Tiene la palabra el señor Diputado Manía. 


SEÑOR MAHIA.— Hemos entregado al señor 
Secretario parte del material que leímos en sala 
a los efectos de que entregue fotocopias a los 
señores Diputados y ellos puedan tomar una 
decisión. 

Antes del intermedio estábamos analizando la 
política de las coproducciones, tanto en radio 
como en televisión. Dimos dos ejemplos que 
figuraron en la prensa durante los últimos meses 
-para no hablar de otros-: el caso de la FM, a 
cargo del productor Daniel Millán, y el de 
TELENOTICIAS CINCO. En general, estas dos 
situaciones producían pérdidas al SODRE a la 
hora de recaudar y/o afectaban los ingresos de 
los funcionarios debido a que los proventos son 
una parte esencial de sus salarios. 


Hay otros elementos que también han sido 
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objeto de polémica pública, por ejemplo lo 
sucedido en torno al cobro de la compensación 
de proventos concedida a la señora Claudia 
Ferrari, hija del Consejero Ferrari. Nosotros 
poseemos documentos sobre este caso, y en 
uno de ellos da fte de que asistió en las 
funciones que se decía, pero contraviniendo un 
informe jurídico que asesoraba al cuerpo en el 
sentido de que no le correspondía las compen- 
saciones que efectivamente se le brindariían -no 
sabemos si cobró- a esa funcionaria, el SODRE 
laudó que había que abonarle ese dinero. 


Además, tenemos otra serie de elementos en 
el marco de una investigación iniciada por parte 
del Consejo del SODRE sobre la actuación de 
dos funcionarios del instituto a partir de la cual 
uno de ellos, Walter Chopitea, fue destituido, y 
a otro, Julio Santos, se le realizó un sumario. 
Entre los descargos que realizó este último hay 
una serie de graves acusaciones de presuntas 
irregularidades sobre las cuales hasta ahora no 
tenemos información en el sentido de que hayan 
sido analizadas o investigadas por las autorida- 
des correspondientes. 


Uno puede tender a pensar que se trata del 
descargo de un funcionario acusado y que, por 
lo tanto, puede tener un cierto grado de 
polémica. Aunque así fuera, los elementos 
fueron presentados y no tenemos conocimiento 
de que esta situación hubiera sido por lo menos 
indagada. Tengo en mi poder el expediente 
89/999, de la Fiscalía de 2? Turno, de la doctora 
Miriam Areosa, dirigido al señor Ministro de 
entonces -el profesor Fau-, que contiene la 
investigación administrativa iniciada el 21 de 
marzo de 1997 sobre estas dos personas. 


Entre otras cosas, dice: "Antes de ingresar 
al análisis de los hechos ocurridos en el 
Departamento de Compras, resulta necesario 
resaltar la correcta apreciación que se realiza 
a fs. 280 - 281: las responsabilidades no son 
exclusivamente de los sumariados, todo el 
Departamento de Compras estuvo en conoci- 
miento o participó en una u otra forma en las 
anomalías a que habrá de referirse infra. -O aún 
podrá caber responsabilidad a la Dirección de 
Espectáculos.- No debió, por otra parte dispo- 
nerse sanción alguna a los otros funcionarios, 
hasta determinar certeramente la responsabili- 
dad de cada uno”. 


Este expediente establece que las irregulari- 
dades no estaban solamente en estos dos 
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funcionarios sino también en otras áreas del 
SODRE que no fueron investigadas, y sugiere 
que se investiguen. Al final, dice: "Se comparte 
el criterio de la Instructora Sumariante (fs. 187); 
los hechos comprobados pueden comprometer 
la responsabilidad penal de alguno de los 
involucrados.- No obstante la carencia de 
constancia de la realización de denuncia penal," 
-que, aparentemente, no hizo- "se le han 
informado al dictaminante, de su ocurrencia.- 
Deberá confirmarse y asentarse en el expedien- 
te administrativo, agregándose copia del escrito 
respectivo.- Finalmente, se reitera la necesidad 
de ampliar la investigación administrativa.- Así 
lo impone la exposición de fs. 281 como también 
lo expresado por el sumariado Santos de fs. 1 
a 6 del exp. 467/97 Anexo 11 (escrito recibido 
el 23/11/98), relativo a la compra directa de 
suministros por funcionarios del SODRE sin con- 
curso de precios, o la contratación de empresas 
vinculadas por razón de dependencia con 
funcionarios de esa Unidad Ejecutora.- Y como 
ya se desarrolló antes, la destitución de Walter 
Chopitea y la suspensión por seis meses a Julio 
Santos, son las sanciones adecuadas.- De la 
resolución a recaer deberá notificarse a esta 
Fiscalía (artículos 1 y ss. del decreto 398/980 
de 17/VIl/980)". 


Este informe dice que está bien la sanción 
y que se debe investigar lo que planteó el 
sumariado, detallando elementos como la com- 
pra directa de suministros por funcionarios del 
SODRE sin concurso de precios y la contrata- 
ción de empresas vinculadas por razón de 
dependencia con funcionarios de esa unidad 
ejecutora. 


También tengo en mi poder las declaraciones 
del señor Santos. Dice: "Cuando fui interrogado 
en la fase de 'investigación', fui interrogado 
directamente como culpable" -subrayado-. "En 
ningún momento se me preguntó si conocía 
alguna irregularidad en los procedimientos del 
Dpto. de Compras. Cuando me enteré, la 
Abogada instructora había cerrado el Acta. 
Cuando le reclamé la posibilidad de 'agregar 
algo más' (Art. 200-Dec. 500/991), se excusó 
con que ya había cerrado el Acta y con un 'no 
te preocupes (entonces me tuteaba) que con 
Uds. no va a pasar nada'. Me quedé preguntan- 
do quiénes éramos "Uds." pero hice confianza 
y firmé, Grueso error. Sólo pude hacer una 
denuncia fuera de acta y es la siguiente. 
Estando en uso de licencia reglamentaria en el 
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interior del país, da comienzo la Investigación 
Administrativa. Cuando llego a Montevideo, en 
la Terminal Tres Cruces, me encuentro con un 
proveedor que me presenta una denuncia: le 
había llamado 'una tal Natalia' (Díaz) diciéndole 
que si quería ganar el concurso de precios al 
que se había presentado, debería pasar por fax 
otra cotización más baja que la que había 
presentado porque si no perdía. Le expliqué que 
estaba de licencia por una semana más, a lo 
que me contestó que de todos modos ya había 
hablado por teléfono con la Dra. Reta denun- 
ciando el caso.- igualmente, fui por el Dpto. de 
Compras y solicité el Expte. de marras a la Dra. 
Cuartín y a Sonia Giménez, quienes me 
explicaron que lo habían solicitado de la 
Secretaría de la Dra. Reta, lo cual me hizo 
suponer que, efectivamente, aquel hombre no 
me había mentido. Al presentar esta denuncia 
a la Dra. Suárez je entregué la tarjeta de aquella 
persona. Y todo terminó ahí. ¡¿Qué es lo que 
debo denunciar?! ¿A quién? ¿Ante quién? En 
mis descargos de fecha 17/3/98 presenté una 
denuncia sobre irregularidades en el Dpto. de 
Compras. ¿Qué medidas se tomaron? ¿Dónde 
fueron a parar mis descargos? ¿Se me acusa 
de 'omisión' (Res. 93.340 - Consid. IV) y de 'no 
haber reclamado acciones tendientes a regula- 
rizar el trabajo en el Dpto.' (Dr. Berbejillo) Hace 
más de dos años, se ordenó por parte del señor 
Vice Presidente del Instituto Ec. Claudio Rama 
al Encargado del Sello Editorial del SODRE, que 
se procediera a realizar una importante 
cantidad de etiquetas y carátulas para cassettes 
y Discos Compactos en la imprenta 'Dimagraf".- 
En la misma imprenta se mandó a hacer carteles 
plastificados ($ 1.200 c/u) el año pasado y 
parte de este año, en forma directa, sin 
concurso de precios, pagando al contado. A 
instancias del suscrito, este año se llamó a 
concurso de precios (ganó otra empresa por 
presentar mejor precio y  calidad).- En la 
imprenta Dimagraf se mandó a hacer una 
cartelera lumínica ($ 5.000), en forma directa, 
sin concurso de precios. Un par de meses 
después, cuando la cartelera -de pésima 
calidad- se rompió, a instancias del suscrito se 
llamó a concurso para hacer otra cartelera (ganó 
otra empresa). De todo eso, ¿no se percató la 
contadora Mérola? En el mismo local donde 
funciona la imprenta Dimagraf, funciona la 
Editorial Arca, propiedad del señor Vice Presi- 
dente del SODRE! ¿Qué debo denunciar? 
¿Implicancia? ¿Conjunción de intereses? Im- 
prenta 'Kamura'. Año 1996; se le adjudica en 
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forma directa, sin llamado a licitación, la 
impresión de los Programas de la Temporada 
Artística. La empresa no pudo cumplir, por lo 
cual presentó nota. Entonces, automáticamente, 
se le adjudica por otra Resolución, el mismo 
servicio para todo el año 1997! Si bien la 
empresa tampoco pudo cumplir en esta segunda 
oportunidad, la intencionalidad del Consejo 
Directivo queda de manifiesto documentada en 
dos sendas Resoluciones del año 1996, Por más 
que se hable de 'canje por publicidad', se está 
hablando de un monto muy superior a los 
US$ 10.000 (dólares americanos diez mil; más 
de cien mil pesos uruguayos), negocio éste 
arreglado directamente... ¿en qué despacho de 
qué consejero? Esto, ¿dónde se denuncia? 
Desde que asumió este Consejo Directivo y 
hasta que Julio Santos ingresó al Dpto. de 
Compras, la Dirección de Radiodifusión Nacional 
(D.R.N.) tuvo contratada una empresa de 
remises ('Saldanha Producciones') que se le 
pagaba por 'caja chica' de aquella Dirección, 
cobrando así a diario por sus servicios. ¿No se 
dio cuenta la contadora Mérola que se estaba 
haciendo fraccionamiento del gasto; que se 
estaba haciendo una 'adquisición (contratación) 
directa'; que se debió llamar a licitación; que la 
Dirección de Radio no necesitaba de aquel 
servicio ya que tiene sus propios vehículos? 
Cuando ingresé al Dpto. de Compras y en el 
período que ayudé con el llamado a precios, 
para no caer en 'omisión', para no 'apartarme 
de los procedimientos' y para 'tomar acciones 
tendientes a regularizar el trabajo', promoví la 
inscripción de aquella empresa como proveedor. 
Al solicitarle al señor Saldanha el número de 
R.U.C., todos se sorprendieron con la respuesta: 
'Pedísela a Claudio (Rama) o a Mascheroni 
(Director de D.R.N.), que ellos son los dueños; 
yo no sé' (SIC). El único no sorprendido fui yo, 
que ya les había advertido que exactamente esa 
iba ser la respuesta. No se presentó más y nadie 
le suplió, lo que demuestra que no era necesario 
aquel servicio.- ¿Dónde se denuncia todo esto? 
¿A quién se responsabiliza? ¿Acaso también 
será cierto lo que se comenta respecto a que 
el señor Rama tiene “intereses económicos' en 
la empresa de seguridad Dietrich contratada por 
el SODRE? Yo le he presentado al Señor Rama 
denuncias sobre irregularidades de esta empre- 
sa -robos violentando ventanillas; lucro con las 
tarjetas del personal- y la empresa aún sigue 
prestando servicios... (?) No me aparté de los 
procedimientos; no he cometido omisión. Aún 
sido corrigiendo todo lo que puedo, pero sigo 


molestando a la parte interesada, lógicamente 
recomendarán mi destitución.- Si la superioridad 
hace un manejo tan indiscriminado de rubros 
dando lugar a justificadas suspicacias, ¿qué 
tengo que denunciar? ¿Ante quién? ¿Qué 
garantías puedo tener? Se han hecho compras 
directas importantes, por orden de la Superio- 
ridad, apartándose del TOCAF, fraccionando 
gastos cuando hay licitaciones pendientes de 
ejecución. Para el Dpto. de Relaciones Públicas, 
por ejemplo: una computadora de 19" de última 
generación; una impresora láser; una impresora 
a chorro de tinta (color); un scanner última 
tecnología; insumos varios (tonner - para 
impresora láser, comprado por caja chica 
(contado efectivo) $ 1.400; comprado mediante 
concurso de precios -impulsado por mi- con 
pago 60/90 días: $ 800 c/u).- Todo eso se 
compró por separado. ¿Dónde estaba la 
contadora Mérola? ¿De licencia? ¿Dónde se 
denuncia esto? ¿Qué debo denunciar? ¿Que se 
pasaban 'faxes en blanco'? No, porque no es 
cierto; nunca vi que esto sucediera. Y después 
hay que probarlo. Las personas que manifesta- 
ron eso están expuestas a denuncia civil que se 
llevará adelante oportunamente. ¿Cómo se me 
responsabiliza sin pruebas, sin conocimiento de 
los hechos, al punto de pedirse mi destitución? 
Si mañana se me ocurre decir que determinado 
funcionario o Consejero es ladrón me expongo 
a lo mismo. Y si la Administración toma mis 
palabras por verídicas y juzga a aquél sólo por 
mis dichos comete un grave error.- Por otra 
parte, el 90% de los faxes los pasaba Mariela 
Spinetti (siempre me pedía para hacerlo). Yo 
simplemente le dictaba casas elegidas al azar 
de la Guía de Páginas Amarillas. Nadie lo puede 
negar; todos lo veían. Así que es mi verdad 
contra la de cualquier otra persona. Y he sido 
el único que ha ofrecido medios y oportunidades 
para probarlo (ver descargos)”. 


No voy a seguir leyendo este informe ya que 
voy a ponerlo a disposición de los señores 
Diputados. 


Insisto: no es quien habla el que afirma que 
esto sea así; en el informe de la Fiscalía de 
Gobierno de 2* Turno se expresa que estas 
cosas planteadas en los descargos no fueron 
investigadas. 


Otros elementos son declaraciones públicas 
efectuadas por el señor Senador Larrañaga. 
Ayer de mañana, en el informativo de Canal 4, 
y en la edición de "Búsqueda" del jueves 


pasado, afirmó la necesidad de establecer una 
Comisión Preinvestigadora en el Senado sobre 
este tema. En el matutino "El Observador" de 
fecha 29 de setiembre de 2000, bajo el titular 
"Promueven Investigadora por el SODRE", 
pregunta sobre el faltante de numerosos bienes 
mobiliarios del Instituto. Dice el artículo: "El 
senador dijo a El Observador que, según los 
datos que posee, faltan 'treinta escritorios de 
madera y metal, veintiún mesas de madera y 
metal, ochenta y cinco sillas y sillones y once 
lámparas de brazo. Estarían faltando teléfonos 
digitales, celulares y centrales telefónicas, ocho 
equipos de aire acondicionado, treinta y tres 
accesorios de computación, diez televisores, 
veintitrés monitores blanco y negro, trece 
videograbadores simples, siete equipos de 
filmación, diez máquinas de escribir, dieciséis 
casetes, y hasta un cuadro de Artigas', señaló 
el parlamentario blanco.- El legislador señaló 
que esa información surge del inventario anual 
que fue enviado al Consejo del SODRE. Por eso 
solicita saber en su pedido de informes oficial 
'cuáles fueron las medidas administrativas 
adoptadas en consecuencia". 


Si la Cámara y esta Comisión Preinvestigadora 
entendieran conveniente, oportuno y necesario 
la instalación de una Comisión Investigadora, se 
debería consultar la opinión del señor Senador 
Larrañaga, entre otros. 


Otra de esas personas es el señor José Luis 
Guntín, Director del Canal en la anterior 
Administración, quien hizo declaraciones para 
"El Observador". Se refirió al Director del Canal, 
Claudio Rama, en el sentido de que "no tiene 
autoridad moral para ensuciar a todos los 


funcionarios de! canal". Además, dice el artículo: ' 


*Guntín afirmó que 'habría que investigar cosas 
importantes' ocurridas en esa administración del 
SODRE. 'Sería mucho más importante ver en 
qué se gastaron decenas de millones de dólares 
para hacer un edificio que está inconcluso”. 


En nuestra exposición no hemos dicho una 
palabra sobre este tema, pero es una denuncia 
pública que ha hecho alguien que no es ajeno 
al SODRE sino que ocupó un cargo de 
relevancia en el Canal 5 durante la Administra- 
ción anterior y que, además, no pertenece a 
nuestro partido. 


Hay una serie de elementos más, pero vamos 
a redondear nuestra exposición para no robar 
más tiempo a la Comisión. 
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También deseo mencionar lo sucedido a 
comienzos de este año con los músicos, quienes 
denunciaron faltantes o problemas en torno a la 
Orquesta del SODRE. Poseemos esa informa- 
ción, que también figura en comentarios de 
prensa aparecidos en el diario "El Pals" al 
comienzo de este año. 


Asimismo, a través de la Asociación de la 
Prensa del Uruguay se difundió lo que le tocó 
vivir al periodista Daniel Bianchi con la suspen- 
sión de su programa. Posteriormente, luego de 
evitarse un juicio por conciliación de partes, 
volvió al aire. Como saben los señores Diputa- 
dos, la APU cuestionó la decisión del Directorio 
del SODRE por censurar y levantar el programa 
y no dar, como es habitual, el derecho a réplica 
en el mismo medio. 


SEÑOR MACHADO.— Aparentemente, se 
habría hecho un inventario y después otro. ¿Es 
así? 


SEÑOR MAHIA.— Se hace un primer inven- 
tario que revela un número importante de 
faltantes. Después se hace un relevamiento en 
el que aparece una cantidad de elementos cuyo 
origen se desconce. 


SEÑOR MACHADO.— Pero lo que faltaba, 
¿aparece o no? 


SEÑOR MAHIA.— SÍ, aparecen faltantes en 
otras reparticiones de la institución o en 
empresas privadas y además aparecen cosas 
que nunca estuvieron inventariadas o no exis- 
tían. La información que hemos presentado en 
la correlación de hechos así lo demuestra. En 
el detalle de faltantes al 16 de octubre de 2000, 
hay trescientos ochenta y un bienes con ingreso 
indeterminado y noventa y seis bienes adquiri- 
dos por donación, totalizando cuatrocientos 
setenta y siete. El 80% de los bienes faltantes 
que después aparece no se sabe de dónde 
vienen, quiere decir que no tenían el alta de la 
Sección Inventarios. 


SEÑOR MODERADOR.— ¿El inventario sur- 
ge a pedido del Directorio actual? 


SEÑOR MAHIA.— Sí, señor. 


SEÑOR MODERADOR.— ¿A raíz de ese 
inventario es que empiezan a aparecer los 
faltantes? 


SEÑOR MAHIA.— Sí, señor. 
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SEÑOR MODERADOR.— ¿El Directorio toma 
algún tipo de medidas, como sumarios. inves- 
tigaciones administrativas, etcétera, con las 
personas que supuestamente estaban controlan- 
do? 


SEÑOR MAHIA.— No tengo conocimiento. 


SEÑOR MODERADOR.— Por lo que tengo 
entendido, casi todo lo que hace el SODRE es 
coproducción y casi todos los programas -no sé 
si por problemas de marketing, de publicidad o 
de potencia de las radios- son levantados o 
terminan haciendo convenios para refinanciar 
deudas. En la historia del SODRE todas han 
sido coproducciones, salvo en una época en que 
al canal no lo veía nadie y tenía problemas de 
equipamiento. Hubo un esfuerzo muy grande en 
el período 1990-1995 en que se compró una 
antena, un equipamiento alternativo, un estudio, 
etcétera, pero en general tiene carencias. 
Entonces, quería conocer la historia de las 
coproducciones y si hay empresas que levanta- 
ran programas debiendo. 


SEÑOR MAHIA.— Hay dos o tres aspectos 
a considerar. 


A mi entender -no soy especialista en la 
materia-, es una opción del SODRE utilizar la 
mayor parte de sus espacios en coproducciones 
con sectores privados, sin abrir opinión de si 
está bien, mal o regular. Lo que es anómalo es 
que, una vez que toma esa opción, no se 
cumplen los contratos originalmente firmados y 
el Ente deja de recaudar todo lo que tenfa como 
expectativa a la hora en que contrató un espacio 
que era propio con un coproductor. Quizá o sin 
quizá, pueda haber una endémica situación de 
estas administraciones que en sucesivas opor- 
tunidades se contrata con coproductores y 
termina no recaudándose lo que estaba previsto. 
¿A qué afecta? Al Estado uruguayo en general, 
al SODRE como institución en particular y habla 
de una situación -por calificarla de alguna 
manera- absolutamente deficitaria a la hora de 
la gestión administrativa, comercial, de segui- 
miento de cobro, de omisión o en algunos casos 
de negligencia. 


En el caso de Telenoticias 5 SRL, ¿por qué 
se espera un año y medio para llegar a esta 
situación? ¿No hay mecanismos previos que 
permitan tomar medidas precautorias para evitar 
que el Estado siga perdiendo lo que está 
perdiendo, en momentos en que se está 
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viviendo una crisis profunda y que el SODRE no 
es una institución de las más ricas? 


Por otro lado, el SODRE es una institución 
que tiene que competir en el mejor sentido del 
término con los canales privados de cable y 
abiertos. ¿Es de buena política tener bienes 
desparramados por todos lados al mismo tiempo 
que se tiene que competir con empresas muy 
poderosas para el medio? ¿Qué refleja esto? 
¿Qué tipo de administración se ha llevado ade- 
lante? Si se encontraron bienes en el período 
que va de agosto a octubre, ¿dónde estaban 
antes? ¿Qué pasó con ellos? ¿Por qué no esta- 
ban? ¿Quién los utilizó? Es una serie de pre- 
guntas que deberían ser respondidas por parte 
de las autoridades correspondientes en un pro- 
ceso serio de investigación de este Parlamento. 


SEÑOR MODERADOR.— Quiero dejar cons- 
tancia de que no conozco mucho el tema. He 
seguido las denuncias del señor Senador 
Larrañaga y tengo entendido que ha habido 
algún procedimiento administrativo por parte del 
Consejo Directivo del SODRE, llegando a 
sumarios, investigaciones administrativas, etcé- 
tera, que empezaron a esclarecer el tema. 
Evidentemente, si se constataron estos hechos 
es porque se han hecho las investigaciones 
administrativas y los inventarios correspondien- 
tes. Si aparecen bienes que no se sabe cuándo 
ingresaron ni dónde estaban, no es totalmente 
correcto atribuírselo a esta Administración. Se 
han tomado las medidas del caso, al punto que 
-como decía el señor Diputado Mahía- se ha 
destituido a un funcionario y sumariado a otro 
por seis meses, decisión que no ha sido 
objetada. Si se llega a una destitución es porque 
el funcionario ha incurrido en errores graves; la 
destitución no la hace el Consejo Directivo del 
SODRE sino el Poder Ejecutivo. Creo que hubo 
un esfuerzo por prolijar las cosas; el tiempo dirá 
si estas investigaciones administrativas, suma- 
rios y destituciones llevan a poner las cosas en 
su justo término. Considero que se está 
desarrollando un proceso que sería bueno ver 
cómo desemboca. 


SEÑOR MACHADO.— He tenido contacto con 
algunos productores que realmente padecen 
dificultades económico-financieras, no sólo por 
la situación actual sino por la de un tiempo a 
esta parte. Sabemos de la cantidad de progra- 
mas que se levantan en forma permanente, tanto 
en la televisión como en la radio. Verdadera- 
mente, es una situación preocupante. 
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No obstante ello, creo que el perfil que 
siempre ha tenido el SODRE ha sido de difundir 
la cultura, por ejemplo, la música clásica, 
aspectos importantes de educación y de nuestra 
cultura. No ha habido afán de lucro y en muchas 
ocasiones se han suscitado problemas para 
cubrir en gran medida las erogaciones financie- 
ras. 


Estos resultados empiezan a aparecer con un 
sumario que instruye el propio Consejo Directivo 
del SODRE. Me gustaría pedir información con 
respecto a este segundo inventario y a qué 
conclusión llegan; si realmente hay faltantes 
importantes o aparecen todas las cosas desapa- 
recidas. Me sorprende lo que dice el señor 
Diputado Mahía en el sentido de que aparecen 
cosas que no estaban inventariadas. No sé si 
en el segundo informe se aclara o no. 


SEÑOR MAHIA.— Quiero precisar que no lo 
digo yo; lo dice el informe de la Jefa de 
inventarios. 


SEÑOR ARREGUI.— Algo conozco del tema 
y estuve tratando de ordenar los planteos 
centrales efectuados por el señor Dipuado 
Mahía. Hay cosas muy graves. 


Cuando se hace el relevamiento, hay faltantes 
de bienes materiales; no lo dijo solamente el 
señor Diputado Mahía, también lo señaló el 
señor Senador Larrañaga; están las constancias 
correspondientes. 


Hay un trabajo que, en el mejor de los casos, 
es muy desprolijo porque un funcionario del 
SODRE no puede dar de alta un material sin que 
haya ingresado, por decir alguna cosa. 


El tema de la adulteración de los códigos no 
es algo inocente ni una desprolijidad. Nadie se 
entretiene cambiando un código a un bien 
determinado; todo hace suponer que ha habido 
intencionalidad en que bienes del organismo 
saliesen o estar tapando alguna cosa. Los 
bienes están en cualquier lugar menos en el 
organismo correspondiente. 


Además, me preocupa el tema de las 
coproducciones. Se podría llegar a pensar si es 
viable o no económicamente para un coproductor 
mantener un programa. Eso perfectamente se 
puede discutir, pero el contrato entre una 
empresa del Estado y un privado, es un contrato 
a riesgo; cada uno es responsable de su parte 
y la Administración, más allá de si le fue bien 
o mal a la persona con quien contrató, debe 
exigir el pago. 
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SEÑOR MACHADO.— Me consta que hay 
algunos juicios para hacer efectivo el cobro por 
parte del SODRE a coproductores. 


SEÑOR ARREGUI.— No cuestiono los juicios; 
me parece muy bien que la Administración los 
haga. De acuerdo con lo que aquí se expresó, 
se ha hecho la gracia, o sea, el perdón de los 
pagos. Quisiera saber si esto se ajusta a la 
legalidad. No creo que si al coproductor que 
hace el contrato con el SODRE en determinado 
momento le hubiese ido mejor de lo que 
pensaba, el Directorio del SODRE le hubiese 
cobrado más de lo estipulado en el contrato, 
para mirar en forma simétrica ambas situacio- 
nes. Lo importante es el bien del organismo 
SODRE, del Estado, y lo que sucedió con los 
privados que contrataron en un tema de riesgo 
de los privados. 


SEÑOR MODERADOR.— Si no entiendo mal, 
la gracia no tiene el fin de perdonar las deudas 
sino que se concede al empezar un programa 
para que se afirme y pueda continuar caminando 
solo. Creo que ha sido la política general en el 
SODRE. Muchas veces, igual el programa 
termina teniendo deudas y debiendo reclamar al 
organismo por las deudas e iniciar juicios por 
el pago. 


SEÑOR MAHIA.— Inicialmente, uno lo podría 
entender así, pero el tema es que todo el 
período ha sido de gracia; en algunos casos, 
casi cinco años enteros. Si uno entiende ese 
período de gracia como algo excepcional -y 
habría que ver el tema de la legalidad que 
pregunta el señor Diputado Arregui-, es una 
cosa. Pero si usted como administrador mantie- 
ne durante casi todo el período un estado de 
gracia con las distintas coproducciones, es algo 
muy diferente; ya es una práctica de gestión 
administrativa de gobierno de un servicio 
descentralizado cotidiano. 


En la respuesta al pedido de informes que 
nos hicieran llegar, detallado programa por 
programa, consta la cantidad de meses que ha 
durado el período de gracia. Haciendo un 
cálculo general, nos presentan en este pedido 
de informes diecisiete coproducciones en radio, 
de las cuales uno podría sostener que están en 
líneas generales con variaciones durante el 
período. Si uno multiplica los diecisiete produc- 
tores por los sesenta meses que dura un 
quinquenio, te da mil veinte meses. Más de 
setecientos meses han sido períodos de gracia 
otorgados por el SODRE a los distintos 
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coproductores. Eso habla de una forma de 
gestión, a nuestro entender, inconveniente para 
los intereses del Estado. 


SEÑOR ARREGUI.— Hay otro hecho que nos 
llama la atención y es que en determinado 
momento de este año el SODRE vino a la 
Comisión de Educación y Cultura y nos expresó 
que había una cierta preferencia hacia determi- 
nado coproductor teniendo en cuenta que el 
SODRE prácticamente no disponía de discos 
compactos. Ahora me estoy enterando de que 
tiene más de mil discos compactos. Era lógico 
pensar que una radio debe tener una oferta 
variada en materia musical en determinados 
renglones culturales que no los tiene cualquiera. 
¿Por qué en definitiva eso se expresó en forma 
distinta? 


SEÑOR MACHADO.— No sé si el señor 
Diputado Mahía nos puede informar cuántos 
discos tiene el coproductor al que se otorga la 
preferencia. 


SEÑOR MAHIA.— No sé cuántos discos 
tiene; sí sé que es propietario de una de las 
principales disquerías del Uruguay; es decir que 
tiene una amplia disponibilidad. 


SEÑOR ARREGUI.— Veo tres temas centra- 
les en base a los cuales hay un conjunto de 
elementos. 


Uno es el problema de la existencia y 
administración de los bienes del organismo. 
Otro, la política de administración y gestión de 
las coproducciones. Por último, las denuncias 
presentadas por el funcionario Santos que 
fueron muy graves. 


Concuerdo con el informe de la Fiscalía de 
Gobierno en el sentido de que no se investigó. 
Semejantes denuncias deben terminar en el 
esclarecimiento de la situación. ¿Qué es el 
esclarecimiento de la situación? Es constatar, 
por un lado, si es cierto para definir las 
responsabilidades correspondientes y, por otro, 
en el caso de no ser cierto, que al funcionario 
que ha formulado denuncias infundadas se lo 
acuse porque está afectando el buen nombre de 
las personas involucradas y del propio organis- 
mo. Ahora, no porque el funcionario haya estado 
bajo sospecha o haya podido ser culpable de 
una determinada situación dentro del organismo, 
no por eso las denuncias deben dejarse correr. 


Estoy convencido de que los elementos aquí 
presentados, por su entidad, son más que 
suficientes para establecer una Comisión Inves- 
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tigadora que trabaje con la mayor seriedad, que 
tome los elementos centrales planteados acá y 
que convoque a cada una de las partes 
involucradas en el tema. Esa Comisión inves- 
tigadora, en el caso de instalarse y luego de 
consultar a cada una de las partes involucradas 
en cada una de las denuncias presentadas, 
llegará a las conclusiones correspondientes. 
Investigar no es acusar sino llegar al esclare- 
cimiento de los hechos. Creo que nosotros como 
Comisión Preinvestigadora y el Parlamento 
mismo tenemos la obligación de controlar 
precisamente a la Administración sin mirar 
colores políticos, períodos ni gestiones. 


También estoy convencido de que hay 
personas en el SODRE que son de una alta 
capacidad moral y creo que para que esa moral 
pueda salir lo mejor posible de esto y no haya 
sombras permanentemente, es conveniente in- 
vestigar. Si se comprueban estas denuncias, ver 
a quienes corresponden las responsabilidades y 
a quienes no y también creo que a nosotros 
como Parlamento nos deja muy bien parados 
que al presentarse una denuncia, en vez de 
dejarla a un costado, la investiguemos y 
llevemos adelante un proceso serio de investi- 
gación que dictamine lo que corresponda. 


SEÑOR MAHIA.— He terminado mi exposi- 
ción. Agradezo la atención que me han 
dispensado y estoy a la orden para brindar la 
información complementaria que necesiten. Debo 
aclarar que también hay un informe de la 
Auditoría Interna de la Nación, interesante de 
analizar en caso de que se instale la Comisión 
Investigadora. 


SEÑOR MODERADOR.— La Comisión agra- 
dece al señor Diputado Mahía su presencia. 


(Se retira de Sala el señor Representante 
Mahía) 


— La opinión del señor Diputado Arregui ha 
quedado claramente planteada. En mi caso 
personal, no plantearía votar una Comisión 
investigadora sino exhortar al SODRE a que 
siga profundizando la investigación iniciada y dé 
cuenta de los sumarios y las acciones adminis- 
trativas que ha venido desarrollando. Si se 
continúa esa investigación quizá se pueda 
aclarar un poco más lo relativo a los inventarios 
que han permitido que aparecieran los faltantes. 
Como el inventario es relativamente reciente y 
ya ha arrojado resultados positivos, me parece 
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prudente continuar el curso de las investigacio- 
nes para aclarar aún más lo sucedido. 


SEÑOR MACHADO.— Mi posición va también 
en esa línea. He solicitado información sobre el 
tema concreto de los inventarios que es básico 
cuando se está hablando de bienes públicos. 
Creo que ha habido de parte del SODRE, no una 
actitud de omisión, de desidia ni de dejar las 
cosas como están, sino que han tomado 
medidas y creo que sería prudente dejar que 
este organismo tomara las medidas pertinentes. 
Entiendo que van en dirección de adoptar las 
medidas más duras, llegando hasta la destitu- 
ción de funcionarios que evidentemente han sido 
infieles, omisos, han estado en actitudes reñidas 
con la normativa de un buen funcionario público, 
de un hombre que tiene que cumplir con sus 
obligaciones, como estos dos funcionarios que 
han sido citados. 


Si confiamos en esta gente que tiene una 
larga trayectoria, como es sin lugar a dudas el 
caso de la doctora Adela Reta que nadie puede 
cuestionar su moral, su actitud de servicio a la 
comunidad y su probada conducta en todo lo 
que tiene que ver con la vida, realmente vamos 
a encontrar resultados positivos, sobre todo si 
les damos un espacio de tiempo para actuar. 


Estoy a la espera de una información que es 
bastante interesante y complementaria a la 
brindada por el señor Diputado Mahía y arroja 
bastante luz sobre cómo se actuó en el 
inventario, 


SEÑOR MODERADOR.— Mociono para que 
la Comisión pase a intermedio en espera de la 
información solicitada por el señor Diputado 
Machado. 


SEÑOR ARREGUI.— Estoy de acuerdo con 
la solicitud de intermedio, pero antes quiero 
aclarar un aspecto. 


De acuerdo con las funciones de una 
Comisión Preinvestigadora, no podemos exhor- 
tar sino que nos corresponde definir si la 
denuncia tiene entidad, seriedad en su origen, 
si es oportuna y si es procedente la investiga- 
ción. Si se reúnen estos requisitos, hay lugar a 
la Comisión Investigadora; si no se reúnen, no 
hay lugar. 


SEÑOR MODERADOR.— La Comisión pasa 
a intermedio de una hora. 


(Es la hora 17 y 40) 
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— Continúa la reunión. 
(Es la hora 18 y 50) 


SEÑOR MACHADO.— Lamentablemente, to- 
davía no llegó el informe que solicité. Puede 
llegar en cualquier momento. Como Jo considero 
un elemento importante para tratar este tema, 
pediría -no sé si será factible- un nuevo 
intermedio. 


SEÑOR ARREGUI.— Si podemos terminar en 
el día de hoy para poder trabajar esta noche, 
no tengo inconveniente, porque mañana la 
Comisión Preinvestigadora debe entregar su 
informe. 


SEÑOR MACHADO.— De acuerdo. Podemos 
pasar a intermedio hasta la hora 20 y, si el 
informe llega antes, avisaré. 


SEÑOR MODERADOR.— Se pasa a interme- 
dio hasta la hora 20. 


(Es la hora 19) , 


Comisión Preinvestigadora a los efectos de 
analizar presuntas irregularidades en el 
SODRE 


ACTA N? 2 


En la ciudad de Montevideo, a los dieciséis días 
del mes de noviembre del año dos mil y siendo 
la hora diez y treinta y cinco minutos, se reúne 
la Comisión Preinvestigadora a los efectos de 
analizar presuntas irregularidades en el SODRE, 
designada por la Cámara de Representantes con 
fecha 14 de noviembre, ante solicitud firmada 
por el señor Representante José Carlos Mahía, 
en función de lo dispuesto por el parágrafo 
primero del artículo ciento dieciocho del Regla- 
mento, de la Cámara de Representantes. 
Concurren sus miembros, señores Representan- 
tes Roque E. Arregui, Guido Machado y José 
María Mieres. == =-==eoenmanoocnnann cr 
Asiste el señor Representante denunciante don 
José Carlos Manhía. 
Actúa en carácter de moderador el 
Representante José María Mieres. 
Se desempeña en la Secretaría el Secretario de 
Comisión Juan Perdomo Bejérez. ---============- 
Luego de deliberar brevemente sobre el motivo 
de la convocatoria el señor Representante 
Roque E. Arregui procede a dar lectura al 
informe y proyecto de resolución, los cuales 
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sometidos a votación son aprobados por unani- 
midad de los miembros presentes de la 
Comisión Preinvestigadora. Su texto figura en la 
versión taquigráfica a fojas tres. 
De todo lo actuado se efectúa registro taquigrá- 
fico, cuya traducción dactilográfica foliada del 
uno al tres inclusive obra agregada a la presente 
acta, pasando a formar parte de la misma, a 
todos sus efectos. 
Sin otros asuntos a considerar y siendo las diez 
y Cuarenta minutos, se levanta la reunión, 
labrándose la presente que firman para constan- 
cia los miembros integrantes de la Comisión 
Preinvestigadora y el señor Representante 
ABNUNCIANte. —errrrrnnrocncno rm 


Guido 
José María 
José Carlos 


Roque E. Arregui, 
Machado, 
Mieres, 
Mahía. 


SEÑOR MODERADOR.— Se levanta el inter- 
medio. 


(Es la hora 10 y 35 del día 16) 


— Tiene la palabra el miembro denunciante, 
señor Diputado Manhía. 


SEÑOR MAHIA.— En las últimas horas 
hemos tomado conocimiento de nueva informa- 
ción complementaria que nos han hecho llegar 
algunos de los miembros de esta misma 
Comisión y que tiene que ver con algunos de 
los asuntos analizados y planteados en esta 
Comisión. Entendemos que estos nuevos datos 
ameritan un estudio complementario y un 
posterior análisis, ya que constituyen nueva 
información. 

Nosotros creemos que se debe hacer el 
estudio y la investigación de este tema tal como 
la Comisión lo entienda pertinente, pero de 
todas maneras queremos poner en su conoci- 
miento que la información que poseemos es 
nueva, complementaria, y que enriquece todo el 
proceso de análisis que hemos estado realizan- 
do, ratificando todo lo que hemos manifestado, 
aunque necesariamente deberemos cotejarla, 
analizarla y profundizarla. 

Agradezco a la Comisión la seriedad con que 
ha recibido mis planteos y la celeridad con que 
nos ha recibido dentro del marco legal corres- 
pondiente, así como la información complemen- 
taria que me hizo llegar en función de los temas 
planteados. Evidentemente, esto constituye un 
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gesto de madurez de parte de los integrantes 
de la Comisión y demuestra la seriedad que 
hubo en el tratamiento de este tema. El único 
objetivo era, es y seguirá siendo cumplir con 
nuestra labor de legisladores ejerciendo el 
contralor de la función pública, particularmente 
en este caso en el que entendemos existen 
presuntas irregularidades que motivaron la 
convocatoria de esta Comisión. 


SEÑOR MODERADOR.— Creo interpretar el 
pensamiento de la Comisión al reconocer la 
seriedad y la rigurosidad del planteo del señor 
Diputado Mahía y algo que es poco frecuente 
en la comisiones preinvestigadoras: que cuando 
se solicita reserva se mantenga. Muchas veces 
ello no se da y creo que es justo que 
reconozcamos al señor miembro denunciante, a 
los demás integrantes de esta Comisión y a 
quien habla el hecho de haber respetado la 
palabra empeñada. 


SEÑOR ARREGUI.— Estoy de acuerdo con 
lo que se ha expresado. Estoy redactando un 
proyecto de resolución que contempla las 
manifestaciones hechas aquí. 


SEÑOR MACHADO.— Quiero destacar tam- 
bién el clima de trabajo, de responsabilidad y 
de seriedad con que se ha encarado este 
importante tema, así como la actitud del 
miembro denunciante al ser permeable a nueva 
información y valorarla adecuadamente. Tam- 
bién quiero resaltar el estricto silencio que ha 
mantenido esta Comisión en función del respeto 
al acuerdo al que se había llegado en su seno, 
que creo ha sido altamente favorable para lograr 
un resultado que considero sumamente positivo. 


(Se retira de Sala el miembro denunciante, 
señor Representante Mahía) 


SEÑOR ARREGUI.— El texto del informe 
quedaría redactado así: 


"INFORME. Señores Representantes: La Co- 
misión Preinvestigadora formada a los efectos 
de analizar presuntas irregularidades en el 
SODRE, sesionó los días 15 y 16 de noviembre 
del corriente año. 


El señor Diputado denunciante José Carlos 
Mahía aportó a esta Comisión con seriedad y 
responsabilidad información sobre una serie de 
situaciones existentes en el SODRE. 


A su vez la Comisión también recibió 
información complementaria sobre el tema, en 
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la cual se presentan nuevos elementos que 
deben ser considerados y analizados. 


La responsabilidad con la que se plantearon 
los argumentos por parte del denunciante -que 
lo decidieron a solicitar la conformación de esta 
Comisión- así como el contenido de estos 
argumentos, hace que sus tres miembros 
integrantes y el propio denunciante, acuerden 
proponer el adjunto proyecto de resolución. 


PROYECTO DE RESOLUCION. Elévense 
todos los elementos vertidos en esta Comisión 
con relación al SODRE, a la Comisión de 
Educación y Cultura de Diputados, para que en 
el seno de la misma se continúe con su 
tratamiento". 


SEÑOR MODERADOR.— Se levanta la re- 
unión. 


(Es la hora 10 y 44) 


Comisión Preinvestigadora a los efectos de 
analizar presuntas irregularidades en el 
SODRE 


INFORME 
Señores Representantes: 


La Comisión Preinvestigadora formada a los 
efectos de analizar presuntas irregularidades en 
el SODRE, sesionó los días 15 y 16 de 
noviembre del corriente año. 


El señor Diputado denunciante José Carlos 
Mahía aportó a esta Comisión con seriedad y 
responsabilidad información sobre una serie de 
situaciones existentes en el SODRE. 


A su vez la Comisión también recibió 
información complementaria sobre el tema, en 
la cual se presentan nuevos elementos que 
deben ser considerados y analizados. 


La responsabilidad con la que se plantearon 
los argumentos por parte del denunciante -que 
lo decidieron a solicitar la conformación de esta 
Comisión- así como el contenido de estos 
argumentos, hace que sus tres miembros 
integrantes y el propio denunciante, acuerden 
proponer el adjunto proyecto de resolución 


Sala de la Comisión, 16 de noviembre de 
2000. 


Roque Arregui, Guido Ma- 
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chado, José María Mieres 
Visillac. 


PROYECTO DE RESOLUCION 


Elévense todos los elementos vertidos en 
esta Comisión con relación al Servicio Oficial de 
Difusión, Radiotelevisión y Espectáculos 
(SODRE), a la Comisión de Educación y Cultura 
de la Cámara de Representantes, para que en 
el seno de la misma se continúe con su 
tratamiento. 


Sala de la Comisión, 16 de noviembre de 
2000. 


Roque Arregui, Guido Ma- 
chado, José María Mieres 
Visillac". 


— Léase el proyecto de resolución. 
(Se lee) 
— En discusión. 
SEÑOR ARREGUI.— Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Penadés).— Tiene la 
palabra el señor Diputado. 


SEÑOR ARREGUI.— Señor Presidente: la 
Comisión Preinvestigadora constituida a los 
efectos de analizar este tema mantuvo reunio- 
nes el pasado año durante los días 15 y 16 de 
noviembre. En esa oportunidad recibimos al 
señor Diputado Mahía, quien, con total seriedad 
y responsabilidad, planteó distintas informacio- 
nes sobre irregularidades existentes en el 
SODRE con referencia a distintos tópicos, por 
ejemplo en lo que tiene que ver con los bienes 
del organismo, con el inventario realizado y 
también con las coproducciones que realiza el 
servicio, las coproducciones de la radio y el 
canje de publicidad o deudas por bienes 
materiales. 

Luego, a través del señor Diputado Machado 
recibimos otra serie de informaciones que 
entendemos conveniente analizar. 

Estudiado todo el material que tuvimos sobre 
la mesa, los miembros de la Comisión 
Preinvestigadora -los señores Diputados José 
María Mieres, Machado y quien habla-, en 
acuerdo con el señor Diputado Mahía, resolvi- 
mos aconsejar a este Cuerpo la aprobación de 
un proyecto de resolución que establece que la 
información vertida en la Comisión con relación 
al SODRE se pase a la Comisión de Educación 


Martes 3 de abril de 2001 


y Cultura de la Cámara de Representantes para 
que en su seno se continúe con su considera- 
ción, lo que permitirá tratar con el tiempo debido 
esta temática a la cual aportó, con mucha 
responsabilidad y seriedad, el señor Diputado 
Mahía. 


SEÑOR MAHIA.— Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Penadés).— Tiene la 
palabra el señor Diputado. 


SEÑOR MAHIA.— Señor Presidente: suscri- 
bimos el informe firmado por los señores 
Diputados, fruto del análisis de los datos que 
presentamos en la Comisión Preinvestigadora 
cuya formación solicitamos a la Cámara. En este 
momento estamos aguardando con expectativa 
la finalización de una serie de investigaciones 
que se están procesando en el interior del 
SODRE, algunas de ellas determinadas por las 
autoridades del organismo, otras por el Tribunal 
de Cuentas y otras por el Ministerio de 
Economía y Finanzas. 

Á su vez, estamos esperando la respuesta a 
una serie de pedidos de informes que enviamos 
al SODRE relativos a la temática que plantea- 
mos en la Comisión Preinvestigadora, que para 
nosotros será de especial interés para ver 
después, en el seno de la Comisión de 
Educación y Cultura, cuáles son los pasos 
concretos que se deben dar en esta materia. 

Para informar muy brevemente al Cuerpo 
sobre cuáles fueron algunos de los elementos 
que entendíamos -y entendemos- que deben ser 
analizados y que hoy son objeto de investigación 
por parte del Poder Ejecutivo, queremos dar 
cuenta, en primer lugar, de algunas afirmaciones 
realizadas por ex Directores del Canal 5. El 
señor José Luis Guntín expresó al diario "El 
Observador" que "habría que investigar cosas 
importantes (...) ver en qué se gastaron decenas 
de millones de dólares para hacer un edificio 
que está inconcluso". Evidentemente, se refiere 
al edificio del SODRE. 

Por su parte, el economista Rama, también 
ex director de Canal 5, afirmó la existencia de 
ciertas mafias. Después aclaró algunos términos 
en la Comisión de Educación y Cultura, pero 
estas manifestaciones en cierto modo detonaron 
la situación interna del SODRE. 

Estos fueron dos aspectos sobre la situación 
del organismo que salieron a la luz pública. Por 
su parte, hay que tener en cuenta lo relativo a 
la gestión comercial y administrativa. Entre los 
años 1995 y 2000 -período que analizamos- el 
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SODRE destina el 60% de su tiempo de emisión 
de radio o televisión a contratos con privados 
en períodos de gracia. ¿Qué significa esto? Que 
son períodos en los cuales quienes hacen 
contratos con el SODRE no pagan el dinero por 
el que habían contratado originalmente como 
gracia que decreta el propio Directorio del 
SODRE. Para que se tenga una idea, si se 
sumara lo referido a los diecisiete coproductores 
de radio durante el período pasado, se estaría 
hablando de 1.040 meses en los que el Estado 
dejó de percibir lo que había contratado 
originalmente con quienes ocupaban esos espa- 
cios en las ondas de radio. En un solo caso, 
el de un coproductor radial, el SODRE perdió 
de recaudar casi $ 500.000 en cuarenta y seis 
meses, lo que fue admitido por el Director Rama 
en la Comisión de Educación y Cultura. 

Ni qué hablar de lo sucedido con algunas 
coproducciones de televisión. Se hizo un canje 
de una deuda que llegó a US$ 130.000 por 
US$ 110.000 en equipos de aire acondicionado 
y US$ 20.000 al contado. Más allá de la 
conveniencia o no de canjear por equipos de 
aire acondicionado una deuda de ese volumen, 
queremos saber por qué se llegó a una deuda 
de tal magnitud y cómo fue aceptada esa 
situación por el Directorio del SODRE de aquel 
entonces. 

Hasta aquí lo que tiene que ver con la gestión 
administrativa y comercial, sobre lo que hemos 
presentado datos, y estamos a la espera de 
información posterior a partir de la respuesta a 
los pedidos de informes que formulamos. 

Como decía el señor Diputado Arregui, 
también hemos hecho el seguimiento de otros 
temas como, por ejemplo, el inventario de 
bienes del SODRE. Se ha realizado una serie 
de inventarios sucesivos, y para conocimiento 
de la Cámara voy a citar un informe del 10 de 
noviembre, que es el último que tenemos -como 
ya manifesté, a fines de diciembre elevamos un 
nuevo pedido de informes-, donde se dice: 
*5.- El comparativo del listado de faltantes inicial 
con los equipos que fueron apareciendo difiere 
al punto tal que hoy día tenemos sobrantes de 
los cuales se debería dar explicaciones en lo 
que la superioridad entienda pertinente.- 6.- Se 
constata que la Dirección de SNT no cuenta con 
documentación real sobre los préstamos efec- 
tuados a Empresas particulares de equipo de 
uso técnico al SODRE y viceversa, no informan- 
do en tiempo y forma a la Sección Inventarios”. 
Después dice: "7.- Se constatan diversas 
irregularidades en las áreas dependientes de la 
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Dirección Técnica, como ser: Equipos existentes 
que fueron solicitados de baja.- Adulteraciones 
de equipos y códigos de inventario.- Cambios 
indiscriminados de lugar de material mientras se 
efectuaba el Relevamiento, no siendo esto 
causal justificada por razones de servicio y sí 
para entorpecer nuestra labor.- Aparición de 
equipos no inventariados de los cuales se 
desconoce su origen.- Aparición de equipos 
técnicos con códigos de inventario los cuales no 
constaban en el Sistema de Inventarios como 
tales.- Faltantes de materiales de uso técnico a 
la fecha.”, etcétera. 

Podríamos seguir, pero, básicamente, lo que 
actualmente vive el SODRE y que -según se nos 
ha dicho- está siendo investigado internamente, 
demuestra a las claras que hay situaciones que 
tienen su origen, por lo menos, en la falta de 
control de cuáles son los bienes del SODRE, 
cómo se administraron, qué se dejó de hacer o 
qué se está haciendo. 

Por último, creemos importante destacar que 
no sólo el Estado ha perdido en todo este 
tiempo. Por un lado, está lo que no se ha 
recaudado debido a la política de gestión 
comercial- administrativa del SODRE, que debe- 
ría ser mucho más importante en la vida 
cotidiana de los uruguayos de lo que es hoy. 
Por otro, los funcionarios del SODRE dejaron de 
percibir dinero a partir de esa política comercial 
desarrollada por las autoridades del organismo. 
Además, a partir de este Presupuesto hay un 
cambio de normas en cuanto a la remuneración 
de los funcionarios de esta dependencia, pero 
con relación al período anterior se mantienen 
deudas por publicidad estatal que no han sido 
vertidas en el canal oficial. 

Podríamos mencionar muchos otros aspectos 
que fueron vertidos e informados a la Comisión 
Preinvestigadora y que hoy están siendo objeto 
de una investigación, según lo que se nos ha 
informado. 

Reiteramos nuestra disposición a llevar este 
tema a la Comisión de Educación y Cultura, para 
analizarlo con mayor profundidad que hoy en el 
plenario. 


SEÑOR ACOSTA Y LARA.— ¿Me permite 
una interrupción? 


SEÑOR MAHIA.— Sí, señor Diputado. 


SEÑOR PRESIDENTE (Penadés).— Puede 
interrumpir el señor Diputado. 


SEÑOR ACOSTA Y LARA.— Señor Presiden- 
te: estoy leyendo el texto del proyecto de 
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resolución que nos acercó y no sé si lo que está 
detallando el señor Diputado Mahía -lo consulto 
en ese sentido- son las conclusiones de la 
Comisión Preinvestigadora. Pienso que lo que 
debemos discutir es el pase a la Comisión de 
Educación y Cultura y votarlo de una vez. De 
esa forma, cuando esta Comisión envíe su 
informe se verterán las conclusiones correspon- 
dientes en Sala. 


SEÑOR PRESIDENTE (Penadés).— Puede 
continuar el señor Diputado Manhía. 


SEÑOR MAHIA.— Señor Presidente: para dar 
respuesta al señor Diputado, quiero decir que 
las conclusiones que están en el informe ya las 
ha desarrollado el señor Diputado Arregui. 
Simplemente, queríamos expresar en el plenario 
de la Cámara cuáles fueron los motivos para el 
funcionamiento de una Comisión Preinvestiga- 
dora, mencionar algunos titulares relativos a lo 
que allí se presentó y aclarar nuestra intención 
de enviar este tema, para su desarrollo en 
profundidad, a la Comisión de Educación y 
Cultura. 


SEÑOR PRESIDENTE (Penadés).— La Mesa 
informa que están anotados el señor Diputado 
José María Mieres, la señora Diputada Jardim 
y el señor Diputado Machado. 

Tiene la palabra el señor Diputado José 
María Mieres. 


SEÑOR MIERES (don José María).— Señor 
Presidente: quiero complementar el informe del 
señor Diputado Arregui, que fue uno de los 
integrantes de la Comisión Preinvestigadora 
junto al señor Diputado Machado y a quien 
habla. Dicha Comisión recibió un informe 
fundamentado y serio del señor Diputado Mahía. 
Quiero decir que trabajamos en un clima de gran 
respeto y seriedad. A su vez, se planteó 
manejarse con reserva, y aunque no es 
frecuente, se cumplió con la palabra empeñada. 

Con respecto al fondo del planteo del señor 
Diputado Mahía, es evidente que la 
fundamentación con que encaró el tema tue muy 
importante. Pero también es de resaltar que 
hubo nuevos elementos que fueron apareciendo 
en el devenir de esta Comisión Preinvestigadora 
que llevaron a que, de común acuerdo, 
resolviésemos pasar la información a la Comi- 
sión de Educación y Cultura. 

Asimismo, el Consejo Directivo del SODRE 
empezó a hacer investigaciones que dieron a 
conocer muchas de las cosas a las que el señor 
Diputado Mahía hacía referencia. A cuenta de 
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esto, algunas de las investigaciones terminaron 
con la destitución de algunos funcionarios y con 
sumarios importantes a otros. Cuando se 
planteó la formación de la Comisión 
Preinvestigadora estaban en curso otras inves- 
tigaciones que, a esta altura, podrán arrojar luz 
sobre algunos elementos. 

Como ha dicho bien el señor Diputado Mahía, 
el trabajo del Consejo Directivo del SODRE puso 
un poco de orden y aparecieron algunas cosas 
que ni siquiera estaban inventariadas. Esto, de 
alguna manera, habla a favor de la tarea llevada 
adelante por dicho Consejo. 

En resumen, creemos que fue bueno el 
trabajo de la Comisión Preinvestigadora y que 
es importante un seguimiento parlamentario de 
estas cosas, pero pensamos que muchos de los 
problemas planteados por el señor Diputado 
Mahía ya deben haber sido zanjados o solucio- 
nados. 


SEÑOR BERGSTEIN.— ¡Muy bien! 


SEÑOR PRESIDENTE (Penadés).— Tiene la 
palabra la señora Diputada Jardim. 


SEÑORA JARDIM.— Señor Presidente: voy a 
aprovechar que estamos hablando sobre el 
SODRE para hacer una pequeña exposición. 

Como los señores Diputados saben, yo soy 
de Bella Unión y vivo en el medio rural. En esta 
ciudad tenemos estación de televisión del 
SODRE, pero hacía ocho meses que no salía 
al aire, por lo menos para la zona rural. Aquellos 
que tienen Cablevisión podían disfrutar de la 
programación del canal, pero nosotros no. Yo 
siempre dije que el SODRE es un canal 
didáctico, que es del Estado y que, por lo tanto, 
debe llegar a todos los ámbitos. Siendo 
Diputada hice una pequeña exposición para una 
radio en Bella Unión y a las dos horas el canal 
estaba en sintonía en todos los hogares rurales. 
Por lo tanto, alguien bloquea la señal. 

No creo que el SODRE tenga conocimiento 
de ello y, por lo tanto, quiero informarlo en este 
Parlamento ya que esto no puede volver a 
suceder. Si tenemos el SODRE, que sea para 
todos y no para los privilegiados que pueden 
pagar Cablevisión o que viven en la planta 
urbana. Hay otro cable, TDH, pero es caro y no 
toda la gente de los hogares puede pagarlo. 
Entonces, pienso que nos están extorsionando 
para que todos paguemos el cable TDH, y esto 
no puede suceder. Los hogares humildes no 
pueden acceder a la programación del canal del 
SODRE si no Jlega por los medios comunes. 
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SEÑOR PRESIDENTE (Penadés).— Tiene la 
palabra el señor Diputado Machado. 


SEÑOR MACHADO.— Señor Presidente: en 
la misma dirección de lo expresado por el señor 
Diputado José María Mieres, también miembro 
de la Comisión, quiero decir que se trabajó en 
un clima de total cordialidad y responsabilidad 
por la seriedad de los planteos hechos por el 
señor Diputado Mahía, y llegamos a una 
conclusión que consideramos que es realmente 
importante: la de devolver todos estos antece- 
dentes a su ámbito natural, que es la Comisión 
de Educación y Cultura de la Cámara de 
Representantes, donde esperamos que se pue- 
da debatir en profundidad. 

Al inicio de nuestra tarea hubo elementos 
novedosos y en el transcurso del trabajo de la 
Comisión se nos aportaron elementos realmente 
muy importantes que generaron esta decisión, 
inclusive con el apoyo del miembro denunciante. 
La labor desarrollada por el Consejo Directivo 
del SODRE arrojó elementos nuevos; se hicieron 
investigaciones en profundidad y hubo sumarios, 
por lo que hoy debe haber muchísimos datos al 
respecto. Cuando esta discusión vuelva al 
ámbito de la Comisión de Educación y Cultura, 
seguramente habrá novedades importantes que 
enriquecerán el estudio de los señores Diputa- 
dos. 


SEÑOR BERGSTEIN.— 
interrupción? 


¿Me permite una 


SEÑOR MACHADO.— Sí, señor Diputado. 


SEÑOR PRESIDENTE (Penadés).— Puede 
interrumpir el señor Diputado. 


SEÑOR BERGSTEIN.— Señor Presidente: la 
Comisión Preinvestigadora terminó con un 
informe apoyado por la unanimidad de sus 
miembros, pidiendo el pase de este tema a la 
Comisión de Educación y Cultura. 

Quizás, nuestro desconocimiento en alguna 
medida de los hábitos parlamentarios en esta 
rama legislativa nos haya desorientado un poco 
porque si hay un acuerdo unánime para que el 
tema pase a la Comisión de Educación y 
Cutlura, no veíamos muy clara la necesidad de 
un debate que eventualmente se desarrollará en 
su debido momento. Las cosas que aquí se 
dijeron hoy ya se habían planteado en el seno 
de la Comisión de Educación y Cultura el año 
pasado, a raíz de lo cual, y creo que por 
propuesta del señor Diputado Mahía -si la 
memoria no me juega una mala pasada-, fueron 
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convocadas las autoridades del SODRE. Se 
hicieron presentes la Presidenta, doctora Reta, 
y el Vicepresidente del instituto, economista 
Rama, y se plantearon muchos de los temas que 
hoy se expusieron acá. La doctora Reta dio una 
pormenorizada respuesta a esos planteos y por 
lo menos algunos de los integrantes de la 
Comisión nos quedamos satistechos. Al parecer 
no fueron todos, por cuanto poco tiempo 
después se pidió la creación de una Comisión 
Investigadora. Se constituyó obligatoriamente 
una Comisión Preinvestigadora -porque el Re- 
glamento obliga a que cuando se pide una 
Comisión Investigadora debe actuar previamente 
una Preinvestigadora- que, en lugar de dar luz 
verde a la designación de una Comisión 
Investigadora, entendió que el tema debía volver 
a la Comisión de Educación y Cultura porque 
-como muy bien dijeron los señores Diputados 
Machado y José María Mieres- aparecieron 
nuevos elementos de juicio. Por ejemplo, el 
inventario se hizo a pedido expreso de las 
autoridades del SODRE y de ello resultó que 
algunas cosas sobraban y otra faltaban. 

Nos parece perfecto que el asunto vuelva a 
la Comisión de Educación y Cultura, donde con 
toda serenidad, con todo el tiempo necesario y 
con todos los elementos de juicio, podremos 
seguir analizando estos hechos. 

Con el mismo espíritu con que el señor 
Presidente de la Cámara señaló al asumir su 
cargo que había que trabajar más y mejor -eso 
me quedó grabado-, debo decir que francamente 
creo que ello pasa por realizar una mejor 
administración de los tiempos propios y ajenos. 
Si estamos todos de acuerdo en que el tema 
pase a la Comisión de Educación y Cultura, 
¿Vamos a empezar ahora a generar una imagen 
equívoca para la opinión pública sobre la gestión 
del SODRE, cuando aún no hemos llegado a 
otra conclusión que la de que el tema se siga 
analizando en la Comisión de Educación y 
Cultura? Francamente, no nos parece que sea 
ésta la vía indicada. 

Agradezco al señor Diputado Machado que 
me haya concedido esta interrupción. 


SEÑOR PRESIDENTE (Penadés).— Faltan 
veinticuatro minutos para que termine la sesión 
y resta aún por considerar un asunto del orden 
del día. La Mesa exhorta a los señores 
Representantes a que, por la vía de las 
interrupciones, no se inicie un debate sobre un 
informe que viene votado por la unanimidad de 
la Comisión Preinvestigadora. Sin coartar el 
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derecho a nadie, la Mesa exhorta a los señores 
Representantes a tratar de evitar que por la vía 
de las interrupciones se genere un debate en 
el que, a esta altura de la noche, nadie quiere 
entrar, porque el tema ya fue informado por 
unanimidad. 

Puede continuar el señor Diputado Machado. 


SEÑOR MACHADO.— Señor Presidente: el 
informe de la Comisión es muy claro y 
terminante... 


SEÑOR MAHIA.— ¿Me permite una interrup- 
ción? 


SEÑOR MACHADO.— Sí, señor Diputado. 


SEÑOR PRESIDENTE (Penadés).— Puede 
interrumpir el señor Diputado. 


SEÑOR MAHIA.— Señor Presidente: voy a 
ser lo más disciplinado posible con lo que ha 
planteado el señor Presidente de la Cámara; 
simplemente, voy a señalar un par de cosas. 

Nuestra resolución es clara en cuanto a lo 
que decidió por unanimidad la Comisión 
Preinvestigadora: elevamos los antecedentes 
que presentamos -algunos de los cuales anun- 
ciamos en titulares aquí, para que la Cámara 
tuviera conocimiento de ellos- y también los que 
aportó el señor Diputado Machado. Queremos 
dejar claro que una cosa es pasar todos los 
elementos a la Comisión de Educación y Cultura 
para que sean analizados, pero esto nada tiene 
que ver -un hecho sucedió antes y otro después- 
con la comparecencia en ese ámbito de la 
doctora Reta y del señor Rama, cuyos dichos 
pudieron o no haber convencido a quienes 
integramos esa Comisión. Nosotros nos referi- 
mos a una serie de hechos públicos que 
sucedieron antes, durante y después de esa 
instancia; inclusive, en la Comisión Preinves- 
tigadora presentamos nuestros datos sobre lo 
que había informado el señor Rama, que eran 
diferentes a los que él había brindado por la 
Comisión de Educación y Cultura y que no 
quisimos siquiera plantear en el día de hoy aquí. 

Evidentemente, no planteamos si hubo con- 
formidad o no con lo que manifestaron las 
autoridades del SODRE en la Comisión de 
Educación y Cultura. No enredemos la piola, que 
viene bien. Yo digo bien clarito: después vamos 
a trabajar en el seno de la Comisión de 
Educación y Cultura, recibiendo todos los 
antecedentes que sean necesarios. Trabajare- 
mos en ese ámbito y punto; las conclusiones a 
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las que lleguemos acerca de cómo se administró 
el SODRE durante cinco años son bien 
diferentes de lo que podamos concluir sobre lo 
que resolvió la Comisión y sobre lo que venga 
después. 


SEÑOR PRESIDENTE (Penadés).— Puede 
continuar el señor Representante Machado. 


SEÑOR MACHADO.— He terminado, señor 
Presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE (Penadés).— Tiene la 
palabra el señor Diputado Pablo Mieres. 


SEÑOR MIERES (don Pablo).— Señor Pre- 
sidente: vamos a acompañar con nuestro voto 
el proyecto de resolución de la Comisión 
Preinvestigadora, pero debemos dejar constan- 
cia de que nos parece una solución poco 
entendible, porque la denuncia daba mérito a 
una investigación -en ese caso debió haberse 
conformado una Comisión Investigadora- o no 
daba mérito a ello y, en esa circunstancia, debió 
haberse dejado de lado el planteamiento del 
denunciante. 


SEÑOR ARREGUI.— ¿Me permite una inte- 
rrupción? 


SEÑOR MIERES (don Pablo).— Sí, señor 
Diputado. 


SEÑOR PRESIDENTE (Penadés).— Puede 
interrumpir el señor Diputado. 


SEÑOR ARREGU!.— Señor Presidente: a la 
luz de lo que empieza a plantear el señor 
Diputado Pablo Mieres, me parece conveniente 
dar alguna información accesoria. 

Es evidente que, desde el punto de vista 
formal, para aconsejar la creación de una 
Comisión — Investigadora, la Comisión 
Preinvestigadora tiene que expedirse señalando 
que hay una denuncia de entidad, de oportuni- 
dad y de procedencia, tal como lo establece el 
Reglamento. 

Lo que ocurrió fue que al momento de 
presentarse la denuncia para la formación de la 
Comisión Preinvestigadora, personalmente esta- 
ba de acuerdo en que se reunían los tres 
requisitos que establece el Reglamento: la 
entidad, la oportunidad y la procedencia. Pero 
durante el desarrollo del estudio del tema, el 
señor Diputado Machado presentó información 
ampliatoria. Entonces, el requisito de oportuni- 
dad hizo que fuera necesario considerar el tema 
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en la Comisión de Educación y Cultura, entre 
otros motivos, porque los tiempos serán mucho 
más largos y permitirán el desarrollo de las 
investigaciones y el análisis de la nueva 
documentación. Decimos esto porque, si bien el 
tiempo de la Comisión Investigadora no está 
acotado, en la práctica tiene un límite, ya que 
hay un momento en que debe presentar un 
informe a la Cámara. En cambio, la Comisión 
de Educación y Cultura es permanente en el 
tiempo, lo que nos permitirá seguir avanzando 
en el análisis de una cantidad de detalles. 

En síntesis, luego de haber recibido la 
información ampliatoria creímos que el tema de 
la oportunidad era el que ameritaba que la 
cuestión fuera considerada en la Comisión de 
Educación y Cultura. 


SEÑOR PRESIDENTE (Penadés).— Puede 
continuar el señor Diputado Pablo Mieres. 


SEÑOR MIERES (don Pablo).— Señor Pre- 
sidente: agradezco al señor Diputado Arregui las 
aclaraciones que ha hecho, pero sigo pensando 
que estamos transformando una Comisión Per- 
manente en una suerte de Comisión Investiga- 
dora a estos efectos. 

En todo caso, hay algo que no me queda 
claro. Si se entiende que hay que esperar la 
evolución de los acontecimientos para adoptar 
una decisión en cuanto al tema, estamos 
cambiando la naturaleza de lo que se está 
discutiendo. Si estamos hablando de instalar 
una Comisión Investigadora es sobre hechos ya 
ocurridos, no sobre lo que después el Consejo 
Directivo del SODRE pueda hacer. La pregunta 
es si los hechos denunciados tienen entidad 
suficiente como para que haya lugar a una 
investigación. Más allá de que el Consejo 
Directivo del SODRE esté tomando medidas con 
relación al inventario y a los faltantes -lo que 
me parece muy bien-, de la lectura del informe 
que tenemos a consideración no surge que una 
determinada actuación del Consejo Directivo 
puede sanear los hechos denunciados. Si 
estamos hablando de falta de documentación 
sobre contrataciones y préstamos y de que no 
se hizo un llamado a precios para algunos 
contratos, eso no se puede sanear; existió o no. 
Lo que debe hacer una Comisión es investigar 
si efectivamente esos hechos tuvieron lugar o 
si alguno de los miembros del Consejo Directivo 
se involucró en ellos, como surge del texto que 
tenemos todos en nuestro poder. La contratación 
de empresas para realizar ciertos servicios no 
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tiene nada que ver con que el Consejo luego 
tome o no determinadas decisiones; se trata de 
constatar si, efectivamente, esos hechos existie- 
ron o no; y que conste que no estoy prejuzgando 
en absoluto. Lo que digo es que, desde nuestro 
punto de vista, la solución parece un poco 
extraña; no obstante, vamos a acompañarla. 

Debo decir que si en la Comisión de 
Educación y Cultura -que integro- se considerara 
que los hechos denunciados lo ameritan, quizá 
debamos volver a plantear al plenario que se 
realice una investigación, pero no porque el 
Consejo haga o deje de hacer tales o cuales 
cosas en el futuro, sino en base al análisis de 
lo ocurrido, que es lo que corresponde a una 
investigación. 


SEÑOR PRESIDENTE (Penadés).— La Mesa 
va a permitirse corregir la palabra con la que 
se inicia el proyecto de resolución. Dice 
"Elévense” y debe decir "Remitanse”. 


Con esa corrección, se va a votar el proyecto 
de resolución. 


(Se vota) 


— Cincuenta por la afirmativa: Afirmativa. 


Unanimidad. 
Queda aprobado el proyecto de resolución. 


SEÑORA RONDAN.— Pido la palabra para 
fundar el voto. 


SEÑOR PRESIDENTE (Penadés).— Tiene la 
palabra la señora Diputada. 


SEÑORA RONDAN.— Señor Presidente: sim- 
plemente, como miembro de la Comisión de 
Educación y Cultura y por haberla presidido en 
el Período anterior, quiero establecer en el 
plenario el absoluto compromiso de mi sector, 
la Lista 15 -y creo que va más allá: del Partido 
Colorado-, a que si realmente hay hechos que 
ameritan ser investigados, nosotros, desde esa 
Comisión, los investigaremos, siempre y cuando 
tengan real tundamento. 


(Texto del proyecto de resolución aprobado:) 


"Remítanse todos los elementos vertidos en 
la Comisión Preinvestigadora a los efectos de 
analizar presuntas irregularidades en el SODRE, 
a la Comisión de Educación y Cultura, para que 
en el seno de la misma se continúe su 
tratamiento". 
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28.—Sesquicentenario del 
fallecimiento del Gene- 
ral José Artigas. (Se 
autoriza al Banco Cen- 
tral del Uruguay a acu- 
ñar una moneda de diez 
pesos conmemorativa del 
mismo y una de cinco 
pesos para completar el 
denominado "Cono Mone- 
tario") 


SEÑOR PRESIDENTE (Penadés).— Se pasa 
a considerar el asunto que figura en noveno 
término del orden del día: "Sesquicentenario del 
fallecimiento del General José Artigas. (Se 
autoriza al Banco Central del Uruguay a acuñar 
una moneda de diez pesos conmemorativa del 
mismo y una de cinco pesos para completar el 
denominado 'Cono Monetario')”. 


(Antecedentes:) 
Rep. N* 398 
"PODER EJECUTIVO 


Ministerio de 
Economía y Finanzas 


Montevideo, 18 de octubre de 2000. 


Señor Presidente de la 
Asamblea General: 


El Poder Ejecutivo tiene el honor de remitir 
a ese Cuerpo el adjunto proyecto de ley por el 
cual se autoriza al Banco Central del Uruguay 
la acuñación de una moneda de $ 10,00 en 
conmemoración del sesquicentenario del falleci- 
miento del General José Gervasio Artigas y de 
una moneda de $ 5,00, con la finalidad de 
completar el denominado "Cono Monetario", 


EXPOSICION DE MOTIVOS 


Moneda conmemorativa 150 años del falle- 
cimiento del Genera! José Gervasio Artigas 


La vida y obra de nuestro Prócer, el General 
José Gervasio Artigas, es por demás conocida 
y en todo momento está presente en la 
conciencia cívica de nuestro pueblo. 


La referida acuñación de moneda conmemora 
los 150 años de su fallecimiento. Para su 
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homenaje, se representan sus ideas y sus 
acciones, las cuales permanecen en el senti- 
miento de los Orientales. 


Se ha intentado incorporar una característica 
especial a esta nueva moneda, un elemento 
único que no aparezca en ninguna otra pieza de 
nuestro monetario y que además coadyuve a su 
difusión entre la población del país. 


En otras ocasiones se han acuñado piezas 
en metales nobles, pero dichas monedas no son 
conocidas, solamente las poseen los coleccio- 
nistas, manteniéndose por consiguiente dentro 
de un reducido grupo la conmemoración del 
evento. 


Por lo anteriormente expresado, se ha 
proyectado la acuñación de la primera moneda 
bimetálica del Uruguay, para que sea utilizada 
por el público en general como medio de pago. 


Moneda $ 5,00 año 2000 


La acuñación que se propone, completa el 
denominado "Cono Monetario", integrado por 
monedas de $ 0,10; 0,20; 0,50; 1; 2 y por la 
futura moneda bimetálica de $ 10,00. 


La presente moneda, ingresará a circulación 
sustituyendo progresivamente a los billetes, los 
que se desgastan debido al uso excesivo. La 
moneda posee además la ventaja de tener 
mayor durabilidad, no insumiendo ningún proce- 
so para su destrucción y al desmonetizarse, 
conserva el valor residual del metal. 


Saluda al señor Presidente con la mayor 
consideración. 


JORGE BATLLE 
Alberto Bensión. 


IBAÑEZ, 


PROYECTO DE LEY 


Artículo 12%.— Autorízase al Banco Central 
de! Uruguay a proceder a la acuñación de la 
moneda de $ 10,00 (diez pesos uruguayos) 
conmemorativa de los 150 años del fallecimiento 
del Prócer General José Artigas y de la moneda 
de $ 5,00 (cinco pesos uruguayos), hasta las 
cantidades y con las características que se 
determinan en los artículos siguientes, 
facultándosele a prescindir del requisito de 
licitación pública y proceder a la contratación 
directa con casas acuñadoras oficiales. 


Artículo 2*.-— El Banco Central del Uruguay 
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podrá acuñar hasta 80.000.000 (ochenta millo- 
nes) de unidades de cada una de las monedas, 
con las siguientes características: 


Moneda $ 10,00 


A) El valor facial de cada unidad será de 
$ 10,00 (diez pesos uruguayos). 


B)La moneda será bimetálica con su 
núcleo dorado y el anillo exterior 
plateado. La composición metálica del 
núcleo será del 92% (noventa y dos por 
ciento) cobre, 6% (seis por ciento) de 
aluminio y 2% (dos por ciento) níquel 
y la del anillo exterior de acero 
inoxidable. Se admitirá una tolerancia 
por aleación de un 2% (dos por ciento). 


C) Tendrá hasta 10,40 grs. (diez gramos 
con cuarenta centésimas) de peso y 28 
mm. (veintiocho milímetros) de diámetro 
total. El diámetro del núcleo central 
será de 18,5 mm. (dieciocho milímetros 
y medio). La tolerancia de peso será del 
2% (dos por ciento) por cada millar. 


D) Su forma será circular y su canto liso. 


Moneda $ 5,00 año 2000 


A) El valor facial de cada unidad será de 
$ 5,00 (cinco pesos uruguayos). 


B) La composición metálica será de 92% 
(noventa y dos por ciento) cobre, 6% 
(seis por ciento) de aluminio y 2% (dos 
por ciento) níquel, Se admitirá una 
tolerancia por aleación de un 2% (dos 
por ciento). 


C) Tendrá hasta 6,30 grs. (seis gramos 
con treinta centésimas) de peso y 26 
mm. (veintiséis milímetros) de diámetro. 
La tolerancia de peso será del 2% (dos 
por ciento) por cada millar. 


D) Su forma será circular y su canto liso. 


Artículo 32.— El Banco Central del Uruguay 
determinará los elementos ornamentales de la 
moneda que aludirán a la conmemoración de los 
150 años del fallecimiento del General José 
Artigas y del diseño de la moneda de $ 5,00. 


Artículo 4*%.— Facúltase al Banco Central del 
Uruguay a vender al exterior las monedas cuya 
acuñación se autoriza por la presente ley, a 
disponer su desmonetización y la enajenación 
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de las piezas desmonetizadas en la forma 
prevista en el artículo 701 de la Ley N* 16.170, 
de 28 de diciembre de 1990. 


Montevideo, 18 de octubre de 2000. 


Alberto Bensión". 


Anexo l al 
Rep. N* 398 


"CAMARA DE REPRESENTANTES 


Comisión de Hacienda 


INFORME 
Señores Representantes: 


Vuestra asesora ha analizado el proyecto de 
ley enviado por el Poder Ejecutivo por el que 
se propone la acuñación de una moneda de 
$ 10 (pesos uruguayos diez) en conmemoración 
de! ciento cincuenta aniversario del fallecimiento 
del Protector de los Pueblos Libres y Jefe de 
los Orientales, General José Artigas, y de otra 
de $ 5 (pesos uruguayos cinco) a los efectos 
de completar el denominado "Cono Monetario". 
Ambas monedas ingresarán a circulación susti- 
tuyendo en forma progresiva a los billetes de 
estos respectivos valores. 


El proyecto de ley -en lo que refiere a la 
moneda de $ 10- se enmarca dentro de los 
homenajes a tributar a nuestro Prócer con 
motivo de la conmemoración referida, en este 
caso, a través de la emisión de una moneda 
recordatoria del héroe y su gesta. 


Por el artículo 12 se autoriza al Banco Central 
del Uruguay a proceder a la acuñación de ambas 
monedas, facultándosele a prescindir del requi- 
sito de la licitación pública y a contratar 
directamente con casas acuñadoras oficiales 
como se ha hecho en otras circunstancias 
similares. 


En el artículo 22 se describen las caracterís- 
ticas de las monedas a acuñar, así como la 
cantidad de ellas que se autorizan (ochenta 
millones de unidades de cada una), y los 
respectivos valores faciales ya informados. 


En el artículo 32 se comete al Banco Central 
del Uruguay determinar los elementos ornamen- 
tales que aludirán a la conmemoración de los 
ciento cincuenta años del fallecimiento del 
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General José Artigas (moneda de $ 10) y al 
diseño de la moneda de $ 5. 


Finalmente, por el artículo 42 se faculta al 
Banco Central del Uruguay a vender en el 
exterior las monedas cuya acuñación se autoriza 
por la presente ley, a disponer su desmonetiza- 
ción y a enajenar las piezas desmonetizadas de 
acuerdo a lo dispuesto por el artículo 701 de 
la Ley N* 16.170, de 28 de diciembre de 1990. 


Sala de la Comisión, 8 de diciembre de 2000. 


iván Posada, Miembro Infor- 
mante; José Amorín 
Batlle, Carlos Baráibar, 
Silvana Charlone, Silvia 
Ferreira, Luis M. Leglise, 
Ronald Pais, Martín 
Ponce de León, Adolfo 
Pedro Sande". 


— Léase el proyecto. 
(Se lee) 
— En discusión general. 


No está en Sala el miembro informante, señor 
Diputado Posada, por encontrarse de licencia. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar 
si se pasa a la discusión particular. 


(Se vota) 

— Cincuenta en cincuenta y uno: Afirmativa. 
En discusión particular. 
Léase el artículo 12, 


SEÑOR CARDOZO FERREIRA.— ¡Qué se 
suprima la lectura de todos los artículos! 


SEÑOR PRESIDENTE (Penadés).— Se va a 
votar. 


(Se vota) 


— Cincuenta por 
Unanimidad. 


la afirmativa: Afirmativa. 


En discusión el artículo 12. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a 
votar. 


(Se vota) 


— Cincuenta por 
Unanimidad. 


la afirmativa: Afirmativa. 
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En discusión el artículo 22, 


Si no se hace uso de la palabra, se va a 
votar. 


(Se vota) 


— Cincuenta y dos por la afirmativa: Afirmativa. 
Unanimidad. 


En discusión el artículo 32, 


Si no se hace uso de la palabra, se va a 
votar. 


(Se vota) 


— Cincuenta y uno en cincuenta y dos: 
Afirmativa. 


En discusión el artículo 4?, 


Si no se hace uso de la palabra, se va a 
votar. 


CAMARA DE REPRESENTANTES 


117 


(Se vota) 
— Cincuenta en cincuenta y dos: Afirmativa. 


Queda aprobado el proyecto y se comunicará 
al Senado. 


(No se publica el texto del proyecto aprobado 
por ser igual al informado, que corresponde al 
remitido por el Poder Ejecutivo) 


— Antes de levantar la sesión la Mesa recuerda 
la invitación a los señores Representantes 
Nacionales a participar mañana, a la hora 8 y 
45, en la primera reunión de trabajo con el señor 
Rector de la Universidad Mayor de la República, 
ingeniero Rafael Guarga, a realizarse en la Sala 
17 del Edificio Anexo. 


Habiéndose agotado el orden del día, se 
levanta la sesión. 


(Es la hora 19 y 48) 
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